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Presentación y agradecimientos 

El modo en que el Estado ha enfrentado en los últimos años las soste­
nidas y novedosas formas de manifestación del descontento popular, ha si­
do advertido y denunciado por el CELS en distintos espacios del debate 
público e instancias de protección de los derechos humanos. 

Junto con el crecimiento sostenido del desempleo y la pobreza, se muJ­
tiplicaron las organizaciones de desocupados que adoptaron distintas for­
mas de reclamo y movilización. Los sucesivos gobiernos, lejos de adoptar po­
líticas que permitieran revertir la situación, profundizaron la exclusión y 
paliaron la emergencia con planes de asistencia social que se consolidaron 
como la moneda de cambio para controlar el descontento y desarticular 
temporalmente las protestas. 

La reacción estatal se caracterizó además por la represión de los "cor­
tes de ruta" y otras acciones de protesta, y la persecución penal de sus pro­
tagonistas, en general, trabajadores desempleados y líderes de organiza­
ciones sindicales y "piqueteras". 

Desde 1996 la criminalización judicial de la protesta sodal se ha con­
cretado en el inicio de miles de procesos penales al margen del derecho, 
con la única finalidad de controlar ilícitamente la acción política en el 
campo popular. Este despliegue coercitivo, además de la latente posibili­
dad de una pena, ha sido utilizado por la administración dejusticia como 
una auténtica herramienta de sometimiento sobre los manifestantes. Miles 
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de ~~rticipantes en protestas legítimas han soportado y soportan la perse­
cucwn penal como consecuencia de su acción antes que como reacción a 
la infracción de la ley penal. 

A s.u vez, en el contexto de distintos episodios de represión de protes­
tas socmles -que tuvieron su expresión más clara en la represión policial 
que acompañó la caída del Gobierno de Fernando de la Rúa en diciem­
bre ~e 20~1 y en la eje~u~ión de Darío Santillán y Maximiliano Kosteki por 
funcwn~nos de la Pohcm Bonaerense en junio de 2002- muchas perso­
nas muneron, otras tantas resultaron gravemente heridas e incluso fueron 
denunciadas torturas y malos tratos durante las detenciones. 
. Tal como se desprende del análisis que a continuación se presenta, dis­

tintas fuerzas de seguridad del Estado, de carácter provincial y nacional, ac­
tuaron haciendo un uso desproporcionado e ilegítimo de la fuerza. En mu­
chos de estos hechos la misma justicia federal intervino ordenando la 
represión y posteriormente se hizo cargo de la investigación; y en la mayo­
r~a de l.os ~~isodios en los que ha habido heridos o muertos, las investiga­
cioneS JUdiciales se encuentran paralizadas y no se ha logrado la identifica­
ción y castigo de los responsables. 

Ya en el Informe sobre la Situación de los Derechos Humanos en Ar­
gentina, correspondiente al período enero-diciembre de 1997, el CELS 
incorporó un capítulo específico sobre los nuevos protagonistas del recla­
mo social y las respuestas que el Estado estaba dando a los cortes de ruta 
que se multiplicaban diariamente en distintos puntos del país. La infor­
mación se actualizó en los Informes correspondientes a los hechos de 2000 
y 2001. Luego, en marzo de 200l,junto con el Comité de Acción jurídica 
de la CTAy el Centro por }ajusticia y el Derecho Internacional (CEJIL), 
el CELS denunció esta situación ante la Comisión Interamericana de De­
rechos Humanos de la OEA. Esta denuncia fue ampliada con nuevos he­
chos en presentaciones posteriores, uha de ella.s en marzo de 2002, a raíz 
de la represión de diciembre de 2001, en la que se pidió una visita in loco 
del organismo al país; 

Paralelamente, el CELS sometió estos hechos a consideración delCo­
mité de Derechos Humanos de Naciones Unidas, en una presentación rea­
lizada junto con la Federación Internacional de Ligas de Derechos Huma­
nos (FIDH). Durante estos aiios, se produjeron y difundieron a nivel local 
y en el marco de una campaña internacional, distintos documentos de aná­
lisis sobre las consecuencias de las políticas de ~uste estructural, su impac­
to en la articulación de los reclamos sociales y la respuesta institucional a 
las protestas de los sectores populares. 

Además, el CELS asumió el patrocinio jurídico y brindó asesoramien­
to a los familiares de algunas de las víctimas de la violencia estatal y a las 
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organizaciones y abogados particulares que trabajan en la defensa legal de 
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1 
Contexto socioeconómico y articulación 
de las protestas sociales 

1.1 Las reformas estructurales del mundo del trabajo 
en los 90 

Las transformaciones socioeconómicas experimentadas en la Argentina 
durante la década del 90 influyeron profundamente sobre las diferentes for~ 
mas de movilización social y acción colectiva. · 

Estas reformas estuvieron centradas, principalmente, en la desregula­
ción de la economía y la promoción y apertura al libre movimiento de ca­
pitales, en la privatización de la.mayorí~ de las empres~s.~úbl~:as que pres­
taban servicios de uso económ1co mas1vo, y en la flex1b1hzacwn, apertura 
y remoción de las regulaciones de la tradicional "red de seguridad laboral" 
que caracterizó al Estado de bienestar en -la Argentin~. . . , 

Párrafo aparte.merecen, a los fines de la presente mvesugac~~n, las r~­
formas laborales aplicadas en los 90. Los procesos de desregulacwn yflexl­
bilización de las relaciones y condiciones de trabajo fueron los ejes centra­
les de la reforma laboral. Sus postulados afectaron la estabilidad y la calidad 
del empleo y la lógica de interrelaciones propias del funcionamiento d~l 
mel'cado de trabajo; el desempleo, el subempleo y el empleo precano 
afectan, en )a actualidad, a cerca de la mitad de la población económica· 
mente activa. A juzgar por el persistente deterio1;o de la situación en el mer­
cado de trabajo, no cabe duda de que las reformas realizadas en la última 
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~:~~:~~~a~~eo~~~:i~~~1~~~ tanto de quienes poseen un trabajo como 

Las reformas en las relaciones individuales de t b . . . 
contratación flexibiJ' •' r , , ra aJO (modahdades de 
laboral (rela~iones 1~~:~~:~ pp~:~~~ay::~:~varse'gd~ empdleo) Y en el derecho 
b. ' tmen e concursos y quie 

tas, entre otras) se produjeron entre 1991 y 1995 Las d'fi . -
las rel.aciones cole"ctivas de trabajo (más precis~~ente ~~ :o¡scacwnes .en 
colectivos) qued ' convemos A a~o~ para una segunda etapa que se desarrolló hacia 1998 

~u vez, la confltcttva reforma laboral realizada por el gobierno de 1 . 

~~~~;i~~~;199.9 prov~dcó una profu~da crisis de legitimidad y la posterio~ 
VJcepresi ente Carlos Alvarez. 

En 1991, por medio de la sanción de la Ley Nacional de Em 1 1 
24.013/91)' el Gobierno concretó la modificación m, dp eo ( ey 
pos d 1 f1 'b'J' . , as contun ente en 
la le ~ a_ ext 1 ¡zacwn del mercado de trab~o. Entre otras cuestiones 
ro d~ ;:; el Flon~~ N~cional de Empleo, para financiar el primer "segu~ 
t
. t . , lembp eo e a Argentina3; creó distintas modalidades de con 

1 a acwn a o 1 " · d " -sociales4· d fi r~- pro;;ovJ as mediante reb~as o eliminación de cargas 
' e mio cam !OS en los métodos de ~uste salarial, promoviendo 

.1 Cfr. Pautassi, Laura, "Políticas sociales ·Fin d 1 ' 1 1 '?" 
. gentma. lnfonne 2002 CELS ¡Siglo XXI B < A' e moc e 

0 
· ' en: Derechos Humanos en Ale 

E . . ' , uenos 1res, 2002 p 308 
s Importante tener en cuenta que de acuerdo con 1 ' . . 

Hogares (EPH) de octubre de 2002 el 44 2% 1 1 e a tos de la Encuesta Permanente de 
rios y por lo tanto se encuenu·an fi ' '. o e e os asalariados no poseen aportesjubilato­
dicadores socioeconómicos de latpieorbaldae·l;sistelm1a4de_seguridad social. (Cfr. EPH, Planilla "In-

b 
· CIOn e e anos )' más e 1 1 t 1 d 31 

ur anos, regiOnes y agrupamientos por ta - , ) 
1 

e ota e aglomerados 
2 p - mano. 

equenas y Medianas Empresas. 
3 La asignación por desem leo in el u e . . . . 

asignaciones familiares y el có!puto de lis p:eesta:lones me~¡~o-asistenciales, pago de las 
programa está a cargo del Fondo N . 1 pd Es.tacwnes prevlsronales. La financiación del 
· acrona e mpleo Este p d · 1 
un portante cantidad de desempleados e . 1 1 1 · rograma eJa e e lado a una 

1
.

1 
. tolmaesoeesectorinfo· lE · 

mee le a, su baJa cobertura: durante 1995 1 . 1' lma · sto exphca, en gran 
ciarios) fue equivalente a 6% de los 1 e PI ~mee IO mensual de prestaciones (no benefi­
para 1999 cubriÓ al7%. Además, el n~:~~~u~ae os abiert.os l:egistrados por las estadísticas y 
se acercaba a los $370 y en abril del 2000 plagadobfue ~hsmmuyendo: en 1993 el promedio 

b
• a canza a solo los $257 E . b 'l 1 
1an seguro por desempleo 131 430 . · n a n e el 2001 reci-

7 
• · • pe1 son as de las que • · 1 ' 

Y el 2% varones. Es evidente que no ex'st ·' . umca~ente e 29% eran mujeres 
taciones, sus montos y el crecimiento d Il ~una c~nespondencra entre la cantidad de pres-
ciencia de este tipo de polític-\S sobre la e e~emf t~· Esto da cuenta de la b<ya o nula inci­
bién fue restringido el acces~ a los prog~a~~nltl:C .~~e desempleo urbano en Argentina. Tam­
basados en la reducción de las obligacion:as~ e 1 omen~o ~el empleo" y de "capacitación", 
Gobierno puso en práctica Estos p¡·o .. .s ISCa e~ y sa anales de los empleadores que el 

b l 
. · g1amas constituyeron un·¡ t. · 1 · .. 

ora precana, crearon un circuito de ca 't· . • l'f . ' es Iategm e e msercwn la­
y, debido a su transitoriedad no e ~acl acl.on e 1 .erenciado por nivel socioeconómico 
por sí mismos la productivid~d nfal~eraion pe1sp~cttva.~lguna. Tampoco incrementaron 
caron en el marco de una polftica ~s~~:~~~~o·m~ m~~rsi?.n social debido a que no se apli­
frente a la emergencia del desempleo ta b" 1 efe tstrr u~wn. De este modo, su incidencia 

4 L " . m ten u e relatiVa 
as modahdades promoddas de contratació " . 

ral, modificando el concepto de relac'. l b . l. ~~'que cre~n una relación jurídica no labo­ron a ora mmterrumpida, y eximen a los empleadores 
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cláusulas del tipo "ajuste por productividad"; y creó los programas de em­
pleo para los llamados "grupos especiales de trabajadores/as" que se eje­
cutan desde 1993. Las modalidades precarias de contratación reemplaza­
ron progresivamente a las relaciones formales y se sumaron al crecimiento 

sostenido del empleo en negro y del empleo informal. 
La tasa de desempleo abierta se mantuvo en valores constantes del 

15%, con picos inéditos del18% en 1995 -en el.contexto del Efecto Te­
quila-. Desde 1998 ha registrado un incremento ininterrumpido y alar­
mante. El récord histórico se produjo en el mes de mayo de 2002, cuando 
alcanzó al 21,5% de la población económicamente activa (PEA) y sólo dis­
minuyó en el mes de octubre de ese aii.o luego de contabilizar como em­
pleados a los casi dos millones de beneficiarios de los programas sociales im­
plementados por el Estado Nacional5. Según Jos datos de esta medición, el 
desempleo alcanzó a117,8% de la PEA, mietltns que el 19,9% se enconu·aba 
subempleado. Los picos de desocupación se registraron en Gran Catamar­
ca (20,5%), Gran Santa Fe (20,1 %),Jujuy- Palpalá (20,5%) y en los parti­
dos del con urbano bonaerense (21%). En este sentido, las propias estadís­
ticas oficiales permiten hacer análisis alternativos del fenómeno. De no 
considerar como empleados a los beneficiarios de los programas sociales, el 

desempleo a nivel nacional u·eparía al 23,6% de la PEA. 
En este contexto, quienes poseen un trabajo viven en el riesgo cons­

tante de perderlo, debiendo sacrificar, en la mayoría de los casos, ingresos 
y estabilidad. El comportamiento global del empleo no permite pensar. 
que el estímulo de las medidas adoptadas para paliar esta situación y de 
Jos programas de empleo sea relevante para resolver un problema tan gra­
ve. En lugar de crear puestos nuevos, logra deteriorar las condiciones de 
trabajo de los existentes y descargar la responsabilidad ele los problemas 
en el mercado laboral sobre los propios trabajadores y trab<Üadoras. 

También en forma sostenida crecieron la pobreza y la ineligen~ia. En 
la década del 70, el 5% de la población vivía en hogares con ingresos ba­
jo la línea de pobreza, eri los 80 la cantidad de personas pobres se elevó al 
12%; a partir de 1998 ya superaba el 30% y en octubre de 2002 llegaba al 
57,5% (aproximadamente 20,7 millones de personas). A su vez, 9,9 millo­
nes se encuentran por deb~o ele la línea de indigencia ( el27,5% de lapo­
blación), por lo que no llegan a cubrir la canasta de alimentos estrictamen-

te necesarios para vivir. 

de hasta el 50% de su conu·ibución al sistema de seguridad social. A su vez, todas estas modi­
ficaciones se u·aducen en regulaciones legales poco claras, ambiguas y especialmente discri-

minatorias. 
5 Instituto Nacional de Estadística y Censos (1NDEC), Encuesta Permanente de Hoga-

res, octubre de 2002. 
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Con relación a la distribución del ingreso, entre 1991 y mediados de 
1994 es posible identificar un incremento en el valor de los ingresos de to­
dos los estratos sociales6 -como consecuencia de la estabilización de la 
moneda y los altos índices de crecimiento inicial de la economía-. Sin em­
bargo, este crecimiento fue desigual7, se detuvo a partir de 1993 y devino 
negativo desde mediados del año siguiente, generando a partir de entonces 
un escenario de profundo retraimiento e inequidad social. Según informa­
ción de la ~ncuesta Permanente de Hogares (EPH) elaborada por el Insti­
tuto Nacional de Estadísticas y Censos (INDEC), entre los meses de octu­
bre de 1991 y 1999, el ingreso familiar per capita real del décimo más pobre 
regisu·a una caída del 8%, mientras que el ingreso del décimo más rico llega 
a incrementarse un 14%. 

1.2 Los cortes de ruta: la irrupción de un nuevo actor social 

En nuestro país la altísima tasa de empleo vigente hasta el comienzo 
de la dictadura militar en 1976 había instituido una práctica de interpela­
ción al Estado, en pos de mejoras o reclamos laborales, principalmente 
mediada por el actor sindical. 

Durante los atios 80, peliodo en el que se llevó adelante la reconstrucción 
y consolidación de la democracia argentina, por un lado el sindicalismo y por 
otro los nuevos movimientos sociales que reclamaban por el castigo a los cul­
pables de los crímenes de la dictadura militm.s, impulsm·onlas diferentes ma-

. nifestaciones populares que ocuparon el espacio colectivo. Mientras que los 
primeros continuaron con la lógica de reclamar al Estado su intervención 
en conflictos centrados en la esfera productiva, los organismos ele derechos 
humanos profundizaron la discusión sobre lo público y fortalecieron su iden­
tidad desde el reclamo por la ampliación de la ciudadanía. 

Con el crecimiento del desempleo y el desmantelamiento de la seguri­
dad social a partir de 1990, surge un nuevo actor, protagonista de las movi­
lizaciones sociales, que resulta dificil de delimitar: multifacético, desclasado 
o de clases sociales diversas; con empleo estable, precario o sin empleo; hom­
bres y mttieres;jóvenes y adultos. La condición de "desempleado" implica 
un profundo quiebre en el mundo individual y en el imaginario colectivo, 

, 
6 

Barbeito, A., Rodríguez E., C., "Empleo, remuneración del trabajo y distribución 
delmgreso. O acerca del cuento de la buena pipa", en Minsburg, N. y Valle H. (coords.), 
Argentina hoy: e~úis del modelo, Buenos Aires, Letra Buena, 1995. 7 

Entre octubre de 1991 y 1994, el ingreso familiar percapitareal del décimo más pobre 
creció 5,3%, mientras que el crecimiento décimo más rico llegó all3,7%. 8 

Jclin, Elizabeth, Los nueuos 1110llimientos sociales, Buenos Aires, Centro Editor de América Latina. 
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a la vez que impone un nuevo orden~miento d~ ~o s~:ial. s.in te~1er el m~r­
co laboral como núcleo de ordenarmento y pohuzacw~ pr.I~ano, la s~Cle­
dad fue buscando nuevos modelos y matrices de orgamzacwn al:e~nauvos, 
cuando no antagónicos, al modelo de país imp~lsa~o ~or las.p~hticas .e~t:~ 
tales. Este nuevo actor avanza así sobre el espacio pubhco exigie~do VISibi­
lidad desde una práctica nueva e imponiendo temas antes margmales a la 
agenda política. . 

Con ]as reformas liberales impulsadas por el ex presidente Menem, la 
estructura productiva del país se sometió a un pro.~eso de rápida tran~for­
mación y las prácticas políticas del Estado, tambien en proceso de Iees­
tructuración, mutaron drásticamente. 

A su vez en un plano ético, la clase política comenzó a mostrar sus fa­
lencias. La ~orrupción apareció en la opinión pública co.mo u.n~ de los 

· · · 1 s de la Cl'I.si's del país Las prácticas patnmomahstas en motivos prmClpa e · . 
los feudos provinciales y en el Gobierno nacional ampliaron la brech.a en­
tre "el pueblo"y "la clase dirigente", Los tres poderes de la democraCia co-
menzaron a perder la confianza de la población. . . , 

Estas críticas transformaciones tuvieron su correlato en la orgamzacwn 
de lo social y en el lugar en que los sectores popular~s se ubicaron frente 

d. · " d 1 poder Frente a las reglas de Juego planteadas, ex-a esta nueva IVISIOn e . 
presaron su oposición de diferentes maneras. 

El 16 de diciembre de 1993la ciudad de Santiago del Estero fue envuel­
ta por una furia irreductible. n·abajadot·es municipales y pr~vinciale~, maes­
tros pl'imal'ios y secundarios, jubilados, trab¡~adores p1·ecm·¡zados y JÓVe~les 
desempleados tomaron por asalto la ciudad. Incen~iaro~ la casa. de gobter-
110 provincial, los tribunales, la legislatura y las residenCiaS P.art~:ulares de 
muchos políticos como muestra del hartazgo frente a la corrupcwn del Go­
bierno y a la ausencia de respuesta del Estado a los reclamos pop~lares. El 
"santiagueí'íazo" hizo visible, en su versión más trágica, lacar~ soc1~l de las 
políticas de ajuste y del hartazgo frente a las promesas elect01ales siempr~ 
incumplidas. Los medios de prensa hablaron de ".~stallid~"· Los. que parti· 
ciparon de las movilizaciones saben.que la situac.wn d~_vwlencm era pr~­
visibleg. En el santiagueüazo asistimos a la desaruculacwn de un len~U'l)e 

Político históricamente reconocido y construido, los hombres y muJeres 
·' d' 1 el' 'dad10 que tomaron el territorio vivieron una apelacwn Irecta a a 1g111 · 

9 Auyero,Javier, "Los estallidos en provincias: globalización y conflictos locales", en P1111· 

to de Vista, N• 67, agosto 2000. . 
JO Luego del estallido, las fuerzas polfticas y sociales. en Sanuago regresara~ a su cau­

ce histórico El obernador Carlos Juárez y su esposa Nma fueron no.mbrados Pr~~ecto­
res de la Pr~vin~ia" a principios del 2002 y su p~otegido político gano la gobernacwn de 
la provincia en septiembre de ese aiio con el 68% de los votos. 
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Esta situación focalizada se fue extendiendo: los actores sociales co­
menzaron un camino distanciado de las redes políticas tradicionales. La 
construcción de lo político no tuvo ya su lugar de asiento en el espacio del 
trabajo formal. El Estado se alejó cada vez más. 

La movilización que nace con el "santiaguei'iazo", dará lugar a una nue­
va oleada de protestas y resistencias contra las acciones estatales tendien­
tes a imponer un feroz.ajuste estructural. 

Es concretamente. a partir de esta rebelión santiaguei'ia cuando po­
demos analizar la irrupción en el espacio público del nuevo tipo de ac­
tor social, producto del desempleo creciente y del deterioro en las rela­
ciones entre los sectores populares y la clase dirigente. Es el inicio de un 
cambio en la lógica de acción colectiva que paulatinamente engendrará 
algunas nuevas relaciones políticas. 

A la par, decisiones gubernamentales como la privatización de las em­
presas productivas estatales, condenaron a pueblos enteros a su propia 
suerte. Los afectados directos del retraimiento del aparato estatal pasaron 
a ocupar el lugar que el actor sindical fue dejando vacío. Estos actores re­
clamaron al Estado dignos márgenes para la supervivencia. 

Las protestas sociales características de los 90 presentan un nuevo re­
pertorio de acciones colectivas11 que sei'ialan una ampliación y una pola­
rización de los sentidos políticos vigentes. Fueron los pobladores de las lo­
calidades más relegadas de las áreas pobres del país, especialmente los 
pueblos que dependían laboralmente de alguna de las empresas públicas 
ahora privatizadas, los primeros en cortar rutas para exigirle al Estado na­
cional respuestas frente a sus problemas concretos. 

Con los cortes y las intervenciones directas -como la toma de edifi­
cios públicos-, los espacios de pertenencia primaria de los "trabajadores 
desocupados", como el barrio o la villa, adquirieron un renovado sentido 
político. La construcción identitaria de esos nuevos grupos sociales se im­
puso a partir de reconocimientos mínimos ligados con la supervivencia y 
con la proximidad. Las clásicas huelgas y marchas sindicales fueron des­
plazadas por los cortes de ruta, los piquetes allí instalados y las ollas popu­
lares impulsados por vecinos. 

Cutral-Có y Plaza Huincul marcaron en 1996 el inicio de otra etapa, con 
la fuerza constitutiva y fundan te de los nuevos roles sociales. Se extendió 

11 Un repertorio de protesta establece reglas que organizan el comportamiento y las 
expectativas de todos los actores participantes; consiste en prácticas que logran convertir­
se en "instituciones" a partir de su repetición y distribución en el tiempo. El concepto de 
repertorio también incorpora las respuestas y las acciones futuras esperadas y esperables. 
Tilly, Charles, "Modelos y realidades de la acción colectiva popular"; en Aguiar F. (comp.): 
Intereses individuales y acción colectiva, Madrid, Pablo Iglesias, 1991. 
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entonces el término "piquetero" para nombrar a los hombres y mujeres 
que junto a sus familias cortaron la rutanº 22 para reclamar la atención 
del Gobierno nacional. Si bien esta forma de protesta no era totalmente 
novedosa, fue resignificada en diferentes dimensiones. Los medios masi­
vos de comunicación nacionalizaron rápidamente las imágenes de los "fo­
goneros" a la vera de la ruta y potenciaron las redes de información alter­
nativa en su afán por conectar las diferentes organ'izaciones a lo largo y 
ancho del paísl2. 

A diferencia de la huelga -que suele expresar un conflicto privado 
entre empleadores y empleados- en los cortes de ruta siempre se inter­
pela a los funcionarios del Gobierno porque se trata de reclamos que exi­
gen la intervención directa del Estado al cuestionar la cosa pública. La 
negociación limitó las mediaciones: los manifestantes, reunidos en asam­
blea, negociaron con los representantes del Gobierno en el mismo lugar 
del corte. 

Los piqueteros usaron el espacio público para exigir a los representan­
tes de los poderes del Estado respuestas concretas a problemas concretos. 
Y lo hicieron poniendo en jaque uno de los atributos básicos del Estado 
nacional: su territorio. Así, al analizar esta práctica, Marina Farinetti sos­
tiene que al cortar las rutas, los piqueteros dividen al Estado. "Los cortes 
de ruta escenificaron el abandono por parte del Estado, sufrido por comu­
nidades que sienten que tienen derecho a formar parte del mismo. Pre­
sentaron a la opinión pública las zonas relegadas, abandonadas por el Es­
tado. Apareció muchas veces en boca de los manifestantes la expresión 
'pueblo fantasma', comunidad sin realidad"13• 

Por otra parte, en esta particular forma de movilización se observa el 
rechazo de las mediaciones políticas locales. El único interlocutor acep­
tado por los manifestantes es el Estado nacional ya que la crítica supera 
la posibilidad de acción de los gobiernos provinciales y municipales. En 
esta negociación directa, los reclamos son puntuales, realistas y negocia­
bles. 

Frente a la ruptura y el desarraigo del desempleo, en la década del 90, 
los que cortan la ruta se presentan ante el Estado para interpelarlo, pre­
dispuestos al acuerdo. No es casual que estas primeras movilizaciones de 

12 Relato completo de las protestas en Cutral-Có y Plaza Huincul, véase, al final del 
libro, Reseña de casos de represión y criminalización de la protesta social, acápite 1.5. 

13 Y agrega: "El reclamo de quienes cortaron las mtas estaba anclado en un derecho diga­
mos mínimo: el derecho a existir. Existencia, o subsistencia, que pone como condición la per­
tenencia al Estado, la existencia en el Estado, en la nación", en: Farinetti, Marina, "¿Qué que­
da del 'movimiento obrero'? Las formas del reclamo laboral en la nueva democracia argentina", 
en 1l·abajo y Sociedad, Indagaciones sobre el empleo, la cultura y las prácticas políticas en sociedades 
segmentadas. Nº 1, vol. !,junio-septiembre de 1999, Santiago del Estero, Argentina. 
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reclamo, lo que se han llamado las "movilizaciones madrugadoras"14, se 
desarrollen en pueblos petroleros arrasados a partir de la privatización de 
la empresa Yacimientos Petrolíferos Fiscales (YPF). El sueíi.o del ascenso 
social a través del trabajo, presente por más de tres generaciones, se quie­
bra dejando la sensación de una pérdida irreparable. 

La asamblea se instituyó como órgano de gobierno en los piquetes, 
donde la masividad está asegurada y las experiencias anteriores se signifi­
can como una gesta. En Cutral-Có y Plaza Huincul exigían la instalación 
de una fábrica de fertilizantes tal como lo habían prometido los políticos 
en la campaiia electoral. Maestras, comerciantes, cuentapropistas man­
tuvieron el corte junto a los despedidos, como una manera de sostener el 
reclamo por el futuro de los dos pueblos. 

En marzo de 1997 los docentes neuquinos realizaron un paro de activi­
dades exigiendo el pago de los sueldos y mayor presupuesto para el sector. 
Un grupo de jóvenes cortó la ruta en apoyo a la lucha de los maestros. "Fo­
goneros" se nombraron, no piqueteros. Los piqueteros de junio los habían 
traicionado, decían. 

Teresa Rodríguez fue la víctima del enfrentamiento de los jóvenes neu­
quinos con la represión de las fuerzas de seguridad. 

A partir de esa muerte, se desató el segundo "cutralcazo". El metalúr-
. gico Víctor Choque había sido asesinado en 1995 en Tierra del Fuego15, 
Dos muertos y cientos de cortes en las rutas encendieron el país. El repu­
dio a la represión, las promesas otra vez incumplidas y los distintos con­
flictos provinciales aglutinaron el rechazo a las políticas económicas y die­
ron pie a que el ailo 1997 estuviera marcado por la salida masiva de los 
piqueteros al espacio público. 

Las reivindicaciones exigidas son concretas, tan concretas como la b,Ya 
en el precio del combustible o la creación de empleos. Algunos grupos avan­
zan sobre la política económica del gobierno y en general exigen no ser de­
sechados. Sólo algunos pueden plantear sus consignas desde una mirada 
global del conflicto. En la mayoría de los casos la necesidad extreina por la 
falta de trab,Yo fuerza reivindicaciones particulares y de corto plazo. 

Las mt~ercs y los jóvenes de estas localidades alejadas tomaron la ini­
ciativa. La imperiosa necesidad de sostener esos hogares en los que los hom­
bres ya no podía!~ cubrir el rol de sostenedores las arrojó a la ruta. El de­
sempleo favoreció un tipo de ordenamiento familiar diferente. Las tareas 
de sostenimiento de la vida cotidiana, poco reconocida~ y generalmente 

H Delamata, Gabriela, "De los 'estallidos' provinciales a la generalización de las protes­
tasen Argentina. Perspectiva y contexto en la significación de las nuevas protestas", Nuroa 
Sodedad, n• 182, noviembre·<iiciembre 2002. 

15 Véase Rcsetia de casos ... , acápite 1.6. 
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desvalorizadas, adquirieron centralidad al hacerse las mujeres presentes en 
el espacio de las luchas populares. En los piquetes, junto a la olla popular 
se construyeron redes de solidaridad que luego se trasladaron a los barrios. 

Multisectoriales, coordinadoras, frentes: las demandas siempre incluye­
ron a más de un sector y puede de allí intuirse el porqué de su éxito relati­
vo16. Si bien el corte de los caminos puede causar malestar entre los terceros 
al conflicto, lo cierto es que, mayoritariamente, la violencia se hizo presente 
cuando el Estado, invocando el derecho a circular de personas y mercancías, 
arremetió contra los manifestantes usando las fuerzas de seguridad. 

En el santiagueüazo los manifestantes plantearon un discurso ético de 
cansancio moral frente a la corrupción; en los cortes de ruta, en cambio, 
se apela a un lenguaje de derecho, reconociendo a los poderes del Estado 
como interlocutores. 

En 1997 hubo 104 cortes de ruta en todo el país17. "El país está corta­
do", titularon los diarios. 

A Cutral-Có y Plaza Huincul siguieron Tartagal y General Mosconi en 
la provincia de Salta18. Se trata de otros dos enclaves petroleros despojados 
después de las privatizaciones. A partir del uso extensivo de alta tecnología, 
miles de trabajadores fueron reemplazados por máquinas y esos pueblos 
organizados alrededor de las plantas de YPF quedaron a la deriva . 

La masividad de la protesta, el altísimo nivel de organización y la uni­
dad en el reclamo por trabajo entre los criollos y los pueblos indígenas hi­
cieron que el gobernador Juan Carlos Romero tuviera que "bajar" a la ru­
ta a negociar. Las actividades económicas estaban suspendidas y en las· 
escuelas nadie se hacía presente, ni para dictar ni para recibir clases. 

Los pobladores estaban decididos a defenderse en caso de que se die­
ra intervención a la Gendarmería. La memoria del segundo "cutralcazo" 
y la certeza de que la única posibilidad de futuro estaba en lo que se pu­
diera sacar al gobierno desde la ruta cohesionaron la asamblea19. Las más 
de 20 mil personas que participaron de la asamblea obtuvieron de los go-

16 El movimiento piquetero jugó un papé! decisivo en la medida en que "organiza a los 
desorganizados", y renueva bajo otras condiciones la tradición de la clase oh.rera argentina. 
Oviedo, Luis, De las p¡imeras coordinadoras a las Asambleas Nacionales. Una hist01ia del movimien­
to piquetero, Buenos Aires, Rumbos, 2001. 

l7 Entre 1989 y 1996, la prensa gráfica informó la realización de 1734 manifestaciones de 
protesta. Entre ellas, sólo 50 consistieron en cortes de ruta, es decir, menos de 1 O por iuio. 
Schuster, Federico, "J::rotestas sociales en Argentina 1989-1 996", en: lnfonne sob1~ la situaci6n de 
los Derechos Hltmmws en Argentina 1997, CEI..S-EUDEBA, Buenos Aires, 1998, p. 362. · 

18 Véase Rese1ia de casos ... , acápite 1.3. 
19 Laufet; Rubén y Spiguel, Glaudio, "Las 'puebladas' argentinas a partir del 'santiague­

liazo' de 1993. Tradición histórica y nuevas formas de lucha", en: Lucha popular, democracia 
y neoliberalismo en A mélica Latina en los años del ajuste. Editora Margarita López Maya, Cara­
cas, Nueva Sociedad, 1999. 
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biernos nacional y provincial un compromiso que supo a victoria. A par­
tir de ese momento, la ruta se convirtió en el espacio público donde se 
dirimen las crisis salteñas. · 

Libertador General San Martín, enJujuy, fue la vanguardia del ')uje­
í'íazo". Con la mirada en Salta, todo el territorio jujeño fue jalonado por 
fogones que se mantuvieron encendidos durante doce días. La organiza­
ción y el nivel de confrontación fueron mayores a los de las anteriores pue­
bladas. El Frente de Gremios· Estatales adhirió a la protesta y con la huel­
ga de los municipales de toda la provincia el piquetazo jujeti.o habló cara 
a cara con las autoridades. Se organizó la Comisión Coordinadora de Pi­
queteros y Desocupados para toda la provincia, que se arrogó, en su acta 
constitutiva, el derecho a manejar los beneficios, puestos de trabajo y sub­
sidios que dieran las distintas instancias del Gobierno en representación 
de todos los desocupados. La Iglesia fue la única intermediación acepta­
da. Hasta el día de hoy,Jujuy mantiene un nivel de conflictividad latente 
muy alto y es un foco importante de movilización social. 

Mientras en todo el país se multiplicaban los piquetes, el sistema eco­
nómico excluyente es fortalecido por las políticas estatales y las respues­
tas del Gobierno quedan más relegadas con respecto a las movilizaciones 
populares. 

En 1998 fue cortada una ruta por semana, en 1999 llegan a 21 cortes 
por mes y en 2000 hubo al menos un corte diario. Según la consultora 
Centro de Estudios Unión para la Nueva Mayoría, en el aíio 2001 los cor­
tes prácticamente se triplicaron llegando a 115 por mes. Sólo en el-primer 
semestre del 2002 se registraron 268 cortes2°, 

Es dable destacar que el crecimiento de los niveles de confrontación 
con los funcionarios del Gobierno tiene como correlato la profundiza­
ción de la crisis de credibilidad en los políticos y en la clase dirigente en 
general. 

La conformación de la Alianza y su u·iunfo en las elecciones de 1999 pue­
de leerse como un apoyo de la ciudadanía al recambio que daría nuevo ai­
re a la clase dirigente, luego de diez aii.os de gobierno deljusticialismo. 

El gobierno de la Alianza comenzó su gestión mientras los docentes 
autoconvocados iniciaban un corte en el puente que une las ciudades de 
Corrientes y Resistencia. Seis aii.os después del san tiagueii.azo, las condi­
ciones de la provincia de Corrientes eran similares a las que dieron lugar 
a aquel estallido21 . La nueva administración se hizo presente inmediata­
mente en el corte. 

20 En: www.nnevamayoría.com.ar 
21 Véase Reseña de casos ... , acápite 1.4. 
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Desde el mes de junio de 1999, todos los sectores sociales de la provin­
cia acampaban en la plaza principal de la ciudad de Corrientes, que deno­
minaron "Plaza d~l Aguante y la Dignidad". Durante cinco meses las ne­
gociaciones estuvieron trabadas. Nadie quería pagar el costo que, en 
cualquiera de sus variantes, implicaba negociar una salida. Con el temor 
a una intervención federal el Gobierno provincial esperó. El gobierno del 
Dr. Menem había decidido no actuar y dejar el tema al nuevo gobierno. 
Que la situación estallase era sólo cuestión de tiempo. 

Dos personas murieron cuando la Gendarmería reprimió a los pobla­
dores que cortaban el puente, dos días después de la asunción del presi­
dente De la Rúa y de que se decidiera la intervención federal. 

El tiempo propicio para la ampliación del espacio político en pos de 
reivindicaciones sociales se enfrentó entonces con una creciente respues­
ta represiva por parte del Estado. Podemos afirmar que asistimos al fin de 
un ciclo en el que la acción colectiva había crecido formidablemente, dan­
do lugar a una nueva etapa en la que la estrategia de acción se centra en el 
fortalecimiento de las redes informales sobre las que se apoyan los nuevos 
actores sociales. 

Mientras tanto, en el Con urbano de la provincia de Buenos Aires, los 
grupos de comunidades de base y de trab~adores desocupados se fortale­
cen. Tanto en La Matanza como en el sur del Gran Buenos Aires la acción 
coordinada entre sectores sindicales, de desocupados y de organizaciones 
territoriales fortaleció la presencia pública de los piquetes en el principal 
cordón industrial del país22 • 

Las negociaciones persuadieron no sólo al poder central sino a todos 
los estratos dirigentes sobre la importancia de lo que se venía. Los grupos 
de desocupados se multiplicaron. Las corrientes internas y los grupos terri­
toriales.de diferentes partidos políticos de izquierda adoptaron el corte 
de ruta como herramienta. Miles de cortes de diferente magnitud jalona­
ron las rutas del país. Con mayor o menor grado de organización la pro­
testa social estuvo en el centro del debate y mantuvo al Estado en conti­
nua negociación. 

Con este panorama se inició el aii.o 2001. La Alianza había asumido el 
poder con la expectativa popular puesta en su idoneidad y convicción de de­
fender la democracia. La implementación del estado de sitio ell9 ele diciem-

22 La Federación de Tierra y Vivienda (FTV) organizó en el 2001 el Matanzazo. Duran­
te cinco días un piquete mantuvo cortada la rutanº 3 e hizo que la protesta se trasladara 
muy cerca del poder central. Cinco mil vecinos se instalaron permanentemente ~n la. ruta 
y otros 20 mil se movilizaron hasta el lugar para solidarizarse con el reclamo. La C~rrtente 
Clasista y Combativa (CCC) se sumó a la movilización y la Central de los TrabfUadores 
Argentinos (Gl'A) impulsó un paro nacional. 
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bre de 2001 terminó de quebrar ese pacto implícito con la ciudadanía que 
garantiza la representación democrática. Esa misma noche, las calles de la 
ciudad de Buenos Aires aglutinaron descontentos populares de diferente 
signo pero con una cierta conciencia democrática en común. La relación 
entre "el pueblo" y "la clase dirigente" terminó de quebrarse. Con la frase 
"que se vayan todos" el centro porteño fue virtualmente ocupado por los 
manifestantes. 

La violencia desatada en la noche del 19 y a lo largo del día 20 marcó 
un punto culminante de la violencia desplegada por el Estado desde 1996, 
resumió el altísimo nivel de exclusión y de indiferencia hacia los sectores 
disidentes. Con cinco muertos en el centro de la ciudad de Buenos Aires 
como consecuencia de la represión policial y más de treinta muertos en to­
do el país, en diciembre del2001 el sistema de representación entró en una 
crisis profunda que no ha podido remontarse. 

Las protestas sociales a lo largo del 2002 convivieron con una política 
extendida de subsidios, implementada por el gobierno de Eduardo Du­
halde, que impuso un control social apaciguador23. La devaluación, la re­
cesión, el aumento desme~dido de la tasa de desempleo, la inestabilidad 
política y social profundizaron la polarización de algunos grupos de de­
socupados y la adopción de medidas de protesta más fuertes. 

. El flagrante asesinato de dos militantes del Movimiento de Trabajado­
res Desocupados (MTD) en el puente Pueyrredón (Avellaneda) por fun­
cionarios policiales, el 26 de junio de 2002, anticipó la entrega del gobier­
no por parte del presidente Eduardo Duhalde, confirmando la relación 
directa que existe entre la reacción estatal frente al conflicto social y el 
sostenimiento de las instituciones democráticas. 

23 CELS, l'kmjejes )']efas. ¿De~~c/w Social o beneficio sin de1~chos?, Documento de u·abajo prime-
ra versión, abril de 2003. En: www.ccls.org.ar/Site_cels/documentos ' 

11 
Políticas sociales y protestas 

Existe una estrecha relación entre muchas de las acciones colectivas 
. de protesta y la actuación social del Estado. En numerosas ocasiones, los 
cortes de ruta u otros reclamos han tenido por objeto, precisamente, la 
obtención de prestaciones de asistencia social y, de hecho, muchas mani­
festaciones han culminado en el instante mismo en que alguna reparti­
ción estatal ha hecho entrega o se ha comprometido a adjudicar planes 

sociales. 
De esta manera, la distribución se consolidó como una herramienta del 

Estado para contener las protestas. Este sistema, a su vez, legitimó el corte 
como ~ocio de obtención ele beneficios ele asistencia social. Asimismo, la 
ausencia ele criterios estrictos de distribución y ele control estatal sobre su 
cumplimiento reafirmaron los móviles de las protestas. Durante los 90, las 
políticas asistenciales promovieron un círculo: los planes sirvieron para apa­

gar las protestas y al mismo tiempo las legitimaron. 
Ello hace necesario reflexionar sobre el modo en que un Estado de 

Derecho debe gobernar sus políticas sociales y, .en e~~ecial, sobre ~u~les 
son sus obligacioqes mínimas al respecto. La .ven.ficacwn <~e.l c~mplunten­
to concreto de esas exigencias contribuye a dtluctdar la legttlmtdad del ob­
jeto y modo de las protestas y de la reacción estatal frente a e~las. 

En este capítulo centramos la discusión en aquella~ reacctones que la 
Administración ha desplegado en el ámbito de los orgamsmos competentes 
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originalmente en materia de política social, durante el período que abarca 
esta investigación, es decir desde 1996 hasta mediados de 2002. Pondremos 
el eje en la descripción del programa de empleo TRABAJAR III, debido a que, 
por sus notas características y extensión en el tiempo, es representativo de 
la inmensa mayoría de programas sociales y de empleo establecidos por el 
Estado desde 19961 para afrontar el problema de la desocupación. Por últi­
mo, avanzaremos sob1·e los déficits advertidos en lo que respecta a la asigna­
ción, cumplimiento y fiscalizaCión de esos programas. 

11.1 Los programas asistenciales 

Durante los últimos años ha sido habitual la existencia de numerosos 
programas de asistencia social funcionando simultáneamente, cada uno 
de ellos dirigido a un determinado sector de la población. En septiembre 
de 2000, por ejemplo, existían en el ámbito nacional alrededor de 92 pro­
gramas de asistencia social, 22 de los cuales eran administrados por el Mi­
nisterio de Desarrollo Social. A ellos se sumaban los programas que cada 
provincia ha instrumentado dentro de su jurisdicción, en líneas genera­
les, con las mismas características. 

Entre estas prestaciones estatales, aquellas que por sus características po­
dían ser dispuestas con relativa inmediatez -porque consistían, por ejemplo, 
en la entrega de sumas de dinero-- han sido utilizadas principalmente fren­
te a situaciones de conflicto social. En otros casos, y dada la necesidad de efec­
tuar una rápida distribución de recursos, se ha apelado directamente a la uti­
lización de fondos que originalmente estaban destinados a otras situaciones 
pero que dieron a las autoridades políticas algún margen de aCtuación fren­
te a la demanda de algunos sectores. Los Aportes del Tesoro Nacional (ATN), 
por ejemplo --en principio reservados para la atención de catástrofes u otros 
supuestos de excepción-, fueron utilizados en ocasión de protestas dirigi­
das a la obtención de alimentos en contextos donde el desempleo y la pobre­
za lejos estaban de poder ser considerados casos o situaciones inesperadas, 
sea por su necesaria ocurrencia como consecuencia de algunas decisiones 
económicas, sea por su consolidada existencia a lo largo de varios at1os. 

Además, las reformas en el disel1o e implementación de la política so­
cial, llevadas a cabo desde 1989, no se han orientado "en el sentido de au­
mentar la cobertura (tanto vertical como horizontal) de las redes de 

1 El Plan jefas y .Jefes de Hogar Desocupados, que puso en funcionamiento el presiden­
~e Eduardo D.t~halde, tuvo por pre~ensión dejar de lado algunos déficits conceptuales y de 
nnplementacwn de otros planes. Sm embargo, muchos de los problemas de la administra­
ción de la política social no han sido superados. 
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seguridad social, sino más bien trasladando gran parte de la responsabili­
dad de la cobertura frente a la contingencia social a los propios ciudada­
nos/as. Como resultado, se diluyó la responsabilidad social y la cobertura 
Universal, prefiriendo una mayor selección y fragmentación de los progra­
mas, esto es: programas dise1'íados en función a las especificidades de los 
grupos vulnerables o de alto riesgo"2. 

Contrariamente, al evaluar la índole de las obligaciones de los Estadós 
Parte frente al Pacto de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, el Co­
mité que supervisa el cumplimiento de dicho tratado internacional ha se­
Ji.alado que "corresponde a cada Estado Parte una obligación mínima de 
asegurar la satisfacción de por lo menos niveles esenciales de cada uno de 
los derechos. Así, por ejemplo, un Estado Parte en el que un número im­
portante de individuos está privado ele alimentos esenciales, de atención 
primaria de salud esencial, de abrigo y vivienda básicos o de las formas más 
básicas ele ense1'1anza, no está cumpliendo primafacíecon sus obligaciones 
en virtud del Pacto. Si el Pacto se ha de interpretar de tal manera que no 
establezca una obligación mínima, carecería en gran medida de su razón 
de ser. Análogamente, se ha de advertir que toda evaluación en cuanto a 
si un Estado ha cumplido su obligación mínima debe tener en cuenta tam­
bién las limitaciones de recursos que se aplican al país de que se trata" 3• 

El párrafo 1 del artículo 2 del Pacto obliga a cada Estado a tomar las 
medidas necesarias "hasta el máximo de los recursos de que disponga". A 
su vez, para que un Estado pueda atribuir su falta de cumplimiento de las 
obligaciones mínimas a una escasez de recursos disponibles, debe demos­
trar que ha realizado el máximo esfuerzo para utilizar todos los recursos 
que están a su disposición a fin de satisfacer, con carácter prioritario, esas 
obligaciones mínimas y "aunque se demuestre que los recursos disponi­
bles son insufici~ntes, sigue en pie la obligación de que el Estado Parte se 
empe11e en asegurar el disfrute más amplio posible de los derechos perti­
nentes dadas las circunstancias reinantes"4• Más aún, de ninguna manera 
se eliminan, como resultado de las limitaciones de recursos, las obligacio­
nes ele vigilar la medida de la realización, o más especialmente de la no 
realización de los derechos económicos, sociales y culturales y de elaborar 
estrategias y programas para su promoción5• 

2 Pautassi, Laura, "Estabilización, ajuste estructural y derechos sociales"; en: Desde otra 
mirada, Textos de Teoría Crítica del Derecho, Christian Courtis comp., Eudcba, Buenos Aires, 
2001, pp. 146-7. 

3 Comité DESC, Observación General n° 3 (14/12/90). 
4 Comité DESC, Observación General n° 3 (14/12/90). 
5 En este sentido, el Comité ha sostenido que "el hecho de que, aun en tiempos de li­

mitaciones graves de recursos, causadas sea por el proceso de ajuste, de recesión económi­
ca o por otros factores, se puede y se debe en realidad proteger a los miembros vulnerables 
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11.2 Los programas de empleo 

El desempleo, el subempleo y el empleo precario -tanto por su alcan­
ce como por su intensidad y duración- se presentaron en la sociedad ar­
gentina como un problema que reclamó la atención desde las políticas pú­

blicas. Desde 1991 y durante la década siguiente, se implementaron cerca 

de 20 programas de empleo transitorio, estructurados, en general, a par­
tir de la contratación de desempleados/as para la realización de obras de 
interés comunitario, asumiendo el Estado el pago ele una "ayuda econó­

mica no remunerativa" a los beneficiarios. Entre otros se han sucedido los 
siguientes: PROGRAMAS INTENSIVOS DE TRABAJO (PIT), PROGRAMAS DE EMPLEO 

PRIVADO, PROGRAMA PARA PEQUEÑAS Y MEDIANAS EMPRESAS, PROGRAMA EM­
PRENDER, TRABAJAR, FORESTAR, etc. 

El problema del desempleo no mereció tratamiento desde la política so­

cial, sino que fue una preocupación propia del área conocida como "labo­
ral", lo que generó, desde el inicio, problemas de diseiio institucional, pues 
el ámbito del trab<Uo "no agrupa transferencias sino 'regulaciones' de la re­
lación entre capital y 'trabajo"'6. Ello quedó claramente traducido en la pre­

tendida urgencia con la cual se implementó la reforma en materia de dere­

cho laboral y que motivó la intervención del Gobierno en tres sentidos: "la 
reforma de las relaciones individuales de trabajo (modalidades de contrata­

ción laboral, flexibilización laboral, políticas activas de empleo), las relacio­

nes colectivas (convenios colectivos de trab<Uo) y el cambio de lógica en la 

regulación del derecho económico laboral (Relaciones Laborales para Pe­

queíi.as y Medianas Empresas, Reforma del Régimen de Concursos y Quie­
bras, Sociedad Anónima de Trabajadores)" 7. 

En ese contexto, desde el aíi.o 1997, el Estado argentino puso en fun­
cionamiento, a través del Ministerio de Trab<Uo, una serie de programas de 

empleo destiriados a paliar la situación del desempleo. Según la informa­

ción del Ministerio de Trabajo, Empleo y Formación de Recursos Huma­

nos8·(en adelante, MTEyFRH o MT), los programas de empleo estuvieron 

destinados al financiamiento de mano de obra para el desarrollo de in-

.de la sociedad mediante la adopción de programas de relativo b'\io costo". Comité DESC,. 
Observación General nº 3 (14/12/90). 

6 Pautassi, Laura, op. cit., pág. 150. 
7 Pautassi, Laura, op. cit., pp. 150-1. 
8 

El decreto nº 613/2000 dispuso la modificación de la estructura orgánica del ex Mi­
nisterio de Trabajo y Seguridad Social (MTySS), pasando a llamarse Ministerio de Trabajo, 
Empleo y Formación de Recursos Humanos (MTEyFRH). Por artículo 3ro, de la decisión ad­
ministrativa nº 22/2002 de fecha 18/04/2002, se deroga dicha norma y se aprueba la nueva 
estructura organilativa de primer nivel operativo del citado Departamento de Estado, luego 
denominado Ministerio de Trab'\io, Empleo y Seguridad Social (MTEySS). 
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fraestructura económica, la incentivación de Pymes pa~a la crea~i?n de 
puestos de trabajo y el respaldo .de ~~no de obra para bnndar serviCIOS de 
promoción y desarrollo commutano . 

A modo de ejemplo, en el mes de septiembre de 2001 10, los programas 

de empleo que el Ministerio administraba eran: CREAR TRABAJO u, PROGRA­

MA DE EMERGENCIA LABORAL (PEL) COMUNITARI012, Programa TURISMO ES 

TRABAJOI3 y Programa MANOS a la EscUELA14. A ellos debe sumarse el Pro­

grama TRABAJAR, que analizaremos más adelante. 

~Podían resentarse para la ejecución de proyectos: . . . . 
1 O · p '¡bJ'¡cos 11ac1'01mles provinciales o mLmJclpales con mcumbenc1a en a • rgamsmos p1 , 

1 al' dad o región de intervención. . . 
oc : ociaciones rofesionales de trabajadores, cámaras empresanales r orga~_.smos no gu-

As ¡ 1 P ¡¡ e ¡ regional 0 federal con personeríajmidica e mserc1on no menor berna~~~~~ ~t.~r~~~~~ e'~c~~ión. En cualquier ~aso, Jos fines de la enti.dad debían .cm:respon-

~::::~~ objetiv~ del prjyecto, o participar de L~J~ pla~1 o pm.%ra;n~~~~~~~~;~~!s1~~~~~:;~~:~1~: cializado A~imismo, de acuerclo con la resolucJOn SEyCL t C 7 1 . ' . , Empleo (REGICE) 
birse pre~~amente en e.l Re~istro.ce.~eral elle IGnstituci.~n~s ~ ~1p~~~cy·~~·po~~{tación Laboral (CE-
y resentar copia de chcha mscnpcwn en a erenc•,~,< e 1 • • • 

¿_L) de sujulisdiccíón al momento de la,prese.ntacJOn c:el~o~ect?s. 1 2002 se encuentran 
10 Dentro de los programas del MTEySS 1:1gentes a e e JUma< e . ! , . ." 

1 PEL COMUNITARIO' los de Capacltacwn, Fmmac1on 
los pr~gran~~s de eCmpleo TRA~AJA~ !~eres Ocüpacionale;, Talleres Protegidos de Produc-y Cert¡ficacJOn de ompetencms, 'a ¡ p¡ J ¡: Jefes 
" ¡ .. . FORMUTER Entre los planes sociales, encontramos e an e as Y c1on y e Prog1 ama J • • • • .• ¡ ¡ 1' cación. 

de Hogar Desocupados del cual ese M1m•~~en~~~ay~~~;¡~~:\~~ ~~1 18/11/2000, modificada 
11 El programa -creado por reso ucJOn 1 1 " SE º 205 del 

FRH • 839/2001 y reghmentado por a reso uc10n n l~;r {{~~~~~óns~~7!maba :-apoyar la creacíó1~ y/o mantenimient? el~ puest?s.de trabajo 
. . · r ndimientos familiares y comumtanos o ll11CIO Y pe~~e-

~:~~;~~~~s~~ ·;~;
1

,\~~oc~e:~:~~~~0:~r':~~~~:a~~:;:;;~~~~~~~·=:~~;.~~1·~o~s~~L~~~;~~~~·:::;~'~:1~ 
tunsucos, etc. El MT o 

0 
g ~ t 200 lólm·es- por tres a seis meses, que se 

si dio de 200 pesos -eJ~tonces e~mva ente~ a c~enta del ~alario. Podía ser beneficiario 
considerará remuneratiVO, es decir, como pago. a 

8 
alias ue no ercibiera prestaciones 

del programa LOda persona desocupada, ma~ol ~le l. ., . 1; del Mt o de otros programas 

~~~~·~.~~~~a;~·.(~~~~:~1~~;·~ ~~~~~~~~~;1;~:!·~y;~~~~~f:i;~~::~~~~~~~t~o~l~:.;~!:~:~~~\~: 
~~~ ~~;~.~~~i~;~~~e~~~~~~~~~~~=~;~~·corresponder. al objetivo e~ el proyecto, o participar de 

> p · · a Nacional o Provincial a cargo de dicho objCtJvo. 
un llan o 1 og• am 1 " Ml'E FRH 11º 2~/2000 el PEL era un progmma de empleo tran-12 Creado por reso uc1on Y • ' • 160 

sitorio. El Ministerio financ~a~a.una ':~~.~~~~~~:1:1':/.~s 1::~~~~~~~:~:~~ec:~~~ión, ~:~~:n¿~~: 
~~~~~s ,f:•:rh~c~:~~~:~.~~~o~~le a{~~t~a~l p~blica ~ s~~:~~~~: ~~~~~~~~~;~~~~~~~L~c~o~a~~e ~~~ 
organismos públicos n~cionales, P.ro'~.1~1~!:~~.~~~~i~ntfs y la mano de obra calificada necesaria 
bían proveer lo~ ,ma~eJ~a esbma¿L;~a~re~ a desarrollm~ Estaba dirigido a trab<jjadores/as ele­
para la concrecJOn e e as 

0 •:as ' . u n 0 estm~emn )ercibiendo prestaciones por 
socupados, preferelnten~entet~e_fes/~ ce1~ ~~~g¡¡~:~ ¿u~ programa def Ministerio. Se exigía que un seguro de dese m p e o 111 par IClpal n , 

mínimo del60% de los benefilciarios fue~·m.1 m~!Js~~~s~le trabaio y contribuir al mejoramiento 
13 Buscaba, en el corto p azo, genera• pu " 

de la infraestructura y l.os servicios turísticos¡.·¡· ·. 1 2000 establecimientos educativos en 
14 o · 1 · 1 CJorar la estructura ce 1 JeJa e e , , 

150 días.e~~:~~~J~tí~•o
1

~ra dar respuestas a las necesidades prioritarias de las escuelas publt-
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Los programas mencionados no eran asistenciales en su totalidad si­
no que importaban una contraprestación de trabajo por parte de los be­
neficiarios. En líneas generales, el Estado exigía un resultado a cambio 
d.~l beneficio que otorgaba (materiales, dinero, terreno para la produc­
cwn, etc.) y se complementaban con otros programas sociales que finan­
ciaban asistencia técnica, capacitación y/o insumos para realizar obras de 
infraestructura. · 

11.3 El Programa TRABAJAR 111 

Los programas TRABAJAR comenzaron a ejecutarse desde el Ministerio 
de TrabaJo y Seguridad Social en 1993, a través del PROGRAMA INTENSIVO DE 
TRABAJO (PIT). Durante el afio 1996 se ejecutÓ el primer programa TRA­
BAJAR al que accedieron 110.000 beneficiarios. Entre mayo de 1997 y ma­
yo de 1998, se alcanzó a alrededor de 350.000 beneficiarios. Sin embargo, 
la última estimación del programa TRABAJAR 111, en 1998, fue disei'iada pa­
ra una población objetiva de, aproximadamente, 1.400.000 personas en 
zonas urbanas y rurales l!i. 

TRABAJAR III 16
, que se extendió hasta diciembre de 2001, fue un pro­

grama de empleo transitorio. El Ministerio financiaba una ayuda econó­
mi~a no remunerativa de hasta 200 pesos mensuales para personas que tra­
baJasen en proyectos de tres a seis meses de duración con la finalidad de 
satisfacer necesidades socialmente relevantes, por medio de la construc­
ción de obras de infraestructura social comunitaria. El proyecto tenía que 
ser desar:ollado po1~ "or~anismos responsables" quienes debían proveer 
los matenales, maqumanas, herramientas y la mano de obra calificada ne­
cesaria para la concreción de las obras. Podían presentar proyectos, en el 
marco del Programa, en forma individual o conjunta, organismos públi­
cos nacionales, provinciales y municipales, organismos descentralizados y 

c~s de los nive~es pr!~1mrios y medios, a través del financiamiento de mano de ~bra y mate­
nales para la ejecucion ~le proyectos. que beneficiaran a las comunidades co'n mayores difi­
cultades labor~le.s y socmles. Se realizaban aportes para el pago de las ayudas económicas 
de los beneficmnos que pa~·ticiparían en la ejecución de los proyectos a cargo del MT. El 
monto de la ayuda econom1ca no remunerativa mensual po1· beneficiario estaba fijada pa-
ra todos los proyectos, en 160 pesos. ' 

15 C~~: Mamwl Opemth'o de! P1~g_mma 1lnbaJ~I· lll, Anexo l. Resolución SEyCL nº 397/98 
(Secretaua de Empleo y Capacnacwn Laboral, organo competente para reglamentar el Pro­
grama TRAB<\lAR lll, conforme lo dispuesto por resoluciones del MT y SS Nº 327/1998 y del 
MT nº 23/99 y 521/99). 

16 
Creado 1~or Resolución nº 327/98 y Resolución de la SEyCL nº 397/98, sus com­

ponentes matenales se encuentran determinados por las resoluciones MTySS nº 156/99 
y nº 201/99. 
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entes autárquicos, empresas públicas y entidades comunitarias sin fines de 
lucro, como las ONGs. 

El programa estaba dirigido a trabajadores desocupados, en conc;li­
ciones de pobreza o en situaciones de "vulnerabilidad social", escasa ca­
lificación laboral, preferentemente jefes o jefas de hogar, que no perci­
bieran prestaciones por seguro de desempleo ni estuvieran participando 
en algún otro programa del Ministerio. El subsidio era entregado a un 
grupo de beneficiarios, sobre la base de criterios objetivos cuyo cumpli­
miento estaba supeditado al otorgamiento de una prestación dineraria, 
para lo cual la Administración implementó una política de Auditoría y 
Fiscalización. 

La instrumentación del Programa se llevó a cabo a través de instancias 
organizativas de carácter regional o local (municipios y organizaciones no 
gubernamentales), las cuales se encargaron de la distribución y asignación 
de los planes entre los desempleados. 

Otra fase de este Programa fue disei'íada para "financiar" mano de obra 
de proyectos de inversión pública. Los proyectos comprendieron la reali­
zación de construcciones nuevas o la ampliación y/o refacción de.infraes­
u·uctura existente, debiendo siempre priorizarse aquellos proyectos que 
redundaran en beneficios a comunidades con determinado índice de ne­
cesidades insatisfechas 17, 

Conforme con el artículo 6 de la resolución MTySS nº 327/98, los re­
cursos disponibles serían asignados por provincia sobre la base del porcen­
taje de trabaJadores desocupados en situación de pobreza. Su reglamen­
tación establecía, a su vez, que los recursos del Programa TRABAJAR 111 se 
asignarían teniendo en cuenta la distribución porcentual de la población 
beneficiaria por jurisdicción. 

Con respecto a la administración del Programa TRABAJAR m, la Se­
c¡·etaría de Empleo y Capacitación Laboral cumplía el rol de responsa­
ble del seguimiento, fiscalización y evaluación del mismo en to9o el 
país18• El decreto nº 613/00 puso a cargo de la Dirección Nacional ele 

17 El Programa financiaba los proyectos. El dinero se acljudicaba a las provincias por 
Gerencias. Se otorgaba un porcentaje de proyectos según la población objetivo registrada 
en el lugar (personas con necesidades básicas insatisfechas). A su vez, cada proyecto apro­
bado debía tender al impacto en barrios pobres. De este modo, el Programa aspiraba a be­
neficiar directameme a quienes resultaran sus acljudicatarios y a la comunidad en la cual se 
desarrollaba el proyecto. Se realizaba un análisis de la viabilidad del proyecto y, estando ins­
cripto el organismo responsable, el proyecto podía ser aprobado y acljudicado a los benefi­
ciarios designados. (Cfc Comunicación m~ntenida por el CELS, ell2 de noviembre de 2001, 
con personal que se desempeñaba en el Area de Monitoreo de la Dirección de Promoción 
de Empleo y Capacitación del MTEyFRH.) 

18 Resolución MTySS Nº 327/98, artículos 8 y 9; Resolución SEyCL nº 397/98 artículo l. 
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Promoción de Empleo, dependiente de la Subsecretaría de Empleo, la 
responsabilidad primaria de disei'iar, desarrollar e implementar pro­
puestas, programas y acciones que facilitaran la inserción laboral y me­
joraran las condiciones de empleabilidad y la optimización del sistema 
de prestaciones por desempleo a desocupados. Además, debía supervi­
sar el desarrollo de los servicios de empleo que prestaran las oficinas 
públicas y privadas en todo el territorio nacional y, finalmente, organi­
zar y administrar el Sistema Único del Registro Laboral creado por la 
ley 24.013. 

Acorde con su reglamentación, el Programa fue coordinado desde 
una Unidad Ejecutora Central (UNEC), dependiente de la Dirección Na­
cional de Políticas de Empleo y Capacitación (DNPEyC) del Ministerio 
de Trab~o. La UNEC tenía a cargo la gerencia y coordinación del pro­
grama, con el apoyo de las Direcciones que integran la DNPEyC y Direc­
ciones del Ministerio de Trab~o. La DNPEyC contaba con 26 Gerencias 
de Empleo y Capacitación Laboral (GECAL) 19 en todo el país, dependien­
tes de la Coordinación de Gestión de Programas, responsables de la ope­
ración "en terreno" del Programa-esto es, control de los procesos de se­
lección, alta y reemplazo de beneficiarios de cada uno de los proyectos ! 

b~o su órbita20-. 

Como actores externos, el Programa reconocía a las organizaciones 
provinciales y sindicales. La función de las primeras era determinar la 
prioridad social de los proyectos sobre la base del impacto social espera­
do y el perfil de la localidad donde se hallaba, según la situación de po­
breza y de cobertura por otros programas sociales o de empleo, ponde­
ración que se tomaría en cuenta para la aprobación de los proyectos de 

19 Las GECAL son las unidades que atienden directamente a los beneficiarios de los 
programas de empleo. A ellas les corresponde remitir los proyectos con irregularidades 
a la: Unidad Central del MT -aunque a pesar de ello, agentes de esta Dirección admiten 
que las gerencias no siempre envían la totalidad de expedientes que se inician en ellas-. 
En mi principio dependían de la Dirección Nacional de Coordinación de Gerencias de 
Empleo y Capacitación Laboral, DNCGEyCL (anteriormente llamada Dirección Nacio­
nal de Fiscalización) del MTEyFRH, la cual tenía a cargo la supervisión de todos los pro­
gramas del Ministerio. A partir de la disposición administrativa 22/2002, dicha función 
se asignó a la Dirección Nacional del Sistema Federal de Empleo. La Dirección de Fisca­

. lización controlaba tanto la larca de los supervisores como la de las Gerencias. (Cfr. Oto. 
PEN 613/2000.) 

20 Los proyectos presentados debían ser evaluados por técnicos en función de de­
terminados criterios de viabilidad (población objetivo del proyecto, viabilidad institucio­
nal del organismo responsable, viabilidad técnica, viabilidad económica, etc.). Los pro­
yectos que resultaban viables eran ordenados por un puiW\ie obtenido a partir de dicho 
análisis. La propuesta de aprobación tenía lugar en el marco de reuniones regionales 
mensuales constituidas por personal de las GEyCL, técnicos de la unidad central del MT, 
director regional, representantes ele los gobiernos provinciales y de instituciones repre­
sentativas de la comunidad. 
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cada provincia. A las organizaciones sindicales se les asignaba la tarea de 
establecer una calificación a los proyectos en función del impacto social 
que presentara la conflictividad sociolaboral en las distintas localidades de 
cada provincia, dando prioridad a aquellos que se ejecutaran en zonas que 

o o' d d d o 121 presentaren una sJtuacwn e mayor grave a ocupacwna .· 
La reglamentación del Programa TRABAJAR III, por su parte, determi­

naba como una de las etapas de seguimiento la supervisión de los proyec­
tos en ejecución22. Como resultado de la supervisión, seguimiento y audi­
toría del Programa, en el caso de advertirse irregularidades en la ejecución 
del proyecto por presunto incumplimiento de las obligaciones asumidas 

o bl ' el' o el 23 por el orgamsmo responsa e, este po Ia ser sanciOna o . 

11.4 Asignación de Jos programas de empleo 

Además de las deficiencias en su concepción, también la asignación 
de planes sociales ha visto muchas veces comprometida su regularidad, su­
mando a su propia ineficacia estructural la existencia de fuertes sospechas 
sobre el modo en que el Estado ha concebido y realizado su distribución. 

21 Resolución MTySS n• 327/98, artículo 10. 
22 A través de resoluciones nº 58/2000 y nº 103/2000 se reglamentó el circuito de fisca­

lización, supervisión y seguimiento, así como el régimen sancionatorio correspondiente al 
Programa TRAII~IAR lll. Cada proyecto debí.a recibir, co_mo mínin;o, do~ visitas su~en~sor~~· 
Durante el mes de inicio, y dentro ele los pnmeros 10 eh as, se clebm realizar una pnmera VISI· 

t.a a cada proyecto con el objetivo de corroborar la presencia de los beneficiarios, verificar la 
existencia de los materiales necesarios para la realización de la obra y verificar la. iniciación ele 
las actividades. La visita final se realizaría durante el último mes de ejecución con el objetivo 
ele verificar la finalización ele obra, el cumplimienlo de las metas físicas del proyecto y la exis­
tencia de las condiciones necesarias para operar y mantener el servicio. Se preveía, además, 
un Plan de Regularización consistente ~n un plazo de gracia acordado .entre el gerent~ y el 
organismo para terminar el proyecto. Este es aprobado, luego del pedido corresponchente 
presentado a la Dirección. La Resolución n• 412/2000 creó el Plan.E~traorclinario el~ Re!l_U· 
larización, mediante el cual se contemplarían propuestas que consistieran en la finahzac1on 
de los compromisos oportunamente asumidos, su sustitución por ou·os equivalentes, o un plan 
de pago para cancelar obligaciones dinerarias emergentes de incumplimientos constatados, 
en el marco de los Programas T!WIAJAA Il, TRAll~IAR III y SER\~CIOS COMUNITARIOS III. (Cf1~ En­
trevista mantenida por el CELS el 17 de diciemb~e de 2001 en oficinas del edificio del 
MTEyFRH, con perso.nal que se desempeii.aba en el Arca de Fiscalización ele Programas de la 
Dirección Nacional ele Coordinación de Gerencias de Empleo y Capacitación Laboral ele la 
Subsecretaría de Empleo, dependiente de dicho Ministerio.) 

23 La resolución del MTySS n• 327/98 establece la obligación de realizar el proyecto en 
los términos en que fue aprobado. En caso contrario, el artículo 11 sostiene que las sancio­
nes aplicables al organismo ejecutor podrían ser: a) Baja del proyecto (baja simple); b) Ba­
ja del proyecto con reintegro ele fondos que no hayan sido destinados a la obra; e) Suspen­
sión ele aprobación de nuevos proyectos; d) Inhabilitación ele cuatro meses a tres mios para 
presentar proyectos. La Dirección Nacional debe proponer la sanción, cuya definición que­
da en manos del Subsecretario de Empleo. De acuerdo con la información recabada, la san­
ción más com(In es la b<\]a del proyecto por no-linalización de la obra. 
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El Sistema de Información, Monitoreo y Evaluación de Programas So­
ciales (SIEMPRO) de la Secretaría de Desarrollo Social, dependiente de 
Presidencia de la Nación, realizó durante el período que analizamos di­
versas evaluaciones sobre los servicios sociales prestados desde el Estado. 
El trabajo de esa oficina ha reunido importante información sobre algu­
nos de los problemas que referíamos y, dado que se trata de información 
producida por el propio Estado, es prácticamente indiscutible su poder 
de convicción. 

De acuerdo con información del SIEMPRO, un alto porcent~e de la 
población (51%) percibía discriminación para acceder a los planes. Entre 
los principales aspectos mencionados como factor de discriminación se des­
tacaba la participación activa en partidos políticos (65%). Tanto en la fase 1 

cuantitativa como cualitativa del estudio, se constataba que en aquellas lo­
calidades donde existía una presencia mayor de capital social, el acceso a 
los programas sociales se incrementaba y su gestión se volvía más transpa- ¡ 
rente y eficiente. Con relación a la evaluación general realizada por los be­
neficiarios ele los programas sociales, sólo el 24% de ellos percibía de ma­
nera positiva el funcionamiento de los programas, mientras que el 33% los 
evaluaba como regulares y un 14% de forma negativa, con un muy alto 
porcentaje (28%) de personas que no tenían conocimiento suficiente para 
evaluar los programas. 

Ei1tre los factores que influyeron negativamente en el éxito de los pro­
gramas sociales, la población encuestada seíi.aló la excesiva incidencia ele 
la utilización política de los planes (65%), la burocratización excesiva 
(57%) y la falta de transparencia en la gestión de los recursos (56%) 2·1• 

Según el 64% de los beneficiarios, sus opiniones eran poco o nada escu­
chadas por los efectores de los programas. Esta tendencia negativa tendía 
a mantenerse cuando se hacía referencia a los intereses de los destinata­
rios, quienes en su mayoría (59%) respondieron que no sentían que s~s 
demandas fueran tenidas en cuenta por los ejecutores de los programas20 . 

La descripción ele algunos casos tal vez contribuya a una explicación de 
estas percepciones. La misma oficina seíi.alaba, por ejemplo, que entre los 

24 Para la elaboración de la presente im;estigación, el CELS realizó una serie de en­
trevistas con beneficiarios de clistin tos programas sociales que serán citadas en esta sec­
ción del capítulo. Con relación a la asignación de los ~Jan e~: por ejemplo, u~1:1 el~ las en; 
trevistadas sostuvo que accedió al Plan en 1998 a traves ele un punten, poht1co , que SI 

bien no pertenecía al municipio, a la hora de conseguir los planes "tenía contactos". (Cfr. 
Entrevista n• 2.) 

25 SIEMPRO Secretaría de Desarrollo Social, Presidencia de la Nación, Resumen l~je­
cutivo, diciembr~ de 1999. La Dirección General del estudio estuvo a cargo del Dr. Enrique 
Zuleta Puceiro y los trab~os ele campo, edición, carga y procesamiento fueron realizados 
en las oficinas de lHOPE OPSM. 
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principales problemas de acceso a los programas sociales en las ciudades 
de Posadas y San Javier, en la provincia de Misiones, la población había 
mencionado la existencia de redes clientelares que, guiadas por intereses 
políticos, condicionaban la posibilidad de acceso a la participación en ac­
tividades partidarias o electorales. Estas prácticas·fueron mencionadas, 
principalmente, con relación a los Programas TRABAJAR y en aquellos pro­
gramas orientados a la entrega de alimentos. A su vez, otra de las dificul­
tades detectadas estaba relacionada con la falta ele información sobre los 
canales de participación adecuados y los requisitos que los interesados de­
bían cumplir para acceder a los programas26• 

Por momentos, además, estuvo en riesgo la selección misma del colec­
tivo de destinatarios, a punto tal de haberse evaluado como una alternati­
va razonable la utilización de los recursos provenientes de la distribución 
de esos programas para sostener el clesempe1'io de otras áreas de gobier­
no que, como regla, deberían funcionar adecuadamente por otras vías de 
financiamien to27 • 

También han existido casos en los cuales la asignación de los planes se 
efectuó de modo irregular, como mecanismo para el financiamiento espu­
rio de la actividad ele algunos partidos políticos. Ésta es la situación que ha 

26 En este sentido, una beneficiaria del Programa TRA!l.-IJAR Ill entrevistada por el CELS 
·sostuvo: "No sabíamos nada del tema, ni el proyecto al que pertenecíamos, nada. Nos man­
daban a hacer calle, vereda, hoy te tocaba una canaleta y por ahí otro día trab<~ar en la ve­
reda, hacíamos calle ( ... ) no sabíamos bien a qué proyecto pertenecíamos ( ... ) Ni siquiera 
nos aclararon que el número de proyecto figuraba en elt·ecibo mensual, no sabíamos esto 
de la contraprestación, que había que poner materiales( ... ) Después nos enteramos de Lo­
do lo que había que presentar, el mecanismo, y lo hicimos nosotros, primero con la Mutual 
y después ya solos, con el respaldo de la organización (CI'A)". La entrevistada fue benefi­
ciaria del Plan en tres oportunidades, en 1998, en 1999, en el proyecto de obra consistente 
en desagües pluviales (25 beneficiarios), de seis meses de duración, gestionado por la Or­
ganización Mutual 10 de Diciembre de San Francisco Solano, y posteriormente en el pro­
yecto de obra consistente en la realización de Veredas de la localidad, de cinco meses de 
duración, gestionado por laCTA de Solano. A la fecha de la entre,~sta, se encarga de la coo1~ 
dinación de Planes Bonaerenses jefes y .Jefas de Hogar en proceso de gestión por la Comi­
sión. (Cft: Entrevist<< n• 2.) 

27 Según lo informado por el Tte. Gral. Brinzoni,.Jefe dell<;jército, por ejemplo, hacia 
mediados del 2000 el Gobierno nacional evaluaba la posibilidad de comprometer fondos del 
Programa TRABAJAR 111 para la incorporación de un número de entre 15.000 a 20.000jóvenes 
desocupados como "voluntarios para la defensa", en contra del destino originalmente fijado 
para tales asignaciones. Los límites de la it~erencia de las fuer1.as armadas sobre el diseiio e 
implemenUición de las políticas sociales es un tema de por sí delicado. Luego, es manifiesto 
que la incorporación de personal a las fuet<.as armadas no puede hacerse por vía de la ayuda 
social. Ni es ése el sentido de la política social, ni es la manera en que puede concebirse el se1~ 
vicio de defensa del Estado. Luego de que el CELS expresara su preocupación ame esta posi­
bilidad, el Banco Mundial, por medio de una comunicación firmada por Myrna Alexander, 
Directora Subregional, hizo saber que "las autoridades del Ministerio de ·n·ab<~o han asegu­
rado que NO usarán l(mdos del Plan TR.\11,\JAR para financiar reservistas, y manifiestan OPONER­
SE CO~II'I.l-7rAMENTF. a luso de estos recursos para dicho fin". 
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denunciado la Defensoría del Pueblo de la ciudad de Buenos Aires con re­
l~ción a la recepción de planes sociales por parte de militantes estudian­
tiles que n.o. reunían los requisitos para ello. Nuevamente, y más allá de la 
responsabJhclad ~enal de uno u otro agente del Estado o particular, lo que 
queda claro aqm es que el Estado incumple con su deber de ofrecer una 
contención mínima para la supervivencia de los sectores excluidos. 

Muchos de estos p1~oblemas e~an re~onocidos por los propios actores y 
muchos ele ellos aclvert1a~1-o asummn abiertamente, según el caso, que a pe­
sar de la ~~~ofusa ~·egulacwn y de la densa burocracia que pretendía gober­
nar la ~o~Jtlc~ socml del Estado, una porción relevante ele recursos públicos 
se admmistt·o al margen de esas instituciones, como meras herramientas ele 
cambio. No puede perderse ele vista que, salvo mínimas excepciones, cada 
vez que el Estado aclministt·ó su política social ele manera urgente y sobre una 
ruta, est:.o'1ba reconociendo una omisión en la asignación regular ele planes. 

Algunos epi~oclios son elocuentes. Durante mayo ele 2001, por ejem­
plo, se desarrollo una reunión en el Ministerio ele Obras y Servicios Públi­
co~ de la provi~cia d~Jttiuy, entre el titular ele ese Ministerio, José Luis Iz­
qmerdo, funcwnanos de la jurisdicción y la casi totalidad de Jos 
Co~1isionados Municipales de Quebrada y Puna. Luego ele la reunión, Iz­
qmerdo declaró en una conferencia de prensa que se habían escuchado 
"las quejas en cuanto a la discriminación por parte de la Nación hacia Jos 
comisionados municipales justicialistas del norte, porque prácticamente 
n~ les lle~ó nin~ún Plan T~~ABAJAR. Todos los ATN que han gestionado a 
mvel nacwnal VIenen para mtendentes de la Alianza y ellos han quedado 
clesprotegidos". A su vez, con respecto a los municipios que habían recibi­
do material:s suministrados por el Ministerio para determinados trab<uos 
~ue no pod1an ~ncararse ~or falta. de. mano ele obra, Izquierdo dijo que 
ellos [las autondacles naCionales] mststen en que los planes TRABAJAR cle­

ben.ser aprobados y los ~ntenclentes y comisionados municipales, más que 
naclte conocen las necestdades ele sus pueblos. La Nación, al disminuir esos 
programas no está llegando a esos lugares" 2R. 

Sin e_r~barg~, las de~1Uncias sobre la utilización sesgada ele los recursos 
ele la polltlca socml, no tienen una única dirección partidaria. Durante mayo 

28 E "Rb ;, _' n es~ 1:eumon, o ~rto Parec~es, concejal del Municipio de Abra Pampa, apunLú: 
. nosouos.'mhc1~am?~ al ?ob1ern? ~1ac1.onal que no nos ~liscrimine, que b<~e los Programas 
~RAIIAJ_AR a las _comiSiones y mumc1pahdades donde esta gobernando el Partido justicialis­
L.t,_rmque esta a las clara.s que los gobiernos municipales de la Alianza están obteniendo 
n~as de. 300 Pro~ramas n~~ent~·as. ~as intendencias y comisiones justicialistas no tienen asig­
na~lo nmgm.~o. ~~~a reumon s.1rvw para q.uc resolvamos entre Lodos seguir presionando jun­
l~ .1 los fu¡~cwn~ll~s d~l Gob1erno de .Jt\)11)' para que nos escuchen las autoridades del Go­
bierno nacwnal . Gob1erno de la Provincia de Juiuv Secret·trh Genel"ll ele 1·1 Gl 1 · . " 
D

.· '' ¡ p · · ., · ~ ,, ' ' ' ' >JCIIlc\Ct0\1 1 

necc1on e e rensa )' D1luswn, Parte de Prensan" 149,22/5/2001. 
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del año 2000, piqueteros y funcionarios del gobierno saltei1o firmaron un 
acta de compromiso que terminó levantando el corte a la ruta nacional 50. 
Un grupu de piqueteros insistía en rechazar la propuesta: pedían ti·abajo 
para todos los manifestantes. Pero quedaron en minoría. A primera vista, 
la oferta gubernamental para los protestantes de Orán era más que sufi­
ciente: sobre los 1200 puestos de trab<Uo que solicitaron, recibieron 1050. 
Sin embargo, todos eran temporales o dependían de los Programas TRA­
BAJAR. En este rubro 300 eran de la Nación, otros 300 los generaba la pro­
vincia. Todos caducaban en diciembre. Pero de los planes que ofrecía el 
gobernador Juan Carlos Romero, 100 correspondían a la construcción de 
un tramo de una ruta, que dependía ele una empresa privada. Los otros 
450 puestos saldrían de la construcción de un barrio que, según informes 
periodísticos, estaría a cargo de una empresa perteneciente al ministro de 

Gobierno29
. 

Muchos otros casos presentan aristas similares. En General Mosconi, 
u·as los sucesivos cortes de la ruta 34 -que empezaron en 1997 y fueron 
reprimidos a partir del ai'io 2000 por la Gendarmería, provocando cinco 
muertes-la localidad recibió, en noviembre de 2001, dos mil Programas 
TRABAJAR otorgados por los gobiernos provincial y naciona\:

10
• 

El 8 de septiembre ele 2001, pobladores de la ciudad de Zapala, pro­
vincia de Neuquén, levantaron los cortes ele rutas que mantuvieron duran­
te ocho días luego de negociar con el Gobierno provincial. El acuerdo es­
tablecía un fondo de 2.700.000 pesos de reconversión productiva para el 
desarrollo de proyectos a través de un ente local. También se destinarían 

2.300.000 pesos a obras públicas
31

. 
El 21 ele noviembre ele 2001, el entonces ministro de Trab<Uo, José 

Dumón, consiguió levantar el corte que un grupo de piqueteros mante­
nía en todos los accesos a la Capital Federal al anunciarles personalmen­
te que su cartera haría "lo imposible" para garantizar la continuiclacl ele 
los planes. Los piqueteros aceptaron, luego de que se les asegurara que 
estaban listas las partidas para pagar los Programas TRABt\JAR ele noviem­
bre y diciembre, y se les garantizara, por escrito, que el proyecto de Pre­
supuesto 2002, elevado por el Ministerio ele Trabajo, contemplaba el 
mantenimiento, como mínimo, ele los ·recursos en ese momento aplica­
dos a programas de empleo. Los manifestantes pertenecían a la Coordi­
nadora de Trab<Uadores Desocupados Aníbal Verón, que cortaron los 

2n Yapur, Felipe, "El efecto dominó -Levantan un piquete se arma otro-", Págilltt/12, 

19/5/2000. 
3U Página/12, 26/11/0l, "Una leve reactivación en Mosconi". 
3l Clarín, 9/9/01, "Levantaron los piquetes en Zapata". 
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puentes Pueyrredón, La Boca, Vélez Sarsfield, Alsina y La Noria. Los pi­
queteros reclamaron que se incrementara el número de benefi;iarios de 
los planes, por el aumento ele la desocupación y porque a traves ele esos 
planes las agrupaciones piqueteras mantienen, también, comedores, 

guarderías y micro emprendimientos32
• 

El 21 de enero de 2002, la Corriente Clasista y Combativa (CCC) levan­
tó 15 cortes ele ruta enJujuy, ·tras llegar a un acuerdo con el Gobierno na­
cional. Se negociaron 5200 puestos ele trab~o, 500 subsidios para madres 
solteras de 50 pesos cada uno y la entrega de 500 bolsones alimentarios33

. 

El 28 de enero de 2002 integrantes de la CCC ele distintas ciudades 
de la provincia de Río Negro, cortaron la ruta 22 a la altura del puente 
83, para reclamar por 500 Programas TRABf\JAR, una cantidad ~imilar de 
bolsas de alimentos, 200 becas, 200 PROVI (ayudas en matenales para 
viviendas) y un subsidio para el pago ele servicios de luz y gas. El coordi­
nador del grupo, Raúl Rajneri, dijo en ese momento: "acá se está plan­
teando un reclamo puntual ele trabajo, en base al millón de puestos que 
se han prometido. Entendemos que esto se está manejando en forma 
clientelar, a través ele punteros. Por lo tanto, pedimos que les den estos 
planes a aquellos que necesitan y a quienes han luchado por ellos". Lo.s 
500 cupos de trab~o solicitados eran para miembros de la CCC en Ct­
polletti, Roca, Mainqué, Huergo, Cervantes, Bariloche y Lamarque .. Los 
representantes del Consejo Social de Cipolletti no lograban defimr el 
modo en que serían repartidos los 370 cupos ele los Programas Jefes y 
Jefas de Hogar Desocupados, ni cuántas de esas ayudas le corresponde­
ría a la Coordinadora de Desocupados, que se mantenía inflexible en su 
exigencia. Esta agrupación reclamaba para sí lOO ele los 370 planes y 
otros 100 comprometidos por el Gobierno provincial. El Cons~jo Social 
aclaró que el Municipio sería el organismo encargado de las asigna­
ciones y que las demás entidades actuarían como veedoras. En tat~to, la 
Coordinadora difundió un crítico comunicado en el que expreso que 
"el intendente en complicidad con el Concejo Deliberante lo que busca 
es seguir utilizando los planes para acomodar a sus punteros y pagar 

favores políticos"34
• 

Los ejemplos son numerosos y no es difícil imaginar que el número ele 
cortes de ruta producidos desde 1996 que se ha consignado en esta inves­
tigación corresponde a tantas otras negociaciones el~ ~istinta. envet:~~du­
ra sobre política social. Todo ello indica que han extsttdo senas cle.tcten-

32 Crót~ica, 22/11/01, "El Gobierno ratificó continuidad de planes de empleo en el 
2002". 

33 La Nación, 22/1/02, "Levantan piquetes enJtuuy". .. 
3·1 Río Negro, 29/1/02, "Cortaron la ruta 22 para exigir 500 cupos de empleo . 
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das e irregularidades en la distribución de planes sociales que, lejos de 
destinarse a los beneficiarios por las vías reglamentarias, fueron utilizados 
infinitas veces con una finalidad clientehtr. · 

Uno de los puntos que puede contribuir a la comprensión de la 
complejidad del fenómeno que analizamos es que muchos de los 
programas sociales conceden la facultad de otorg'ar los planes a los mu­
nicipios, por un lado, y a organizaciones no gubernamentales locales 
(organizaciones intermedias), por el otro. Estas posibilidades han pro­
ducido, necesariamente, la formación ele numerosas organizaciones 
nuevas, en su mayoría por parte ele movimientos de desocupados con 
cierto peso, o por partidos políticos locales, con el único y exclusivo pro­
pósito de "tornarse hábiles" para administrar el otorgamiento de los pla­
nes, pero sin trabajo o legitimación social previa35• Ello ha favorecido 
cierta "manipulación" de las prestaciones que el Estado no ha sabido 
controlar a fin de asegurar la igualdad en las condiciones de acceso a la 
prestación social y lo ubica en infi·acción de sus deberes de responsabi­
lidad general para la buena administración ele las instituciones y servi-
cios propuestos36 . · 

11.5 Incumplimiento de las prestaciones a cargo 
del Estado 

Además de los problemas seiialados, una cuestión particular se re­
fiere al incumplimiento por parte del Estado de las prestaciones otorga­
das. Sin pet:juicio de que en la mayoría de los casos se trataba ele mon­
tos dinerarios exiguos para asegurar una protección integral ele las 
personas, los beneficiarios han revelado, en distintas oportunidades, que 
existen complicaciones y demoras en el pago de los planes y que los ma­
teriales necesarios para el cumplimiento de las tareas previstas por los 

35 Cfr. Entrevista realizada por el CELS a personal que en diciembre ele 2001 desempe­
üaba funciones en el Área de Evaluación y Asistencia Técnica ele Programas de la Dirección 
de Promoción ele Empleo y Capacitación. 

36 El Convenio 168 de la Organización Internacional del Trabajo (OIT), sobre Fomen­
to del Empleo y la Protección contra el Desempleo, establece que cuando el Estado o el sis­
tema ele seguridad social conceda subvenciones con el fin de salvaguardar empleos .. "los Es­
tados Miembros deberán tomar las medidas necesarias para garamizar que estas 
subvenciones se destinen exclusivamente al !in previsto, y prevenir todo ti·aude o abuso por 
parte de los beneficiarios". Si bien Argentina no ha suscrito el Convenio 168, pertenece a 
la organización desde el aüo 1919, y ha ratificado a la fecha 71 convenios, de los cuales 61 
están en vigor, por lo que sus lineamientos son relevantes en punto a determinar cuáles son 
los est<ínclares internacionales en la materia. 
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proyectos resultan insuficientes o directamente no llegan a quienes de­
ben ejecutarlas37• 

El cumplimiento de las prestaciones se ha visto también afectado por 
brutales recortes en la asignación presupuestaria destinada a los progra­
mas sociales, como el que dispusiera, en julio de 2001, la ley 25.453, lla­
mada "de déficit cero". Esta norma modificó sustancialmente la dinámi­
ca de la utilización de los fondos públicos, afectando tanto al gasto social 
como a la totalidad de las jubilaciones, pensiones y salarios de los em­
pleados públicos. Otro ejemplo de las disposiciones de la Administra­
ción, en este sentido, fue el recorte de los fondos destinados a progra­
mas sociales alimentarios que beneficiaban a 4.442.000 personas, en 
razón de la: decisión administrativa n 2 228/2001 de la jefatura ele Gabi­
nete del ex presidente Fernando de la Rúa. La medida motivó la presen­
tación de un amparo judicial ante la Justicia en lo Contencioso Adminis­
trativo Federal. Por la instrumentación de este sistema se vieron 
afectados los programas sociales alimentarios38 , sanitarios y de ayuda so­
cial, destinados a brindar cobertura a población con i1ecesidades básicas 
insatisfechas39 . 

37 Si bien no todas las personas entrevistadas por el CE.LS revelaron haberse visto afec­
tados en la interrupción de la bonificación mensual percibida, algunos sostienen que "siem­
pre hay retrasos" en los pagos. Entre las declaraciones más representativas respecto del fun­
cionamiento de los planes y el cumplimiento ele las prestaciones, se destaca la referencia a 
que algunos "proyectos no cumplen ninguna función, no se hace nada, nada más están ahí 
para cobrar ( ... ) hay ou·as organizaciones, más chicas, menos organizadas que no les inte­
resa que las cosas se hagan". Con relación a la disponibilidad de materiales, algunos de los 
entrevistados sostienen que los materiales se "conseguían pidiendo colaboración a los veci­
nos, por la radio ( ... ),o también juntamos cascotes de por ahí, el Municipio nunca nos a)'ll­
dó". (Cfr. Entl·evista n° 2.) 

3S En el caso de los planes alimentarios, el recorte presupuestario fue de 16.721.94 7 de 
pesos, casi un 75% del monto comprometido para el último trimestre de 2001 (Cfr. Deci­
sión administrativa n• 228/2001 de la Jefatura de Gabinete ele Ministros.) A raíz de estas re­
soluciones, el CELS presentó un amparo contra el Estado Nacional-Jefatura de Gabinete 
ele Ministros y Ministerio de Desarrollo Social y Medio Ambiente-, ante !ajusticia en lo 
Contencioso Administrativo Federal, a fin de que se decla1·c In invalidez de la Decisión Ad· 
minisll·ativa de la Jefatura de Gabinete. En esta acción, el CELS patrocina a cuatro perso­
nas residentes ·en González Catán (provincia de Buenos Aires) que son benellciarios del 
programa alimentario UNIDOS y del Programa PROHUERTA, con el objeto de que se continúen 
suministrando las prestaciones contenidas en dichos programas, o una prestación equiva­
lente que resguarde, con idéntico alcance, el derecho a la alimentación garantizado por la 
Constitución y los tratados internacionales de derechos humanos. 

39 De acuerdo con una estimación realizada por el Instituto de Estudios y Formación 
de In Central de Tmbajadores Argentinos (CTA) se re,hüeron de 600.000 a 91.000 las par­
tidas de alimentos del Ministerio de I:esarrollo Social y se vieron interrumpidos los subsi­
dios que reciben las personas desempleadas a través ele los Programas TRAB,\JAR (Cfr. Insti-
tuto ele Estudios y Formación de la CTA, Lógica del déficit cero, presupuesto para rl 2002 y , 
perspectivas, octubre ele 2001). 
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11.6 Fiscalización y hostigamiento 

. ~gunos de los proble~·as señalados en cuanto a la asignación y al cum­
plimiento de los programas sociales del Estado, evidentemente alertan 
también sobre la existencia de un coqjunto de deficiencias en el control 
de su desarrollo. La asentada percepción acerca del uso clientelar de los 
planes,.así como las recurrentes demoras en el cumplimiento de aquellas 
prestacwnes a cargo del Estado sólo han sido posibles al amparo ele la au­
sencia de mecanismos eficaces de control40, 

Una irregularidad más o menos frecuente ha sido la retención de un 
porcentaje de la remuneración directa que correspondía a los beneficia­
r~os. a cambio ~e la ~estión de ese mismo subsidio, o, en su caso, el reque­
nnuento de asistencia a piquetes y cortes de calle como "contraprestación" 
a la gestión para la asignación del pla1141, 

Por cierto, en algunos casos es difícil hablar de potenciales destinata­
rios y referirse meramente a personas desempleadas con dificultades de 
inserción, como lo establecen las normas constitutivas de los programas 
sociales42

, pues del contraste con la realidad es evidente la existencia de 
r~quisitos adicionales para acceder efectivamente a la prestación; por 
eJemplo, contar con el apoyo de alguna organización con cierta capaci­
dad de presión para gestionar exitosamente la aprobación de un proyec­
to financiado por el programa43

• Un foco de tensión de este problema se 
refleja, obviamente, entre los desocupados y las organizaciones, pero es 
particularmente evidente en la relación de las organizaciones ele desocu­
pados que ganan fuerza en cuanto incrc.:'entan su número y quienes es­
tán a cargo del Ministerio de Trabajo, o bien entre dichas organizaciones 

40 
Una de las beneficiarias señaló que dentro de la institución en la que ella se desem­

pei1aba, nunca recibieron la visita de ningún funcionario del Estado que verificara las ta­
reas que allí se realizaban. (Cfr. Entrevistanº l.) 

41 
Cft: Ent:evista realizada por el CELS el\7 de diciembre de 2001, a personal del Cen­

tl.'o de Denuncms de la Subsecretaría de Empleo del MTE.yFRH. El área recibe las denun­
Cias en el mar~o ,de los programas de empleo. Realiza, además, el seguimiento de las mis­
mas y ele los 'hctamcnes que se elaboren para el tratamiento de tales irregularidades. 
• •

42 
Recordemos que el Programa TRAilt\JAR llltcnía por objetivo bl'indm· ocupación tran-

s~torm a personas d~socupadas, de baja calificación, en concliciot1es de pobreza 0 en situa­
~wnes de "vulnerabilidad social", a través de su participación en la ejecución de obras de 
mfraestructura comunitaria y social. 

43 F~·?n~e a la pregunta sobre su pertenencia ni "movimiento", una de las entrevistadas 
respomh~; ,ror eso es_tamos .~cá ... n~~otros Len~mos los plan~s por tener la organización 
(GfA) altas . Con~ento tan~bte.n que los supervisores nos decmn que siguiéramos presen­
tando, que se nos Iban a adJUdicar porque acá se estaba trabajando bien ( ... ) estaban muy 
contentos con nosotros". La inf~rmación obtenida en las entrevistas mantenidas por el CELS 
(~ 7/12/01) con pe~·sonal del Area de Fiscalización de Programas y del Centro de Denun­
CI~s, ambos depemhe':tes d~- la DNCGEyCL de la Subsecretaría de Empleo, MTE.yFRH, per­
nntcn afirmar que la Sltuacwn era generalizada. 
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y las autoridades locales municipales, ante la disputa por el control de los 
planes. 

Si bien, por momentos, los posibles conflictos entre beneficiarios y or­
ganizaciones parecieron preocupar poco al Estado, al menos consideran­
do la ínfima cantidad de supervisores disponibles para auditar y controlar 
los proyectos44, ha habido espasmos de repentino interés cuando las pre­
siones políticas urgían y el Gobierno entendió necesario arremeter con­
tra alguna organización. 

La resolución 114/2001 de la Secretaría de Empleo, por ejemplo, in­
tentó acotar el ámbito de discreción de las organizaciones y dispuso la eva­
luación de la capacidad institucional y de gestión de las organizaciones no 
gubernamentales que, en calidad de Organismos Responsables, presenta­
ran proyectos. en los Programas de Empleo y Capacitación Laboral (art. 1) 
de acuerdo cm~ indicadores objetivos tales como trayectoria institucional, 
ámbito de competencia territorial, capacidad financiera y técnica, expe­
riencia y vinculación con la temática de los proyectos y el desempeí'io de 
los programas. Asimismo, dispuso un tope máximo del 30% de los planes 
que pudieran ser administrados por tales organizaciones, correspondien­
do el otro 70% a las autoridades municipales (art. 4) 45• El conflicto se pre­
sentaba con diferentes matices de acuerdo con el grado de organización 
y acción de las agrupaciones46 y el nivel de tolerancia y respuesta por par­
te de la administración. 

En otras ocasiones, lejos de buscar soluciones con cierto grado de pre­
visibilidad y generalidad, el Estado ha usado ostensiblemente su poder fis­
calizador como mecanismo de acción política. Durante la primera semana 
de agosto de 2001, por ejemplo, se auditaron 126 proyectos, por indica­
ción de la entonces ministra Patricia Bullrich, luego de la cual se sancionó 
a 12 organizaciones. Para esta acción la cantidad de auditores ascendió de 
50 -la planta fija- a 485 inspectores, encargados de corroborar, según la 

44 El Área de Fiscalización de Programas del Ministerio de Trabajo contaba en diciem­
bre de 2001 con una planta de 50 auditores, aproximadamente, para todo el territorio. "Los 
contratados por el Ministerio de Trabajo para supervisar los programas de empleo son al­
rededor de 50 agentes, por lo general, con profesión de arquitectos o ingenieros. Se esti­
man dos supervisores por provincia, o uno según la extensión que deba abarca¡; La dota­
ción de supervisores contratados depende de esta Dirección y de las Gerencias, ya no hay 
supervisión por parte de las agencias territoriales." 

45 "Las URATy las Unidades de Aprobación de los restantes programas de empleo, po­
drán aprobar proyectos que reconozcan como organismo responsable a organizaciones no 
gubernamentales hasta un treinta por ciento del total aprobado por provincia." (Cfr. Art. 
4, resolución SEnº 114/2001.) 

46 La CCC organiza a varias de dichas organizaciones y el partido de la Matanza es don­
de estos movimientos están más organizados (Cfr. Entrevista mantenida con personal del 
Área de Evaluación y Asistencia Técnica de Programas de la Dirección de Promoción de 
Empleo y Capacitación). 

.. 
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funcionaria, denuncias sobre extorsiones y manipulaciones con los PROGRA­

MAS TRABAJAR. Las medidas adoptadas lejos estuvieron de constituirse como 
e~eme~:os de una política ge~eral de transparencia en la asignación y admi­
mstr.acw~ de los recursos asignados al plan, sino que resultaron un claro 
ho~ugam1ento enfocado en los grupos que se estaban posicionando con 
acciOnes de protesta más confrontativas47. 

'
17 El secretario de Seguridad E · M· ¡ · · - · . . • • nnque .1t wv, ¡ust1hco una denuncm pm· ¡J1'csu11 t·1 ex-

torswn que el Gob'e · ' 1 • • ' • . . • •no ¡;>resento contra os piqueteros que cortaron rutas y calles, al soste-
1t1e.• q~¡lt; nadllefpuede obhgar a otros a que se plieguen a una medida de protesta o "illten-
m Utl Izar a uerza por man · " L fi ¡· 1 1 ' . " . o propm . a ma IC ac de esta denuncia era evitar que tos 

piqueteros extorsiOnaran" a los beneficiarios de los PROGRAMAS TRABAf\R con el fln de 
se¡t~,~ar~n a la medida de protesta. El funcionario agregó que frente.~ la decisión delk: 
ta 0 e •r en ~ocorro de muchas personas que necesitan los recursos mínimos indis cnsa~ 
bies, no es pos1ble que algunos, por razones partidistas o razones ideológicas amen~ce11 a 
esas personas" (La Naci' 7/8/01 "M 1 · · · ' ' . 1 .. on, . • ' at lOV.Jusufico la denuncia presentada contra los di-
~gente~.c el MTR ). La gesuon de la ministra culminó tiempo después ante la creciente ola 

e con ICtos dentro de su jurisdicción y del choque con algunas voce~ del Gobierno. 



III 
Criminalización de la protesta social 

En un Estado de derecho existen límites jurídicos para considerar que 
una conducta puede ser merecedora de pena y sólo el respeto a esos lími­
tes, enunciados generalmente en forma de principios, permite a un Esta­
do desplegar un proceso contra un individuo y, en última instancia, impo-

nerle un castigo. 
Entre la concepción misma del poder ele Estado y su manifestación 

a través del poder penal1 existe una relación estrecha, que aun con las 
dificultades referidas a la cletermináción ele su contenido preciso; hace 
evidente que el Estado ele derecho se caracteriza, al menos, "por garan­
tizar la seguridad ele Jos ciuclaclanos, mediante una vinculación de la ac­
tuación del Estado a normas y principios jurídicos de justicia conocidos 
de tal manera que los mismos resulten en todo caso comprensibles. En 
lo demás, se sostiene en la actualidad que el Estado de derecho es 'una 
forma de racionalización de la vida estatal' que permite, ala vez, un efi­
caz cumplimiento de los cometidos del Estado y, por otra parte, hacer 
calculable la acción estatal mediante la seguridadjurídica"

2
• . 

1 Cfr. Maier, Julio B. J., Dmclw procesal penal, Tomo 1, Fundamentos, 2da. edición, del 

Puerto, Buenos Aires, 1996. 
2 Bacigalupo, Enrique, Principios constitucionales del det~cho penal, Buenos Aires, Hmn· 

murabi, 2000, p. 231. 
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La selección estatal de un acto de protesta como ilícito penal, cuando 
esta selección se realiza en infracción a aquellos principios del poder pe­
nal de Estado -por ejemplo, porque el acto ele protesta está amparado 
en el ejercicio legítimo ele un derecho- constituye un supuesto de crimi­
nalización ilegítima, o de "criminalización de la protesta"3. 

Los principios que limitan la intervención estatal también pueden ser 
entendidos, sin demasiada complejidad, como mandatos de acción a cada 
uno de los poderes de Estado, lo que permite hablar de criminalización 
legal,judicial o ejecutiva, dentro del ámbito de atribuciones de cada po­
der con participación en el proceso de selección de acontecimientos sus­
ceptibles de reacción penal. 

111.1 La intervención del Poder Judicial sobre la protesta social 

Desde 1996 el Poder Judicial ha abusado en muchos casos ele sus po­
testades constitucionales para sofocar la protesta social. 

Ha habido condenas paradigmáticas, como la impuesta a la maestra 
Marina Schifrin en Bariloche, en las cuales la decisión judicial omitió con­
siderar adecuadamente el ejercicio de derechos constitucionales por par­
te de los manifestantes, o incurrió en manifiestos exabruptos en la inter­
pretación de normas penales de fondo, como la utilización sin asidero 
alguno de la figura de sedición en el procesamiento ele varios piqueteros 
salteños4. 

Pero la criminalización judicial de la protesta ha gestado su naturale­
za más propia en la iniciación de miles de procesos penales al margen del 
derecho, con la única finalidad de controlar ilícitamente la acción políti­
ca en el campo popular. 

El tremendo poder coercitivo que se despliega contra quien es impu­
tado en un proceso penal, además de la latente posibilidad de una pena, 
ha sido utilizada por la administración de justicia como una auténtica he­
rramienta de sometimiento sobre los manifestantes. Miles de participan­
tes en protestas legítimas han soportado y soportan la persecución penal 
como consecuencia de su acción crítica antes que como reacción a la in-

La misma relación entre el respeto a estos límites y la calidad ciudadana en un Estado 
es señalada por julio Maier cuando afirma que el derecho procesal penal puede conside­
rarse un sismógrafo de la democracia. 

3 La expresión ha recibido un uso más o menos coherente en este último sentido y es­
tá cargada ya de una connotación disvaliosa entre quienes se han referido a la cuestión, por 
lo que no nos apartaremos de este uso, aun cuando conceptualmente pueden imaginarse 
supuestos válidos de criminalización de actos expresivos. 

4 Véase Reseíia de casos ... , acápite 1.3. 
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fracción de la ley penal. Se ha desplegado así un inadmisible control pe­
nal sobre la acción política. 

En mayo de 2002, la Cenu·al de los Trab~acloresArgentinos (CTA) Cle­
vó una queja al Comité de Libertad Sindical del Consejo ele Administración 
de la Organización Internacional del Trab~o ( OIT) en la que denunció que 
más de 2.800.000 personas se encontraban b~o proceso ele acuerdo con los 
regisu·os de la Secretaría ele Derechos Humanos ele la entidad sindical, "en 
la totalidad ele estos casos [indicó la denuncia], se persigue penalmcntc a 
trabajadores, con y sin empleo, en su mayoría organizados sinclicalmente. 
Los hechos y derechos en cuyo ejercicio fueron perseguidos penalrncnte 
se inscriben en decisiones colectivas vinculadas a la participación orgáni­
ca en sindicatos, asociaciones sindicales opositoras y trab<tiaclores organi­
zaclos"5. De tal modo, el poder penal de Estado, lejos de conformar un re­
curso ele última ratio para el aseguramiento de la paz social, se utiliza como 
un mecanismo espurio ele control social. 

El poder jurisdiccional, cuya legitimidad democrática sólo abreva en 
el poder de decir el derecho vigente allí donde una acción u omisión lo 
ha lesionado, lejos de consolidar su relación con la comunidad ha partici­
pado activamente en el desmantelamiento de las garantías de la Constitu­
ción. Es imposible reconocer una judicatura democrática ~llí donde la 
reacción penal se incrementa mientras el desguace social avanza y se difi­
culta el ejercicio de cualquier derecho imaginable. La pobreza sólo pudo 
haber aumentado al mismo ritmo que la reacción penal porque los jueces 
renegaron ele su vínculo con la comunidad. 

La actividad del Poder Judicial, y no la de otros poderes constituciona­
les, ha sido crucial en la determinación del fenómeno de la criminalización 
de protestas. No han existido importantes deficiencias en la actuación ele los 
poderes legislativos nacional y provinciales y si bien se han verificado grose­
ras violaciones de derechos en la faz ejecutiva del Estado --en particuhu~ en 
la actuación de las fuerzas de seguridad-, ello ha sido posible, precisamen­
te, gracias a la sustantiva ausencia de una intervención activa del Poder Judi­
cial durante su actuación y, luego de ella, en la investigación de lo ocurriclo6

• 

5 C1'A-CAJ (Comité de Acción Jurídica), Denuncia presentada ante la Organización In­
ternacional del Trab;Uo, mayo ele 2002. Un ailo antes, en marzo ele 2001, la situación había 
sido denunciada ante la CIDH por el CAJ, el Centro por !ajusticia y el Derecho Internacio­
nal (CEJIL) y el CELS. Esta denuncia fue ampliada con nuevos hechos en present,'lcioncs 
posteriores. 

6 Por regla, y salvo muy contadas excepciones, no hay actuación alguna de las fuerzas 
de seguridad al margen ele lo ordenado por el Poder judicial. En aquellos casos en los cua­
les la intervención ele !ajusticia es posterior a una interferencia ele derechos de un panicu­
lar por parte ele las fuerzas de seguridad (por ~emplo, porque por razones ele urgencia re­
sultaba imprescindible autorizar la actuación policial sin orden judicial) no hay ámbito de 
actuación exento del poder de control ele los magistrados. 
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Así, en todos los casos de criminalización de la protesta, la responsabili­
dad cenU"al como garante constitucional de la legalidad de la actuación pe­
nal corresponde a los tribunales, ya por la condena a un manifestante o.por 
su solo sometimiento a proceso, ya por la omisión en el conu·ol de las fuer­
zas de seguridad7, Lamentablemente, la magÍsU"<ltura no se ha limitado a omi­
tir controlar a los ou·os poderes de Estado, sino que ella misma ha realizado 
en muchos casos un aporte decisivo para criminalizar la protesta. 

111.2 Principios del poder penal de Estado 

Como vimos, los límites al poder penal de Estado -bajo la forma de prin­
cipios de que se compone todo modelo de derecho penal- enuncian cada 
uno una condición sin la cual no está permitido al Estado imponer una pena

8
• 

Si aceptamos que la responsabilidad penal es el conjunto de las condiciones 
normativamente exigidas para que una persona snti"a una pena, cada uno ele 
estos principios designa, además, una condición de la responsabilidad penaL 

Luigi Ferrajoli propone una clasificación de diez principios que seguire­
mos aquí, dado la claridad y profundidad expositiva ele su U"ab<Uo

9
• De nn mo­

do u otro, cada uno de ellos ha sido puesto en crisis por los órganos del Esta­
do argentino durante el período analizado, por lo que nos referiremos muy 
brevemente a ellos para analizar inmediatamente después su infracción 

10
• 

No hay pena sin crimen: el principio de retribución 

La pena estatal no puede ser impuesta sino ante la acción típica, antiju­
rídica, culpable y reprochable a una persona determinada

11
• La exigencia 

de la comisión de un delito como antecedente para la imposición de una 
pena constituye una garantía sustancial que excluye cualquier finalidad 

7 Se entiende, con 'independencia de la responsabilidad que corresponde a estas últimas. 
s Cfr. Férr'!ioli, Luigi, De1rclw )'Razón. Te01ía, ~el Gm:antisu~oJJe:~al, Trotta, Maclt~d, p._92. Se, 

gún este autot~ es posible "trazar una tabla anahuca y ststet~mt~c:l el~ todos los pnnctptos que 
componen elmoclt;lo garantista del derecho penal. f:st.os pnnctpto~, .. ; fommlables ~ocios ellos 
en la forma de proposiciones ele implicación o condtctm.1ales ... estan hgados ~.nu·e st .. Es, pues, 
posible formalizarlos, aislar los fundamentales de los denvados y ordenarlos... (op. ctt., p. 91). 

9 Ferr'!ioli, Luigi, op. cit., p. 91. , . . 
JO Los seis primeros principios corresponden a garantms vmcul~clas al. cl.e~,echo pet~,ll de 

fondo y Jos cuatro últimos a garantías del derecho procesal penal. Sm ~erJUl<;lO ~le la cltlicul­
tad qne existe en ciertos casos para diferenciar unas y otras en torno. a ctertos mstttutos ~"·gr., 
la prescripcióü de la acción penal), el respeto a todos ellos debe vet:tfica~se para que la un po-
sición de una pena sea legítima, razón por la cual los U'<\lllmos aqut conjt~ntamente. , 

11 Es así como "La garantia del carácter retribmivo de la pena--en \~r~ud del c~ml nache 
puede se

1
• castigado más que por lo que ha hecho (y no por lo que es)- strve prectsamente 
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preventiva que justifique la imposición de un castigo. A la vez, la idea de 
reu·ibución impone un límite al poder estatal, en tanto provee pautas men­
surables para la individualización de la pena concreta, ele acuerdo con la 
magnitud de la culpabilidad. 

No hay crimen sin ley: el principio de legalidad 

Sencillamente, no hay delito sin una ley previa que así lo establezca12: "na­
die puede ser condenado por acciones u omisiones que en el momento de 
cometerse no fueran delictivos según el derecho aplicable ( ... )" (art. 9, 
CADH) 13. El principio de legalidad posibilita una limitación del poder del 
Estado y con ello asegura la libertad del individuo~<~. Su contenido se mani­
fi.esta e~ cua~ro exigen:ias:· lex praevia, !ex scrijJta., !ex certa y !ex stricta (ley pre­
VIa, escnta, Cierta y esu·1cta), de las que se derivan cuatro prohibiciones: está 
prohibida la aplicación retroactiva de la ley, la aplicación de derecho consue­
tudinario, la sanción de leyes penales indeterminaclas15 y la extensión del tex­
to legal a situaciones análogas en contra del acusadol6. 

pa~a excluir, ~l marg~n de cualquier otra finalidad utilitarista o de cualquier otro modo utili­
tansta, el casttgo d~l mocente cuando se lo considere de por sí malvado, desviado, peligroso, 
sosp~~l10.so ,o ,rrochve al cleli~o, ~t~."· (Ferrajoli, Luigi, o p. cit., p. 369). 

, , Htst;mcamente, el pnnctplO !1ullum climen, mtlla fioena sine legees producto de la llus­
tr~cton. Ast, ya, aparece en las ~?nsutuciones americanas de 1777, en el Código Penal Aus, 
tnaco de 1787, en la Declaracwn Francesa de los Derechos del Hombre y del Ciudadano 
de 1789 y poco después en el derecho territorial prusiano de 1795. Actualmente se la re­
conoce en casi todos los códigos penales del mundo (CI'r. Roxin, Claus, Iniciación ;¡[Derecho 
Penal de Hoy, Universidad de Sevilla, 1981, p. 100). 
, 13 -~1 ~rt~culo 7 de~ Convenio Europeo ~le ?erechos Humanos (CEDH) también incorpo­
~.a el ptn~ctpto ele legahdad. St~ alcance fue mchcado en el caso Kohhinahis c. Grecia como sigue: 
... el aruculo 7:1. del.C?nvemo no se resu·inge a la prohibición reu·oactiva de la ley penal al 
a~.usado. Prescnbe, asmmmo, más gen.eralmente, el principio que sólo la ley puede definir un 
ctnnen y estable:er la pe~m (nu/lzw~ mmen, nulla poe~ut sine lege) y el principio de que la ley pe­
n~l no puede ser_ cons~uda extensiVamente en demmento del acusado, por ejemplo, por me­
dto de 1~ ~~alogm; ~e stgue de esto q~e ~n. delito debe estar claramente delinido en la ley. Es­
ta condtcton se sattsface cuando un mchvtcluo puede conocer de las palabras de las normas 
relevantes y ~i es necesario con la asistencia de la imerpretación de los u·ibunales acerca de qué 
actos y omiSiones lo harán responsable", 

14 Según ha dicho la Corte Interamericana de Derechos Humanos, " ... en una sociedad 
dem_ocrática el.princil;'io ele le~alidad está vinculado inseparablemente al de la legitimidad, 
en vt;tud dt;l st~tc;ma mternact?nal que se encuentra en la base de la propia Convención, 
relauvo ~! eJerct~to representattvo de la democracia" (La expresión leyes en el artíc111o 30 de la 
Conuencwn Ammca.na sobre Derechos H11manos, Opinión Consultiva N• 6, del \1 de mayo ele 
1986, Serie A, N" 6, párrafo 33). . 

15 "El contenido de esos actos de intervención han ele estar suficientemente detallados 
y espe~ilicados y por últim~ el ciudadano ha de tener la posibilidad real de conocer con to­
da cl~ndad tanto el contemdo de esos actos como también el fundamento de ellos" (Bustos 
Ram\~ez,J., Manual d~ Dmcho Pena~ Parte general, ~a~lr.id, Ariel: 1989, p. 143). 
, Co,? frecuencta se !1a repe~tdo que este pnnctplO constttuye la carla magna del de, 

lmcwmte, este punto de vtsta ha stdo puesto en duda en la actualidad. Se piensa, en este 

p:,--
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No hay ley sin necesidad: el principio de proporcionalidad 

La reacción penal debe ser proporcional a la importancia del derecho 
afectado pues el derecho penal constituye una limitación de derechos fun­
damentales. Como ha señalado la Corte Interamericana de Derechos Hu­
manos, las restricciones de derechos sólo son razonables cuando resultan 
necesarias para el ejercicio de otros derechos y ele allí que "entre varias op­
ciones para alcanzar ese objetivo debe escogerse aquella que restrirua en 
menor escala el derecho protegido ( ... ) la restricción debe ser proporcio­
nada al interés que la justifica y ~ustarse estrechamente al logro de ese le­
gítimo objetivo"17. 

No hay necesidad sin ofensa: el principio de lesividad 

Sólo las acciones que dañan a terceros pueden ser consideradas ele­
lito (CN, art. 19). No basta con que una conducta sea reprochable mo­
ralmente, sino que es necesaria una justificación externa a la norma pe­
nal, mediante la incorporación de criterios ético-políticos y de justicia 
a la legislación. Estos principios, luego, son idóneos "para justificar la 
limitación de la esfera de las prohibiciones penales ( ... ) sólo a las ac­
ciones reprochables por 'sus efectos' lesivos a terceros. La ley penal tie­
ne el deber de prevenir los más graves costes individuales y sociales re­
presentados por estos efectos lesivos y sólo ellos pueden justificar el coste 
de penas y prohibiciones. No se puede ni se debe pedir más al derecho 
penal"18• · 

sentido, que la consideración del principio de legalidad como instrumento para la protec• 
ción de los delincuentes distorsiona su correcto significado y tiene consecuencias no pro­
bables desde el punto de vista de los derechos fundamentales. En efecto, si ya se sabe que 
quien está ante un tribunal es un delincuente (como creían poder saber los positivistas) 
siempre cabría preguntarse: ¿por qué razón limita la defensa de la sociedad frente a los de­
lincuentes? Es decir, si el principio de legalidad es un mal necesai'Ío, dado que protege al 
'malo' frente al 'bueno' (el Estado), es claro que la reducción de sus alcances debería me­
recer comprensión. Por el contrario, si el principio de legalidad p.-otege a personas de las 
que no es posible afirmar si son o no delincuentes, mientras no hayan sido condenadas, es 
indudable que se trata de un bien necesmio, pues protege al débil (el ciudadano) frente al 
fuerte (el Estado). Consecuentemente, la reducción de sus alcances no debería contar con 
la comprensión de los demócratas" (cfr. Bacigalupo, Enrique, Derecho Penal, Parte General, 
Buenos Aires, Hammurabi, 2º ed., p. 234-5). 

17 Corte IDH, "La colegiación obligatoria de periodistas" (art. 13 y 29, Convención Ame­
ricana sobre Derechos Humanos), Opinión Consultiva N" 5, dcll3 de noviembre de 1985, 
Serie A, Nº 5, párrafo 46. 

18 Ferrajoli, op. cit., p. 465. 
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No hay ofensa sin acción: el principio de materialidad de la acción 

Ningún daii.o, aun el más relevante, puede ser imputado a una persoc 
na si no ha sido el resultado de una acción individual. Para ello, es nece­
sario que una relación de causalidad sea establecida entre la acción y elre­
sultado. Consecuentemente, "los delitos, como presupuesto de la pena, no 
pueden consistir en actitudes o estados de ánimos interiores, y ni siquiera 
genéricamente en hechos, sino que deben concretarse en acciones huma­
nas -materiales, físicas o externas, es decir, empíricamente observables­
describibles, exactamente, en cuanto tales, por la ley penal"19. 

No hay acción sin culpa: principio de culpabilidad 

No puede castigarse a alguien sino por los actos propios -principio de 
responsabilidad por el hecho- 20 que haya podido prever y evitar -princi­
pio de dolo o culpa-. El principio de culpabilidad también exige que el au­
tor de la conducta haya podido motivarse conforme a la norma, es decir que 
el hecho debe haber sido "producto de una motivación racional norú1al"2 1• 

No hay culpa sin juicio: principio de inocencia 

Nadie puede ser penado sin juicio previo. No se puede tratar a quien 
se le atribuye un crimen como si fuera culpable -cualquiera sea el grado 
de verosimilitud de la imputación- hasta tanto el Estado, por medio de 
sus órganos judiciales establecidos para exteriorizar su vol un tacl en esta 

19 Femyoli, op. cit., p. 480 
20 M ir Puig, Santiago, op. cit., p. 79-80. 
21 Ibídem. El principio de culpabilidad en sentido estricto requiere que la pena se apli­

que " ... sólo al autor de un delito que haya podido comprender, por lo menos, la ilicitud de 
su comportamiento y haya podido comportarse de acue1·do con ésta, así como que haya 
obrado sabiendo qué acción realiza, o pm·lo menos, infringiendo los deberes de cuidado 
que le incumben. De estas exigencias generales se deriva que tanto el error sobre las cir­
cunstancias del hecho punible como el que recae sobre la antijuridicidacl deban ser reco­
nocidos como eximentes de responsabilidad, cuando hayan sido inevitables para el autor" 
(cfr. Bacigalupo, Enrique, op. cit., p. 240). Por otro lado, el principio de culpabilidad inci­
de en la individualización de la pena, " ... estableciendo que la gravedad de la culpabilidad 
determina el máximo de la gravedad posible de la pena aplicable. Esta exigencia es recono­
cida en la actualidad cualquiera sea la fundamentación que se siga en lo referente a los cri­
terios de justificación de la pena ... Dicho de otra manera: el principio ele wlpabiliclad ex­
cluye de manera categórica la posibilidad de determinar la pena sólo o fundamentalmente, 
por la peligrosidad del autor o por las necesidades de defensa social. En este sentido el 
principio ele culpabilidad se vincula ele una manera decidida con uno de los valores fun­
damentales del Estado de derecho: el respeto de la dignidad de la persona" (cf1: llacigalupo, 
Enrique, op. cit., p. 240). 



54 
CELS 

materia, no pronuncie la sentencia penal firme que declare su culpabili-

clacl y la someta a una pena22 . . . . , , 
Luego, "la inocencia o la culpabthclad se nucle ( ... ) segun lo que elnn-

putado ha hecho o ha dejado ele hacer en el m_omento ~e.l hecho qu~ le 
tribuido"23 y culpable es "quien se comporto contravuuenclo un m,ln-

es a 'bl »2·1 E 
elato 0 una prohibición, ele manera antijurídica, culpable y pum e . s-
te principio supone, entre otras consecuencias, que, como regla, 1~ perso­
na a quien se le impute la comisión ele un delito debe gozar ele hber~~d 
durante el proceso sin estar sujeto a restricciones por parte del Estado

2
". 

No hay juicio sin acusación: el principio acusatorio 

El órgano encargado de juzgar no puede cumplir con la fun~i~n d_e 
acusar y ele investigar. El Estado tiene el monopolio de la pers~cucw.n pu­
blica de ]os delitos y como consecuencia de ello debe acusar, mvesttg;~r ~· 
juzgar a sus responsables. Sin embargo, para ~aran tizar ~1 derecho a ~~.n!w­
cio justo resulta imprescindible. que esas :uncw_nes ~-ecm~:n sobre dtf.et en­
tes órganos, en tanto esto constttuye un nesgo funcwnal que comptome-

te la imparcialidad de sus decisiones
27

. . . 

Por otra parte, el principio acusatorio exige del acusador la ctrcunscnp­
ción del hecho imputado a una acción u omisión concreta de. una pers~na 
identificada, expresada ele manera clara, precisa y circunstanoada. Ello 11~1-

lica "describir un acontecimiento -que se supone real- con todas las or­
~unstancias de modo, tiempo y lugar que lo ubiquen en el mundo. de los he­
chos ( ... ) y le proporcionen su materialidad concreta; ellengu~e se d~be 
utilizar como descriptivo de un acontecimiento concreto ya ocurndo, ubtca­
ble e:l el tiempo y en el espacio, y no para mentar categorías conceptuales".

28 

22 Maier,julio, op. cit., p. 490. 
23 Maier,Julio, op. cit., p. 491. 
24 Ibídem. . .. , . . 
25 Sin embargo, existen supuestos en los que sejuslifi;a la nnpos1~10n de ctc~·t;~s .~.l~c~~-

das de coerción antes de la sentencia firme de condena. Es lo que Mater denomn1<1 co<.:t-
" ¡·oc· es·•l" Estas medidas deben encontrarse justificadas por los dos fines del proceso, 

CIOn p " . '' 1 0' 1 r: 1 ' . ellos son la averiguación de la verdad y la actuacwn de la .ley pe~:1 . tc l';l~ ~mes ~u e~ en sc.1 
puestos en peligro por Ja fuga del imputado o por cualqUier accwn u omtswn suya o Jc o u a 

ersona que obstaculice la consecución de los fines enumerados. . . . . 
. p 26 Cafferatta Nores,José l., Proceso penal)' derechos huma110s. La injluencw de/~¡ 1101~1:atma 

sujmmacional sobre de1~chos humanos de nivel constitucional en el proceso penal argentmo, CELS 1 
del Puerto, Buenos Atres, 2000, p. 93. . . . .. . . , , .. _ , 

27 Por est:l razón, no se admiten como functones de los tnbun,\les .. .las de nncsug.n c~c 
licio intervenir en la preparación o formulación de la acusación o pr~curar por su propta 

~licia~va los datos probatorios sobre el caso a fin de obtener el conocinuet~to neccsano para 
basar su decisión sobre el fundamento de aquélla" (Calfcraua N ores, o p. ctt., p. 31) · 

28 Maier,Julio, op. cit., p. 553. 
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Para establecer la responsabilidad penal de un imputado, el Estado de­
be probar su culpabilidad más allá de toda duda razonable29 . El Estado, 
por intermedio del acusador oficial, tiene la carga de probar el hecho ilí­
cito y la responsabilidad del imputado en aquél y ello excluye cualquier 
colaboración del imputado con la acusación. De ahí la prohibición ele la 
autoincriminación, que supone el derecho del imputado a permanecer ca­
llado. El acervo probatorio debe estar integrado por todos los indicios que 
justifican la acusación: ninguna de las pruebas debe mantenerse en secre­
to30 y la responsabilidad penal debe ser demostrada mediante datos pro­
batorios objetivos, "nunca deducida de presunciones"31 • . . 

No hay prueba sin defensa: el principio del contradictorio 

. El acusado tiene derecho a resistir la hipótesis acusatoria desde el pri­
mer momento de la persecución penal. Ello implica, en primer lugar, que 
la persona imputada de un ilícito debe ser informada, mediante una inti­
mación previa, acerca de los aspectos relevantes de la imputación y de las 
pruebas existentes en su conu·a32. El imputado tiene el derecho ele efec­
tuar su descargo o de guardar silencio, sin que esta última opción pueda 
ser considerada en su contra (CN, art. 18). Si ofrece prueba de descargo, 
el imputado tiene derecho a que ésta sea valorada por el tribunal. 

Además del derecho a la defensa personal, el acusado tiene el derecho 
irrenunciable a contar con el asesoramiento de un defensor técnico33 y a 
tener una comunicación fluida y privada con él. La asistencia técnica no 
debe ser considerada solamente en sentido formal, sino que el clesempe­
i'ío profesional debe ser diligente y eficaz por parte del abogado. 

Otra de las implicancias del derecho ele defensa es el deber ele los jue­
ces de motivar sus decisiones. La fundamentación ele una clecisiónjudicial 

29 Comisión IDH, Informe 5/96, caso 10.970, sin destacado. 
30 Así lo entendió la Comisión IDH en' su informe 7138/75, en donde se reconoce el 

derecho del acusado a tener acceso a toda la prueba obtenida por el ministerio !iscal (cfr. 
Cafferatul Nores, op. cit., p. 109). 

31 Cafferatta Nores, op. cit., pp. 7g.4, 
32 El CPI', Nación, en sus artículos 297 y 298 especifica la garantía de "comunicación 

previa y detallada al inculpado de la acusación formulada" establecida por el artículo 8.2, 
apartado b, de la Convención Americana. 

33 Ello deriva en cierta medida del derecho a la "paridad de annas", pues al ser el acu­
sador una persona con conocimientos jurídicos es justo que se le otorgue al que resiste su 
imputación la posibilidad de contar con asesoramiento técnico. 
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"debe ser legal (fundada en pruebas válidas), veraz (no podrá fabricar ni 
distorsionar los datos probatorios), específica (debe exigir una motivación 
para cada conclusión) y arreglada a las reglas de la sana nitica racional 
(principios de la lógica, las ciencias y la experiencia común) "34. 

111.3 El deficiente reconocimiento judicial de la libertad 
de expresión 

111.3.1 El problema 

Los tribunales de justicia incurrieron repetidas veces en interpretacio­
nes equivocadas, cuando no arbitrarias, sobre el alcance ele las figuras pe­
nales que en cada caso podían involucrar a los participantes de los cortes 
de ruta o de manifestaciones similares. 

Muchas de esas decisiones judiciales llanamente han excedido el mar­
co estricto de la ley penal por aplicación extensiva de algunos tipos pena­
les. En otros casos, advierten con claridad la posible lesión al derecho a la 
libertad de t1·ánsito de los afectados por los cortes pero no consideran ade­
cuadamente los derechos a peticionar, a expresarse o a reunirse que en ca­
da caso podrían concurrir también. 

Este comportamiento judicial violatorio ele derechos ha sido denuncia­
do por varias organizaciones35 y ha sido u·atado con detalle en varios traba­
jos de docu·ina36, en los que precisamente se seí'íala que algunas considera­
ciones exigidas para el correcto balance de los derechos en juego no son 
tratadas por los jueces al fallar en relación con estos actos de protesta!17• 

34 Cafferatta N ores, op. cit, 2000, p. 120. 
35 Entre ellas, el Comité de Acción Jurídica de la CIA. la Coordinadora contra la Repre­

sión Policial e Institucional (CORREPJ) y la Federación Internacional de Derechos Humanos 
(FIDH) y el CELS han presentado denuncias ante instancias nacionales e intemacionalcs. 

3G Zaffaroni,J.A.; Gargarella, Roberto, "Expresión cívica y cortes de ruta", ponencia en el 
Foro: La criminalización de la protesta social, lO de julio de 2000, Cenu·al de Trab~adores Ar­
gentinos, s/p. Para profundizat·las cuestiones jurídicas analizadas en esta sección puede verse 
también el artículo "La Casación y los Cortes de Ruta", Acl Hoc, en prensa, elaborado por Leo­
nardo Filippini y Santiago López en el marco de esta invesllgación. 

37 Dos de las decisiones analizadas por el constitucinnalista resultan especialmente sig­
nificativas. Una de ellas es el procesamiento dispuesto por el titular del Juzgado Federal 1 
de San Salvador deJujuy en agosto de 1997 de un grupo de desocupados y trabajadores de 
escasos recursos que habían instalado un piquete en el puente sobre el río San Lorenzo (nt­
ta nacional n• 34), por el delito de entorpecimiento del transporte (CP, 194). La segunda 
es la condena a prisión de los líderes de una manifestación que cortó la ruta nacional n" 3 
a la altura de Comodoro Rivadm~a obligando a una gran cantidad de vehículos a circular 
por un camino alternativo para poder entrar o salir de la ciudad, impuesta, en julio de 1999, 

. por el juez Ricardo Napolitani, del juzgado Federal en lo Criminal y Correccional Federal 
de Comodoro Rivadavia. Véase Reseña de casos ... , acápite 2.4.2. 

-----·~---
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111.3.2 El valor democrático de la libertad de expresión 

. La primera advertencia, por supuesto, es que "conviene tomar más en 
seno el peso de un derecho como el de la libertad ele expresión ( ... ) no es 
un derecho más sino, más bien, uno ele los primeros y más importantes 
funcl~mentos ele ~oda la estructura democrática ( ... ) en casos como los que 
exammamos, la libertad de expresión no sólo merece ser tomada en cuen­
ta,.como cualquier otro derecho afectado, sino que -mucho más- re­
qmere de una atención urgente y privilegiada: el socavamiento de la liber­
tad de :~presión afecta directamente el nervio principal del sistema 
democratico"38. 

, ~o~o lo seiíaló la Corte IDH, es en interés del "orden público demo­
cratlco , tal como está concebido por la Convención Americana, que se 
!:espete escrupulosamente el derecho de cada ser humano ele expresarse 
hbremente

39
. El debate político "está indisolublemente vinculado a la exis­

t~~1cia ~1isma de una sociedad democrática. Es más, la plena y libre discu­
Sl.?n .ev1ta que se paralice un~ ~~cie~ad y la prepara para las tensiones y 
:liccwnes que desu·uyen las CIVI!Izacwnes. Una sociedad libre, hoy y ma­
~ana, es aquella que pueda mantener abiertamente un debate público y 
nguroso sobre sí misma"40. 

Específicamente, "esto implica defender un arreglo institucional en 
dond:, por ejemplo, no sólo se deje de lado la censura previa, sino que 
ademas se procure asegunwque las distintas voces (demandas, quejas) pre­
sentes en la soci~dad pue.dan ~er escuchadas. En líneas más generales, el 
e~quema defendido ( ... ) Imphca un compromiso con un sistema institu­
Cional en donde los derechos más estrechamente vinculados con Ja auto­
l:om~a individual y el autogobiemo colectivo reciban una protección pri­
VI!egmda (una sobreprotección) por parte del Estado. El Estado, aquí se 
asume, encuentra en el respeto más firme de tales derechos el fundarnen­
t? mismo de su propia legitimidacl"41 • En efecto, la democracia delibera­
tiva encuentra una virtud instrumental en la expresión del disenso, pues 
e~ :m o de lo; ~-easeguros procedimental es básicos para la obtención de dc­
C!S!Ones pohncas con mayor probabilidad de justicia. 

3~ Gargarclla, Roberto, op. cit., s/p. 

( 
. , 

3
.1 Corte IDH, Opinión Cons~¡!tiva OC-5/85, "La colegiación obligatoria de periodistas" 

~llletilos 13 Y 29 de .la Convencwn Americana solwe Derechos Humanos), del J.'l de no­
VIembre de 1985. Sen e A N" 5 párr 69 ·lO • , , • • 

1 CIDH; lnlonne Anual I 994, Capítulo V; Informe sobre la compatibilichd entre hs 
eyes de desacato y la Convención Americana solwe Derechos Humanos. ' ' 

1 
. 

41 
Gm·garella, l.{oberto, ·~¿Un camino sin salida? El det·echo ante los cortes de ruta", en: 

?el!ls/a Nuroa Doctnna Pmal, 2001/ A, del Pueno, Buenos Aires, pp. 53/4. 
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Por ello el Tribunal Constitucional de España (TCE) afirma que ést~ 
es un derecho de libertad frente al poder y exige, para su eficaz cun~p~l­
miento, la no injerencia por parte del Estado en ~~uello que es domnuo 
de la libertad de la persona; "la libertad de expreswn ( ... ).es ante tod~ un 
derecho fundamental del que gozan por igual todos los cm_da~anos) que 
les protege frente a cualquier injerencia de los ~oderes. ~ubl~cos qu~ no 
esté apoyada en la Ley e incluso frente a la propm Ley st.esta mtentara fi-

, . " d t n42 
jar otros límites distintos de los que la Consutun?n. a mt e . · . , .. 

De este modo, "el derecho a comunicar y renbtr comumcacwn v.et az 
y el derecho a comunicar y recibir ideas y opiniones son derechos e~ e lt!Jer­
tad frente al poder que hay que considerar comunes a todos lo~ n~:l,lda: 

E allto del·echo de los ciudadanos se concreta en la reahzacwn de 
nos. n cu, . 
las posibilidades que literalmente e~ p.recepto rcconoc~, ~S de~u·, CX~~CS.al~ 
y difundir pensamientos, ideas y opmwncs por cualqmer mediO e\ c.! ept <~. 
ducción. No hay inconveniente en entender que el derecho de dtfuncln 
las ideas y opiniones comprende en principio el derecho de. cre,~l~ los me­
dios materiales a través de los cuales la difusión se hace postble . , . 

Luego, "se trata ante todo de un derecho de_Hberta.c\: por lo que bastc~­
mente significa ausencia ele interferencias o ele mtromtswnes de las autoll­
dades estatales en el proceso ele comunicación. Si.n e~11b~~go, en-~tro plan_o 
significa el reconocimiento y la garantía de una mstttunm: pohnca funcb­
mental, que es la opinión pública libre, indisolublement~ l~gada con e~ plu­
• 1' . olítico que es un valor fundamental y un requ!Slto del funciona-
ra tsmo p , · ·, - 1 

· 1 1 E tado democrático. El artículo 20 de la consntucwn espano a 
m ten to e e s , · · , '1 1' 
defiende la libertad en la formación y en el desarrollo de 1~ optmon p~1 J ~-
ca, pues la libertad en la expresión de las ideas y.lo·s-pen~arr.uen~o~ Y,~.:1 l<t eh­
fusión de noticias es necesaria premisa de la opnuon publica ltbt e · 

111.3.3 Restricciones legítimas a la expresión 

El valor preferido de la libertad ele expresión por sus im~li.ca~1cias de­
mocráticas aporta argumentos sustanciales al momento de ~mmtr la ten­
sión frente a otr.os derechos. Tal posición clave y básica de ~a hbertad.cle ex­
ptesión respecto ele los demás derechos, ha permitido al Tnbun.~l 
Constitucional español configurarlo como un derecho preferente, :n vu­
tud de lo cual "cuando ( ... ) entre en conflicto con otros clerech~s fUI:da­
mentales e incluso con otros intereses de significativa importancia socml Y 

·12 STCE, 12/1982. 
:13 STCE, 36/1982. 
.¡.¡ STCE, 12/1982 . 
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política respaldados por la legislación penal, las restricciones que ele dicho 
conflicto puedan derivarse deben ser interpretadas de tal modo que el con­
tenido fundamental del derecho en cuestión no resulte, dada su jerarquía 
institucional, desnaturalizado ni incorrectamente relativizado"45 • 

También la Convención Americana otorga un "valor sumamente ele­
vado" a la crítica política y reduce al mínimo la posibilidad ele cualquier 
restricción46• 

Por ello, en primer lugar, está prohibida la censura previa salvo supues­
tos muy excepcionales (CADH, art. 13). Ello significa que como regla, fren­
te a un acto expresivo, sólo es posible una reacción estatal, nunca una in­
tromisión previa. 

Esta responsabiliclacl ulterior, además, solamente es válida en la medi­
da en que cumpla con ciertos requisitos. Según ha establecido la Corte 
IDH, la imposición de responsabilidades ulteriores restrictivas del ejerci- · 
cio de la libertad de expresión debe satisfacer cuatro exigencias para que 
tenga validez en virtud ele la norma del artículo 13: 1) los fundamentos pa­
ra establecer la responsabilidad deben fuarse previamente; 2) estos funda­
mentos deben estar expresados con precisión dentro del marco ele la ley; 
3) los fines que se persiguen deben ser legítimos y 4) los fundamentos pa­
ra establecer la responsabilidad deben ser necesarios para asegurar el fin 
legítimo que se procura47. El término "necesario", en el contexto del artí­
culo, debe considerarse como algo más que "útil", "razonable" o "conve­
niente", debe demostrarse que el fin legítimo que se persigue no puede 
alcanzarse razonablemente por un medio menos restrictivo de la libertad 
de expresión48, 

Los gobiernos, luego, no pueden sencillamente invocar una ele las res­
tricciones legítimas de la libertad ele expresión, como el mantenimiento 
del "orden público", como medio para suprimir un derecho garantizado 
por la Convención o para clesnaturalizarlo o privarlo de contenido real. Si 
esto ocurre, la restricción aplicada de esa manera no es legítima'i!l. 

En la misma línea, la invocación abstracta a la necesaria armonización 
entre todos los derechos no otorga fundamento suficiente a la decisión ele 
restringir una protesta, pues no ofrece mayores argumentos acerca del mo-

45 STCE, 159/1986. 
4° Cfr. Corte lDH, OC-5/85, párr. 30-32. 
47 Corte IDH, OC-5/85, párr. 89. 
48 Corte IDH, OC-5/85, para. 79. La Corte Europea de Derechos Humanos al interpre­

tar el artículo 10 de la Convención Europea, concluyó que "necesarias" sin ser sin6nimo de 
"indispensable" implica "la existencia de una necesidad social imperiosa" y que para que una 
restricción sea "necesaria" no es suficiente demostmr que sea "útil" "mzonable" u "ofJortuna" ( 7/w 
Sunday Times case,judgmcnt of 26 april 1979, Series A nº 30, párr. nº. 59, pp. :l!í-!l6). 

·Ul Cfr. CIDH, "Informe sobre la co1ppatibilidad ... " . 
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do en que debe construirse el entramado de los intereses en juego. Como 
enseña Carlos Nino, cualquier limitación de los derechos, 

"En una práctica constitucional orientada hacia las exigencias de un 
liberalismo pleno, debe evitarse el recurso a expresiones como la de 
'bien común' o 'poder de policía', que ( ... ) ocultan la posibilidad de 
determinar si la limitación del derecho está justificada ( ... ) en función 
de la preservación de otros. derechos. Aunque esas expresiones pue­
dan ser usadas para hacer referencia a derechos de terceros, ellas no 
ayudan para mostrar las diferencias ( ... ) y para tener claramente pre­
sente cuáles son los derechos que se pretende preservar con la afecta­
ción de'otros; cuáles son los mecanismos para alcanzar esa preserva­
ción, etcétera" .50 

Es bueno enfatizar las variables que deben tomarse en cuenta en la 
ponderación de si la limitación de un derecho está justificada: 

"Si la satisfacción de un derecho lleva a la frustración de otro no sólo 
por acción sino también por omisión; si la incompatibilidad en la satis­
facción de diversos derechos se debe o no a acciones voluntarias de 
otros; si los titulares de los derechos frustrados consintieron o no, libre 
y conscientemente esta frusu·ación; si no es posible ofrecer vías alterna­
tivas para un ejercicio compatible de los derechos en pugna; si es o no 
posible compensar suficientemente a los titulares de los derechos fi·us­
trados; cuál es la jerarquía de los bienes protegidos por los derechos en 
conflicto en función de la autonomía personal, dando preferencia a la 
autonomía de los menos autónomos; el número de la gente involucra­
da en el conflicto de derechos. Todos estos factores deben ser tomados 
en cuenl<1.lo más explícitamente posible -para hacer posible la delibe­
ración democrática- por la ley o medida limitativa de derechos", 51 

Luego de afirmar que ningún derecho es absoluto, no sabemos mu­
cho más acerca de cómo deberíamos actuar y esta relativa incertidumbre 
exige que la resolución de un conflicto constitucional recurra a un análi­
sis refinado y cuidadoso, especialmente cuando de él depende la imposi­
ción de una pena ¿qué derecho debe prevalecer, en qué grado o medida, 
cuándo puede ejercerse la restricción? 

50 Nino, Carlos, Fundamentos de Derecho Constitucional; Análisis filosófico, jurídico y jJolitoló· 
gico de la práctica constitucional, Tluenos Aires, Asu·ea, 1992, pp. 484/5. 

51 1bídcm. 
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Por supuesto, muchas de las protestas se desarrollaron en vías públicas 
importantes y acarrearon severas molestias para muchas personas ~enas a la 
manifestación. Sin embargo, en modo alguno ello permite concluir que 
por tal razón se trate ya de actos ilícitos. · 

No puede olvidarse que justamente las calles y parques son lugares espe­
cialmente privilegiados para la expresión pública. La construcción del "foro 
público" en la doctrina de la Corte de los Estados Unidos, sobre la base de de­
cisiones como Haguey Schneider52, considera, justamente, que "las calles y los 
parques han sido confiadas al uso público desde tiempo inmemorial, usándo­
se desde siempre para el propósito de que los ciudadanos se reúnan en asam­
bleas, se comuniquen enu·e sí, y discutan sobre cuestiones públicas" (Hague) 53• 

Notablemente entonces, dice Gargarella54, desde Hague, la Corte Su­
prema norteamericana se preguntó dónde, si no en la vía pública, preten­
der la expresión de la ciudadanía. 

"Schneiderreprodujo los mismos conceptos de Hagueen un caso en don­
de se cuestionaba la actividad de unos manifestantes que arrojaban pan­
fletos a la calle. El hecho de que el máximo tribunal norteamericano de­
cidiera dar una fuerte protección a las expresiones realizadas en parques 
y calles aun cuando la actividad en cuestión involucrara pe1juicios a ter­
ceros, se convirtió en un dato de enorme importancia" ( ... )55 

"El balance constitucional en Schneiderfue decidido enfáticamente en 
favor de m•antener abierto el foro público a este tipo de comunicación56 

Ciertas expresiones acarrean ciertos costos ciertos, innegables, que sin 
embargo deben tolerarse en honor de la libertad ele expresión""7. 

Tampoco parece especialmente relevante la argumentación según la 
cual los cortes de ruta no son una "simple" o "pura" expresión, pues existen 

52 Hague v. Cio, 307 US 496 (1939) y Sclmeiderv. State, 308 US 147 (1939). 
53 Cit. por Cargare \la, Roberto, op. cit., s/p. 
5·! Gargare\la, Roberto, op. cit., s/p. 
55 Han'}' Kalven, una de las principales autoridades del pensamiento jurídico norteame· 

ricano en materia de libertad de expresión, destacó la notable enseiianza de casos como Sch· 
neider para la jurisprudencia futura. "Debemos advertir -nos sugiere Kalven- que la disu·i­
bución de panfletos en la vía pública( ... ) constituye un método de comunicación que acarrea 
una consecuencia tan inexu·icable como esperada, que es la de la suciedad en las calles --ca· 
lles que la ciudad tiene la obligación de mantener limpias. También constituye unmótodo de 
comunicación que provoca el enojo de una mayoría de personas; mientras que es dudoso que 
tenga un gmn impacto sobre la audiencia" (cit por Cargare \la, Roberto, op. cit, s/p). 

56 H. Kalven, 'The Concept of the Public Fornm": Cox v. Louisiana, 1965, Su p. Cl. Rev. 
1, pp. 18-21. 

57 Existen, claramente, permisibles limitaciones a la expresión en cuanto a su "tiempo, 
lugar, y forma". Pero ellas no deben atentar en ningún caso contra el comen ido del discurso 
en juego, o conu·a la misma posibilidad de que éste se com~erta en público. 
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también otra serie de acontecimientos daúosos vinculados a ellos -co­
mo incendios de neumáticos- o daíí.os. Todos los discursos implican ex­
presiones y "algo más". "Si se trata de una expresión oral, tenemos ruidos 
que pueden interrumpir a otros; si se u·ata ele una expresión escrita, tene-

mos la posibilidad de ensuciar [la vía pública]. "
58 

Lo verdaderamente importante es que en todos los casos existen ideas 
en debate, y éstas merecen el más decidido cuidado por parte del poder 
público. Los clailos podrán merecer reproches por parte de la comunidad 
pero es perfectamente posible distinguir un exceso reprochable ele la prio­
ritaria necesidad de resguardar las expresiones públicas ele la ciudadanía. 

111.3.4 El derecho de reunión y el uso del espacio público 

El derecho de reunión, cuando se ejercita en lugares de tránsiLo pú­
blico, es una manifestación colectiva de la libertad de expresión ejercita­
da a través de una asociación transitoria de personas que opera como pro­
cedimiento del intercambio o exposición de ideas, de la defensa ele 
intereses o de la publicidad de problemas o reivindicaciones, "constituyen­
do, por tanto, un cauce relevante del principio democrático participativo, cu­
yos elementos configuraclores son el subjetivo -agrupación de personas-, 
el.temporal-duración transitoria-, el fmalista -licitud de la finaliclacl-

y el real u objetivo -lugar ele celebración-"
59

• 
De tal forma, para que los poderes públicos puedan incidir en el de-

recho ele reunión constitucionalmente garantizado, ya sea restringiéndo­
lo, modificando el modo de ejercicio o prohibiéndolo, es preciso que exis-

tan razones funclaclas
60

. 
Sobre esta base conceptual, el Tribunal Constitucional espailol en ca-

sos similares a los que se ha topado la justicia argentina, ha podido arri­
bar razonablemente a conclusiones bien diversas acerca del uso del cspa-

58 Knlven, ibíd., p. 23, ciL. 
r.n STCE, GG/199. üO Por este motivo dice el STCE "en la STCE GG/1995, FJ 3, sostuvimos que en el su-

puesto de que la autoridad gubernativa decida prohibir la concentración debe: 'a) motivar 
la Resolución correspondiente (STCE 36/1982); b) fundarla, esto es, aportar razones que 
le han llevado a la conclusión que de celebrarse producirá la alteración del orden público 
proscrita, y e) justificar la imposibilidad de adoptar h1s medidas preventiV<lS necesarias pa­
r<' conjur<lr esos peligros y permitir el ejercicio del derecho fundamental'. En todo caso, co­
nlo también advertimos en la STCE GG/1995, la autoridad competente, antes de prohibir 
el ejercicio de este derecho fundamental, deberá proponer, aplicando criterios de propor­
cionalidad, las modificaciones de fecha, lugar o duración al objeto de que la reunión pue­
da celebrarse, pues sólo podrá prohibirse la concentración en el supuesto de que, por h1s 
circunstancias del caso, estas facultades de introducir modificaciones no puedan ejercitar-

se;' (STCE, 42/2000). 
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cio público, cuando sobre él se des r . , 
ejercicio de este derecho s , . P Je~a una reumon política pues el 

' egun tiene dicho ese t 'b 1 " . 
naturaleza, requiere la utilización de los lu a. n ~na.' po_r S~l propia 
das determinadas circunsta . . g tes de transito pubhco y, da-

neJas, permite la oc ·' 
trumental ele las calzadas" . . upacwn, por así decir ins-

d 
, reconociendo que "1 1 b . , 

e reuniones suele prodtlc'r t- a ce e racwn de este tipo I 1 as tornos y rest:r · · . 
personas y, por lo que aquí iJ t . d , Iccwnes en la Circulación de 

P 
1 ei esa, e veluculos"61 

or ello · · 'preCisamente, aun cuando el e' .. 
damental conlleve las señalada . . . ~ercicJO de este derecho fun-

" s 1 estncnones 110 p d d 
que .en una sociedad demo "'t' 1 . ' ue e per erse de vista . CI a Jea e espaciO urb , l 
to de circulación, sino tamb', . ano no es so o un ámbi-

L " Ien un espaciO de participación"62 
uego, para poder restringir el derech d . . , . , 

rarse, caso a caso todas 1 . . o e I eumon deberan pon de-
' < as CJrcunstancms esp 'fi 

da una de las reuniones" tr 1 ecJ Jeas concurrentes en ca-
bernativa de "arbitrar hen ed~ds que figura el deber de la autoridad gu-

• < s me l as adecuadas p . . . 
concentraciOnes puedan 11 . al a gat antJzar que las 

. evaise a cabo en los 1 . 1 
das sm poner en peligro el orden úblico" "~gates }' loras programa-
concretos" en los que tras la d p . , ' y solo en los supuestos muy. 

pon eracwn de esta · . . 
a la conclusión de que la cel b . , d s cucunstanCJas se llegue 

e racwn e estas reu · 
prolongados colapsos circulatorio . . mones puedan producir 
zonas, imposibilitando por e ls qude nnptclan el acceso a determinadas 
. omp eto e este modo 1 . , 

cws esenciales con incide¡ e' l . a prestacwn ele servi-
. 1 Ia en a segundad de . . 

gencms médicas bomberos 1' , , petsonas o btcnes -ur-

1
, · ' 0 P0 ICJa- podran e · d 
mute que establece el art 21 2 CE 631 . .onst erarse contrarias al 

11 l 
. . ' ' · · as feSti'ICCIOnes el 1 t ·'fi 

eva e eJercicio del clerecl1 el ·e . , e J a Ico que con-o e mamtestacwn"64. 

111.3.5 Las dificultades expresivas 

~tro problema que no es abordado cleb' . 
refendo a las dificultades exprest'v d l tdamente por los JUeces es el 

1 
as e a gunos grup 1 

e 1ar en la arena pública. os para 1acerse escu-

En muchos casos, los manifestantes a e d , 
de expresión, han preferido se .. el ¡' p sar e haber vias alternativas 

gun a e ante con una medida como cortar 

~~ ~iC~, 59/1990, FJ G; STCE, GG/1995 FJ 3 
03 El CE, GG/1995, FJ 3, sin destacado ' . 

artículo 21 CE establece ue· 1 Se . 
arma.s. El ejercicio ele este clerechoqno·n~ccs;te~~nloc.e el cl.ere?~lO de reunión pncífica y sin 
reumon.es en lugares de tránsito público 'm al~ e e a~nonzacwn previa. 2. En los casos ele 
la auton~lac~, que sólo podrá prohibirlas c~¡an~~~ :~ta:wnes se dará comunicaci6n previa a 
orcleon pubhco, con peligro para personas b'. e Istan razones fundadas de alteración del 

1 STCE, GG/1995, f'] 3. o ¡enes. 
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una ruta, directamente petjudicial para muchos de los habitantes de la 
comunidad. Ello parecería indicar, intuitivamente, que no hay un proble­
ma serio en el respeto al derecho a la libertad de expresión y que, en con­
secuencia, el procesamiento o condena de los manifestantes es legítimo. 

Sin embargo, en muchos de estos casos, puede presentarse de todos mo­
dos una violación a la libertad de.expresión, aun cuando es cierto que exis­
ten otros canales de expresión. Lo dirimente es si efectivamente el Estado 
garantiza un espacio e intensidad adecuados a la voz política de cada uno. 

"Imaginemos que en una cierta comunidad se autoriza a que cualquier 
ciudadano diga absolutamente lo que quiera respecto de las autorida­
des de turno, en tanto lo haga en la esquina de una calle remota, en 
donde nadie puede escucharlo ( ... ) en tal caso nos encontramos con 
una situación curiosa, en donde las personas pueden, de alguna ma­
nera, expresarse, pero en donde dicha expresión resulta, al mismo 
tiempo, irrelevante en la práctica. Y ello, no porque el resto de la ciu­
dadanía se decida a no escuchar o a desobedecer los consejos del ora­
dor de turno, sino porque no se aseguran los derechos básicos del mis­
mo, a presentar sus ideas frente a los demás ( ... ) Hechos tan tristes 
como que un grupo de vecinos incendie y destruya salvajemente un 
edificio público; que otros acampen en la plaza municipal; que otros 
se decidan a comer en público animales domésticos; que otros más blo­
queen una ruta nacional; nos hablan de una desesperada necesidad 
de tornar visibles situaciones extremas que, aparentemente, y de otro 
modo, no alcanzan a tener visibilidad pública."

65 

En la inmensa mayoría de casos alcanzados por la justicia penal, los· re­
clamos han estado protagonizados por personas de escasos recursos y .~on 
graves dificultades para tornar audibles sus voces y llamar la atención del po­
der público. Frente a ello los jueces deben comprender cuál es la gravedad 
que tienen protestas de esa índole pues es vergonzante que un Estado de 
derecho admita situaciones de pobreza, pero también lo es que situaciones 
de ese tenor no puedan u·aducirse en reclamos férreos sobre ese Estado. 

Como ha advertido con lucidez el juez William Brennan al resolver la 
situación de un grupo de manifestantes que, justamente, eran acusados 
por haber bloqueado el tránsito vehicular en la ciudad, "los métodos con­
vencionales ele petición pueden ser, como suelen serlo, inaccesibles para 
grupos muy amplios de ciudadanos. Para aquellos que no controlan la te­
levisión o la radio, aquellos que no tienen la capacidad económica para 

G5 Gargarella, Roberto, op. cit., s/p. 
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expresar sus ideas a través de los periódicos o hacer circular elaborados 
panfletos, pueden llegar a tener un acceso muy limitado a los funciona-
. 'bl' "66 E nos pu Icos . ste dato -dice Brennan- debe ser tenido muy en cuen-

ta por !ajusticia a la hora de fundar sus c\ecisiones67. 
Probablemente una comprensión más amplia de los problemas socia­

les hubiera atribuido a los jueces un papel central en la defensa de los va­
lo~·es de una democracia sustantiva durante estos últimos aí1os y no como 
anete en la intervención penal sobre el conflicto social6s. 

111.3.6 El caso Marina Schifrin69 

En la línea que criticamos, una de las decisiones más preocnpantes 
ha sido la condena impuesta a la maestra Marina Schifrin por la Cámara 
Nacional de Casación Penal, el máximo tribunal penal nacional con in­
tervención previa a la de la Corte Suprema. 

66 En Adderley 11. Flm'ida, 385 U.S. 39 (1966), voto disidente. 
67 Interesa ver, también, United SI ates 11. Koldnda, 110 S. Ct. (1990). Allí, y junto t:on los jue­

ces Mars~~all, lllackmun y Stevens, Brennan volvió a sostener una posición semejante en el caso 
de unOSJOV~nes que ~loq~e~ban la ún!ca_enu-acla posi~le ~n un edificio público. Alegó enton­
ces la cloctnna e~ el fo~ o publico. y la pnonclad que clebta clarsele a la expresión, mús allá ele su 
acuercl_o con el mteres ~!el_ gobterno ~o~ hacer posible el ingreso en el edificio público. Cass 
Sunste~~· uno ele los prmctpales espectahstas contemporáneos en el derecho de la libertad de 
exl;>reswn, ~m~stra tener preocupaciones muy similares a las del juez Brennan. Para él, ]as au­
t~ndades publicas el~ be~ prestar una muy especial atención frente a la situación de grupos con 
~t!icultacles para veluc~hzar sus puntos ele \~Sta. Extendiendo tal preocupación, Sunstein ha se­
~alad_o que, et•l·cleten~mados contexto~, puede ~·esult~r ace~table la ocupación ele ciertos luga­
Ie~ pubhcos,) aun pnvaclos, con el Objeto de chfunchr un cterto punto ele vista, y en tanto no 
extstan_lugares cla~':lmente altemativos a los mismos pat-a lograr los mismos propósitos. Por ~cm­
~~~. sen,ala ~unstem, en lugare;; e~ donde el aeropuerto o el "shopping center" constituyen los 
umcos ambttos en donde el pubhco se reúne en cantidad, puede tornarse constitucionalmen­
te tolerable la presenci.a de manifestantes que, en otros contextos, podría ser razonablemente 
desal~1~cla. C. Sunstem, Tite Pmtial Conslitrllion, Cambddge, Harvarcl University Press, 1993. 

~·.n _el sentido señalado, en un caso (causanº 49135-B, "F. s/ Av. In f. Art. 194 del CP"), en 
la pro~•mcm ele Mcncloza, generado a partir de un reclamo ele productores agrícolas en la ru­
ta .naciOnal 40, ~1 J_uez Federal el': dicha pt:ovincia, Dr. Luis Alberto Leiva, declaró inaplicable 
el ,1~t. 194 del ~ocligo Penal. Segun elmagtstraclo: " ... ele haberse pretendido precisamente im­
pecl~r, ob~tacuhzar o entorpecer el uso de esta '~a terresu·e claramente la duración ele! reclamo 
hubt~se stclo mayor, y ~?n características esp7ciales que indiquen que ése era el oqjetivo y no 
una stmple mam~estacwn en reclamo ele algun derecho. Es precisamente clenu·o ele esté mar­
co ~ue debe analizars~ la conducta desplegada por los imputados. Es aquí donde me pregun­
t? SI tal reclamo consutuye o _no el legítimo ejercicio ele un derecho; o en todo caso, si aquél se 
'!J_I~~t.'l ~ n_o. al marco de l.egahcl~cl. L_a respuesta .la o_btengo pr?visoriamente ~le lc~s argumentos 
at ttba 'etUclos y en senttclo afit mallvo. Dadas las ctrcunstancms puede provtsonamente soste­
n:rse que la co.~ducta ele los in~put~_dos co~stituye el ejercicio legítimo del derecho de peticio­
n~r que ~mp~ta nues~~ Constttucwn Nacional. Y en consecuencia, aquellas que se ven rcco­
gtclas6~)~~ :1 tipo penmstv? que ~ontet~pl~ :1 art. 34 in c. 4) ele nuestro Código Penal". 

l ,u te de las co~stcleracwnes JUnclicas a las que se hace referencia en este aparta­
do se encuentran analizadas en el trabajo "La Casación y los cortes ele ruta", Ad Hoc, en 
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El 21 de marzo de 1997, entre las 13.30 y las 15.00, alrededor de tre­
cientas personas convocadas por distintas agrupaciones cortaron la ruta na­
cional 237 cerca de la estación terminal de San Carlos de Bariloche y sobre 
el puente Ñireco, en protesta contra las reducciones salariales impuestas 
por el Gobierno provincial y en defensa de la educación pública. A raíz ele 
estos sucesos, el juez federal de Bariloche, Leónidas Moldes, condenó a la 
maestra Marina Schifrin, una de las participantes en esa manifestación, a 
tres meses de prisión en suspenso como coautora del delito de impedir y 
entorpecer el normal funcionamiento de los medios de transporte por tie­
rra y aire sin crear una situación de peligro común (CP, art. 194). 

La defensa había reclamado al tribunal una protección fuerte de la li­
bertad de expresión invocando a tal fin un precedente de la Sala II de la 
Cámara Federal de San Martín en el cual se había establecido que el de­
recho a peticionar podía justificar el corte de vías de tránsito70, sin embar­
go, el juez Moldes no hizo ninguna consideración al respecto. Al recurrir 
en casación, la defensa volvió a plantear que los hechos que motivaron el 
proceso estaban amparados por los derechos constitucionales de expre-
sión, reunión, asociación y petición a las autoridades. · 

La Sala I de la Cámara Nacional de Casación Penal (CNCP) confirmó 
por mayoría la condena y convalidó así esta preocupante líneajurispru­
dencial que otorga cobertura institucional al control penal sobre la acción 
política . 

. Para arribar a su solución, el u·ibunal trató la cuestión constitucional 
ele modo incompatible con las normas de los artículos 28 y 31 de la Cons­
titución Nacional, confrontando la prohibición ele restringir el ejercicio 
de derechos de jerarquía superior a través de sus leyes reglamentarias. A 
pesar ele haber referido la conocida jurisprudencia de la CSN según la cual 
"los principios, garantías y derechos reconocidos por la Constitución ( ... ) 
están st.tietos a las leyes que reglamentan razonablemente su ejercicio" lama­
yoría concluyó que "[m] al entonces puede ejercerse el derecho ele peti­
cionar a las autoridades establecido en el artículo 14 de la Constitución 
( ... ) desarrollando conductas que coincidan con una de las prescripciones 
prohibidas por el ( ... ) Código Penal ( ... )" (voto de la mayoría, segunda 
cuestión, sin destacado). 

De acuerdo con el razonamiento de los jueces, "aquel derecho no com­
prende las acciones realizadas de un modo que colisionen con las leyes y 
afe~ten bienes jurídicos" (voto de la mayoría, segunda cuestión). 

prens~, elaborado por Leonardo Filippini y Santia~o López en el t~a~·co ele la prepara­
ción de esta investigación. El caso se relata en Rescna ele casos ... , acaptte 2.10.1. 

7o Véase Reseña de casos ... , acápite 2.2.1. y Capítulo III, acápite III.5.l. 
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Sin embargo, las leyes deben ajustarse a la Constitución y su interpre­
tación reclama, en primer lugar, la determinación del contenido del de­
recho constitucional vigente, pues sólo a partir de esa determinación pue­
de establecerse si la leyy su interpretación se adecuan a la Constitución. 
Si la respuesta a este interrogante es negativa, esa ley, o determinada in­
terpretación de aquélla, es inválida y no debe ser aplicada. Las leyes nun­
ca definen' el contenido de la Constitución 71 . 

De tal forma, en el modelo constitucional de un moderno Estado de 
derecho "la sujeción del juez a la ley ya no es, como en el viejo paradig­
ma positivista, sujeción a la letra de la ley, cualquiera que fuere su signi­
ficado, sino sujeción a la ley en cuanto válida, ~s decir coherente con la 

, Constitución"72. 

Por el contrario, la inteligencia que los jueces Bisordi y Catucci han 
· atribuido al análisis de la cuestión conduce a afirmar que toda conducta 

descripta en un tipo penal es una restricción legítima al ejercicio ele un 
derecho constitucional, es decir, que puede operar válidamente como un 
presupuesto de la pena73• 

En verdad, los jueces han eludido un análisis suficiente sobre los dere­
chos constitucionales en juego, lo que clausuró de cuajo toda posibilidad 
de estudiar la eventual verificación del supuesto justificante planteado por 
la defensa y enervó el control de constitucionalidad a punto tal que la ju­
risprudencia sentada podría asistir inerte al restablecimiento de la figura 
penal de desacato, sin siquiera reconocer el conflicto entre esa prohibi­
ción y los derechos de expresión y opinión 74. 

Las decisiones a nivel constitucional tienen "decisiva influencia en la 
interpretación de los tipos penales concretos, atento el orden de prelación 

71 "En efecto, el sistema de las normas sobre la producción de normas -habitualmen· 
te establecido ... con rango constitucional- no se compone sólo de normas formales sobre 
la competencia o sobre los procedimientos de formación de las leyes. Incluye también nor· 
mas sustanciales, como el principio de igualdad y los derechos fundamentales, que ele m o· 
do diverso limitan y vinculan al poder legislativo, excluyendo o imponiéndole determina· 
dos contenidos" (Ferrajoli, Luigi, "El derecho como sistema de garantías", en De1~clws )' 
Garantías/ La ley del más débil, Madrid, Trolla, pp. 20/1). 

72 Ferrajoli, Luigi, op. cit., p. 26. 
73 Ello contraría, además, el esquema propio de la teoría del delito que niega la exis· 

tencia de injusto penal cuando una conducta típica está justificada, cualquiera sea el ámbi­
to del que emane el permiso para realizarla (cfr. CP, 34 inc. 3°). Aun cuando se acepte la 
existencia de justilicacíones especílicamente penales cuyos efectos no pueden cxtcndet·se 
a otras áreas del derecho (Cfr. Bacígalupo, Enrique, o p. cit., p. 356). 

74 En 1994 la ley 24.198 derogó el artículo 244 del Código Penal que preveía el delito 
de desacato. La sanción de dicha ley fue consecuencia del cumplimiento por parte del Es­
tado argentino del acuerdo de solución amistosa en el caso 11.102 ante la CIDH (Informe 
·Anuall994) iniciado a raíz ele la petición del periodista Horado Verbitsky que cuestionó la· 
compatibilidad de aquella norm·a frente a la Convención Americana luego de haber sido 
condenado por una expresión suya, referida al ministro ele la Corte Augusto Bclluscío. 
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normativo que coloca a las leyes nacionales por debajo de la Constitución 
(CN, art. 31) "75 y una incorrecta hermenéutica de la Constitución condu­
ce a penas injustas. 

A pesar de los déficits del modelo de análisis escogido, la mayoría del 
tribunal avanzó igualmente sobre algunas consideraciones vinculadas a 
los derechos en juego y estableció que era preciso afianzar una noción 
firme de orden público, en detrimento de una concepción protectora ele 
derechos individuales o de cualquier manifestación de autogobierno. En 
sustento a esta conclusión, la mayoría señaló de manera genérica que un 
corte de ruta es una forma de expresión que "provoca innegable violen­
cia, pues entra en colisión con el derecho de otras personas a transitar li­
bremente, ejercer el comercio, trabajar en libertad, vivir con tranquili­
dad y seguridad y preservar su propiedad", en orden a los cuales debe 
restringirse. 

Los magistrados, en lugar de ello, han dejado permear el fundamen­
to de la sentencia por sus percepciones acerca de un fenómeno social que, 
por lo menos a la luz del texto de la decisión, parecen rechazar en térmi­
nos generales, aun a costa de una interpretación laxa de los límites de su 
jurisdicción. 

El fallo, por ejemplo, consideró la rotura del parabrisas de un auto y 
el incendio de algunos neumáticos, a pesar de que la acusación nunca ha­
bía atribuido a Marina Schifrin algún comportamiento que tuviera que ver 
con esos eventos. Existió una marcha con cientos de manifestantes -en­
tre ellos la maestra condenada- y en ese contexto se constató la rotura 
del parabrisas de un automóvil. No obstante, si se pretendía atribuir a la 
maestra esa consecuencia dañosa, debió indicarse cuál de sus acciones ha­
bía contribuido a causar ese resultado. La ausencia de toda mención a un 
accionar concreto de la acusada que condujera a este evento implica una 
violación al principio de culpabilidad y alerta sobre la presencia de esta 
práctica en nuestro sistema judicial. 

La sola pertenencia a cierto ámbito social no justifica la incriminación 
penal. Sin embargo, con base en la argumentación del fallo parece que la 
sola participación en una manifestación permite atribuir al autor todos los 
resultados que hayan tenido lugar en ocasión de la protesta, prescindien­
do de la evaluación que determine que esas consecuencias son atribuibles 
causal y subjetivamente a su accionar. 

El fallo no justifica cómo es posible atribuir a la maestra condenada 
la representación de que otras personas que manifestaban junto a ella ge­
neraron determinada afectación de derechos de terceros y esta omisión 

75 Cfc Pérez Barberá, Libe111ul de Prmsa y Derecho al Hon01; Alveroni, Córdoba, 1999, p. 24. 
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resulta preocupante en tanto permite fundar la existencia de dolo en el 
autor con prescindencia de un análisis exhaustivo del real conocimiento 
que éste tuvo de los hechos. 

En términos más amplios, también es preocupante que la considera­
ción general del contexto histórico-político en el cual se desplegó el com­
portamiento de la persona imputada, lejos de llevar a un entendimiento 
prudente de la situación, haya recluido a los jueces en una encendida de­
fensa de la disciplina vial, como si este único soporte de la interacción so­
cial pudiera sostener en soledad la arquitectura de las instituciones. 

La reflexión sobre el nivel de desempleo o sobre la inequitativa distri­
bución de ingreso en nuestro país, o un mínimo repaso de las circunstan­
cias en que se han producido numerosas muertes en el marco de distintas 
manifestaciones de protesta desde 199676, como mínimo, permiten obje­
tar la vehemencia de las afirmaciones del tribunal referidas al afianzamien­
to de la seguridad o la propiedad de los habitantes de la Nación. 

Otras lecturas posibles ele los mismos antecedentes, incluso, llevan a 
concluir con buenas razones que la posición de la Casación se inscribe en 
un paradigma excesivamente formal de la democracia, en la medida en 
que "a una concepción exclusivamente procedimental o formal de la de­
mocracia corresponde una concepción asimismo formal de la validez de 
las normas como mera vigencia o existencia( ... ) "77, mientras que "una con­
cepción sustancial ( ... ) requiere que se admita la posibilidad de antino­
mias y de lagunas generadas por la introducción de límites y vínculos sus­
tanciales ( ... ) como condiciones de validez ( ... ) "78 de las normas o de sus 
interpretaciones. 

Por otra parte, el tribunal reconoció a la imputada sólo una mínima 
expresión de su derecho al sei1alar que, tal como había hecho otra mani­
festante, debería haber interpuesto un recurso judicial en lugar de haber 
cortado la ruta. Con ello, la Casación aplicó el estándar de validez estable­
cido para las restricciones impuestas por el Estado al ejercicio mismo de 
ese derecho por un particular. 

70 Por caso, la resolución reciente de la Cámara Federal portefí.a seií.aló, al referirse a 
los sucesos de cliciem bre de 2001 en la ciudad de Buenos Aires, que "la magnitud de los he­
chos, el operativo montado por las fuerzas de seguridad, su falta de coordinación y super­
visión y el descontrol con el que se desplegó indican, sin lugar a dudas, que la existencia de 
sólo cinco muertos fue un resultado casi milagroso" (Sala I, causa n• 34.059, "Santos, Ru­
bénJ. y otros s/procesamiento, rta. 26 de julio de 2002). Sobre los acontecimientos de esos 
días en todo el país y otras situaciones anteriores, puede verse CELS, en Derechos Humanos 
tm 1lrgentina. lnjonne 2002, hechos mero-diciembre, CELS /Siglo XXI, Buenos Aires, Cat<llogos, 
pp. 59/98). 

77 Ferrajoli, Luigi, op. cit., p. 24. 
78 Ferr~joli, Luigi, op. cit., p. 25. 
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En modo al&mno la existencia de ou·as vías para canalizar un reclamo pue­
de pretender fundar la ilicitud de un acto expresivo en la medida en que, pr~­
cisamente, la elección acerca de la oportunidad o del modo en que se mam­
fiesta algo es consustancial al carácter voluntario de esa actividad. Sobre todo 
cuando, ex ante, la idoneidad de las vías alternativas result.'1, cuanto menos, 
cuestionable. El éxito de la vía escogida es incumbencia de quien la escoge y 
es un estándar rayano en el absurdo- sugerir que la interposición de una ac­
ción judicial es la conducta alternativa conforme a derecho en aquellos casos 
en los que un acto expresivo afecta a terceros, sin entrar a considerar, siquie­
ra, la gravedad del reclamo y la afectación producida. El ejercicio de la críti­
ca es algo que debe tolerarse79 aun cuando pueda generar ciertos pe1juicios. 

En este sentido, y lejos de los temores de la mayoría, el voto disidente 
destacó la jurisprudencia norteamericana según la cual "las calles o plazas, 
desde tiempos inmemoriales han sido utilizadas por los ciudadanos con fi­
nes de reunión, comunicación y discusión ele cuestiones ele interés públi­
co ( ... )"so. Por ello, "el derecho de todo ciudadano de usar las calles y pla­
zas públicas para la comunicación de ideas puede ser regulado en nombre 
del interés general ( ... ) en consonancia con principios de paz y orden, pe­
ro no puede, b~o la excusa de dicha regulación, ser restringido o denega­
do ( ... ) condenar a Marina Schifrin entre los miles de personas que hoy 
asumen actitudes semejantes implica una selectividad irrazonable". 

Los jueces Bisordi y Catucci también afirmaron que la "única forma le­
gítima y verificable" ele la expresión soberana del pueblo es el sufragi~ )' 
que "otros tipos ele expresión de la voluntad populat, tales como reumo­
nes multitudinarias en plazas o lugares públicos, encuestas, huelgas, lock­
outs u otros medios de acción directa, no reflejan realmente la opinión 
mayoritaria del pueblo, sino a lo sumo la de un grupo sedicioso". 

Sin embargo, la democracia es mucho más que nuestro cuestionado 
sistema electoral. Se trata fuúdamentalmente ele un conjunto de reglas di­
rigidas al fortalecimiento de los sistemas de autogobierno colectivo. Atri­
buir exageradas cualidades expresivas al voto es un error; "y esto no pue­
de extraii.ar a ninguno ( ... ) el sufragio resulta todavía, una herramienta 
demasiado 'torpe' para contribuir al establecimiento de un diálogo entre 
los representantes electos y sus electores"81 , defecto agravado cuando só­
lo unos pocos tienen acceso a los foros de debate. 

79 Cfr. Tribunal Europeo ele Derechos Humanos, caso Liugms, sentencia del 8 de julio 
ele 1986, Serie A; no 103. . . . , , , . 

80 Según la expresión de los jueces Ennque Petracch1 )'Eduardo Mohne O Con no~ en 
su voto disidente del caso El11neltdjian c/Sofovich; Fallos: 315:1503, " ... en donde cualqUiera 
puede levantar su tribuna" (cons. 25). . . . . , . . , 

81 Gargarella, Roberto, "PiednJS de papel y s1lcnc10: la cns1s P?huca argcntma le1da des-
de su sistema institucional", en CELS Derechos Humanos en Argentwa. Informe 2002, p. 488. 
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El fallo, a pesar de este déficit republicano, profesa una profunda des­
confianza por las manifestaciones ciudadanas producidas sin mediación 
otorgando al texto constitucional un alcance y efectos reprobables. Cuan~ 
do la CN, además de prever algunas forma~ de democracia semidirecta pro­
híbe que algún grupo se arrogue los derechos del pueblo (art. 22, CN), in­
tenta preservar 1~ integridad de la voluntad soberana, no limitarla. Empero, 
con base en el mismo texto normativo, la Cámara de Casación justificó una 
restricción severa al ejercicio de la crítica política, circunscribiéndola al me­
:o e~~rcicio del s.u~~agio. Esta falencia, junto a todo lo dicho, ya socava la 
JUStiCia de la deCiswn a la luz de los principios que informan una comuni­
dad democrática. 

Ratificando todas las preocupaciones señaladas, el tribunal de Casa­
ción consideró inadmisible el recurso extraordinario federal presenta­
~o por la defensa de la maestra82, por lo que los abogados han debido 
mterponer recurso de queja directamente ante la Corte Suprema, su­
mando al albur de una triste confirmación del fallo, el riesgo ele tener 
que abonar el depósito de mil pesos que el arribar sin éxito a esa instan­
cia conlleva. 

111.3.7 Las observaciones de la Comisión lnteramericana 
de Derechos Humanos 

La preocupación generada por la decisión que criticamos es manifies­
ta Y de algún modo aparece también reflejada en las observaciones de la 
clelegaci~n ~~la Comisi~n ~nteramericana de Derechos Humanos (CIDH) 
que habla VISitado el pms tiempo antes de dictarse el fall 0 B3, 

, Luego d~ recibir infor~ación sobre los hechos de violencia que se ha­
bmn productdo hasta medmdos del ai'io 2002 -enu·e ellos, los sucesos del 
~6 ele junio :.n los ~u e m~rieron barío Santillán y Maximiliano Kosteki-, y 
tespecto de un numero Importante de denuncias relativas a la denomina-

82 
El recurso extraordinario federal exige que éste sea presentado ante el superior tri­

b.~nal de la causa)' contra una sentencia definitiva agraviante fundada en una interpreta­
c~on c~.e~ cleJ:ec}lO federal cont~r~a al int_erés e~ e· quien se vio afectado por la decisión judi­
cml cuucad,t .. rod?s estos reqUisitos estan satisfechos en el caso, por lo que este rechazo 
engrosa la arb1tranedad de la condena 
. , 

83 En~r~ el 29 deju.lio )' el6 de ago~to de 2002 una delegación de la Comisión IDH rea­
hzo una v1s1ta de tral;>aJO a la República Argentina por invitación del presidente Eduardo 
D~1halde. La delegaciÓn de la CIDH estuvo integrada por el profesor Robert K. Goldman, 
1111~mbro de la CIDH y relator p~ra Argentina, el doctor Santiago A. Cantón, secretario eje­
ct~u.v~ ~.la d.oct~ra Ehzabeth Ab1-Mcrshed, abogada de la CID H. Durante el 1 ¡ 6" período 
mclm,u¡o de scs1ones de la CIDH, que tuvo lugar en Washington entre el7 y cl2r, 1 t • 1 • c1 - 1 · · 1 . ,) e e oc u 
JI e e.e.s; ano, e comlslonac o Goldman informó al plenario de la CIDH los resultados de 
esta llliSIOn, 
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da 'criminalización de la protesta social'"84, la Comisión reiteró "que el 
deber del Estado de adoptar las medidas necesarias para proteger a su 
población debe enmarcarse en los parámetros establecidos en la Con­
vención Americana, inclusive los establecidos para garantizar libertad de 

. ' "85 e - 1 ' 1 e . . ' " 1 expreswn . omo sena o a om1s1on, en e proceso para el logro ple-
no del Estado de Derecho, losdefensores de derechos humanos tienen 
un papel protagónico ( ... ) a través ( ... ) de la denuncia pública de las in­
justicias que afectan importantes sectores de la sociedad, y del necesario 
control que ejercen sobre los funcionarios públicos y las instituciones de­
mocráticas ( ... ) "86. 

En función de ello, la CIDH concluyó que "es importante que en las 
actuales circunstancias por las que atraviesa el país, con un profundo dete­
rioro político, económico y social, todos los sectores de la socieclac\, y en 
particular las autoridades nacionales y locales y los dirigentes políticos, 
actúen con la máxima prudencia posible y con un apego irrestricto al res­
peto a los derechos humanos y libertades fundamentales( ... ) [ya que] úni­
camente la recuperación ele la confianza en las instituciones y el fortaleci­
miento ele las mismas van a permitir un pleno respeto a los derechos 
humaf\os"87. 

Por supuesto, en ese proceso es indispensable la acción judicial pe­
. ro la respuesta penal frente a hechos que claramente son fruto ele una 
profunda crisis social e institucional no puede ser la principal respues­
ta del Estado. El Estado posee enormes posibilidades de intervención 
en el conflicto, menos toscas y brutales que la prisión. Cuando los jue­
ces apelan livianamente al castigo, comprometen su propia legitimidad 
como órganos de un poder democrático e involucran al Estado en la 
consolidación de las mismas injusticias que la magistratura debería 
conjurar. 

8'1 Cfr. CIDH, Comunicado de Prensa Nº 33/02, "Comisión Interamericana de Dere­
chos Humanos culmina visita a la República Argentina", Buenos Aires, 6 de agosto de 
2002, p. 3. ' 

85 CIDH, "Comunicado ... ", p. 3. 
86 9IDH, Comunicado .. , ",p.· 4. 
87 lbidem, 
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111.4 la lesión al principio de legalidad en la aplicación 
judicial de la ley penal 

111.4.1 El problema 

73 

Decíamos más arriba que una segunda violación más o menos extendi­
da era la aplicación extensiva de tipos penales, como los de entorpecimien­
to del transporte terrestre (CP, art. 194) o sedición (CP, art. 230 inc. 1 º) en 
el procesamiento a participantes de manifestaciones de protesta. 

Aun soslayando ciertas críticas que pueden hacerse a la redacción de 
esas figuras desde la perspectiva del principio de legalidad, puede afir­
~narse seriamente que, en muchos casos, la aplicación concreta que Jos 
JUeces han hecho de esas normas ha excedido los límites de validez del 
poder penal. 

El CELS en su primera presentación ante la CIDHjunto al Comité ele 
Acción Jurídica de la CTA88 señaló que "esta situación se constata al obser­
var que no existen antecedentesjurisprudenciales, hasta Jos casos objeto 
ele esta presentación [es decir, desde 1996], en que quienes protestan cor­
tando las rutas, hayan sido incriminados por la comisión del delito previs­
to en el art. 194 del C.P. ( ... ) Protestas sindicales en distintos lugares se sus­
citan a diario y a menudo ello conlleva el corte de rutas, avenidas o calles 
imposibilitando consecuentemente la circulación de transporte por éstas, 
sin que luego le siga a ello una respuesta penal por parte del Estado. Por 
lo tanto, esta novedosa e ilegítima interpretación ele la normativa vigente, 
por parte de los fiscales federales que han impulsado la persecución pe­
nal de los manifestantes, debe entenderse en el marco ele una desviación 
de poder, que propugna callar las voces de protesta, haciendo cesar los de­
rechos consignados, utilizando para ello la norma penal nacional a casos 
distintos para los que fue prevista". 

La intempestiva reacción penal es en sí misma un supuesto de grave­
dad ya que, como sei'iala Eugenio Zaffaroni, si bien es verdad que la ley 
pen~l no se ~eroga por c\esuetuc\o, "también lo es que una ley penal que 
pmas se aphca o que se interpreta pacíficamente con cierto ámbito de 
prohibición, no puede esgrimirse sorpresivamente contra tm.habitante, 
sólo porque el poder lo quiere seleccionar. Un tipo penal no es un instru­
mento para que el poder sorprenda a los ciudadanos con su arbitrarie­
dad. La indiferencia absoluta de las agencias de criminalízación secunda­
ria o su entendimiento ele la ley, condicionan una pérdida ele la 
conciencia de ilicitud, por ende, no puede ponerse en funcionamiento 

88 Denuncia presentada en marzo de 2001. 
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una criminalización secundaria omitida por largo tiempo sin aviso pre­
vio, aunque más no sea porque no puede reprocharse esa conducta, en 
razón de la sostenida actitud previa de omisión o indiferencia de las pro­

pias agencias criminalizantes"89
• 

Quizá haya un margen de discusión doctrinaria respecto de lo que afir­
ma Zaffaroni, pero sin dudas la observación que realiza es enteramente 
correcta en tanto seíi.ala la ausencia de precedentes relevantes en los que 

se haya apelado a la aplicación de esta figura. 
Para confirmar esta apreciación basta con revisar los repertorios de ju­

risprudencia más comunes. Con todo, y más allá de la "novedad" del uso 
de la figura, ello no es tan crítico como su utilización por vía de interpre­
taciones prohibidas que extienden su ámbito de aplicación más allá de los 
límites de lo que la ley penal puede válidamente abarcar. 

En el caso de Marina Schifrin, el citado juez Moldes seíi.aló, por ejem­
plo, que la maestra había entorpecido el transporte aéreo dado que algu­
nos automovilistas arribaron tarde al aeropuerto de la ciudad de Barilo­
che, consagrando así una interpretación sin dudas ajena al ámbito de 
protección de la norma. El fallo de casación, después, no u·ató abiertamen­
te este punto y dejó subsistir esta interpretación desbordada. 

Algo similar suele ocurrir con la efectiva verificación de una afectación 
compatible con el principio de daño (CN, art. 19). En ocasiones, se apela 
a la utilización de la figura del artículo 194 del Código Penal, aun con to­
tal prescindencia de la verificación de la afectación al servicio de transpor­

te que aquélla reclama. 
En sendas resoluciones del 27 de marzo y del 29 de agosto de 2002, 

por ejemplo, la juez a de Garantías Marisa Salvo, primero, y la Sala ele la 
Cámara ele Apelación y Garantías de Lomas de Zamora integrada por los 
jueces Héctor Hugo Decastelli, Carlos Osear Zamarreíi.o y Jorge Tristán 
Rodríguez, después, ordenaron la citación a juicio de Aníbal Alejandro 
Mansilla, Osear César Puca y Juan David Pessi, por el delito de entorpeci­
miento del transporte, en resoluciones huérfanas de mayores argumen­
tos, a pesar de que la defensora oficial de Intervención, Marcela Pií'iero, 
expresamente había cuestionado que "no se ha[bía] acreditado que dicho 
corte h[ubiera] provocado un entorpecimiento de algún servicio de co­

municación, ni de transporte"90
• 

89 ZaiTaroni, Eugenio y otros, Derecho Penal. Parte General, Buenos Aires, Ediar, punto 5, 

p.ll3. 
90 Investigación Penal Preparatoria 191.414, del registro de la Unidad Funcional de Ins-

trucción N" 2 de Lomas de Zamora; fs. 67/8; 69/71; 74/6. 
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111.4.2 El caso de los piqueteros salteños91 

Desde 1997, el norte de la provincia de Salta ha sido el epicentro de 
numerosos cortes sobre la ruta nacional nº 34, en las localidades de Tarta­
gal y General Mosconi. Todos estos episodios han contado con una activa 
intervención del Poder Judicial en el conflicto y en el sometimiento a pro­
ceso de muchos activistas. 

En este punto haremos hincapié centralmente en la aplicación del de­
recho de fondo, aunque volveremos sobre el análisis del caso al referirnos 
a los excesos en la aplicación de la ley formal y en la actuación de las fuer­
zas ele seguridad. 

Veamos un caso. El 7 de junio de 2001, el juez federal de Salta Abel 
Cornejo recurrió a interpretaciones amplias de figuras penales para decre­
tar el ~rocesamiento de José Ricardo Barraza-por considerarlo autor pri­
mafaae responsable de los delitos de sedición en concurso real con inte­
rrupción de los transportes públicos- y ordenar, ele tal manera, su prisión 
preventiva (CP, arts. 55, 194 y 230 in c. 1º) 92. 

En su resolución, el magistrado caracterizó al imputado, en términos 
muy encendidos: 

"desde el 30 de octubre del aíi.o 2000 ( ... ) serios episodios delictivos vie­
nen conmoviendo ( ... ) a los habitantes de las ciudades de General Enri­
que Mosco ni y Tartagal, con los consiguientes atentados, tanto al orden 
c~ns~itucional y a la vida democrática, como al orden y la tranquilidad 
publica, toda vez que, lejos de circunscribirse a lo que atañe y se circuns­
cribe ~l esu:icto marco de una protesta social, y al derecho de expresarse 
y reumrse libremente, un grupo de personas se organizó para actuar en 
forma deliberada y consciente, y en forma sistemática, en contraposición 
a lo dispuesto por el art. 22 de la Constitución Nacional". 

Según el juez, ~'si la Constitución formula que el pueblo no delibera ni 
gobierna sino por medio de sus representantes y autoridades creadas por 
la propia C.?nstitución, las formas semi directas -en las que la doctrina po­
pular ensena que el pueblo gobierna sin la mediación de sus representan­
tes- están excluidas y prohibidas". 

A criterio del magistrado, "nadie puede ignorar, que el grupo de eli­
te que dirige las operaciones sediciosas, actualmente se encuentra fuer­
temente armado, y tiene por fin intimidar a toda la población de ambas 

~~Véase Reseña de casos ... , acápite 1.3; Capítulo III, acápites III.5.2, III.5.3 y III.5.5. 
Causa 2152/00 "Averiguación corte de la ruta nacional N" 34". 
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ciudades, para arrancarle por la fuerza a los poderes constituidos todas las 
medidas que crean convenientes y atinadas para alcanzar esos fines. Entre 
ellas, alzarse en contra del Poder Judicial de la Nación, exigiéndole el des­
procesamiento y p01~ consiguiente la impunidad de todos los responsables. 

"( ... ) el efecto buscado no es otro que el caos, la postración de las insti­
tuciones republicanas hasta dejarlas exangües, el descontrol generalizado y 
la implantación de una suerte de zona liberada, que por cierto, encaja exac­
tamente en las previsiones del art. 2[2) de la Constitución Nacional". 

"( ... ) en el último de los episodios de la larga serie de desafortunados 
sucesos que se describió, el causante Barraza, no sólo fue uno de los má­
ximos promotores de la sedición ( ... ) sino que, además, no le bastó que la 
Ruta Nacional Nº 34 estuviese cortada( ... ) sino que dirigió de manera ex 
profesa, tomar también las vías alternativas, para de ese mod~, a[is) la.r 
completamente a Gral. Mosconi, Tartagal y todas las otras poblacwnes ubi­
cadas al norte de la provincia, como también el paso internacional con la 

República de Bolivia. . . . 
"( ... ) la conducta del causante ( ... ) ha quedado Circunscnpta en el deli-

to de sedición en concurso real con interrupción de los transportes ( ... ) el 
art. 230 inciso 1 º del Código Penal reprime con prisión de uno a cuatro aí'i.os 
a los individuos de una fuerza armada o reunión de personas, que se atribu­
yeren los derechos del pueblo y peticionaren a nombre de éste ( ... ) 

u( ... ) evidentemente [concluye el juez) la acción adquirió 1:<'11 carácter, de­
bido a que los autores del petitorio ( ... ) entre ellos( ... ) Barraza, lo f~rm.ul~.n 
desde una ruta tomada por los manifestantes que obedecen sus des1gmos . 

Las figuras a cuya aplicación recurrió el juez para implicar penalmen­
te a los manifestantes, constituyen, antes que una descripción de los com­
portamientos que efectivamente se habían verificado, formas de atentar 

contra las instituciones republicanas93. 
Considerar que la participación en una manifestación pública es un 

delit0 94 requiere que tal movilización tenga características violentas 
-aunque no se haga uso de armas, pues ello sería constitutivo del c~e­
lito de rebelión o bien de sedición propiamente dicha-. Es necesano, 
entonces, que el grupo haga uso, por lo menos, de la fuerza física. Ade­
más, es necesario que aquéllos tengan el propósito de usurpar a los re­
presentantes políticos el ejercicio de la soberanía ~ue les compete por 
mandato popular, deslegitimando sus funciones e m tentando 1m poner 

93 Comportamientos estos que sí podrían encuadrar en la 'figura a cl!ya aplicación re­
currió el juez. Cfr. Gómez, Eusebio, Tratado de Derecho Penal, Tomo V, par~~rafo 1259. 

• 94 Tal sería la doctrina que podría deducirse del fallo de la CN Casac10n Penal, sala IV, 
"Gatti, Miguel Ángel y otro", causa 1743, del22 de junio de 2000. 
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su voluntad, soslayando veladamente los mecanismos institucionales dis­
puestos constitucionalmente para la toma de decisiones públicas. 

Sánchez Viamonte, luego de criticar por su imprecisión la redacción· 
de la segunda parte del artículo 22 constitucional, señala al respecto que 
"hay sedición cuando una fracción del pueblo se atribuye la soberanía, pe­
ro es evidente que no la hay cuando se peticiona, porque quien peticiona, 
pide o ruega, no se arroga ningún poder, mucho menos un poder sobera­
no"95. La petición, para poder ser penada, debe asumir entonces la forma 
de una imposición velada96, debe tratarse por ello de una "petición extor­
siva"97, de acuerdo con las características del grupo que peticiona, medios 
utilizados, propósitos exteriorizados y actitudes asumidas por aquél. 

No resulta extraño pensar que el supuesto típico analizado haya sido 
y sea utilizado para descalificar determinada manifestación de un grupo 
de personas pero sin que se pueda establecer con toda precisión qué con­
notación debe tener dicha protesta para que merezca semejante descalifi­
cación. La determinación acerca de si la conducta de un grupo de perso­
nas que formulan un reclamo en forma pública encuadra en el tipo penal 
del artículo 230 inciso 1 o del Código Penal -es decir, cuándo una inani­
festación social configura un "abuso" de los derechos de reunión y de pe­
ticionar a las autoridades-, dependerá en gran medida de la aceptación 
o rechazo que aquel hecho produzca en el intérprete. 

A esta amplitud congénita en la figura penal, el juez saltei1o ha suma­
do su más rancia animadversión hacia un proceso que evidentemente com­
promete su capacidad de articular racionalmente la coacción estatal. 

111.4.3 Los sucesos del 20 de septiembre de 2002 en Jujuy98 

111.4.3.1 Los hechos 

Otro caso de amplísima repercusión ha sido el despliegue penal sobre 
los manifestantes que participaron en una masiva protesta en la ciudad de 
Jttiuy el 20 de septiembre de 2002. Ese día, un grupo de personas99 -en­
tre las que se contaban militantes de la Corriente Clasista y Combativa 

95 Sánchez Viamonte, Carlos, op. cit., p. 355. . 
96 Soler, Sebastián, Derecho Penal Argentino, Parte Especial, Buenos Aires, Tipográfica 

Editora Argentina, p. 198. 
97 Moreno (h), Roclolfo, El Código Penal)' sus antecedentes, H. A. Tonasi Editor, Buenos 

Aires, 1923, p. 103. 
98 Véase Reseña ele casos ... , acápite 2.6.1. 
99 Entre los detenidos hubo hombres, mujeres -con niños que las acompmiaban- y 

adolescentes, elato que fue confirmado por el jefe ele la policía local, el coronel (R) Carlos 
Carrizo Salvadores. 
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Criminalización de la protesta social 79 

111.4.3.2 El artículo 213 bis del Código Penal 

La prohibición del artículo 213 bis del CP ha sido duramente critica­
da por diversas organizaciones de derechos humanos y por varios acadé­
micos. La prohibición es incompatible con los pactos internacionales so­
bre derechos humanos y con los principios del derecho penal liberal. 

El penalista David Baigún advirtió que esta figura permite "encuadrar 
como delitos a acciones de legítima protesta social" y que sus antecedentes 
se hallan en los artículos 210 bis y 210 ter. del código vigente en la época 
de la dictadura que aplicaban penas de 5 a 12 años "si la asociación dispo­
nía de armas de fuego o utilizaba uniformes o distintivos de tipo militar". 
Esas normas fu aban "pena de muerte, reclusión o prisión perpetua para los 
intervinientes" si "la asociación tuviere fines subversivos". Baigún señala 
que, si bien "todos estos artículos se eliminaron en el '84 ( ... )dejaron este 
tipo especial [que] debió ser derogado, pero no lo fue y nos quedó como 
una rémora"102• 

Al analizar las leyes de emergencia en Espai'ia, Manuel Cando Meliá 
sostiene que "algunas infracciones( ... ) constituyen mero Derecho penal sim­
bólico: figuras que parecen únicamente destinadas a proporcionar réditos 
políticos a corto plazo a quien promueve su aprobación, sin que merezcan 
atención alguna ni los aspectos técnico-legislativos de su redacción ni sus 
demás condiciones de aplicación en la práctica"103• 

Estas figuras se caracterizan fundamentalmente por un "'amplio ade­
lantamiento de la punibilidad', es decil; la adopción por parte del orde­
namiento de una perspectiva fundamentalmente prospectiva (punto de 
referencia: el hecho que va acometerse) frente a la normal orientación 
retrospectiva (punto de referencia: el hecho cometido) del Derecho pe­
nal. En segundo lugar, por un incremento comparativo notable de las pe­
nas frente al Derecho penal 'normal'. En tercer lugar, por la rel<Uación o 
la supresión de determinadas garantías procesales individuales", de acuer­
do con la propuesta de Günter Jakobs, quien introdujo la noción de "de­
recho penal del enemigo". 

Además, el jurista espail.ol explica que "para completar las característi­
cas específicas de estas normas penales parece que, además, han de men­
cionarse otros dos elementos definitorios: en primer lugar, más allá de la 
mera anticipación de la barrera de punición, cabe detectar que en algunas 
ocasiones no se incriminan 'hechos' propiamente dichos, .sino conductas 

1
0

2 En declaraciones de David Baigún al diario Página/12. 
103 

Cando Meliá, Manuel, "Derecho penal del enemigo y delitos de terrorismo. Algu· 
nas consideraciones sobre la regulación de las infracciones en materia de terrorismo en el 
Código Penal español después de la LO 7/2000", mímeo (inédito). 
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cuya relevancia reside sobre todo en su contenido simbólico. Por otro la­
do, en segundo lugat~ también se advierten peculiaridades en la técnica 
de redacción de estas infracciones: frecuentemente se utilizan términos 
tan vaporosos y ambiguos que se genera la sensación de que el legislador 
ha querido eludir conscientemente las 'complejidades' derivadas del man­
dato de determinación que conlleva el principio de legalidad"104. 

Las consideraciones generales que efectúa Cando Meliá -con base a 
las cuales en párrafos posteriores analiza la legislación de emergencia es­
pai'íola- son perfectamente aplicables para analizar algunos tipos pena­
les de la legislación argentina, en particular, el caso del artículo 213 bis. 

IIJ.4.3.3 Las reformas a la legislación: los delitos contra el orden público 
y el artfculo 213 bis 

Es útil recordar que el Código Penal que rigió desde 1887 hasta 1922 
no contenía "ninguna disposición encaminada a proteger el orden social 
contra las perturbaciones ocasionadas intencionalmente, cuando ellas no 
infieren alguna lesión inmediata a un derecho determinado"105 y por es­
ta razón se propuso un tí tul o que contemplara la instigación a cometer de­
litos y la asociación ilícita bajo la denominación de "delitos contra el or­
den público". 

En 1910 sucedieron en la ciudad de Buenos Aires algunos atentados 
violentos que impulsaron a los legisladores a sancionar la ley 7029 de De­
fensa Social. El propósito fundamental de dicha ley era proteger el orden 
y la organización social. Mediante aquélla se introdujeron en la legislación 
penal argentina las figuras de apología del crimen, la fabricación, trans­
porte y guarda de explosivos, la intimidación pública y cierto tipo de aso­
ciación ilícita. Esta ley, a su vez, quedó derogada por el artículo 305 del 
Código Penal el que, sin embargo, tomó algunos de dichos tipos penales 
(asociación ilícita, intimidación pública y apología del crimen) incorpo­
rándolos en su título sobre "Delitos contra orden público". Luego, las re­
formas posteriores106 modificaron sustancialmente las figuras previstas e 
incorporaron otras, todas ellas con miras a ampliar el ámbito de los tipos 
y elevar las penas respectivas. 

104 Cando Meliá, Manuel, op. cit. 
105 Manifestaciones efectuadas por la Comisión que redactó el Proyecto de 1891, cita­

do por Ramos Mejía en Ramos Mejía, Enrique, "Los delitos contra la tranquilidad pública 
en la ley de reformas al Código Penal", en Revista de Derecho Penal y Criminología N"1, enero­
marzo de 1968, Buenos Aires, La Ley, pp. 38/51 

106 Leyes 13.945 del año 1950 y 15.276 de 1960 (modificaron la figura de intimidación 
pública). 
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La ley 16.648 introdujo el artículo 213 bis, b~o el capítulo denomina­
do "Otros atentados contra el orden público". Este artículo, que constaba 
de cuatro incisos107, fue propuesto por el profesor Ricardo Núi'iez quien 
justificó tal inclusión por el hecho de que la fórmula propuesta era amplia 
y comprendía "tanto las agrupaciones patateras, como las tacuaras y simi­
lares"108. Por su parte, Ramos Mejía alentando esta iniciativa sostuvo que 
" .. .la previsión legal no carecía de fundamento, pues la ciudad de Córdo­
ba venía siendo teatro de la acción de peligrosas 'patotas' y se veía actuar 
frecuentemente en Buenos Aires a grupos que, usando de una u otra ma­
nera el nombre de 'tacuara' o respondiendo a malsanas motivaciones po­
líticas de opuesto signo extremista, se proponían recurrir a la violencia in­
discriminada en procura de sus objetivos"109. 

La ley 17.567 de 1967 derogó dicho capítulo y reunió todos los supues­
tos de asociación ilícita b~o los artículos 210y 210 bisll0. El primero mantu­
vo, con ciertas modificaciones, el texto que continúa vigente en el Código 
Penal. El artículo 210 bis, por su parte, tipificó el delito de asociación ilícita 
agravada por la disposición de armas de fuego, la utilización de uniformes o 
distintivos, o la circunstancia de que sea una organización de tipo militar. La 
disposición de armas de guerra y la pertenencia a una organización milita!~ 
asimismo, agravaba este tipo ya agravado, en el segundo párrafo. 

No queda claro si los incisos 1 ºy 2º del artículo 213 bis quedaban inclui­
dos en el nuevo artículo 210 bis. Ramos Mejía se inclinó por una respuesta 
negativa al1"especto ya que entendía que "no se (previó) en la nueva ley el 
castigo de quienes son miembros de una asociación cuya finalic\ac\ es la eje­
cución de actos de violencia, fuerza o temor por el solo hecho ele ser miem­
bro de la agrupación y prestar aquiescencia a tales métodos". Es ele recordar 
que el artículo 210 bis agrava la situación de quienes tomaran parte ele una 

107 Los primeros dos incisos se referían al delito de asociación ilícita y los dos últimos 
al delito de instigación a la violencia. El texto de los primeros dos incisos es el siguiente: 
"Serán reprimidos con prisión de un mes a u·es aíi.os: l" Los que participaren en agrupacio­
nes permanentes o eventuales que, sin estar comprendidas en el art. 210, tuvieren por ob­
jeto imponer sus ideas o combatir las ~en as por la fue na o el ten1m~ por el solo hecho de 
ser miembro de la agrupación; 2" Los que participaren en m·ganizaciones, o realizaren pro­
paganda, basados en ideas de o teorías de superioridad ele una raza o de un grupo de per­
sonas de determinada religión, origen étnico o color, que tengan por objeto la justificación 
o promoción de la discriminación religiosa o racial en cualquier forma". 

108 Dictamen de Ricardo Núñez a fines de 1963 al contestar la consulta cursada por el 
Ministerio del Interior sobre varias normas penales vigentes en ese momento. Citado por 
Ramos Mejía, Enrique en art. cit., p. 49. 

Ion Ramos Mejía, Enrique, art, cit., pp. 49/50. 
110 También se modificó el título "Delitos contra el orden público" por el de "Delitos 

contra la tranquilidad pública". Ricardo Núñez aplaudió dicha modificación por entender 
que "el objeto del ataque de estos hechos no es nada material, sino un sentimiento" en La 
Ley, v. 129, enero-marzo, Sección Doctrina, pp. 1188/1203. 
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asociación que tiene como finalidad la comisión de delitos, que no es el ca­
so de la finalidad prevista por los incisos 1 ºy 2º del derogado artículo 213 bis. 

De todas maneras, la figura en cuestión fue recuperada por la ley 20.642 
de reforma al Código Penal, que incorporó el inciso 1 º del proyecto de 
Nuílez casi sin modificaciones. 

111.5 La lesión a las reglas del debido proceso 

111.5.1 Violaciones al principio de legalidad procesal 
en la actuación judrcial 

Nuestro legislador ha optado por el principio de legalidad procesal 
que en los delitos perseguibles de oficio (CP, art. 71) manda "perseguir y 
averigum~ según el método regulado por el Derecho procesal penal, cada 
vez que los órganos de persecución penal del Estado conozcan la notitia 
criminis, sin consideración a razones de conveniencia (principio ele opor­
tunidad) política, económica o social"111 . 

Evidentemente, esto no siempre ocurre. En muchos casos en los que 
un órgano del Estado conoce de un delito, no necesariamente se desplie­
ga un proceso penal. No podemos ocuparnos aquí del problema de la cri­
sis del principio de legalidad procesal en la práctica judicial pues excede 
ei marco de los casos referidos a acciones colectivas de protesta. No obs­
tante, algunas particularidades indican que la lesión a este principio po­
dría producirse en mayor medida en este tipo de casos. 

Básicamente, la pretensión de ordenar los conflictos sociales en torno 
de las figuras líderes de cada una de las acciones es una pretensión que, 
de modo consciente o no, la Justicia ha perseguido en sus intervenciones 
sobre las manifestaciones de protesta. Puede apreciarse que existe una ten­
dencia más o menos generalizada a centrar los conflictos sobre las figuras 
líderes. Esta selección, que tiene sentido cuando la condición de lideraz­
go tiene algún efecto jurídico relevante -por ejemplo, si se trata de la ins­
tigación a la comisión ele un delito- respecto del cual tendría algún sen­
tido indagar, en muchos otros casos no concurre. Más bien tiene que ver 
con la asignaciÓn social de un papel emblemático a ciertas figuras, más o 
menos públicas, sobre las cuales recae en definitiva el poder penal. 

Por ejemplo, en el caso de un grupo de vecinos de Vicente López que 
ocupó la ruta Panamericana en el marco de una protesta convocada con­
juntamente por dos agrupaciones vecinales y que contó con la participación 

111 Maie1;julio, op. cit., pp. 87/88 y 828/834. 
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colectiva de muchos vecinos que se consideraban afectados, la persona im­
putada fue el intendente municipal Enrique García por la comisión del 
supuesto descrito por el artículo 194 del CP. En rigor, de haber sido co-

. rrecta la imputación contra el señor García, debería haberse investigado 
también y por igual a todos los vecinos que adhirieron a la marcha112. 

Por volver sobre casos ya citados, Marina Schifrin fue "seleccionada" en­
tre casi trescientos manifestantes y lo mismo puede decirse de los piquete­
ros ele Jujuy y Salta, o de Santa Cruz. En fin, dada la masiviclad y frecuencia 
de las acciones, reconocida en las propias resoluciones judiciales que incri­
minan a algunos de los participantes, es como mínimo llamativo que quie­
nes tienen algún tipo ele activismo sean los mismos que resultan alcanza­
dos por el poder penal. Esta selectividad hacia los dirigentes, curiosamente 
"inversa" a la selectividad congénita del Derecho penal sobre los más rele­
gados, quizá sea una alerta acerca ele la utilización discrecional ele la he­
rramienta penal como mec~nismo ele negociación eminentemente políti-
ca, alejado de todo parámetro ele racionalidadjurídica. · 

En un sentido similar, en muchos casos la intervención penal sólo se 
despliega para disolver la manifestación, sin proseguir luego con la corres­
pondiente investigación113. Esto puede considerarse, en definitiva, una me­
dida informal de solucionar un conflicto que no aparejaría mayores res­
tricciones de derechos. Sin embargo, lo cierto es que la ausencia ele todo 
tipo de investigación ulterior del delito o contravención supuestamente 
cometido, no refleja tanto el retroceso del poder penal frente a los indivi­
duos, sino más bien la consagración de una suerte ele principio de opor­
tunidad policial carente de todo tipo de controljudicial. 

111.5.2 Violaciones al derecho de defensa y a la garantía contra 
la autoincriminación 

La defensa material114 supone básicamente el derecho del imputado 
'd 1 el b'd ' 11" . a ser 01 o con as e 1 as garanuas "·La declaración es el principal acto 

de defe!'}sa 1kl-imputado. En este momento el imputado cuenta con el de­
recho ele efectuar su descargo o ele guardar silencio, sin que esta última 

112 Véase Rese1ia de casos ... , acápite 2.2.1. 
113 Cfr. comentarios del abogado Gabriel Lerner, sobre casos ele militantes de H.I.J.O.S. 

en los que intervino como letrado. 
114 Art. 8.2.d CADH; art. 14.3.d.; art. 26 DADDH; art. 11 DUDH. 
115 e 1"' 11 · on~o < !Jimos, e o supone, en pnmer lugar, que la persona imputada de un ilíci-

to de?e ser m.f?rmacla mediante un~ intimación previa, acerca ele los aspectos relevantes 
de la nnputacwn y ele las pruebas existentes en su contra. Debido a que el imputado debe 
preparar su defensa, el tiempo que media entre la notificación y su declaración debe ser 
el "adecuado". 
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opción pueda ser considerada como presunción en su contra. El juez de­
berá tener en cuenta los elementos probatorios propuestos por el impu­
tado -en esta instancia y en cualquier momento del proceso-, los que 
procurará incorporar al acervo probatorio como también considerará la 
valoración de la misma que aquél proponga. 

En la causa contra los piqueteros salteíi.os116, los imputados manifesta­
ron haber firmado las actas de detención sin que se les hubiese dado lapo­
sibilidad de leerlas -debido a que se encontraban bajo amenaza y en caso 
de que no lo hicieran se les propinarían golpes-, y que éstas se redacta­
ron en ausencia de testigos que dieran fe de dicho acto. Otros afirmaron 
ser analfabetos y que por ello no habían firmado ningún Ctocumento. 

Lo antes relatado constituye una seria lesión al derecho de defensa, 
que presupone el conocimiento por parte del imputado de los cargos en 
su contra. Además, resulta violatorio de la garantía que prohíbe la autoin­
criminación, teniendo en cuenta que las pruebas sobre las que se funda­
mentan sus procesamientos son todos los informes, actas y partes preven­
tivos confeccionados en sede policial117, 

A Roque Ruiz Díaz se le informó que, al momento de su detención, 
existía una filmación en la que se lo veía participar de un corte. Sin em­
bargo, se le impidió ver la grabación por falta de recursos técnicos para su 
reproducción. Ruiz Díaz afirma que, al momento de tomársele declara­
ción indagatoria, la única prueba que se le muestra es el acta de preven­
ción confeccionada por la Gendarmería. 

Por otra parte, las manifestaciones efectuadas por los imput.:'1dos en el 
marco de las declaraciones indagatorias respectivas no han sido tenidas en 
cuenta por el juez al momento ele decidir sus procesamientos. En efecto, 
los imputados han negado enfáticamente los cargos que pesaban sobre 
ellos y las pruebas existentes en su contra. Para desvirtuarlas, varios de los 
declarantes han ofrecido pruebas que, sin embargo, no han sido produci­
das ni valoradas por el juez. 

La situación es relevante, por cuanto es habitual que actas, pe ti torios y 
otros documentos que integran habitualmente la negociación con las auto­
ridades para la solución del conflicto sean luego incorporadas al proceso 
penal como material de cargo. Existen numerosas denuncias en este sen ti-

11 6 Véase Reseúa de casos ... , acápite 1.3. 
ll7 Nuestra Corte Suprema de .Justicia ha sostenido que "la confesión de la acusada an­

te funcionarios policiales, no verificada posteriormente en el procedimiento judicial por las 
vías que según él corresponde, carece de todo valor probatorio, inclusive.a título de un in­
dicio, conforme all8 CN 18, pues de él deriva la necesidad de asegurar por medios prácti­
cos el derecho a no autoincriminarse" ("Francomano, Alberto Daniel s/inf. Ley 2840; re­
curso de hecho") citado por .Julio Maier, op. cit., p. 669. 
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do y la situación refleja un accionar malicioso por parte del mismo Estado 
que reconoce parcialmente legitimidad a la situación al iniciar una negocia­
ción y que abruptamente la interrumpe para dar curso a un proceso penál. 

Además del derecho a la defensa personal, la persona acusada de ha­
ber cometido un delito tiene derecho a contar con el asesoramiento téc­
nico de un defensor. En el caso salteíi.o, podemos advertir deficiencias ele 
la defensa técnica oficial ele los manifestantes procesados. Por ejemplo, la 
defensa actúa ele modo negligente al no presentar las denuncias ante la 
fiscalía por el trato cruel que han sufrido sus defendidos al momento de 
ser detenidos. Tampoco ha solicitado la corrección de ciertas irregularida­
des de la causa, a las cuales hemos hecho referencia en párrafos anterio­
res. Por otra parte, no se solicitó que las denuncias efectuadas contra gen­
darmes por falsa denuncia y abuso de autoridad, fueran vinculadas con las 
causas abiertas contra los manifestantes. En el marco del mismo proceso 
existieron acciones sobre los abogados de los imputados. Mara Puntano, 
defensora de muchos de los activistas ele Salta, denunció haber sido ella 
misma objeto de persecución judicial y los abogados de organismos que 
suscribieron la apelación del caso Barraza fueron denunciados por apolo­

gía del clelito118. 

111.5.3 Violación a la prohibición de detenciones 
e injerencias arbitrarias 

Para decidir la detención de una persona, la Convención Americana exi­
ge: a) que las causales y condiciones se encuentren previstas por una ley pre­
via; y b) que la persona detenida sea informada ele las razones de su deten­
ción y notificada de los cargos que existen contra ella (art. 7 incisos 2 y 4, 
respectivamente). De acuerdo con la doctrina de la Corte IDH, "[s] egún el 
primero ele tales supuestos normativos, nadie puede verse privado de la li­
bertad personal sino por las causas, casos o circunstancias expresamente ti­
pificadas en la ley (aspecto material), pero, además, con estricta sujeción a 
los procedimientos objetivamente definidos por la misma (aspecto formal). 
En el segundo supuesto, se está en presencia de una condición según la cual 
nadie puede ser sometido a detención o encarcelamiento por causas y mé­
todos que -aun calificados de legales- puedan reputarse como incompa­
tibles con el respeto a los derechos fundamentales del individuo por ser, en­
tre otras cosas, irrazonables, imprevisibles, o faltos de proporcionalidad"119

• 

118 La información fue suministrada por la abogada María del Carmen Verdú de la 
Coordinadora contra la Represión Policial e Institucional (CORREPI). 

11 9 Corte IDH, Caso Gangaram Panday, sentencia del 21 de enero de 1994, Serie C 
Nº. 16, párrs. 45-51. 
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Algunas de las resoluciones adoptadas por el~uez de Sa_lta, Abel Cor­
nejo, adolecen de un criticable exceso de generahdad. En cierto m~~en­
to del proceso, el juez decidió, por ejemplo, que "atento las caractensucas 
de los hechos investigados ( ... ),resultando la única medida conducen_te a 
efectos de dar por fmalizados los hechos delictivos que se est~n produCien­
do en los cortes realizados sobre la ruta nacional nº 34, autonzase a la Gen­
darmería Nacional a que proceda a la detención de los principales prota­
gonistas de esas maniobras"12°. Con iguales care~1~ias, la orden d~ 
allanamiento librada el18 de junio de 2001 por solicitud de la Gendar­
mería Nacio1~al, fue expedida sobre la base de listas confeccionada~. con 
material fílmico de medios de prensa y conforme lo recabado en una reu-

nión de información"121 . 
Para el juez Cornejo han sido prueba suficiente ~'todo~ los informes: 

partes preventivos, actas realizadas por la Gen~armena N~cw.nal como ~si 
también los distintos petitorios ante las autondades provmcmles y naCio­
nales realizados por los manifestantes" para someter a proceso a un gran 

número de manifestantes122. 

111.5.4 Violación al principio de congruencia 

Como vimos, el ejercicio del derecho de defensa enjuicio reclama que 
la acusación consista en una adecuada y precisa descripción del hecho im­
putado. Sin embargo, ello no ha sido respetado en el :r1i,uiciamiento ele 
Miguel Ángel Gatti y de Walter Dante Natet:a que tet:mmo c~n su con~e­
na en primera instancia. Y no obstante esa Irregulandacl, :1 JUez a cargo 
del Juzgado Federal de Comodoro Rivadavia123 los conde_no a las pen.as d~ 
cinco meses de prisión en suspenso y costas, por el delito de entülpecl-

miento de transporte por tierra124. 
La decisión fue recurrida ante la Casación. El 22 de junio de 2000, la 

Sala IV de la Cámara Nacional de Casación Penal anuló el fallo
125 

pues se 

120 Fs. 910, causa 2152/00, orden del 11/06/01. 
121 Véase Fs. 1050/1051, causa 2152/00. . 
122 Sólo en los casos de Carlos Gil y Juan Nieva se agregaron filmacwnes y foLOgrafías 

entre el material de cargo que funda el procesamiento. . . . 
123 Causa Nro. 4396 del Registro de la Secretaría Penal, por sentencta del 14 ele JUlio 

ele 1999. - ¡· 1 1 -
124 Para que la sanción no se hiciese efectiva, ambos cleb1an cum_P 1r e urante e os anos 

1 1 1 2 3 8 (!el art 27 bis del Código Penal realizando trabaJOS no remunerados a 
as reg as , , Y · ' . 1 1 · T 1 t· 

favor de la Unión vecinal y/o Comedor Comunitario cor~e~pond1ente a e omiCl 10 e e .cae a 
uno de ellos durante dos horas semanales (art. 194 del Cod1go Penal) (~;ts. 5, 26, 27 b1s, 29 
in c. 3º, 40, 41 y 45 del C.P. y arts. 399, 403, 405, 40~ y_530 del CPP, Nacwn) · 

Véase relato del caso en Reseña de casos ... , acap!le 2.4.2. 
125 CNCP, Sala 1V, "Gatti y otro" s/rec. de casación", rta. 22/06/00, reg. Nº 2657.4. 
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había omitido "describir de qué modo Gatti y/ o Natera procedieron -se­
gún hecho fijado por el a qua-- al corte de ruta mediante el cual se impi­
dió, estorbó y entorpeció el normal funcionamiento del transporte ten·es­
tre". El tribunal de Casación señaló que "esta falencia afectó la debida 
asistencia e intervención de los imputados". 

Además, la Casación cuestionó que el juez condenara a los manifestan­
tes por aplicación del artículo 194 CP "argumentando que el acto no fue 
pacífico [pero] al así hacerlo, ( ... ) consideró la prueba de la causa en for­
ma fragmentaria y contradictoria, incurriendo en omisiones y falencias res­
pecto de la verificación de los hechos conducentes para la decisión final 
de la causa. Ello, sin desoír que ni en la plataforma fáctica primigeniamen­
te ruada por el a qua, ni la convocatoria a los imputados ( ... ) ni el requeri­
miento de elevación a juicio y el auto de elevación ( ... ) el hecho endilga­
do nunca estuvo revestido de características violentas ( ... ) "126. 

En consecuencia, el tribunal consideró arbitraria la reconstrucción fác­
tica de la sentencia del juez federal en su fallo. Por no estar descripta la 
participación de cada uno de los acusados en los hechos, por un lado, y 
debido a que se incorporó una característica del suceso (la violencia) que 
no había sido debidamente puesta en conocimiento de la defensa127. 

Así las cosas, es manifiesto que ha habido una arbiu·aria criminaliza­
ción de los actores de la protesta en la medida en que las incorrecciones 
procesales que el tribunal de Casación seii.aló han excedido holgadamen­
te los yerros que normalmente pueden considerarse implícitos en la tarea 
de administrar justicia. 

111.5.5 Violación al principio de inocencia 

En el proceso seguido a los manifestantes salteii.os, también se obser­
va un trato procesal desigual durante la investigación, pues se concede la 
excarcelación a algunos de los imputados y no a otros con la misma situa~ 
ción procesal. El juez, empero, no expresa los fundamentos para efectuar 
esta diferenciación128• 

Por caso, al resolver el pedido de excarcelación de José Ricardo Barra­
za el 7 de junio de 2001, el juez Cornejo, sobre la base de criterios peligro­
sistas, seii.aló, a pesar de que Barraza no registraba antecedentes penales, 

126 Cons. IV. 
127 En función de ello, la Casación anuló la sentencia de condena, apartó al juez que 

había intervenido y ordenó el dictado de un nuevo laH\> ajustado a derecho. Al momento 
de la redacción de este informe, no se había realizado el juicio de reenvío. 

128 Prueba de ello es que el único imputado al que el juez le concede la excarcelación 
es Juan Ni e vas. 
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que "de recuperar la libertad continuaría con la conducta delictiva por la 
que fuera detenido ( ... ) ". 

Por otra parte, a lo largo de la instrucción judicial se ha ordenado en­
fáticamente detectar y detener a los principales líderes de los cortes de ru­
ta129. También existió una persecución política respecto de los dirigentes 
pertenecientes al Partido Obrero (PO) y a otros partidos de izquierda130 

y a los beneficiarios de los planes sociales de trab<Uo131 . A una de las per­
sonas indagadas, por ejemplo, se la interrogó acerca de su filiación políti­
ca, concretamente acerca de su militancia en el PO y sobre qué cargos ocu­
paba dentro de esa agrupación política. 

·No obstante ello, y a pesar de que una de las personas figura como lí­
der de la asamblea que decide el corte, no se resuelve su procesamiento. 
Todo hace suponer que la situación procesal fue más benigna debido a la 
revelación que efectuó en su declaración. Curiosamente es esta misma per­
sona quien denuncia a los manifestantes que participaron del corte, los que 
posteriormente engrosaron la orden de detención dispuesta por el juez. 

Por otra parte, el juez recibió permanentemente comunicaciones de 
personal de la Gendarmería en las que se advertía sobre reclamos llevados 
a cabo por "activistas de izquierda y derechos humanos". Esto resulta rele­
vante en vista de que las imputaciones contra los manifestantes se susten­
tan en "todos los informes, partes preventivos, actas realizadas por la Gen­
darmería Nacional como así también los distintos petitorios ante las 
autoridades provinciales y nacionales realizadas por los manifestantes"132. 

Los procesamientos contra los manifestantes se basan en pruebas que 
resultan en varios casos dudosas. No obstante, no se toman en cuenta otras 
pruebas ofrecidas para desvirtuarlas. Por ejemplo, se tienen en cuenta los 
testimonios de una testigo133 quien afirma haber sido víctima.de daíi.os en 
su propiedad e infiere que los piqueteros han sido los autores. Sin embar­
go, los periodistas que filmaron los hechos afirman no haber visto vainas 

I29 Cfr. fs. 1080. Causa 2152/00. 
130 En diversas oportunidades se secuestran y se incorporan a la causa volantes corres­

pondientes a dichas agrupaciones. En el informe efectuado por Gendarmería al momento 
de la detención de Carlos O. Gil se advierte al juez de los vínculos de éste con militantes del 
Partido Obrero y le recuerda al juez federal que en las publicaciones de dicha agrupación 
hay constantes incitaciones al levantamiento. 

. .!3I Respecto_ de esto, se puec~e observar que en diversos pas~es de la causa el juez soli­
Cita n.1fo.rmes y ctta a declarar a ciertas personas con el fin de averiguar quiénes son los be­
ne!icmn?s de estos planes, pues según la Gendarmería aquéllos eran los que registraban 
mayor asistencia a los cortes. Una vez identificadas las personas que manejaban esos planes 
se dis~one orden de detención contra ellos. , 

1 2 Cfr. autos de procesamientos de manifestantes. Por ejemplo, el que corresponde a 
José Barraza a fs. 789 y vta. Causa 2152/00. 

133 Cfr. fs. 1633/1635 y fs. 1779/1780. Causa 2152/00. 
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servidas ni otros elementos metálicos encontrados allí, ni tampoco pique­
teros134. Los comerciantes del lugar, por su parte, informaron que las ven­
tas realizadas a partir del 28 de mayo -las manifestaciones comenzaron 
el29 de dicho mes- no les hicieron sospechar que pudieran haber. sido 
personas vinculadas a los piqueteros, que no venden ningún tipo de mu­
nición sin las respectivas autorizaciones legales y que las ventas a partir del 
9 de junio descendieron considerablemente. 

Además, ha sido incluida la denuncia contra personas identificadas co­
mo "piqueteros" por haber pedido el pago de "pe<Ue" a los transportistas135, 
por robo de ropa de trabajo y amenazas -esta última efectuada por el pro­
pietario de una empresa de la zona136-, no obstante no tener relación al­
guna tales hechos con los que fueron objeto de la causa. Respecto de esto 
último, no consta que el juez federal se haya declarado incompetente (se 
u·ata claramente de hechos de competencia ele !ajusticia local). Asimismo, 
han sido incluidas denuncias que fueron efectuadas en el marco ele la cau­
sa por otros robos y hurtos, respecto de las cuales sí se declaró la incompe­
tencia de !ajusticia federal, pero recién pasado el mes de radicadas. 

Por otra parte, no se tomaron en cuenta los testimonios de los imputa­
dos137 que, al ser indagados, negaron los cargos y declararon no haber re­
sistido al accionar de Gendarmería Nacional recurriendo al uso de armas y 
no haber obsu·uiclo el u·ánsito pues en todo momento permitían el paso de 
los u·ansportistas por vías alternativas138. Esta información fue confirmada 
por un informe ele la misma Gendarmería que, sin embargo, no fue incor­
porado formalmente a la causa al momento de elevar las actuaciones de 
prevención. Los imputados también instaron a las autoridades a que se in­
corporen los reportajes periodísticos en los que se puede observar que la 
manifestación no transcurrió sobre la ruta y pidieron que se incorporara el 

I3·I Cfr. fs. 2257/2258. Causa 2152/00. 
I35 Por esta razón son detenidas dos personas. Además, este hecho se utiliza en el pro­

cesamiento de José Barraza, a pesar de no haber cometido ese delito. 
I 36 Cfr. fs. 724. Cabe mencionar aquí la circunstancia advertida por la Gendarmería 

-mediante diversas comunicaciones al juez- de que la actitud de las empresas proveedo­
ras de combustibles -la suspensión del abastecimiento de combustibles- era innecesaria 
y contribuía a sumat· más elementos a la crisis y generar la sensación de que las fuerzas de 
seguridad estaban clesborclaclas. Sin embargo, estas apreciaciones no fueron incluidas en el 
informe enviado al juez en el que se le comunicaba la situación ele desabastecimiento en el 
que se encontraban las estaciones de servicio de Tartagal, Aguaray y Prof. Salvador Mazza. 
Este informe fue el considerado por el juez al momento de aplicar la Ley ele Desabasteci­
miento; no así aquellas comunicaciones. 

I37 Cfr., por ejemplo, la declaración de José Barraza ele fs. 789 y vta., y 790 y vta. del 
expediente judicial. 

138 Los delitos por los cuales la mayoría de los manifestantes fueron procesados fue­
ron el de obstmcción del transporte püblico (art. 194 CP), sedición (art. 209) e incitación 
a cometer delito (art. 230, in c. 1 "). 
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testimonio de Manuel Herrera, quien declaró no haber sido forzado a par­
ticipar en la manifestación, no obstante ser compañero de uno de ellos139

• 

Otro ejemplo también relevante acerca de la falta de reconocimiento 
en contra de los manifestantes salteños del principio de inocencia -se­
gún el cual nadie puede ser considerado autor de un delito, más que a tra­
vés de unjuicio desarrollado con respeto a todas las garantías involucra­
das-, viene dado por las reglas de conducta que el juez federal impuso a 
los manifestantes sometidos a proceso. Resulta contrastante examinm~ a la 
luz de los conceptos seíialados, la imposición por parte del juez de inter­
vención de obligaciones relativas a permanecer alejados de las manifesta­
ciones futuras. Todo ello bajo apercibimiento de revocar la libertad con­
cedida a varios de los procesados. 

Indudablemente, la acción judicial, antes que haber estado estricta­
mente dirigida a asegurar la comparecencia futura a proceso de los libe­
rados, se ocupó más bien de cercenar su participación política, sobre la 
base de una inferencia por demás dudosa. 

111.5.6 Violación a la garantía del juez imparcial 

Los jueces deben ser imparciales e independientes y esto exige una ~b­
soluta libertad crítica frente a los órganos de las fuerzas de seguridad. Es­
tos, a su vez, deben entablar una relación de absoluta dependencia con el 
órgano acusador. En varias ocasiones, no obstante, los magistrados han es­
tado bien lejos de estas exigencias. 

En la causa seguida contra los manifestantes salteilos, en cambio, en 
varias oportunidades ha sido manifiesta la vinculación de la fuerza instruc­
tora -en este caso, la Gendarmería- con la magistratura. 

El inicio de esa invéstigación está basada en informes de inteligencia 
producidos por la Gendarmería -en los que se advierte al juez sobre las 
manifestaciones "piqueteras". La totalidad de las pruebas para sustentar 
las imputaciones fueron las aportadas directamente al juez por parte de la 
Gendarmería, sin un mayor control judicial sobre su corrección, y es la mis­
ma Gendarmería el órgano que solícita directamente al juez que expida 
una orden de allanamiento140. 

Pero no sólo no ha habido suficiente control sobre las fuerzas de segu­
ridad, ha existido también en la investigación un inaceptable sesgo contra 
los manifestantes. Entre las preguntas que el juez Cornejo le hizo a César 
D. Rainieri en su declaración indagatoria, por caso, le pidió que explicara 

13\l Cfr. declaración indagatoria de Carlos Gil. Causa 2152/00. 
140 Cfr. fs. 1152. Causa 2152/00. 
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qué había querido decir ante la Gendarmería cuando elijo que iba a ser 
juzgado por un juez narcotraficante. Evidentemente la respuesta del 
imputado no iba a aportar ningún elemento para arribar a la verdad ele 
los hechos y la pregunta más bien refleja un interés personal del magistra­
do de esclarecer esta circunstancia141 . 

Por otra parte, el manejo que el juez hizo de las pruebas también pone 
en duda su imparcialidad. En varios pasajes del expediente es claro que el 
juez tomó en consideración las pruebas que favorecían la incriminación y 
descartó todas las evidencias a favor de la desvinculación de los imputados 
a la causa. José Barraza, por ejemplo, al momento de ser indagado142 decla­
ró que ninguno de los 25 manifestantes iba armado y aclaró que en ningún 
momento habló en representación del grupo, sólo explicó hacia dónde se 
dirigían. Aclaró que aunque hubiesen ido por la ruta, eso no hubiera oca­
sionado ningún daii.o puesto que en el tramo por el que se dirigían no ha­
bía vehículos porque la Gendarmería los desviaba hacia los .caminos alter­
nativos143. Estas afirmaciones pueden corroborarse con base en elementos 
incorporados a la causa; sin embargo, Barraza fue procesado y encarcelado 
preventivamente por el delito de sedición en concurso real con el delito de 
interrupción del u·ansporte público. 

La mayoría ele las personas que fueron detenidas manifestaron que no 
habían participado del reclamo. Ramón A. Gutiérrez144, por ejemplo, decla­
ró haber ido a General Mosconi a cobrar su salario. Como debía volver al día 
siguiente y no tenía dinero (vivía en Tartagal) decidió quedarse allí y se fue 
a la plaza. Allí, mientras estaba durmiendo, la Gendarmería lo llevó deteni­
do. Roque Ruiz Díaz dijo haber estado trab<Yando al momento de su deten­
ción y reconoció haber estado en el corte del día 30 de mayo (cuya filmación 
era la prueba que se presentaba en su contra) pero manifestó haber esta­
do allí haciendo tareas de inteligencia para la empresa de seguridad pri­
vada en la que trabajaba. José Castillo, al igual que Carlos D. Ríos, decla­
ró que estaba durmiendo en su domicilio cuando los gendarmes entraron 
en su casa y lo detuvieron. Similares manifestaciones contienen las decla­
raciones de Francisco Aguirre 145, Rubén Díaz, Luis César Castro 146, Raúl 

141 En este sentido, cabe recordar lo alit:maclo por el Tribunal EDH en cuanto a que 
debe "recusarse todo juez del que se pueda legítimamente temer una falla de imparciali­
dad" alirmación que dicho tribunal remata con el adagio ''justíce must noronly be done: it must 
also be seen to be done". 

142 Véase Fs. 789 vta/ 790/vta. Causa 2152/00. 
¡.¡3 En iguales términos, Miguel Ángel de la Vega y Francisco Azoque en sus declaracio-

nes testimoniales a fs. 798/799 respectivamente. 
IH Cfr. fs. 1707. 
145 Cfr. fs. 1742/43 vta. 
HG Cfr. fs. 1707(21 de junio ele 2001) y fs. 1769 respectivamente, del expediente judicial. 
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César González147, Raúl Ariel Rivera, Mario Castro148, Ariel Cuéllar149, Mi­
guel Ángel Aguilera, Mario Manuel Guerra150, Esteban Rafael Romero y 
Víctor Daniel Arce Soria. 

En ocasiones, más aún, el juez interpreta erróneamente los informes 
de Gendarmería infiriendo hechos que no se desprenden de aquéllos. Un 
ejemplo claro es que de la incautación de piedras y de un machete en po­
der de los detenidos -circunstanci<i desvirtuada por ellos- el juez con­
cluye que dichos elementos han sido usados; ello sirve entonces para pro­
cesar a los detenidos por los delitos que se les imputa151 • 

Nada de ello ha sido considerado al momento de emprender la inves­
tigación contra los manifestantes. En efecto, los registros que se han efec­
tuado en la causa no son los suficientes. Muchos de ellos han sido reque­
ridos por parte del órgano instructor a los medios de comunicación. Otros 
registros no han sido incorporados formalmente a la causa ni tampoco se 
han tenido en cuenta las pruebas ofrecidas por los imputados al momen­
to de sus respectivas declaraciones. 

Con todo y a pesar del exacerbado compromiso del juez con la hipótesis 
de cargo, resolvió restringir severamente la libertad de los manifestantes. 

111.6 la criminalización en la actuación del Poder legislativo 

La primera vía a través de la cual un acontecimiento puede ser consi­
derado un crimen, fuera de los límites que el estado de derecho reclama, 
es la actuación de los poderes legislativos. Varios de los principios señala­
dos al inicio de este capítulo pueden ser entendidos, sin demasiada com­
plejidad, como mandatos dirigidos al legislador, tanto respecto de la for­
ma como del contenido que debe otorgar a la ley penal y a la ley procesal 
penal. 

La insuficiente determinación de algunos comportamientos punibles 
como consecuencia de la utilización de elementos subjetivos y normativos 
en la descripción de los tipos y el uso de tipos penales abiertos y leyes pe­
nales en blanco, por ejemplo, pueden poner en crisis la vigencia del prin­
cipio de legalidad. Más delicado aun es el problema de la indeterminación 

147 Cfr. fs. 1707, fs. 1711 y fs. 1769. 
148 Cfr. fs. 1769 vta. 
Hg Cfr. fs. 1769 vta. 
15° Cfr. fs. 1536/37. 
151 El hecho de que vatios de los imputados portaran piedras en sus bolsillos fue un ele­

mento fundamental para decidir su procesamiento. Sin embargo, es importante seiialat; talco­
molo hizo la defensa, que el hecho de portar piedras no constituye un delito, no configura de 
por sí el delito de resistencia a la autoridad. 
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de las penas y medidas de seguridad. Con relación al principio de culpa­
bilidad, la ley también podría traer presunciones generales de dolo, o pre­
sunciones de elementos de ánimo o de versari in re illicita. 

No obstante ello, no se advierte que haya habido una acción legislati­
va dirigida a criminalizar los actos de protesta durante el período analiza­
do. Antes bien, han existido proyectos de amnistía e indultos, respecto de 
individuos procesados y condenados a raíz de su participación en accio­
nes colectivas. 

A diferencia de otras ocasiones, en las cuales luego de ciertos episo­
dios el Congreso ha incrementado la regulación de un área específica de 
conductas (por el ejemplo, el secuestro seguido de muerte, luego de que 
el hijo de un empresario petrolero fuera víctima de un hecho de esas ca­
racterísticas; o el aumento de pena para quienes den muerte a un policía, 
como reacción a cifras crecientes de fallecimientos de personal policial), 
no ha habido tal reacción respecto de los cortes de ruta. 

Tampoco se advierten distorsiones en el régimen procesal penal, a pe­
sar de que tanto el Congreso federal como las Legislaturas locales tienen 
bien conocidos antecedentes en la práctica de reaccionar de manera ~om­
pulsiva frente a ciertos comportamientos, distorsionando los principios y 
garantías constitucionales152. 

Con todo, se han suscitado algunas discusiones en relación con algu­
nos tipos penales preexistentes al período 1996-2002 que han sido aplica­
dos en contra de los manifestantes y sobre ellas nos detendremos en lo que 
sigue, pues esas deficiencias o cuestiones problemáticas han contribuido 
a su aplicación equivocada por parte ele algunos magistrados. 

111.6.1 El delito de entorpecimiento de servicios públicos 

Una de las figuras utilizadas en la persecución de manifestantes, como 
vimos, es la del artículo 194 del Código Penal que establece que "el que, 
sin crear una situación de peligro común, impidiere, estorbare o entorpe­
ciere el normal funcionamiento de los transportes públicos por tierra, 
agua o aire o los servicios públicos ele comunicación, de provisión de agua, 
de electricidad o de sustancias energéticas, será reprimido con prisión de 
tres 1neses a dos aí1os". 

La figura del artículo 194 se emparenta estrechamente con aquellas fi­
guras que pretenden disuadir agresiones sobre la seguridad común, con­
formándose el entorpecimiento del servicio de transporte en una subes-

152 Véase, por ejemplo, el fallo de la CSN, "Nápoli", en relación con las modificaciones 
introducidas en el CPP Nación, o el texto del artículo 1 O de la ley 24.390 frente a la doctri­
na de la Corte JDH, en el fallo "Suárez Rosero". 
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pecie menos grave en aquellos casos en los cuales la afectación del servi­
cio genera un petjuicio más improbable a la seguridad común. De ello se 
sigue que el sentido de la punición no se dirige a aventar todo tipo de afec­
tación al servicio. 

A pesar de ello, cierta amplitud en la descripción del comportamien­
to prohibido ha favorecido las interpretaciones judiciales que criticamos. 
Por este motivo, el CELS y el Comité de Acción Jurídica de laCTA han dis­
cutido en sus presentaciones ante la CIDH la conducta legislativa en rela­
ción con el artículo 194 CP, pues, desde un punto de vista, podría cuestio­
narse que la descripción del tipo legal no satisface el requisito de legalidad, 
referido a la precisión que la descripción legal debe tener. 

En efecto, "la citada figura legal está redactada en términos tan amplios 
que necesariamente debe hacerse un análisis exhaustivo que permita dis­
tinguir en ella las conductas que conmueven la norma prohibitiva de aque­
llas que no lo hacen, aún cuando a primera vista parezca que tal situación 
acontece de todos modos ( ... ) el entorpecimiento en el normal funciona­
miento del transporte queda configurado por hechos co~idianos que de 
ningún modo constituyen delito. Ejemplos claros de estos supuestos son el 
simple estacionamiento en doble fila que obstaculiza el paso del transpor­
te en una calle, el peatón que cruzando la calle por un lugar y en un mo­
do prohibido genera la frenada brusca de un autobús; sin embargo resul­
ta absolutamente descabellado suponer que estos hechos que en principio 
pueden considerarse alcanzados por la norma sean objeto de sanción con­
forme lo establece el articulo referido del Código Penal de laArgentina"153• 

Algunas jurisdicciones regulan el conflicto con mayor cuidado y de allí 
que sea posible afirmar alguna desidia por parte del legislador nacional. 
El Código Contravencional de la Ciudad de Buenos Aires, por ejemplo, 
establece como contravención "impedir u obstaculizar la circulación de 
personas o vehículos por la vía pública o espacios públicos, salvo que sea 
en ejercicio ele un derecho constitucional, y se haya dado previo aviso a la 
autoridad" (art. 41). 

También en la legislación comparada el conflicto está regulado con me­
jor detalle. El artículo 21 de la Constitución Española, reconoce el derecho 
ele reunión pacífica y sin armas sin autorización previa (inc. 1) y dispone ex­
presamente qu'e "en los casos ele reuniones en lugares ele u-ánsito público y 
manifestaciones se dará comunicación previa a la autoridad, que sólo podrá 
prohibirlas cuando existan razones fundadas de alteración del orden públi­
co, con peligro para personas o bienes" (inc 2). De modo consecuente con 
esta cláusula, el artículo 167 del Código Penal estipula que sólo serán ilíci-

153 CELS / CAJ-CfA denuncia ante la CIDH. Marzo ele 2001. 
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tas las rem:iones o manifestaciones "que se celebraren con el fin ele come­
ter algún delito, y también a las que concurran personas con armas, artefac­
tos explosivos u objetos contundentes o de cualquier otro modo peligrosos". 
Por exclusión, debe entenderse que todas las reuniones o manifestaciones 
que no encuadren dentro de dicho articulo serán reputadas lícitas, por lo 
menos desde la perspectiva penal. A la vez, el articulo 166 del mismo códi­
go refuerza esta protección y castiga con pena pecuniaria a quienes "impi­
dieren u obstaculizaren el legítimo ejercicio de la libertad de reunión o per­
turbaren el curso de una reunión o manifestación lícita". 

La inclusión de aclaraciones ele esta índole en la legislación vecinal y 
el derecho comparado bien podría haber sido observada en la legisla­

penal. Especialmente una vez que se tornó evidente para cualquiera 
los cortes de ruta eran el canal ordinario -y en ocasiones el único­

para la manifestación del reclamo social y político. 

111.6.2 El delito de sediciónl54 

También se advierten algunas falencias en las expresiones utilizadas pa­
ra describir el hecho punible del tipo penal de sedición. Se trata de términos 
vagos que dificultan seriamente la posibilidad de percibir con claridad qué 
conductas son denota.das por ellas. El articulo 230 inciso 1 CP establece: "Se­
rá reprimido con prisión de uno a cuatro años: 1 º) los individuos ele una fuer­
za armada o reunión ele personas, que se atribuyeren los derechos del pue­
blo y peticio~aren a nombre de éste (art. 22 de la Constitución Nacional)". 

El hecho de que el tipo en cuestión resulte ser una exacta transcripción 
del artículo 22 de la CN no impide que se cuestione;: su constitucionalidad 
por carecer del grado de certeza que prescribe el artículo 18 CN. Expresio­
nes como atribuirse los derechos del pueblo o peticionar a nombre de éste poseen, en 
el contexto utilizado, una carga emocional, en este caso ele naturaleza desa­
probadora, que perjudica su significado cognoscitivo. La palabra pueblo es 
particularmente ambigua. Por ello, un sector ele la población que realiza un 
reclamo puntual a las autoridades públicas o al resto de la ciudadanía, en de­
fensa de sus propios intereses particulares, no se atribuye los derechos del 
pueblo ni actúa en su nombre. 

La doctrina precisa que para que mÍa conducta sea delito a la luz de es­
ta figura penal, la petición debe asumir la forma de una imposición velacla155 
y debe tratarse ele una petición extorsiva156, de acuerdo con las características 

15
'
1 Algunas de las observaciones que siguen están basadas en un dictamen elaborado 

por el abogado Rodrigo Borda, miembro del CELS. 
155 Soler, Sebastián, op. cit., p. 198. 
156 Moreno, Rodolfo (h), p. 103. 
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del grupo que peticiona, medios utilizados, propósitos exteriorizados y acti­
tudes asumidas por el mismo. Esta caracterización por demás imprecisa del 
delito de motin, como una "petición aparentemente respetuosa" pero abu­
siva por extorsiva, como "amenaza latente" y no "actual", pone en evidencia 
lo dificultoso que resulta otorgarle un sentido claro a esta disposición, que 
sea compatible, por un lado, con el principio de legalidad (art. 18 CN) y, por 
otro, con los derechos de naturaleza política (libertad de expresión, derecho 
de peticionar y derecho de reunión) que la CN reconoce a todo ciudadano. 

111.7 La criminalización en la actuación de la Administración 

Los mismos vicios respecto de la identificación de sucesos delictivos han 
presentado las intervenciones de las fuerzas ele seguridad al momento de 
interpretar los supuestos que legitiman su acción preventiva o represiva. 

Al igual que los órganos del Poder Judicial, los agentes de las fuerzas 
de seguridad deben, antes de intervenir, considerar adecuadamente si se 
encuentran frente a un hecho ilícito o no. Si no existe un hecho ilícito, 
las fuerzas de seguridad no pueden actuar interfiriendo el ejercicio de 
derechos de un particular. Más concretamente, si una manifestación no 
es ilícita, la policía o la Gendarmería no pueden disolverla; y si las fuer­
zas de seguridad consideran con manifiesto error que una reunión es ilí­
cita e intervienen, se trata, sin más, de una interferencia prohibida sobre 
ese derecho. 

Para la intervención de una fuerza de seguridad rigen, como mínimo, 
los mislnos parámetros que validan la interdicción de un derecho por par­
te de un juez. Además, aquéllas tienen una serie de obligaciones deriva­
das de su función de auxiliares de justicia que deben respetar (v. gr. cum­
plir con los requerimientos judiciales). La infracción a las normas de una 
y otra especie, cuando de ellas se sigue la consideración de una manifes­
tación de protesta como un hecho ilícito, conforman violaciones a debe­
res del Estado. 

Hablar de represión ilegítima supone, entonces, siempre, un doble aná­
lisis. Primero, dirigido a verificar si efectivamente había motivos suficientes y 
urgencia que justificara la intervención de una fuerza de seguridad (la veri­
ficación de un hecho ilícito). Luego, si, aun en tales casos, la coacción fue ad­
ministrada conforme a derecho. En este punto nos referimos al primer gru­
po de problemas y en el capítulo siguiente a todo lo referido a los principios 
que regulan el uso ele la fuerza. 
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El principal campo de interferencia de las fuerzas de seguridad sobre par­
ticulares se presenta en la acción directa sobre manifestantes. Ello así, pues 
en tales casos -de mediar razones de urgencia que puedan hacer peligrar 
su intervención- ella puede prescindir de la orden judicial, si concurren los 
motivos sustantivos que justifican su acción. La consideración ilícita de esos 
supuestos es en extremo trascendente como factor criminalizante, dada la re­
levancia del criterio de la fuerza de seguridad en la selección de un aconte­
cimiento como antecedente para la acción represiva y la iniciación de un pro­
ceso penal. 

La comparación de dos casos pone de manifiesto el altísimo grado de 
arbitrariedad que las fuerzas de seguridad poseen en la administración de 
la fuerza pública. 

El primero es la manifestación de ciento cincuenta personas con disca­
pacidad en Plaza de Mayo, la noche del 27 de noviembre de 2001, acompa-

d 'd d . . 157 E t< . !ladas por familiares y representantes e entl a es comumtanas . s a VI-

gilia tuvo por objeto el reclamo por la falta de pago por parte del Estado a 
los institutos ele los que recibían prestaciones. Como forma de protesta, los 
participantes habían instalado sillas de ruedas, camas de hospital y muebles 
que reconstruían sus contextos cotidianos. Durante la madrugada del28 de 
noviembre de 2001, alrededor de 100 policías desalojaron al grupo y selle­
varon los muebles en un camión, sin perjuicio de que los organizadores ha­
bían sido recibidos por funcionarios de la Presidencia y por el interventor 
en el PAMI, Raúl Pistorio. 

Gustavo Fernández, padre de un adolescente discapacitado que ha­
bía permanecido en la plaza y fue testigo del sorpresivo operativo, de­
nunció que "alrededor de las 3.15 ( ... ) unos cincuenta policías de civil y 
otros tantos uniformados, a cargo del comisario Daniel Fernández, de la 
Comisaría 2ª, llegaron con un camión y sin dar ninguna intimación co­
menzaron a cargar las camas. Dos ele las mujeres que se encontraban con 
el grupo de padres se subieron al camión para impedir que se llevaran 
nuestras pertenencias y fueron bajadas a los empujones ( ... ) los policías 
'se fueron llevándose las camas y mesas de luz y sólo dejaron las 40 sillas 
de ruedas"158• 

Muy cerca de allí y apenas unos meses antes -el 24 de octubre de 
2001- activistas de Greenpeace denunciaron que el82% de los hospitales 

157 Véase Resella de casos ... , acápite 2.1.1. 
158 Clmin, 28/11/01. 
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municipales quemaba sus residuos en plantas incineradoras, contaminan­
do el ambiente con sustancias cancerígenas. Para ello, los manifestantes 
se acostaron en camas de hospital, simbolizando enfermos con cáncer, so­
bre la plaza que circunda el obelisco porteño. Esta manifestación tuvo una 
duración menor que la de los beneficiarios de PAMI pero no puede ob­
viarse que en esta última participaban los afectados directos. La protesta 
de Greenpeace se desarrolló normalmente y culminó tal como lo habían 

previsto sus organizadores159. 
Frente a ello, no hay explicación razonable que justifique el obrar de 

las fuerzas policiales en uno y otro caso y queda al descubierto la amplia 
discrecionalidad con la que la Policía Federal administra su acción sobre 

los particulares. 
Las consecuencias de la intervención injustificada son claras en mu-

chos otros casos en los cuales, sobre la base de una errónea considera­
ción de los derechos, las fuerzas de seguridad decidieron intervenir 
coactivamente sobre grupos de manifestantes. Los resultados de estas 
violaciones fueron lamentables en los casos de Teresa Rodríguez, en el 
puente General Belgrano, en Salta, o sobre Plaza de Mayo en diciembre 

de 2001. 
Como dijimos, si bien hemos centrado el análisis de esos casos en tor-

no al uso de la fuerza de modo ilícito -lo que es tratado en el capítulo si­
guiente- debe denunciarse además que ya el primer requisito de la inter­
vención coactiva -esto es, la presencia de un hecho ilícito- no podía 

afirmarse en ninguno de esos casos. 

111.7.2 El desarrollo de tareas de inteligencia 

Las fuerzas de seguridad, que en ejercicio de las funciones de policía ju­
dicial se encuentran encargadas de llevar adelante la investigación judicial 
de los hechos, poseen diversas atribuciones enu·e las que se cuentan las de 

. . . . . . . . 160 
recibir denuncias y de promover mvestlgacwnes por 111IC1attva propta . 

159 Esto fue así debido no a que Greenpeace posea algún tipo de resguardo especial. 
En noviembre de 2002, sus activistas fueron echados de las escalinatas del Congreso de la 
Nación cuando pi·otestaban, simulando ser legis\~c~orcs sentados sobre in~~oros con la. ~e­
yen da CoNSTITUCIÓN NACIONAL, contra la aprobac1on de una ley que per~nttta la recepc1o~1 
de residuos tóxicos producidos en Austraha. Este caso se relata en Resena de casos ... , aca· 

pite 2.1.2. 
lOO En este orden de ideas, por ejemplo, \a jurisprudencia nacional se ha pronunciado 

um\nimemente a favor de considerar a la instrucción que se inicia mediante una denuncia 
anónima como prevención policial (Véase, entre otros, Cámara en lo Penal Económico, Sa­
la A, reg. 22'1/ 1994 'Jiménez,josé L. s/averiguación de contrabando"; Sala A, reg. 220/1994 
"United General Supply Co. Inc. Argentina S.A."; Cámara Nacional de Casación Penal, Sa· 
la II, del28/9/94 "Batalla, jorge A."). 
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Además, tienen la obligación de denunciar los delitos que se persiguen de 
oficio y que lleguen a su conocimiento en el ejercicio de sus funciones 
(CPP, Nación, art. 177, inc. 1º) 161. 

También el Ministerio Público Fiscal puede realizar investigaciones162 

ya que entre las facultades que la Ley de Organización del Ministerio Pú­
blico otorga a sus miembros se encuentra la de "requerir informes a los 
organismos nacionales, provinciales, comunales; a los organismos priva­
dos; y a los particulares cuando corresponda, así como recabar la colabo­
ración de las autoridades policiales, para realizar diligencias y citar perso­
nas a sus despachos, al solo efecto de prestar declaración testimonial"163, 

161 La Ley de Seguridad Interior (24.059) establece que "la Dirección de Inteligencia In­
terior constituirá el órgano a través del cual el ministro del Interior ejercerá la dirección fun· 
cional y coordinación de la actividad de los órganos de información e inteligencia de la Poli­
cía Federal Argentina; como también de los pertenecientes a la Gendarmería Nacional y la 
Prefectura Naval Argentina, en estos últimos casos exclusivamente a los efectos concernien· 
tes a la seguridad interior, y de los existentes a nivel provincial de acuerdo a los convenios que 
se celebren" (art. 16). La Ley de Inteligencia (25.520), por su parte, define a la Inteligencia 
Nacional como"( ... ) la actividad consistente en la obtención, reunión, sistematización y aná­
lisis de la información específica referida a los hechos, amenazas, riesgos y conflictos que afee­
tenia seguridad exterior e interior de la Nación" (art. 2º, inc 1º). Ya la Inteligencia Criminal 
como " ... la parte de la Inteligencia referida a las actividades criminales específicas que, por 
su naturaleza, magnitud, consecuencias previsibles, peligrosidad o modalidades, afecten la¡¡. 
bertad, la \~da, el patrimonio ele los habitantes, sus derechos y garantías y las instituciones del 
sistema representativo, republicano y federal que establece la Constitución Nacional". 

El artículo 4º de la norma antes citada veda a los organismos de inteligencia, entre otras 
cosas, "1. Realizar tareas represivas, poseer facultades compulsivas, cumplir, por sí, funcio­
nes policiales ni ele investigación criminal, salvo ante requerimiento específico realizado 
por autoridad judicial competente en el marco de una causa concreta sometida a su juris­
dicción, o que se encuentre, para ello, autorizado por ley; 2. Obtener información, produ· 
cir inteligencia o almacenar datos sobre personas, por el solo hecho de su raza, fe religiosa, 
acciones privadas, u opinión política, o de adhesión o pertenencia a organizaciones partida· 
rias, sociales, sindicales, comunitarias, cooperativas, asistenciales, culturales o laborales, así co­
mo por la actividad lícita que desarrollen en cualquier esfera de acción ( ... )".La prohibición 
eslablccicla es reafirmada en el artículo 5º cuando prescribe que "las comunicaciones telefó­
nicas, postales, de telégrafo o facsímil o cualquier otro sistema de envío de objetos o u·ansmi· 
sión de imágenes, voces o paquetes de datos, así como cualquier tipo de información, archi· 
vos, registros y/ o documentos privados o ele entrada o lectura no autorizada o no accesible al 
público, son inviolables en todo el ámbito de la República Argentina, excepto cuando media­
re orden o dispensa judicial en sentido contrario". 

162 Estas atribuciones encuentran su razó~ de ser en la función de acusador que de· 
~empetian los fiscales en el marco del proceso penal; y correlativamente, el deber que les 
mcumbe de ofrecer pruebas en la etapa de instrucción. Cfr. artículo 41, que prescribe el 
deber de los fiscales de ofrecer prueba en la etapa instructoria en las causas y trámites en 
los que intervengan y el art. 25, inciso e, que establece como una de las funciones del Mi­
nisterio Pt1blico la de "(p) Promover y ejercer la acción pública en las causas criminales 
)'correccionales, sah•o cuando para intentarla o proseguirla fuere necesario instancia o 
requerimiento de parte conforme las leyes penales". 

163 La Ley de Organización establece ciertas excepciones a estas atribuciones, a saber, 
la realización ele actos que por su naturaleza puedan resultar definitivos e irreproducibles, 
como aquellos que comprometan garantías constitucionales. 
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Los organismos policiales y de seguridad "deberán prestar la colaboración 
que les sea requerida, adecuándose a las directivas impartidas por los 
miembros del Ministerio Público y destinando a tal fin el personal y los 
medios necesarios a su alcance"164. 

No se discute que una vez iniciado un proceso -esto es, una vez que la 
autoridad con potestad para llevar adelante la persecución penal formula 
una imputación de un hecho a una persona165- rigen todas las garantías 
constitucionales del proceso penal para la valoración de la prueba de car­
go. Con ello, también juega la llamada regla de exclusión que exige deses­
timar toda prueba obtenida en violación a las garantías constitucionales166. 

Sin embargo, no es uniforme en la jurisprudencia y doctrina cuáles son 
los estándares para la valoración de prueba producida en los momentos pre­
vios a la iniciación del proceso, es decir, antes de la formulación del requeri­
miento fiscal de instrucción o de la existencia de "una prevención o informa­
ción policial" (art. 195 CPP, Nación) -sin perjuicio de lo problemático que 
resulta, además, determinar en qué consiste esta actividad. En efecto, aun~ 
que no existen controversias acerca de la posibilidad de realizar actividades 
de investigación previas a la iniciación de un proceso penal167, es conflictivo 

164 Artículo 26, Ley de Organización del Ministerio Público. 
165 El proceso penal, en su sentido más estricto, se inicia, en nuestro CPP Nación, por 

requerimiento de instrucción o por prevención de las fuerzas de seguridad (cfr. art. 195, 
CPP Nación): "La instru.cción será iniciada en virtud de un requerimiento fiscal, o de una 

· prevención o información policial, según lo dispuesto en los artículos 188 y 186, respecti­
vamente, y se limitará a los hechos referidos en tales actos". 

166 Cfr. CSN, Rayjord. 
167La CNCP ha afirmado que "las labores de averiguación, pesquisa, etcétera, genéri­

camente denominadas 'tareas de inteligencia', constituyen una metodología ríormal en la 
detección de los delitos y sus posibles autores. Más que una aceptable técnica de investiga­
ción, es una actividad absolutamente esencial para las fuerzas policiales y cuerpos de segu­
ridad y forman parte integrante de las funciones que en modo imperativo establece el or­
denamiento procesal en su artículo 183 ... ".Estas tareas "forman parte de todo proceso de 
investigación y pueden ser tanto anteriores como posteriores a la iniciación de una causa 
judicial" (Cámara Nacional de Casación Penal, "Garrido, Alejandro J. y otros s/recurso de 
casación", Sala I, del 03/03/1999). Y por su parte, la Cámara en lo Criminal y Correccio­
nal Federal ha dicho que "las tareas de inteligencia se utilizan justamente para investigar 
la posible comisión de delitos cometidos por una o más personas, hechos que se irán co­
rroborando a medida que ésta avanza" (Cámara en lo Criminal y Correccional Federal, Sa­
la I, del 10-04-1997 "Calderón, Julios/nulidad del procedimiento y orden de allanamien­
to", causa n• 28.533 Reg. n• 189.].12- S.24). También la Cámara Nacional en lo Criminal 
se ha pronunciado similarmente sosteniendo que " ... a través de tareas que le son propias 
tanto el Ministerio Público Fiscal. .. como los funcionarios policiales, pueden llevar adelan­
te averiguaciones sobre actividades que podrían revestir carácter ilícito, estos últimos en su 
faz preventiva como investigativa, tal como lo admite el art. 183, C. P.P. a fin de cumplir con 
su posterior comunicación a la autoridad judicial y fiscal para ya, b~o la dirección de éstas, 
colaborar como auxiliares en el marco de las exigencias que para entonces est.'lblece el art. 
186 del ordenamiento instrumental" (Cámara Nacional en lo Criminal, Sala VII, causa n• 
7.870, "Droguería 'Jumper' y otros", rta: 12/2/98). 
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determinar bajo qué reglas debe valorarse la licitud de las pruebas recogidas 
en el marco de esa actividad. Muchos fallos, tratando cuestiones muy diver­
sas, resaltan la importancia de esta cuestión168 que también aparece suscita­
da cuando interviene el Ministerio Público Fiscal como investigador169. 

En cualquier caso, y más allá de cuál sea la conclusión acerca de la exis­
tencia o no de un proceso penal en su sentido máS estricto (con las con­
secuencias que esa afirmación produce en relación con el contenido del 
artículo 18 constitucional), es claro que, si de lo que se trata es de la inter­
dicción del derecho de algún particular, rigen al respecto los requisitos ge­
nerales de cualquier restricción de derechos170 y las garantías del debido 
proceso171 . 

Ello por sí solo basta para fulminar de nulidad cualquier actuación po­
sitiva de una fuerza de seguridad que de modo sesgado se dirige contra un 
grupo de personas, o la falta de sujeción de la actuación de esa fuerza al 
poder civil. Cualquier fuerza que interviene en la investigación de un he­
cho tiene un "interés" en la averiguación de lo ocurrido y esto supone un 
compromiso con la hipótesis de cargo, sin embargo ello no puede signifi­
car el dejar de comportarse como un órgano del Estado vinculado, como 
tal, al respeto por la legalidad. 

Las fuerzas de seguridad, en franca infracción a estos límites, han rei­
terado comportamientos persecutorios contra manifestantes, dirigidos an­
tes que al descubrimiento de ilícitos, a la penalización de activistas socia­
les172 y así se han sucedido actividades subrepticias ajenas al control 

lfiB Una de las cuestiones más debatidas, por ejemplo, ha sido la referida a la validez de 
los llamados anónimos a la policía como presupuestos válidos para el inicio de las "activida­
des de prevención". 

169 La Cámara Criminal y Correccional de la Capital Federal (Sala I, "Becerra, Ser­
gio" resolución de 19-11-99), al expedirse acerca del valor probatorio de las declaracio­
nes testimoniales brindadas ante un fiscal, afirmó que " ... los testimonios prestados ante 
la fiscalía, no pueden ser declarados nulos, porque ellos no han entrado al proceso, es 
por así decirlo de alguna manera un acto pre-procesa!, el cual debe, para ingresar al pro­
ceso, contar con las formas requeridas por la ley para ello", por este motivo, dichas me­
didas no pueden ser incorporadas por lectura al debate. Por su parte, el Procurador Ge­
neral ele la Nación (Resolución 121/99, de 30 de septiembre de 1999) sostuvo, respecto 
de un caso en el que el fiscal luego de recibir una denuncia por amenazas y de poner al 
juez en conocimiento de ello practicó ciertas medidas investigativas que consideró inelu­
dibles, que las actuaciones resultaron conforme a derecho y que aquéllas encuadran den­
tro de la autonomía funcional propia de la magistratura que ejerce. Además, el funciona­
rio asimiló las investigaciones llevadas a cabo por los fiscales en el marco de causas ya 
judicializaclas y no delegadas -o investigaciones "paralelas"- y las investigaciones preli­
minares propiamente dichas. 

17o Cfr. Corte JDH, OC 5-85. 
171 Cfr. Corte IDH, OC 11-86. 
172 Esta dependencia subordinada funcionalmente al Ministerio del Interior (art. 71ey 

24.059 -Ley de Seguridad Interior-) debe, entre varias de sus funciones, garantizar la se-
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judicial, secuestros de material de difusión política y menciones directas 
sobre la filiación de ciertos grupos aun cuando nada de eso tenía alguna 
relación con los supuestos ilícitos que se investigaban. 

La desnaturalización de la función ha llegado al punto de demorar la 
enu·ega de prueba útil a la defensa. Por ejemplo, en el caso del Corte Sur 
(General Mosconi, Salta) del4 de junio, citado anteriormente, la informa­
ción que daba cuenta ele que la circulación por caminos alternativos estu­
vo garantizada en todo momento, fue enviada desde el Escuadrón 52 de 
Tartagal a las distintas agencias de Gendarmería y al juez federal, pero no 
fue incorporada formalmente al momento de elevar las actuaciones de pre­
vención, propiciando, obviamente, una errada percepción ele lo ocurrido. 

Pero mucho más grave aun es la verificación de casos en los cuales, 
los excesos y las ilegalidades han sido desplegadas por funcionarios que 
ni siquiera tienen a su cargo la investigación de delitos, sino sólo la cus­
todia ele los detenidos, frente a lo cual incluso las autoridades judiciales 

asisten inertes. 
En el proceso iniciado a raíz de la protesta por el atraso en el pago de 

los beneficios correspondientes a Programas TRABAJAR desarrollada fren­
te al Ministerio de Trab~o de la provincia de Buenos Aires el 3 de agosto 
ele 2001173, Marcos Fabricio Sena denunció que en el Servicio Penitencia­
rio Bonaerense le sacaron un pañuelo celeste que tenía en el bolsillo y le 
preguntaron "si era de Quebracho" 174. Ante la respuesta negativa "esta per­
sona le dijo que menos mal porque a los de Quebracho les tenía una astilla 
bárbara ... ". Más tarde, en otra oficina del penal, una persona le preguntó 
"cómo lo habían detenido [y] qué estaba haciendo ... ". Sena preguntó por 

guridad interior (la ley 24.059 define en su art. 2 el concepto de "seguridad interior" c?mo 
"la situación de hecho basada en el derecho en la cual se encuentran resguardadas la hber­
tad, la vida y el patrimonio de los habitantes, sus derechos y garantías y la plena vigencia. de 
las instituciones del sistema representativo, republicano y federal que establece la Consutu· 
ción Nacional"), En el cumplimiento de esta tarea, asume responsabilidades de su compe· 
tencia en la jurisdicción territorial asignada y cualquier otro lugar del país por disposición 
del Poder Ejecutivo Nacional o a requerimiento de laJustici~ Federal. La Ley. el~ G.en~I_ar· 
mería Nacional establece en su artículo 3 que la Gendannena, dentro de SUJunschccwn, 
cumple las funciones de "a) Policía de Seguridad y judicial.del fuero federal; (. .. ) e) P~licía 
de prevención y represión de infracciones que le determmen leyes y decretos espeoales; 
( ... ) i) Intervención para reprimir la alteración del orden público, o cuando éste se. v:a sub-­
vertido, o cuya magnitud sobrepase las posibilidades de control de las fuerzas pohcmles, o 
cuando adquiera las características de guerrilla, en cualquiera de sus formas; ( ... ) ". Esta úl­
tima "será ejercida por disposición del Poder Ejecutivo Na~ional". As~m~smo, establece. e.n 
su artículo 5 que actuará "el) En cualquier otro lugar del pms a requennnento de laJusticta 

Federal". 
173 Véase Reseña de casos ... , acá pite 2.2.4. 
174 Cfr. indagatoria, del 5 de agosto de 2001, por coacción agravada y atentado a la 

autoridad calificado en concurso ideal, a cargo del juez de Garantías Federico Guillermo 

Atencio. 
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qué era interrogado de ese modo " ... y esta persona le dijo que eso era de 
rutina"; Sena preguntó entonces si podía negarse a declarar y le contesta­
ron que "eso no era una declaración". Luego lo llevaron a hablar con un 
psicólogo que le preguntó "si era beneficiario del Plan, si había o no co­
brado". El fiscal de intervención no tuvo en cuenta este interrogatorio pa­
rapolicial prohibido y, en la misma tónica, continuó preguntando "si per­
tenecía a alguna agrupación de desocupados". 

Héctor Daniel Cabra! también denunció que en la cárcel le pregunta­
ron "si estaba en el Plan TRABAJAR, que los que preguntaban anotaban en 
una hoja en blanco"175. Claudio Rafael Rasjido también declaró haber sido 
objeto de un interrogatorio en el penal, le preguntaron "si conocía a Mar­
tino y cuál era el apodo de él y si ( ... ) estaba con ellos y si sabía quién era el 
cabecilla". Quienes lo interrogaban "estaban escribiendo en unas hojas y 
después lo pasaron a una computadora". Rafael Orlando Fonseca declaró, 
del mismo modo, que "en la cárcel le tomaron declaración, que le pregun­
taban y escribían en un papel, que le preguntaban sobre lo que pasó"176, 

Diego Armando Meza seíialó que "dos muchachos ( ... ) uno ( ... ) en la com-
putadora y otro sentado enfrente del deponente ( ... ) le preguntaron si es-
taba en el caso Rodríguez, si le conocía ( ... ) ". Dijo que no, y le "volvieron 
a preguntar por qué estaba ahí"177, 

El propio fiscal de esa causa preguntó al imputado Raúl José Paredes, 
"si Roberto Martino pertenece al movimiento Teresa Rodríguez"l78 y a 
Marta Miriam Romero179, " ... qué relación tiene con el plan TRABAJAR( ... ) 
si conoce a Manuel Roberto Martino ( ... ) si vio a alguien con alguna insig­
nia ( ... ) si vio banderas rojas ( ... ) si alguien le hizo una propuesta de ne­
gocio para manifestar o reclamar ... ". 

A la pregunta acerca ele "si el movimiento de desocupados tiene algún 
nombre ( ... ) [la Sra. Romero finalmente explicó al fiscal] que sólo son de­
socupados, pero que hacen mención a una compali.era fallecida en el sur, 
llamada Teresa Rodríguez, la cual falleció en una represión". 

175 Cfr. indagatoria, del5·de agosto de 2001, causa cit. 
176 Cfr. indagatoria, del 5 de agosto de 2001, causa cit. 
177 Cfr. indagatoria, del 5 de agosto de 2001, causa cit. 
178 Cfr. indagatoria, del 5 de agosto de 2001, causa cit. 
170 Cfr. indagatoria, del 4 de agosto de 2001, causa cit. 



IV 
la represión de la protesta social 

IV.1 El uso legítimo de la fuerza 

La utilización de la fuerza pública en la represión de una reunión de 
personas sólo puede conformar una restricción legítima a los derechos a 
la libertad ambulatoria y a la integridad física -y eventualmente hasta la 
vida- en tanto se trate de una medida prevista por ley, responda a una fi­
nalidad legítima y sea proporcional y estrictamente necesaria para la con­
secución de ese fin. 

Por ello la legitimidad de la acción de los cuerpos de seguridad y poli­
ciales1 que pueden intervenir en conflictos internos del ámbito federal, es­
tá sujeta a condiciones y requisitos del uso de la fuerza pública (v. gr. Plin­
cipios relativos a una eficaz prevención e investigación de las ¡jecucion~ extmlegales, 

1 Con{orme el decreto 1273 del21 de julio de 1992, reglamentario de la ley 24.059, "( ... )Se 
entiende como fuerzas de seguridad a la Prefectura Naval Argentina y a la Gendarmería Nacio­
nal y como Fuerzas Policiales a la Policía Federal Argentina y a las Policías Provinciales" (art. 2). 
Sin embargo, esta distinción se expresa aquí para aclarar los alcances de la ley respecto de los 
distintos órganos responsables ele la seguridad pública que actúan en el ámbito nacional. Cuan­
do se haga referencia al desempeño ele éstos en el análisis ele casos concretos no se tomará en 
cuenta esta discusión pues ni docttinaria ni coloquialmente es una distinción utilizada en fonna 
corriente. En general se hablará de fuerzas de seguridad entendido esto como abarcativo de cual­
quiera de los cuerpos con capacidad de intervenir en los conflictos que aquí se tratan. 
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arbitrarias o sumaria?, el Código de conducta para funcionarios encmgados de 
hacer cumplir la lejl y los Principios básicos sobre el empleo de la fuerza y armas de 
fuego por los funcionarios encmgados de hacer cumpli1·Za Zey4). También existen 
reglas sobre control de los funcionarios y obligaciones de las autoridades 
responsables y, en particular, hasta previsiones específicas para la actua­
ción de los miembros de las fuerzas de seguridad en casos de reuniones 
públicas; normas sobre uso racional de la fuerza pública que el Estado ar­
gentino infringió en forma sostenida enu·e 1996 y 2002. 

Pero dado que la ciudadanía incluye mucho más que los derechos de 
circulación y de no ser agredido de forma "desproporcionada o irracio­
nal" por las fuerzas de seguridad, la protección de los derechos por parte 
de estas instituciones no se restringe al uso proporcional y limitado de la 
fuerza. Antes bien, incluye la protección de una amplia serie de derechos 
y libertades que pueden verse afectados en una manifestación pública, y 
la garantía por el ejercicio pleno de derechos fundamentales como la li­
bertad de expresión, el derecho de reunión, el de petición y el derecho a 
la no discriminación. De esta manera, las dependencias estatales deben 
tanto respetar como garantizar el libre y pleno ejercicio de los derechos re­
conocidos por la Constitución Nacional y los instrumentos internaciona­

les de protección5. 

Sostener que las fuerzas de seguridad tienen a su cargo mucho más 
que el control de la fuerza no significa que sus funcionarios sean respon­
sables de la resolución de todos los conflictos que puedan suscitarse en 
torno a una manifestación pública. Los funcionarios judiciales, adminis­
trativos y políticos poseen también responsabilidades en la medida de sus 
facultades. Esto incluye el control sobre el uso de la fuerza por parte de 

los agentes de seguridad. 
Una vez que se ha decidido la intervención de las fuerzas de seguridad 

en una protesta popular, sus obligaciones son muy amplias tanto con rela­
ción a los derechos de las personas que manifiestan como frente a quienes 

2 Recomendados por el Consejo Económico y Social de la Organización de las Nacio­
nes Unidas (ONU) en su resolución 1989/65 del 24 de mayo de 1989 y aprobados por la 
Asamblea General ese mismo año. 

3 Aprobado por la Asamblea General de la ONU en su resolución 34/169 de 17 de di-
ciembre de 1979. 
. 4 Adoptados por el Octavo Congreso de las Naciones Unidas sobre Prevención del De-
lito y Tratamiento del Delincuente, en La Habana, Cuba, agosto/septiembre de 1990. 

5 Con relación a la obligación de garantía, la Corte Interamericana de Derechos Hu­
manos ha expresado que esta obligación implica el deber de organizar todo el aparato gu­
bernamental y, en general, todas las estructuras a través de las cuales se manifiesta el ejerci­
cio del poder público, de manera tal, que sean capaces de asegurar jurídicamente el libre y 
pleno ejercicio de los derechos humanos. El deber de prevenir, investigar}' sancionar toda. 
violación de los derechos es consecuencia directa de tal obligación. 
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no lo hacen. La experiencia de los hechos que analiza este trabajo prueba 
que la intervención de las fuerzas de seguridad es una de las principales 
causantes de la violación de la vida, la integridad física y ou·os derechos ele­
mentales de los manifestantes y demás personas. Así, entre 1996 y 2002, los 
participantes de actos de protesta padecieron represiones inusitadas en ma­
nifestaciones pacíficas, detenciones arbiu·arias, golpes, gases, dispersiones 
forzadas a escopetazos y, en ocasiones, salvajes ejecuciones sumarias. 

IV.1.1 Fuerzas de seguridad y policiales con competencia nacional 

La Policía Federal Argentina (PFA) interviene como fuerza policial en 
la jurisdicción federal de todo el país. En el ámbito de la Ciudad Autónoma 
de Buenos Aires tiene competencias como policía local y también como ór­
gano del Gobierno nacional en tanto en la ciudad tiene asiento la Capital 
Federal del país. De modo bastante general, en el Libro 1, Título II, Capítu­
lo I del decreto 6580 -reglamentario del decreto 333/586- se establecen 
las funciones y facultades de la Policía Federal como policía de seguridad. 

Como tal, debe velar por la estabilidad de los poderes de la Nación, en 
cumplimiento de los mandatos constitucionales y asegurar el libre ejerci­
cio de las instituciones políticas (art. 57) y para ello le son asignadas las si­
guientes funciones (art. 58): 

l. Efect-uar una observación jJennanente sobre los individuos sospechados como 
adhelidos a ideas de natumleza contraria a nuestro régimen constitucional. 

2. Vigilar las asociaciones, comités, clubes, bibliotecas y otras agrujJaciones si­
milares,' a fin de evitar la propaganda destinada a actuar por vías de hecho 
contra la organización social y política existente.( ... ) 

Además, debe proceder por sí o en coordinación con otros organis­
mos nacionales o provinciales, con acciones que sean conducentes para 
contrarrestar la acción de grupos subversivos o de personas que constitu­
yan una amenaza para la seguridad del Estado (art. 61). 

El decreto 6580 establece diversos criterios de actuación para los fun­
cionarios policiales cuando ejercen las facultades que de modo expreso o 
tácito le son conferidas para actuar como poder de policía7. 

a En abril del '79 comenzó a regir la Ley de Personal de la Policía Federal,, 21.965. Has­
ta entonces, la actividad de esa fuerza de seguridad estaba regulada principal y casi exclusi­
vamente por este decreto. Al día de hoy, vigente la ley ele facto 21.965, el decreto 333/58 se 
encuentra parcialmente derogado (artículos 31 al 101 inclusive). 

7 El artículo 8 del decreto que se menciona dice: "La Policía Federal como representan­
te de la fucrm pública podrá hacer uso de la misma para el cumplimiento de sus funciones. 
Asimismo, el personal con estado policial podrá esgrimir ostensiblemente sus armas para ase­
gurar la defensa oportuna ele las personas o derechos de los terceros o de los propios". 
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Cuando se trata del ejercicio de facultades no enunciadas expresamen­
te (art. 94) 8 por las leyes y reglamentos el personal tiene la obligación de 
ajustar su comportamiento a los principios establecidos por la jurispruden­
cia y la doctrina sobre el poder de policía (art. 95). Especialmente debe­
rán sujetar su conducta a las siguientes condiciones (art. 96): 

l. Basarse en edictos, disposiciones y órdenes dadas por escrito con las formali­
dades reglamentarias (Principio de Formalidad). 

2. No violm· ninguna disposición de la. Constitución Nacional, de un tratado 
o de una ley nacional (Principio de Legalidad). 

3. No ser irrazonablemente eJercido (Principio de Razonabilidad). 
4. No invadir innecesariamente los derechos privados de libertad y propiedad 

(Principio de Mínima Intervención). 
5. Tener una ?'f1lación actual con el obJeto para cuya p1'f1servación se ejerce y 

ser adecuado y conveniente para lograr sus fines (Principio de Proporciona­
lidad). 

En la Ciudad Autónoma de Buenos Aires rige en la actualidad el Có­
digo Contravencional dictado por autoridades locales en reemplazo de los 
antiguos edictos policiales (redactados por la propia fuerza). El Código 
autoriza a la PFA a tomar medidas de coacción directa ante la comisión 
flagrante de contravenciones (art. 19) pero al mismo tiempo obliga a los 
miembros de esa fuerza de seguridad a adecuar su conducta a lo dispues­
to por el Código de Conducta pam funcionarios encargados de hacer cumplir la 
ley de la Organización de las Naciones Unidas, incorporado como anexo a la 
ley 12 de la ciudad. 

IV.1.2 El Sistema de Seguridad Interior 

La ley 24.0599 establece el Sistema de Seguridad Interior -SSI-10 y 
regla la actuación de las fuerzas de seguridad -Gendarmería Nacional 

8 El artículo 94 del decreto 6580 dice: "Las facultades expresamente enunciadas en la 
ley orgánica de la Policía Federal no excluyen otras que, en materia no prevista, sea impres­
cindible ejercer por motivos imperiosos de interés general relacionados con el orden y se­
guridad públicos y la prevención del delito". 

9 Sancionada el 18/12/1991 y promulgada por el Poder Ejecutivo Nacional el 
6/1/1992. 

10 El artículo 2 de la ley 24.059 señala que " ... se define como seguridad interior a la 
situación de hecho basada en el derecho en la cual se encuentran resguardadas la liber­
tad, la vida y el patrimonio de los habitantes, sus derechos y garantías y la plena vigen­
cia de las instituciones del sistema representativo, republicano y federal que establece la 
Constitución Nacional". 
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(GN) 11 y Prefectura Naval Argentina (PNA) 12- y policiales13. El SSI está 
conformado por el presidente de la Nación, los gobernadores de las pro­
vincias que adhieran a la ley, el Congreso Nacional, los ministros de Inte­
rior, Defensa y de Justicia, la PFA y las policías de las provincias que hayan 
adherido a la ley, la GN y la PNA. 

La ley 24.059 establece las bases jurídicas, orgánicas y funcionales del 
sistema de planificación, coordinación, control y apoyo del esfuerzo na­
cional de policía tendiente a garantizar la seguridad interior. En su artícu­
lo 21 establece que los miembros de las instituciones policiales y fuerzas 
de seguridad del Estado Nacional ejercerán sus funciones estrictamente 
de acuerdo con las normas constitucionales, legales y reglamentarias vi­
gentes, sumado a un principio de adecuación de los medios a emplear en 
cada caso que procura, fundamentalmente, la preservación de la integri­
dad física de las personas que deban constituir objeto de su accionar. 

El artículo 22 dispone que "[l]os cuerpos policiales y fuerzas de segu­
ridad que integran el sistema de seguridad interior( ... ) deberán incorpo­
rar a sus reglamentos las recomendaciones del Código de Ética Profesio­
nal establecido por la Asamblea General de las Naciones Unidas". 

Los cuerpos de seguridad (GN y PNA) que integran el Sistema de Se­
guridad Interior de la Nación, además de los casos referidos a la jurisdic­
ción estrictamente federal, sólo están legitimados para hacer uso de la 
fuerza pública cuando estén en peligro colectivo la vida, la libertad y el 

11 La Gendarmería Nacional se encuentra actualmente bajo la dependencia orgánico­
funcional del Ministerio del Interior. Entre sus funciones se incluyen: policía de frontera, 
actuando como policía auxiliar, de prevención y represión (según sea el caso) en cuestio­
nes aduaneras, de migraciones y sanitarias; actuar como policía en materia forestal; inter­
venir, por indicación expresa del Poder EJecutivo Nacional, para reprimir la alteración del 
orden público, esencialmente cuando la magnitud de la alteración supere las posibilidades 
de control de las fuerzas policiales o cuando adquiera características de guerrilla; policía de 
seguridad y judicial en el fuero federal. Estas funciones las ejerce dentro de una jurisdic­
ción básica: zonas de seguridad de frontera terrestre o ríos fronterizos no navegables, túne­
les y puentes internacionales. La jurisdicción de Gendarmería puede ser ampliada por el 
Poder Ejecutivo Nacional (conforme las leyes 18.711 y 19.349) a cualquier otro lugar del te­
rritorio de la Nación en "vistas al mantenimiento del orden" y/o cualquier otro lugar del 
país a requerimiento de !aJusticia Federal. La estructura de la Gendarmería es esencialmen­
te militarizada. 

12 Las funciones principales de la Prefectura Naval Argentina son: a) policía de seguri­
dad de navegación (funciones de control, inspección, autorizaciones, prevención y repre­
sión del delito en relación a la normativa vigente, aplicación de contravenciones, instruc­
ción de sumarios, etc.); b) policía de frontera, actuando como policía auxiliar, de 
prevención y represión (según sea el caso) en cuestiones aduaneras, de migraciones y sani­
tarias, en jurisdicción de mares, ríos y lagos navegables; e) policía judicial dentro de su ju­
risdicción. A la jurisdicción antes detallada debe sumarse cualquier otro lugar del país a re­
querimiento de !aJusticia Federal. 

13 PFA y las policías de aquellas provincias que mediante convenio con el Gobierno na­
cional hayan adherido a las disposiciones de dicha ley. 
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patrimonio de los habitantes de una región determinada y/o cuando se 
encuentren gravemente amenazados en todo el país o en una región de­
terminada, los derechos y garantías constitucionales o la plena vigencia 
de las instituciones del sistema representativo, republicano y federal 

(art. 23). 
El decreto 1273 reglamenta esa ley nacional y amplía los supuestos en 

que puede disponerse la utilización de fuerzas de seguridad nacionales en 
ámbitos provinciales, sin requerimiento del gobierno provincial de que se 
trate. Así, a los casos de intervención federal previstos en los artículos 18, 
inciso e y 24 de la ley14, el decreto agrega la intervención "[a] solicitud de 
la justicia federal, cuando la orden emanada de la misma devengue el ac­
to jurisdiccional correspondiente a su competencia. En este caso, las fuer­
zas de seguridad y policiales del Estado Nacional actuarán en su carácter 
de auxiliares y dentro del marco del proceso en que la orden o requeri­
miento haya sido impartida". Se trata, estrictamente, de los supuestos en 
que tales fuerzas son utilizadas en su carácter de órganos auxiliares de la 
Justicia de conformidad con las disposiciones del Código Procesal Penal 

de la Nación (CPP Nación). 
En el marco del sistema, y como corolal·io de la estructura federal del 

Estado, cada provincia constituye a los fines de la seguridad y la investi­
gación judicial, una fuerza de seguridad. En términos generales, ambas 
funciones, salvo en la provincia de Córdoba, están concentradas en una 
sola fuerza. Cada provincia determina la estructura de su o sus fuerzas 
policiales, su dependencia institucional, sus mecanismos de control ex­
ternos o internos, el régimen disciplinario al que estarán sujetos los in­
tegrantes del organismo, la capacitación y métodos de reclutamiento de 
los efectivos, el presupuesto y perfil de la fuerza. Estas fuerzas dependen 
institucionalmente de los poderes ejecutivos provinciales y la estructura 
de los cuerpos es en general verticalizada. Las autoridades de las policías 
provinciales son elegidas por el gobernador y suelen estár atadas a su 

suerte política. 
Las fuerzas armadas sólo podrán ser utilizadas en cuestiones vincula­

das a la seguridad interna en casos excepcionales siempre y cuando el Sis­
tema de Seguridad Interior resulte insuficiente a criterio del presidente 

H Además, los cuerpos que conforman el Sistema de Seguridad Interior sólo pueden 
actuar en las provincias, cuando el gobernador de la provincia en que se produzcan los su· 
puestos previstos en el artfculo 22 requiera al Ministerio del Interior de la Nación que con· 
curran tales fuerzas. Se establece expresamente la prohibición de que tales cuerpos de se· 
guridad actúen en jurisdicciones provinciales sin dicho requerimiento formulado por la 
autoridad política local. El único caso en que pueden actuar sin tal requerimiento es cuan· 
do el Gobierno Federal en ejercicio de las facultades conferidas por los artículos 6 y 23 de 
la CN decida intervenir la jurisdicción provincial (art. 24 de la ley 24.059). 
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de la Nación (arts. 31 y 32' inciso e, ley 24.059). Esa intervención, además, 
debe estar precedida por una declaración de estado de sitio (art. 32 ele la 
ley 24.059) 15 . 

IV.1.3 Obligaciones de respeto y protección de los derechos humanos 

El Estado tiene la obligación fundamental de garantizar la vida e inte­
gridad física de todas las personas que habitan en el país, deber que se en­
cuentra contenido en los insu·umentos internacionales de protección de 
los derechos humanos, con jerarquía constitucional a partir de la reforma 
de 1994. La Convención Americana establece, en su artículo 4, que: "To­
da persona tiene derecho a que se respete su vida. Este derecho estará pro­
tegido por la ley y en general a partir del momento de la concepción. Na­
die puede ser privado de la vida arbitrariamente". El artículo siguiente del 
mismo instrumento consagra expresamente el derecho de toda persona 
al respeto de su integridad física, psíquica y moral16. Por ello, sostiene la 
Corte IDH, "todo menoscabo a los derechos humanos reconocidos en la 
Convención que pueda ser atribuido (.:.) a la acción u omisión de cual­
quier autoridad pública, constituye un hecho imputable al Estado que 
compromete su responsabilidad"l7, 

De acuerdo con lo establecido por ese tribunal, la obligación de garan­
tía "implica el deber de los Estados Partes de organizar todo el aparato gu­
bernamental y, en general, todas las estructuras a través de las cuales se 
manifiesta el ejercicio del poder público, ele manera tal que sean capaces 
de asegurar jurídicamente el libre y pleno ejercicio de los derechos huma­
nos. Como consecuencia de esta obligación los Estados deben prevenir, in­
vestigar y sancionar toda violación de los derechos reconocidos por la Con­
vención y procurar el restablecimiento, si es posible del derecho conculcado 
y, en su caso, la reparación de los daii.os producidos por la violación de los 
derechos humanos". En idéntico sentido, el Tribunal Europeo de Derechos 
Humanos ha sostenido que el Estado no sólo debe abstenerse de privar in­
tencional e ilegalmente de la vida a alguien, sino también a seguir los pa-

15 Bm·buto, Valeria; Sain, Marcelo, "Las fúerzas armadas y su espacio en vida demo· 
crática", en: CELS, Derechos Humanos A1gentina, Informe Anual 2002, Siglo XXI de Argen­
tina-Catálogos, Buenos Aires, 2002, p. 499. 

lG La Corte Interamericana ha sostenido que la violación del derecho a la integridad 
física y psíquica de las personas tiene diversas connotaciones de grado que abarcan desde 
la tortura hasta cualquier forma de tratos crueles, inhumanos o degradantes, cuyas consecuen· 
cias físicas y psíquicas dependen de la intensidad ele diversos factores, los cuales deben ser 
demostrados en cada caso concreto. Corte IDH, Caso Loayza Tamayo, Sentencia del17 de sep­
tiembre de 1997, Serie C Nº 33, párr. 57. 

17 Corte IDH, Caso Velázquez Rodrfguez, sentencia clel29 de julio ele 1988, párr. 164. 
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sos necesarios para salvaguardar la vida de aquellos que se encuentran den­
tro de su jurisdicción 18• 

Precisando los conceptos referidos, expresa la Corte IDH: "El Estado 
está obligado a investigar toda situación en la que se hayan violado los de­
rechos humanos protegidos por la Convención. Si el aparato del Estado 
actúa de modo que tal violación quede impune y no se restablezca en cuan­
to sea posible a la víctima en la plenitud de sus derechos, puede afirmar­
se que ha incumplido el deber de garantizar su libre y pleno ejercicio a las 
personas sujetas a su jurisdicción ( ... ) La [obligación] de investigar debe 
( ... ) ser asumida por el Estado como un deber jurídico propio y no como 
una simple gestión de intereses particulares, que depende de la iniciativa 
procesal de la víctima o de sus familiares o de la aportación privada de ele­
mentos probatorios, sin que la autoridad pública busque efectivamente la 
verdad". 

En el ámbito de la legislación nacional, la ley 24.059 establece que 
es deber de los miembros de las fuerzas de seguridad que integran el 
SSI, ejercer sus funciones con estricta sujeción a las normas constitucio­
nales" ... y a un principio de adecuación de los medios a emplear en ca­
da caso, procurando fundadamente la preservación de la vida y la inte­
gridad física de las personas que deban constituir objeto de su accionar" 
(art. 21). 

En términos generales, además, a los órganos del SSI les son exigibles 
las disposiciones contenidas en los instrumentos internacionales de pro­
tección de los derechos humanos (art. 75, inc. 22 CN) que, además de 
las obligaciones genéricas de respeto y garantía de los derechos (arts. 1.1 
de la CADH19 y 2.1 PIDCyP2°), contienen muchas otras normas que al­
canzan a los funcionarios encargados de hacer cumplir la ley (at'ts. 5, 9 
y 12 de la DUDH21, 1, IX y XXV de la DADyDH22, 5.1, 5.2, 7.2 y 7.3 de la 
CADH, 7, 9.1 y 10 del PDCP, 2.2 y 2.3 de la Convención contra la Tortu-

18 Tribunal Europeo de Derechos Humanos, Caso Akkoc v. Turquía, sentencia del10 
de octubre de 2000 (Aplicaciones Nº 22947/93 y 22948/93). Véase L.C.B. v. the United 
Kingdom judgment of 9 ]une 1998, Reports 1998-III, p. 1403, § 36. 

19 Publicada en Serie sobre tratados OEA, Nº. 36, 1144, entrada en vigor el18 de julio de 
1978, reimpreso en Documentos Básicos Concernientes a los Derechos Humanos en el Sistema Inte­
ramericmzo, OEA/Ser.L.V /II., 82 doc. 6. rev.1 p. 25, 1992. 

20 Aprobado por la Asamblea General de las Naciones Unidas por Res. 2200A (XXI), 
21, UN GAOR Supp. (Nº 16) p. 52, ONU DOC. A/ 6316 (1966), 999 U.N.T.S. 171, entra­
da en vigor el 23 de marzo de 1976. 

21 Aprobada por la Asamblea General de las Naciones Unidas por Res. A (III), ONU 
Doc. A/810, p. 71, 1948. 

22 OAS res. XXX, aprobada en la Novena Conferencia Internacional Americana (1948), 
reimpreso en Documentos Básicos Concemientes a los Derechos Humanos en el Sistema Interameri­
cano, OEA/Ser.L.V /L.82 doc. 6, rev. 1, p.17, 1992. 
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ra23 y 4 y 5 de la Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la 
Tortura24). 

Más concretamente, el Código de conducta para funcionmios encargados de 
hacer cumplir la ley establece que quienes se encuentren comprendidos por 
sus disposiciones tienen la obligación de respeto de la dignidad humana y 
defensa de los derechos humanos (art. 2), la prohibiCión de infligir tortu­
ras, tratos crueles, inhumanos o degradantes está contenida en el artículo 5 
y la obligación de proteger la salud física y psíquica de quienes se encuen­
u·an bajo su custodia (art. 6) 25• Los Principios relativos a una eficaz jJrevención 
e investigación de las r:jecuciones extralegales, a-rbitrmias o sumarias, por su par­
te, establecen la prohibición de ejecuciones extralegales, arbitrarias o su­
marias (Principio 1 º) y de la invocación de circunstancias excepcionales 
que pudieran operar como causas de justificación, ni siquiera en los casos 
que puedan ser considerados de "emergencia pública". 

IV.1.4 Excepcionalidad y proporcionalidad en el uso de la fuerza 

En el ámbito nacional, el CPP Nación (ley 23.984) dispone que los fun­
cionarios de la policía o de las fuerzas de seguridad tienen como atribu­
ción hacer uso de la fuerza pública en la medida de la necesidad (art. 18 
inc. 11). 

Para el caso específico de la PFA, el decreto 6580 regula las condicio­
nes para el uso de la fuerza pública (Libro Primero, Título 11, Capítulo VI). 
El artículo 97 dispone que es deber de los funcionarios de la PFA hacer 
uso de la fuerza cada vez que sea necesario para mantener el orden públi­
co26, garantizar la seguridad, impedir la perpetración de delitos y en todo 
otro acto en que ella sea ejercida legítimamente. Este decreto, además, 
condiciona el empleo de medios de coerción a las circunstancias particu­
lares de cada caso y siempre en la medida indispensable para asegurar el 
cumplimiento de la ley (art. 98). 

Para el ámbito de la ciudad de Buenos Aires, como vimos, el artículo 19 
del Código de Convivencia Urbana dispone que siempre que la autoridad 

23 Aprobada por la Asamblea General de las Naciones Unidas por Res. 39/46, anexo, 
39 U.N.GAOR/Supp. (Nº 51) p. 197, ONU Doc. A/39/51 (1984), entrada en vigor el26 de 
junio de 1987. 

2'1 Publicada en Sede sobre Tratados, OEA, Nº 67, entrada en vigor el 28 de febrero de 
1987, reimpreso en Dowmentos Básicos Concernientes a los Detulws Humanos en el Sistema Inte­
ramericano, OEA/Sér.L.V/II. 82 doc.6, rev.1, p. 83,1992. 

25 Según aclara el texto, la expresión ''Tratos inhumanos o degradantes" debe ser in­
terpretada como extendiendo la protección ante toda forma de abuso físico o mental. 

26 Conforme al Art. 128 del decreto ley 333/58: "El 'orden público' consiste, en gene­
ral, en la conservación de las personas y de la propiedad ( ... ) ". 

1 ¡ 
! 
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policial haga uso de su facultad de ejercer la fuerza (coacción directa) tie­
ne la obligación de realizar advertencias previas. El desconocimiento de 
la advertencia opera como condición previa de legitimación para la coac­
ción directa. 

La normativa st~pranacional también contiene previsiones que regu­
lan las condiciones para el uso legítimo de la fuerza27• El Código de funcio­
narios encargados de hacer cumplir la ley impone el deber de hacer uso excep­
cional de la fuerza, con arreglo a los principios de estricta necesariedad y 
proporcionalidad (art. 3). Sobre este punto, el Principio 4º del conjunto 

_ _sle.Princijlios.básü:os soln·e el F.Jiljd.P.o. de. la.jue.rza.'y ar:mas. defitego. por.losfunciona­
rios encargados de hacer cumplir la ley, contiene también la regla de la excep­
cionalidad para el uso de armas de fuego, imponiendo la obligación de 
utilizar medios no violentos antes de recurrir al empleo de la fuerza. El 
uso de la fuerza o ele armas de fuego está limitado a los casos en que otros 
medios hayan resultado ineficaces o no fueren suficientes para garantizar, 
de ninguna manera, el logro del resultado previsto. Como regla general 
de aplicación de tales principios se impone la prohibición de invocar "cir­
cunstancias excepcionales" como justificación de su incumplimiento 
(Principio 8º). 

Los principios mencionados en este punto son estándares mínimos 
que señalan los límites del uso de la fuerza públíca. 

IV.1 .5 Requisitos para la utilización de armas de fuego 

La ley 20.42928 y su decreto reglamentario29 regulan el tipo de arma­
mento que pueden utilizar las fuerzas de seguridad y establecen también 
algunos requisitos que legitiman su utilización. 

En el artículo 4 del decreto reglamentario se establece una clasifica­
ción del armamento que considera "armas de guerra a todas aquellas ar­
mas de fuego o lanzamiento y sus municiones, agresivos químicos, mate­
riales o dispositivos, que no estén expresamente comprendidos en la 
enunciación taxativa que de las armas de uso civil se efectúa en el artícu­
lo 5 ( ... )".También SOIJ definidas como armas de guerra las que son de uso 

27 De conformidad con el comentario al artículo 12 del código de conducta para fun­
cionarios encargados ele hacer cumplir la ley, la expresión "funcionarios encargados ele ha­
cer cumplir la ley" inclure a todos los agentes de la le)', ya sean nombrados o elegidos, que 
ejercen funciones de policía, especialmente las facultades de arresto o detención. En los 
países en que ejercen las funciones de policía autoridades militares, ya sean uniformadas o 
no, o fuerzas de seguridad del Estado, se considerará que la definición de funcionarios en­
cargados de hacer cumplir la le)' comprende los funcionarios de esos servicios. 

28 Sancionada y promulgada el21/05/1973. 
2\1 Decreto 4693, publicado en el boletín oficial el 5 ele julio de 1973. 
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para la fuerza pública (armas de guerra portátiles y no portátiles y sus mu­
niciones) cuando el Comando en Jefe del Ejército y el Comando en Jefe 
de la Armada autoricen respectivamente a la GN y a la PNA para que sus 
miembros puedan utilizarlas30• 

Por su parte, la ley 20.429 dispone quiénes son legítimos usuarios del 
material clasificado como arma de guerra dentro de las fuerzas de seguri­
dad del país y en qué carácter están autorizados a utilizarlas (art. 14). Las 
policías de seguridad pueden hacerlo para el calificado "uso ele la fuerza pú­
blica", en cantidad adecuada con la cantidad total de efectivos, a su capaci-

.... dacl.t¿.cnicü=profesional y siempre en relación con las e_xigencias de orden 
y seguridad propias de cada policía en particular ( art. 14, in c. 1). Los miem­
bros de las fuerzas armadas y los ele las policías de seguridad son legítimos 
usuarios ele armas para "uso civil condicional"31 y "uso prohibido"32 con los 
alcances y limitaciones que establezca la reglamentación (art. 14, inc. 2) 33

• 

Respecto de las condiciones que habilitan a miembros de las fuerzas 
de seguridad a utilizar en el desarrollo de sus actividades armas con poder 

30 Las autorizaciones relacionadas con armas)' municiones para uso ele la PFA, policías 
provinciales e institutos penales deberán ser concecliclas por el Mit1ist~rio ele Defensa, pre­
vio asesoramiento del Registro Nacional ele Armas -RENAR- (art. 4, me. 2 del decreto re­
glamentario). 

31 El artículo 4 inciso 3 del decreto dice; "Armas de uso civil condicional: Las armas ele 
guerra portátiles, cuya autorización de tenencia a legítimos usuarios esté prevista en la ley 
20.429 y la presente reglamentación". . . 

32 Conforme el inciso 5 del artículo 4 del decreto reglamentano, "( ... ) son los fus1les, 
carabinas y escopetas con cañones cuya longitud sea menor de trescientos ochenta milíme­
tros, sean ellos originales ele fábrica o cortados. Dentro ele esta clasificación se incluyen acle­
más las armas de fuego provistas ele silenciadores o que disimulen su carácter de tales ( ... ) 
capaces de clisparm· proyectiles. Asimismo, se incluyen la munición incendhu:ia, explosiva y 
clumclum ( .... ) ele cualquier calibre; munición ele cabeza chata con cleformacwnes, ranura.s 
o estrías preestablecidas, capaces de producir heridas clesgarrantes, gases asfixiantes, tÓXI­
cos 0 similares ( ... ) líquidos o materias análogas inflamables, proyectiles y armas envenena­
das, dispositivos ele iluminación aplicados al arma para dirigir el tiro, tales cm~10 miras in­
frarrojas y, en general, todas las prohibidas por las convenciones internacwnales. Las 
escopetas no podrán contener dispositivos especiales en sus culatas o mecanismos para alo­
jar pistolas u otras armas". 

33 El artículo 25 inciso 1 del decreto 4693/73, reglamentario ele la Ley Nacional ele Ar­
mas y Explosivos, clis~one que las policías ele seguridad en su carácter de legítimos usuarios, 
y con el fin ele mantener actualizado el inventario que lleva el Registro Nacional de Armas, 
deben informar a dicho organismo la cantidad de material en existencia y las altas y b~as 
que se produzcan en el tiempo. Todas las adquisiciones, bajas y reposiciones ele material 
que se proyecten serán sometidas a previa aprobación ~le! Ministerio ele Defet1sa. El p~rso­
nal superior de las Fuerzas Armadas, Genc~armería Na~t?nal y Pref~ctura Naval en acuvtc~a? 
o retiro y el personal subalterno son considerados legtt¡mos usuanos de armas de uso CIVil 
condicional o ele uso prohibido. La autorización para adquisición y tenencia d~ ese mate­
rial será concedida por el Comando en jefe de la Fue1:za a la cual pert.enezca elmteres~do 
o del cual dependa la policía ele seguridad en que rev1sta. El otorg.a~mento ele tal. a.utonza­
ción se fundará en el estudio de los antecedentes personales y mthtares del peucwnante 
(art. 25, in e 2). 
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de fuego, debe atenderse a los principios establecidos en el ámbito inter­
nacional. El segundo párrafo del artículo 3 del Código de conducta de funcio­
nados encm-gados de hacer cumplir la ley, establece que el uso de armas de fue­
go es considerado un.a medida extrema y que sólo podrá hacerse uso de 
ellas cuando el funcionario se encuentre frente a personas que amenazan 
con armas o estén poniendo en peligro la vida de terceros. 

El Principio 9º de los Principios básicos sobre el empleo de la fuerza y armas 
de fuego por los funcionarios encargados de hacer cumplir la ley dice que los fun­
cionarios comprendidos en ellos no emplearán armas de fuego contra las 
personas, a excepción de los.casos en que a) deban hacerlo en defensa pro­
pía o de otras personas; b) exista peligro inminente de muerte o lesiones 
graves; e) el propósito sea evitar la comisión de un delito particularmente 
grave que entrañe una seria amenaza para la vida; y d) el objeto sea dete­
ner a una persona que represente ese peligro y oponga resistencia a su au­
toridad, o para impedir su fuga. 

Aun en estos casos, el uso de armas de fuego debe ser siempre excep­
cional y estar sujeto a que otras medidas menos extremas que pudieren 
emplear resulten insuficientes para lograr los objetivos mencionados ex­
presamente. El último párrafo del Principio 9º citado expresa que como 
regla general para todos los casos, sólo se podrá hacer uso intencional de 
armas letales cuando sea estrictamente inevitable para proteger una vida. 

Con todo, para los casos regulados en el Principio 9º, los funcionarios 
encargados de hacer cumplir la ley tienen la obligación de identificarse 
como tales y dar una clara advertencia de su intención de emplear armas 
de fuego, con tiempo suficiente para que se tome en cuenta. Dicha ad­
vertencia sólo puede ser omitida cuando al darla se pusiera indebida­
mente en peligro a los funcionarios encargados de hacer cumplir la ley, 
se creara un riesgo de muerte o daii.os graves a otras personas, o resulta­
ra evidentemente inadecuada o inútil dadas las circunstancias del caso 
(Principio 1 Oº). 

Los Principios 9º y 10º que se mencionan aquí, además, deben ser ob­
servados por los miembros de la PFA y las Fuerzas de Seguridad Naciona­
les conforme a la resolución 1602 del Ministro del Interior, del 4 de agos­
to de 1999. 

El Principio 11 º establece las directrices que deberán respetar las di­
versas legislaciones (leyes y reglamentos) que regulen el empleo de ar­
mas de fuego por los funcionarios encargados de hacer cumplir la ley. La 
normativa deberá especificar las circunstancias en que tales funcionarios 
estarían autorizados a portar armas de fuego (con prescripción de los ti­
pos de armas de fuego o municiones autorizadas), deberá asegurar que 
dichas armas sólo deben ser utilizadas en circunstancias apropiadas y de 
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manera tal que disminuya el riesgo de daii.os innecesarios y por último es­
tablecer expresamente la prohibición de empleo de armas de fuego y mu­
niciones que pudieran provocar lesiones no deseadas o signifiquen un 

riesgo injustificado. 

IV.1.6 Control sobre el desempeño de los funcionarios de las fuerzas 
de seguridad. Facultades de control de las autoridades jerárquicas 

El artículo 156 del decreto 333/58 dispone como regla general para 
la PFA que en todos los casos el superior dentro de la estructura jerárqui­
ca, en cada caso concreto, es responsable de las consecuencias de las ór­
denes que imparta. 

Con respecto al SSI, el decreto 1273 (Título Il) establece que la con­
ducción política del esfuerzo nacional de Policía -que la ley asigna al mi­
nistro del Interior- implica que éste tiene las facultades de impartir ór­
denes y directivas de carácter general a las Fuerzas de Seguridad y 
Policiales del Estado Nacional inherentes al ámbito de seguridad interior 
(art. 5.1). Además, puede asignar misiones a tales fuerzas conforme las pre­
visiones legales aplicables y es quien debe ejercer el control de cumpli­
miento de las órdenes y misiones impartidas. 

El artículo 25 de la ley 24.059 establece que, cuando se disponga en al­
guna parte del territorio la actuación de las fuerzas de seguridad y policía­
les que integran el Sistema de Seguridad Interior de la nación (sólo auto­
rizado para los casos previstos en el artículo 23 anteriormente descripto), 
el Comité de Crísis34 puede delegar en un funcionario nacional o provin­
cial de jerarquía no inferior a subsecretario la supervisión operacional lo­
cal de los cuerpos policiales y fuerzas de seguridad que sean afectadas a 
operaciones de seguridad interior. Este funcionario es facultado por la ley 
para ordenar la iniciación, suspensión y conclusión de la aplicación de la 
fuerza, así como para graduar su intensidad. Si fuera necesario un grado 
de acción conjunta mayor al de colaboración, coordinación de operaciones 
simultáneas o relaciones de apoyo, el Comité de Crisis deberá designar a 
cargo de las operaciones conjuntas a un jefe perteneciente al cuerpo poli-

34 El artículo 13 de la ley 24.059 dispone que "Cuando se lo considere necesario se cons­
tituirá un Comité ele Crisis cuya misión será ejercer la conducción política y supen~sión ope­
racional ele los cuerpos policiales y fuerzas de seguridad federales y provinciales que se en­
cuenu·cn empei'iados en el reestablecimiento ele la seguridad interior en cualquier lugar del 
territorio nacional y estará compuesto por el ministro del Interior y el gobernador en calidad 
de copresidentes, y los titulares de la Gendarmería Nacional, Prefectura Naval' Argentina y Po­
licía Federal". Para los casos en que deban inten•enir las Fuerzas Armadas, "se incorporará co­
mo copresidente el ministro de Defensa y como integrante el titular del Estado Mayor Con­
junto, El subsecretario de Seguridad Interior actuará como secretario del comité". 
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cial nacional (PFA) o jefe de las fuerzas de seguridad del Estado nacional 
intervinientes (GN o PNA), al que "se subordinarán los elementos de los 
restantes cuerpos policiales y fuerzas de seguridad nacionales y provincia­
les participantes en la operación". 

El decreto 1273 subraya que, cuando se produzca la intervención de 
fuerzas de seguridad nacionales y de miembros de la PFA por afectación 
a la seguridad interior en los términos del artículo 23 de la ley, " ... las fuer­
zas de operaciones actuarán subordinadas al funcionario designado por 
el Comité de Crisis, quien ejercerá la conducción y asumirá la responsa­
bilidad política del empleo de las mismas, en el cumplimiento de las le­
yes y al solo efecto del restablecimiento de la seguridad interior afectada" 
(art. 20.2). 

Cuando existe una declaración de estado de sitio por conmoción in­
terior, y excepcionalmente se permita la actuación de las Fuerzas Arma­
das, la conducción de tales fuerzas militares -así como de las policías na­
cionales y provinciales que estén interviniendo- queda a cargo del 
Presidente de la Nación, asesorado por el Comité de Crisis y por un órga­
no similar previsto en la ley 23.554 que regula la actuación de las fuerzas 
armadas. Además, se designará un comandante operacional de las fuerzas 
armadas y se subordinarán a él todas las demás fuerzas de seguridad y po­
liciales exclusivamente en el ámbito territorial definido para dicho coman­
do (art. 32, in fine). 

Los Ptincipios t'f!lativos a una eficaz prevención e investigación de las ejecucio­
nes extralegales, arbitrarias o sumarias establecen que es obligación de los go­
biemos garantizar un control estricto, con una jerarquía de mando clara­
mente determinada, de todos los funcionarios responsables de la captura, 
detención, arresto, custodia y encarcelamiento de personas, así como de 
todos los funcionarios autorizados por la ley para usar la fuerza y las armas 
de fuego (Principio 2º). Se impone a los gobiernos, además, el deber de 
prohibir a los funcionarios superiores o autoridades públicas que den ór­
denes mediante las cuales autoricen o inciten a otras personas a llevar a 
cabo cualquier ejecución extralegal, arbitraria o sumaria, y si así ocurrie­
ra se dispone que toda persona tendrá el derecho y el deber de negarse a 
cumplir esas órdenes (Principio 3). Complementariamente, el Principio 19º 
dispone que no podrá invocarse una orden de un funcionario superior o 
de una autoridad pública como justificación de ejecuciones extralegales, 
arbitrarias o sumarias. En su segundo párrafo este último principio esta­
blece la posibilidad de que los funcionarios superiores, oficiales u otros 
funcionarios públicos puedan ser considerados responsables de los actos 
cometidos por agentes sometidos a su autoridad si tuvieron una posibili­
dad razonable de evitar dichos actos. 

La represión de la protesta social 

1\1.1. 7 Normas para la actuación de las fuerzas de seguridad 
en reuniones públicas 
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Genéricamente, el artículo 4 (capítulo 11) del decreto 333/58 dispo­
ne que en la Capital Federal es función de la PFA velar por el manteni­
miento del orden público y de las buenas costumbres garantizando la u·an­
quilidad de la población. El artículo 6 inciso 5 establece como facultad de 
la PFA, para cumplir con sus funciones en el ámbito de la ciudad de Bue­
nos Aires, la de intervenir en la realización de las reuniones públicas en el 
modo y extensión que determinan las leyes y reglamentos. En directa re­
lación con esta facultad, y más específicamente, el artículo 142 del decre­
to 333/58, dispone que "[e] n las reuniones públicas autorizadas por la Po­
licía Federal se limitará a mantener el orden, garantizando la tranquilidad 
y seguridad sin intervenir en su desarrollo sino en los casos de comisión 
de delitos o contravenciones expresamente sei'í.aladas ... ". 

En el aii.o 1999, el Presidente de la Nación mediante el decreto 150 dis­
puso que, teniendo en cuenta que conforme con la ley nacional 24.588 
(que regula los alcances de la autonomía de la ciudad de Buenos Aires) el 
Gobierno nacional seguiría ejerciendo su competencia en materia de segu­
ridad y protección de personas y bienes en el ámbito de la Capital, la PFA 
debe detener y conducir a la dependencia policial que corresponda a quie­
nes" ... realizaren reuniones tumultuosas en perjuicio del sosiego de lapo­
blación o en ofensa de determinada persona", ello con "el fin de reforzar 
la tarea de prevención tendiente a asegurar una mayor seguridad y protec­
ción ele las personas y bienes ( ... )" (decreto 150/99, art. 1, inc. e). La me­
dida aparenta haber sido una respuesta estatal a una forma de protesta en 
pleno surgimiento entonces: los "escraches". 

En el ámbito internacional, hay algunas previsiones en los Principios 
Básicos sobre el Empleo de la fuerza y Armas de Fuego por los Funcionarios encar­
gados de hacer cumjJli1·la Ley. El Principio 12º reconoce el derecho de todas 
las personas a participar en reuniones lícitas y pacíficas, ele conformidad 
con los principios consagrados en la Declaración Universal de los Dere­
chos Humanos (DUDH) y en el Pacto Internacional de Derechos Civiles 
y Políticos (PIDCP), en virtud de lo cual dispone que los gobiernos, los or­
ganismos y funcionarios encargados ele hacer cumplir la ley reconocerán 
que la fuerza y las armas ele fuego pueden utilizarse solamente ele confor­
midad con los Principios 13º y 14º. 

Por su parte, el Principio 13º que se aplica a todas las reuniones públi­
cas pacíficas, sean estas lícitas o ilícitas, dispone que los funcionarios en­
cargados de hacer cumplir la ley deberán evitar el empleo de la fuerza (ex­
cepcionalidad) y cuando ello no fuere posible tienen el deber de limitar 



¡,; 
1 

1: 

120 CELS 

su uso a lo estrictamente necesario (principios de proporcionalidad y de 
estricta necesidad). 

Con relación a las reuniones violentas, la regla también es la absten­
ción en el empleo de armas de fuego aunque se establece la facultad de 
utilizarlas, siempre que no pueda disponerse de medios menos peligrosos 
y únicamente en la medida mínima necesaria (Principio 14º) sólo cuando 
concurran las circunstancias previstas en el Principio 9º (defensa propia o 
de otras personas, peligro inminente de muerte o lesiones graves, evitar 
comisión de delito que entraiie amenaza para la vida, detener a la perso­
na que represente ese peligro o evitar su fuga). 

IV.2 La actuación de las fuerzas de seguridad 
en el período 1996-2002 

Todos los casos de protesta social considerados en este informe son su­
puestos de reuniones públicas (lícitas o ilícitas) en los términos estableci­
dos por los principios mencionados en el apartado anterior. Por ello, rige 
en todo su vigor la obligación de los miembros de las fuerzas de seguridad 
de adecuar su actuación a los principios de excepcionaliclad, proporcio­
nalidad y estricta necesidad en el uso de la fuerza. 

Sin embargo, la infracción a estos principios aparece ligada a la mayoría 
de los casos en que se observan violaciones a obligaciones de respeto de los 
derechos humanos. El Estado argentino ha lesionado la integridad física y 
psíquica de las personas objeto de intervención policial y en casi todos los ca­
sos las fuerzas de seguridad han aparecido haciendo un uso informal de la 
fuerza en el contexto de los conflictos sociales. No se ha respetado la gradua­
lidad en la intensidad de la intervención, no se han realizado advertencias 
previas y tampoco se respetó la excepcionalidad en el uso de armamento con 
capacidad letal. La estructura de órdenes y mandos qüe se dispuso en cada 
ocasión también operó muchas veces en condiciones de improvisación, con 
ausencia de pautas claras de acción y con anuencia de la superioridad de ca­
da fuerza interviniente frente al desempeii.o del personal subordinado. 

Estos comportamientos provocaron decenas de muertos y cientos de 
heridos y detenidos durante los últimos aii.os. Muertes y lesiones que un 
obrar prudente de los órganos del Estado encargados de la administración 
de la fuerza pública hubiera podido evitar sólo enmarcando su obrar en 
el debido respeto a los derechos elementales de la persona. 

Los hechos que a continuación se describen exponen estas prácticas 
institucionales y sus consecuencias, pero no agotan la totalidad de los ca­
sos de abuso en el uso de la fuerza registrados entre 1996 y 2002. 

La represión de la protesta social 

1\1.2.1 Violaciones a los principios de proporcionalidad, 
excepcionalidad y necesariedad en el uso de la fuerza 

/1/.2. 1. 1 Los sucesos del puente de Corrientes de diciembre de 199935 
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En los sucesos del Puente Internacional General Belgrano, que une las 
provincias de Chaco y Corrientes -en el marco de la protesta social que 
se extendió desde junio de 1999 hasta mediados de diciembre de ese aiio, 
cuando tuvo lugar una violenta represión por parte de la Gendarmería-, 
numerosos hechos han revelado un patrón de violencia en la actuación de 
los miembros de esa fuerza de seguridad. 

El 27 de julio, en horas del mediodía, ciento veinte gendarmes llega­
ron a la zona. Si bien se hizo retroceder a los manifestantes que habían to­
mado el puente, éstos permanecieron sobre el terraplén y sus inmediacio­
nes, resistiendo con piedras y palos el avance de las fuerzas de GN. Ante tal 
resistencia, el personal de GN retrocedió pero hubo varios heridos de ba­
la de goma y afectados por los gases tóxicos en ese encuentro: una grana­
da de gas dio en la boca de Juan Pereyra y otra en la pierna de una docen­
te, en dos de los casos más graves36• 

Cinco meses después se mantenía la situación de conflicto. En la madru­
gada del 17 de diciembre de 1999, quinientos gendarmes irrumpieron en 
la zona del puente b~o una total oscuridad debido al estallido previo de una 
usina eléctrica37. Lo hicieron avanzando sobre el propio puente y en lan­
chas por el río, arrojando gases y realizando disparos contra la gente38. Mien­
tras un grupo de periodistas intentaba filmar lo ocurrido, un encargado de 
la iluminación fue arrastrado de los pelos por gendarmes. Ese día no hubo 
ninguna advertencia previa de desalojo. El despeje duró sólo veinte minu­
tos y a pesar de que después de la acción no quedó ningún manifestante so­
bre el puente, la Gendarmería siguió avanzando sobre los barrios aledaiios. 

Por las características que presentó la intervención de la Gendarmería 
puede inferirse que desde el principio el objetivo no estuvo acot.'1do a la 

35 Véase Reset'ía de casos ... , acá pite 1.5. 
3G Sánchez, Pilar, Correntinazo itéva, Cuadernos de Editorial Agora 9, Buenos Aires, 

2000, p. 46. 
37 Página/12, edición digital, 18/12/01, "Balas y gases en un puente a ninguna parte". 
38 Según el relato de una víctima: "Llovían los gases: primero apuntaban hacia arriba, 

pero después tiraban directamente a la altura de la gente. Ya ni sé si hacía efecto ( ... ) Me 
entró curiosidad por saber qué tanto estaban tirando o hasta dónde serían capaces de ha­
cerlo ( ... )Junté conye y me adelanté todavía un poco más. No llevaba nada para ir a lasti-
marlos, solamente una remera sobre la cabeza ( ... ) por los gases ( ... ) ni una piedra enlama-
no. Cuando hice unos metros empezaron a sonar los disparos ( ... ) me parecieron disparos 
al aire, pero eran de grueso calibre ( ... ) en esa descarga recibí el impacto y me caí al sue­
lo". Testimonio recogido por la Comisión Provincial de Derechos Humanos. 
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desocupación del puente mediante la dispersión de quienes se encontra­
ran allí. El avance sobre los barrios aledaüos y el posicionamiento en el 
centro de la ciudad desde las primeras horas del día hasta pasadas las 15.00 
son circunstancias que demuestran la desproporción en el uso e interven­
ción de la fuerza pública. 

Una vez lograda la ubicación sobre el puente, no bastó con apostar efec­
tivos en el lugar para evitar, si así hubiera correspondido, que los vecinos se 
dirigieran nuevamente a él, sino que se avanzó sobre las zonas aledaüas. Po­
dría afirmarse que las condiciones en que se produjo la intervención de la 
Gendarmería sólo cooperaron a expandir el conflicto involucrando con su 
intervención a la ciudad entera. 

Como consecuencia de este accionar murieron Mauro Ojeda y Fran7 

cisco Escobar. 

1\1.2. 1.2 La protesta en Plaza de los Dos Congresos 
del 19 de abril de 200039 

También hubo un uso arbitrario de la fuerza en el caso de la protesta 
protagonizada por trab~adores vinculados a la Confederación General del 
Trab<Uo liderada por el sindicalista Rugo Moyano (CGTDisidente) ell9 de 
abril de 2000, a pesar de que existía una orden judicial que sólo autorizaba 
la intervención policial para despejar la calzada y la vereda con el objeto ele 
garantizar la circulación vehicular y peatonal en la Av. Enu·e Ríos, frente al 
edificio del Congreso Nacional en la ciudad de Buenos Aires. 

Cuando la PFA comenzó a reprimir había aproximadamente ciento 
cincuenta personas y, salvo algunos dichos de miembros del propio perso­
nal policial que indicaban que habían sido objeto de agresiones por par­
te de los manifestantes, existen en el proceso judicial plurales versiones 
que indican que, en general, el clima en que se desarrollaba la protesta 
era ordenado y pacífico. 

Mientras se llevaban adelante negociaciones entre manifestantes y au­
toridades policiales, la Guardia de Infantel'Ía de la PFA avanzó detrás de 
un camión hidrante que lanzaba agresivos químicos. Quizá sea éste uno 
de los casos en que con mayor claridad se evidencia que no hay control so­
bre el avance de la intervención policial ni adecuaciones a pautas de in­
tervención gradual. 

Aun cuando en cuarenta y seis segundos se cumplió la orden judicial, 
la guardia de infantería siguió reprimiendo a los manifestantes, los persi­
guió con el objeto de detenerlos por las inmediaciones de la zona en don­
de se desarrollaba la protesta y detuvo indiscriminadamente a cincuenta 

3g Véase Reseña de casos ... , acápile 1.4. 
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personas que, en su gran mayoría, se encontraban alejándose del lugar a 
pie o bien en los colectivos en los que habían llegado al lugar. La mayor 
parte de las detenciones de ese día se produjeron en esos momentos. 

Este caso también da cuenta de un accionar de la Policía Federal vio­
latorio de los principios de proporcionalidad y excepcionalidad bajo los 
cuales está obligada a proceder, pues extendió innecesaria y desmesurada­
mente su intervención· temporal y espacial. 

Un ejemplo puntual de la desproporción e innecesariedad con que se 
produjo la intervención policial fue el caso de Carlos Eusebio Hernández 
quien fue apaleado, golpeado e insultado por la policía, cuando se encon­
traba tirado en el piso, tras haber recibido numerosos disparos de una es­
copeta Itaka con balas de goma. En esas circunstancias el suboficial Riquel­
me de la PFA cortó la campera del manifestante con una nav¡ya. Así, al 
desmesurado uso de la fuerza se suma el empleo, en una situación de in­
defensión absoluta, de un arma cuya utilización no est.'1ba autorizada por 
ninguna finalidad legítima. 

1\1.2. 1.3 Los cortes sobre la ruta nacional no 34 en la provincia 
de Salta de junio de 200110 

En el marco de una protesta sobre la ruta 34 que venía desplegándose 
desde hacía quince días, el juez federal Abe! Cornejo dispuso la interven­
ción ele la Gendarmería a fin de que los manífesl<'1ntes cesaran en su actitud. 
Una vez disuelto el grupo, sin embargo, la presencia de dicha fuerza de se­
guridad se extendió durante varios días. La nota característica de estos acon­
tecimientos fue la falta de gradualidad, tanto en la disponibilidad de la fuer­
za pública como en la intensidad que ésta requiere en cada momento. 

En ese contexto se realizaron numerosas detenciones. Más allá de los mo­
tivos alegados por la Gendarmería en cada caso, lo cierto es que casi la tota­
lidad de los detenidos negó las versiones del personal de seguridad y dio 
cuenta de haber sido víctima de distintas agresiones yvejámenes4I, Al ingre­
sar al Servicio Penitenciario estas personas presentaban lesiones en el rostro 
y el cuerpo corroboradas por el médico ele tumo·l2, La violenta intervención 

40 Véase Resetia ele casos ... , acápite 1.3 y los acápites III.5.2, 111.5.3 y TII.5.5. del capítulo III. 
41 José Marcelo Castillo y Carlos Daniel Ríos, por ejemplo, declararon haber sido dete­

nidos en sus casas, mienlras dormían en horas ele la madrugada. Ambos fueron golpeados 
y amenazados anLes de ser llevados al destacamento de GN. A José M. Castillo lo amenaza­
ban con matarlo y hacerlo desaparece!~ diciéndole que ele ello nadie se enteraría. Lo mis­
mo ocurrió en el caso de Francisco Javier Aguirre, detenido aproximadamente a las seis de 
la mmiana cuando se dirigía a realizar un trabajo. 

42 Cfr. fs. 1707, causa 2152/00 "Averiguación Corte de Ruta Nacional nro. 34-Jnfracción 
Art. 194 del Código Penal",Juzgado Federal ele Instrucción 1 de Salta; juez Abe! Cornejo. 
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de la Gendarmería Nacional incluyó la persecución de manifestantes y el 
allanamiento de moradas sin orden judicial y hasta el ataque con gases y 
balas de goma a un grupo de personas que había salido en procesión ha­
cia la ruta con imágenes de la Virgen de Fátima y de otros santos43• 

Todos los registros previos al día 17 de junio de 2001, fecha en que 
el juez Abe! Cornejo ordenó la intervención de la Gendarmería, mues­
tran que hasta entonces el magistrado había ordenado a esa fuerza de 
seguridad que no debía adoptar ninguna medida que pudiera agravar la 
situación44 hasta tanto las autoridades provinciales involucradas en la ne­
gociación concluyeran con un acuerdo de solución. Según consta en la 
causa que investiga los hechos, Cornejo dijo sostener este criterio "con­
siderando que toda acción de demostración de fuerza no produciría un 
efecto de disuasión sino más bien de provocación en las actuales circuns­
tancias"45. 

Sin embargo, el 17 de junio, se informó, desde el Escuadrón Tartagal 
52 de Gendarmería, que en virtud de órdenes dadas por el juez federal de­
bía despejarse la ruta. En la causa no consta que en aquel momento las ne­
gociaciones hubieran acabado ni que existieran otros elementos que hu­
biesen alterado la situación. 

El Ministerio del Interior y la Secretaría de Seguridad Interior, por su 
parte, coincidieron en que el magistrado había dictado la orden de des­
peje, afirmaciones que fueron desmentidas por Cornejo, quien informó 
que su actuación se habría limitado a enviar una pequeña patrulla de gen­
darmes con el objeto de intimar a los manifestantes para que no tomaran 
un depósito de combustibles ubicado junto a la ruta46• 

43 Página/12, 21/6/01; Clarín, 21/6/01. 
H El14 de junio de 2001 el propio juez Cornejo había dado instrucciones a GN dicien­

do que bajo su exclusiva responsabilidad, y conforme lo dispuesto en el artículo 24 de la ley 
24.059 de Seguridad Interim; no se debía hacer uso de la fuer.m en ninguno de los dispositi­
vos apostados en el Departamento Gral. San Martín de esa provincia, ni de fuerzas especiales, 
de apoyo o disuasión, sin pre1~a autorización del juzgado, como así tampoco debía proceder­
se por el momento al despeje de la ruta nacional 34 a la altura de Gral. Enrique Mosconi, en 
virtud de que, de acuerdo con las condiciones imperantes en la zona, dicho desenlace podría 
traer aparejadas consecuencias imprevisibles (Cfr. fs. 1041, Causa 2152/00). 

Además, el 13 de junio de 2001, Pedro Zueco, Comandante Principal de Escuadrón N• 52 
de Tartagal de la GN había informado al juez federal sobre las consecuencias de un even­
tual desalojo en el corte de la ruta nacional 34 a la altura de Gral. Mosconi (Cfr. fs. 
1251/1253, Causa 2152/00). Antes de ordenar la intervención represiva se había puesto en 
conocimiento de la autoridad judicial que la propia Gendarmería evaluaba como de suma 
complejidad la intervención en los cortes de ruta pues, entre otras razones, había una acti­
tud de fuerte resistencia de los manifestantes frente al desalojo y se involucraría práctica­
mente toda la población, tal como había ocurrido en otras ocasiones. 

45 Cfr. fs. 637, causa 2152/00. 
·tG "El secretario de Seguridad, Enrique Mathov ( ... ) düo que el juez federal de Salta, 

Abe! Cornejo, ordenó despejar la ruta. El juez lo desmintió: sostuvo que sólo envió a una 
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Más allá del propósito de las declaraciones públicas de los represen­
tantes del Poder Ejecutivo Nacional47, este caso muestra una coincidencia 
clara con lo ocurrido en la provincia de Corrientes. En ninguno de los dos 
casos el curso de las protestas había cambiado de forma relevante ni se asu­
mieron de modo repentino modalidades más violentas por parte de los 
manifestantes. No obstante, la intervención represiva de las fuerzas de se­
guridad se presentó súbitamente. 

La información que pudo extraerse del expediente judicial en que se 
investiga lo ocurrido en Salta refleja minuciosamente esta circunstancia. 
En menos de una semana, se pasó de una ot;den expresa del juez de no 
hacer uso de la fuerza bajo su exclusiva responsabilidad, a disponer de su 
uso en condiciones extremadamente desmesuradas y por varios días. 

Lo ocurrido en Salta demuestra hasta qué punto la intervención esta­
tal mediante el uso de la fuerza en forma desproporcionada y con una vo­
cación meramente represiva -que no se limitó a procurar la dispersión 
de una protesta- es capaz de profundizar las dimensiones del conflicto. 
Si bien es innegable que la protesta se producía en un clima de fuerte ten­
sión, la violencia más crítica fue fruto de la intervención de la Gendarme­
ría decidida repentinamente. 

1\1.2. 1.4 Las protestas de diciembre de 2001 en la Plaza de Mayo48 

Entre ell9 y el 20 de diciembre de 2001 se produjo una prolongada 
protesta social de dimensiones inéditas para el ámbito de la ciudad de Bue­
nos Aires en cuyo marco se registraron las manifestaciones más violentas 
por parte de. la Policía Federal. 

A la 1.00 del jueves 20 de diciembre, al mismo tiempo en que se difun­
día por televisión la renuncia del entonces ministro de Economía, Domin­
go Cavallo -y poco después de que se informara la declaración del esta­
do de sitio-, la Policía Federal ubicada en la Plaza de Mayo comenzó a 
lanzar gases lacrimógenos sobre los manifestantes que pacífica y ruidosa­
mente se habían congregado allí. Al igual que en los episodios anteriores, 

pequei\a patrulla de gendannes a intimar a los piqueteros para que no tomen un depósito de 
combustibles que está junto a la ntta, tal como habían amenazado. 'No hubo orden de desalo­
jo por parte de !ajusticia federal', düo, terminante, Cornejo( ... ) La orden textual de Cor­
nejo, distribuida anoche por el Gobierno nacional, pedía 'la recuperación' ele la ruta 'con 
los máximos recaudos de precaución, prudencia y recato, a fines de evitar hechos de 
violencia de cualquier tipo"'. Clmin, edición digital, 18/06/01. 

47 Véase, en este trab~yo, el apartado dedicado al análisis del discurso oficial donde se 
da cuenta del recurso permanente en todos los casos a justificar la actividad de las fuerzas 
de seguridad o bien a deslindar las responsabilidades propias del poder político. 

·tB Véase Resei1a de casos ... , acápite 1.2.1. 
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no se supo de advertencias previas y no se había registrado disturbio algu­
no que justificara siquiera la intervención policial a los fines de desalojar 
la plaza. 

Ya desde la media mañana del día 20 de diciembre de 2001Ia gente vol­
vió a congregarse masivamente en la Plaza de Mayo y en los alrededores del 
Congreso de la Nación. Aproximadamente a las 14.00, y aunque la situa­
ción era tranquila, la Policía Federal intervino. Se trató de una acción vio­
lenta frente a un co1"Uunto de personas que manifestaban pacíficamente. 

Aun cuando la jueza federal María Romilda Servini de Cubría ordenó a 
los jefes policiales a cargo que cesaran la represión, su orden no ftle acatada. 

Fue especialmente cruento el accionar de la división montada de la 
PFA, que atropelló brutalmente a las Madres de Plaza de Mayo mientras 
realizaban su tradicional ronda de los jueves alrededor de la pirámide ubi­
cada en el centro ele la plaza. Una de las personas detenidas así lo relató: 

" ... estaba sobre Diagonal Norte yendo hacia Plaza de Mayo y veo que 
viene la policía montada, más o menos 15 caballos yendo contra cual­
quier persona, contra bicicletas ( ... ) Me quedé convérsando con otras 
personas para ver qué pasaba en la plaza ( ... ) En ese momento apa­
recen unas motos ele la policía muy rápido. Ya cerca de la iglesia ca­
tedral, donde había muchísima gente cantando, desde una de las mo­
tos me arrebatan un bolso y lo llevan hacia su base. Yo voy hasta 
donde estaban concentrados a pedirles que me lo devolvieran; en ese 
momento dicen 'a éste'. Ya en el suelo, siento muchos golpes ( ... ) me 
alzan y me suben a un patrullero. Yo me resistía como podía a que 
me suban y en ese momento sentí una picana en la espalda. Empecé 
a gritar que por favor no me dieran con picana. Como quedé unos 
minutos solo arriba del patrullero, me escapé pero a los 15 metros 
más o menos siento un topetón ele un caballo, me tiraron, sentí que 
se me vino mucha gente encima, me patearon mucho. Me suben nue­
vamente al patrullero y salen rápido. Los dos policías que estaban a 
mis costados empiezan a darme golpes y trompadas, uno con las ma­
nos y el otro con el bastón. Después me levantaron por la espalda y 
me pusieron frente al conductor ( ... ) que se dio vuelta y me elijo: 'a 
vos te matamos cuando lleguemos'. Me golpeaba con el codo en la 

. frente, dos o tres veces hasta que me desmayé. Me desperté por un 
choque. Mientras tanto, me insultaban y me decían que cuando lle­
gara iba a ver. Yo rogaba que no me pegaran más, les decía que no te­
nía nada que ver. 
Por pegarme mientras manejaba tan rápido fue que chocaron a otro 
auto. Me maniataron, yo sentía un dolor muy fuerte en el hombro. 
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Pensé que estaba fracturado, un policía me retorcía más aún el hom­
bro, a punto tal que me lo sacaron de lugar ( ... ) Yo temblaba, necesi­
taba ver a alguien, que me viera, yo salgo ele trabajar a la una, nadie sa­
bía que estaba ahí. Al rato -para mí ya eran horas-, llegó una 
ambulancia y voy al hospital, esposado y con dos custodios"49 . 

En la ciudad de Buenos Aires se produjeron 190 detenciones en relación 
con el estado de sitio cuya declaración se produjo omitiendo previsiones cons­
titucionales. Del total de los detenidos, 29 llegaron a ser puestos a disposición 
del Poder Ejecutivo Nacional, que expresamente dictó el decreto 1682/01, 
el20 de diciembre de 2001, a su respecto. Con relación a las 161 personas 
restantes, se estaba trab<!iando en la confección de su listado a fin de prepa­
rar el dictado del correspondiente decreto cuando se hizo pública la renun­
cia del presidente De la Rúa, según informó la Superintendencia de Seguri­
dad Meu·opolitana de la Policía Federal Argentina a la jueza que investiga los 
hechos. Ese día en la ciudad de Buenos Aires hubo, además, más de doscien­
tos cincuenta detenciones en relación con supuestos delitos comunes. 

Si se analizan los horarios en los que se produjeron cada una de estas 
detenciones, se advierte que hubo dos picos en la Ílltervención policial el 
día jueves 20 de diciembre: entre las 10.00 y las 13.00 y entre las 17.00 y las 
19.00. Respecto del primer pico horario seíialado, debe tenerse en cuenta 
que varios de los imputados que declararon en la causa judicial en que se 
investigan los hechos del día 20 de diciembre en el ámbito de la Ciudad 
Aut5noma de Buenos Aires seilalan que, a esa ahora aproximadamente, el 
entonces jefe policial exigía que se realizaran detenciones masivas!í0• 

/11.2.1.5 Las protestas de diciembre de 2001 en la provincia de Santa Fe51 

Un ejemplo más de desproporción y arbitrariedad en el uso de la fuer­
za nos lo brinda la actuación de la Policía de la Provincia de Santa Fe du­
rante las protestas sociales que tuvieron lugar en el interior del país al fi­
nalizar el aii.o 2001. 

Se produjeron allí detenciones de contingentes enormes de manifes­
tantes. A aquellos que fueron llevados a la Escuela Superior ele Policía de 

49 Entrevista del CELS con Eduardo De Pedro. 
50 "Hay que hacer detenciones, hay que hacer detenciones, que comiencen las deten­

ciones ( ... ) que se lo veía al Comisario Santos en la mañana del 20 de diciembre en la Di­
rección General ele Operaciones, en forma alterada ordenaba que quería 50 detenciones 
en la zona de Plaza de Mayo" (Cfr. fs. 796/810, ampliación de declaración indagatoria de 
Norberto Gaucliero, causa A-5622/01, a cargo del Juzgado Federal de Instrucción nº1,jue­
za María Romilda Sen•ini de Cubría). 

51 Véae Reseiia de casos ... , acápite 1.2.7 
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Rosario -lugar en el que los detenidos fueron alojados en condiciones de 
hacinamiento- se los obligó a ubicarse mirando hacia Ja pared, sentados 
con las manos en la cabeza y sin poder comunicarse entre ellos. Cuando 
la abogada defensora (miembro de la Asamblea Permanente por los Dere­
chos Humanos) exigió explicaciones sobre esa situación, sólo hubo silen­
cio de los funcionarios policiales y un "sorpresivo" apagón del sistema de 
electricidad. 

Durante esos días, en algunas comisarías de la ciudad de Rosario, tenían 
como práctica colocar a los detenidos arrodillados, mirando hacia la pared, 
con las manos en la cabeza durante horas, hasta tanto se les tomara decla­
ración. Se los sometía, además, a otros tratos de violencia física y psíquica. 

/1/.2. 1. 6 Las protestas de diciembre de 2001 en la provincia 
de Entre Ríos 52 

Otro de los centros del conflicto en diciembre de 2001 fue la provin­
cia de Entre Ríos, más precisamente las afueras de la ciudad de Paraná 
donde se concentran los sectores más humildes de la población. En ese lu­
gar se ubicaba también una sucursal de supermercados Wal Mart en don­
de desde el día 19 de diciembre de 2001 había una fuerte custodia de la 
fuerza de seguridad provincial (miembros de distintas comisarías de lazo­
na, del cuerpo de policía montada y hasta del servicio penitenciario) 53 y 
agentes de seguridad privada que se había dispuesto preventivamente con 
el fin de evitar que dicha sucursal fuera objeto de saqueos, tal como venía 
ocurriendo en otros lugares de esa provincia. 

DUrante toda la maíiana del día 20 de diciembre un grupo de vecinos 
rodeó esa sucursal exigiendo en forma pacífica que les fueran entregados 
alimentos, petición que fue rechazada por las autoridades de la empresa. 
Ninguno de los manifestantes que se encontraban allí poseía armas de fue­
go, aunque algunos arrojaban piedras hacia el supermercado. En un mo­
mento, la policía avanzó contra los manifestantes utilizando armas largas 
antimotines con balas ele goma y también haciendo uso de su arma de fue­
go reglamentaria (pistolas de calibre 9 mm). 

Los vecinos corrían alejándose hacia las zonas de Alloati y Mosco ni, dos 
barrios muy humildes ele Paran á. Nuevamente la intervención policial no se 
limitó a dispersar a los manifestantes, sino que éstos eran perseguidos mien­
u·as huían del lugar. En el marco de la persecución ingresaron a viviendas 
que quedaban en el camino en busca de protección ante los disparos que 

52 Véase Resei1a de casos ... , acápite 1.2.5. 
53 Algunos testigos afirman que había allí aproximadamente cien policías. 
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provenían de personal policial. La policía también ingresaba de modo vio­
lento en cada uno de esos domicilios. 

Lo mismo ocurrió en el centro de la ciudad donde varios vecinos de un 
barrio muy humilde llamado Maccarone se acercaron hasta una sucursal 
de las cadenas de supermercados Norte reclamando que les entregaran ali­
mentos. Fueron reprimidos por la policía antes de llegar al vallado del lo­
cal, con gases lacrimógenos y armas de fuego, para luego ser perseguidos 
incesantemente en móviles de esa fuerza, con personal armado. 

En un momento, los manifestantes que seguían huyendo en dirección 
al barrio Maccarone, sin armas de ningún tipo, fueron emboscados en el 
parque de una dependencia estatal (el Consejo General de Educación) 
por un móvil de la Comisaría 8ª de la ciudad de Paraná que era conduci­
do por el cabo Silvia Martínez quien, conforme a las declaraciones de los 
testigos, sacó su arma de fuego reglamentaria y comenzó a disparar indis­
criminadamente contra los manifestantes, produciendo la muerte de Eloí­
sa Paniagua, de trece años. 

/l/2. 1. 7 Los sucesos del puente Pueyrredón el 26 de junio de 20025'1 

El 26 ele junio de 2002, cuatro organizaciones de desocupados (la 
Coordinadora Aníbal Verón, el Movimiento Independiente de Jubilados 
y Pensionados, Barrios de Pie y el Bloque Piquetero) impulsaron cortes en 
las principales entradas a la Capital Federal. El objetivo de los manifestan­
tes era instalarse en cinco accesos y bloquearlos hasta obtener una respues­
tc1. oficial a sus reclamos. A raíz de ello se realizó un inmenso despliegue 
de fuerzas de seguridad provinciales y nacionales (según sostuvieron los 
encargados del operativo, se habría afectado a dos mil efectivos entre Poli­
cía Federal, Gendarmería y guardias de infantería55). 

Al mediodía de ese miércoles, más de dos mil manifestantes intenta­
ron copar el puente Puerreydón, que une la Capital con Avellaneda, lle­
gando por la avenida Mitre y la avenida Pavón. Las fuerzas de seguridad 
procuraron inmediatamente desalojados, reprimiendo con gases lacrimó­
genos. Al mismo tiempo, según los testigos, sonaron disparos, que supues­
tc1.mente correspondían a balazos ele goma. Mientras el grueso de los pi­
queteros, en medio del pánico, se replegaba hasta la estación ele ferrocarril 
de Avellaneda para huir de las fuerzas de seguridad, la violencia del cho-

54 Véase Resetia de casos ... , acápite l. l. 
55 El titular de Gendarmería, Hugo Miranda, dijo a la agencia Diarios y Noticias (DyN) 

que un lota! de dos mil efectivos, entre policías de la Federal, prefectos, gendarmes y gum~ 
días de Infantería, participaban del operativo para impedir el avance hacia la capital de los 
piqueteros. Agencia DYN, 27/6/02. 
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que provocó muchos enfrentamientos cuerpo a cuerpo entre militantes y 
policías. 

Como consecuencia de estos hechos, en el hall de la terminal de Ave­
llaneda se halló el cuerpo inerte de un hombre, Maximiliano Kosteki, ba­
leado a unos cien metros de la estación. Luego otro hombre, Darío Santi­
llán, fue asesinado en ese mismo hall. Más adelante se supo que los dos 
integrantes del Movimiento de Trabajadores Desocupados, Corriente Aní­
bal Verón, de respectivamente 24 y 21 ati.os, habían sido asesinados con 
balas de plomo descargadas por miembros de la Policía Bonaerense. 

Además de los dos muertos, alrededor de noventa personas resultaron 
heridas a causa de la represión policial -30 de ellos a raíz de disparos de 
armas de fuego-y 160 manifestantes fueron detenidos (52 eran mujeres, 
7 de ellas embarazadas, y 43 eran menores de edad). Algunos detenidos de­
nunciaron torturas por parte de los miembros de la Policía Bonaerense. 

Datos significativos aportó el diputado Alfredo Villalba al testimoniar 
sobre lo que pudo observar cuando entró a las 2.30 del miércoles 26 a la 
Comisaría 1 ª de Avellaneda. Once detenidos estaban heridos y la policía 
demoró horas antes de trasladarlos a un hospital. Gran parte de los dete­
nidos que vio tenían golpes y manchas de sangre. 

Se reveló, además, que la represión llegó hasta el Hospital Fiorito, don­
de fue atendida la mayoría de los heridos. Isabel Maso, presidenta de la 
Asociación de Profesionales, ratificó en declaraciones periodísticas al cum­
plirse seis meses de la represión en el puente Pueyrredón, que "efectivos 
de la Policía Bonaerense ingresaron al Hospital [Fiorito] y reprimieron a 
los familiares y amigos que se habían juntado en el patio, donde espera­
ban que se les diera alguna información sobre los heridos". La médica tam­
bién confirmó que durante esas horas la policía se desplegó en el interior 
del hospital que por ese motivo "hubo baleados que no se animaban a en­
trar a pesar de que necesitaban ser asistidos; dos días después nosotros se­
guíamos recibiendo gente con perdigones en el cuerpo que había llega­
do al hospital y se volvió al ver a la policía". El día de la represión, a pesar 
de las presiones, algunos profesionales del Fiorito, entre ellos Maso, con­
firmaron a los medios de comunicación que había dos muertos y decenas 
de heridos con munición de plomo, y se movilizaron para que la policía 
se retirara del edificio. "Al ver lo que pasaba, un grupo de trabajadores 
buscamos a la directora y le pedimos que llamara a un fiscal que intervi­
niera y frenara la represión; la directora escuchó el reclamo pero en lugar 
de llamar a la fiscalía pidió refuerzos a la comisaría de la zona" 56. 

50 Págilw/12, "Acto de médicos y piqueteros", 27/12/02. 
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Además de la lesión a los principios de excepcionalidad, proporcionali­
dad y estricta necesidad en el uso de la fuerza recién relatada, también se ha 
verificado repetidas veces la utilización de armas de fuego en la interven­
ción de las fuerzas de seguridad para la represión de reuniones públicas, en 
contextos en los cuales su uso en modo alguno se hallaba justificado. 

/1/.2.2. 1 Los sucesos del puente de Corrientes de diciembre de 1999 57 

En el marco de la represión desatada en diciembre de 1999 en el Puen­
te Internacional Manuel Belgrano, si bien la investigación judicial no ha 
determinado hasta el momento qué ocurrió exactamente, hay diversos tes­
timonios que indican que los disparos fueron realizados por personal de 
Gendarmería. Baltazar Rodríguez Moreira, periodista del diario El hule­
pendiente, dijo haber visto cómo la Gendarmería usaba armas de fuego y 
también dijo haber visto francotiradores con escopetas calibre 22 con mi­
ras infrarrojas. Claudia Roldán, de la Radio FM Hits y Mariano Rojas, de 
FM City, dijeron que "[!]os disparos provenían de donde estaban los gen­
darmes. Se escuchó claramente cuando los oficiales de Gendarmería or­
denaban a sus efectivos que levantaran los casquillos"58• 

Otro testigo que se encontraba en el lugar aseguró sobre una vaina servi­
da que era"( ... ) una bala reformada. Es de un calibre 22 más grande, también 
conocido como 223, que utilizan las fuerzas militares en unos fusiles FAL mo­
dificados, para este tipo de casos"59• También testigos de negocios ubicados so­
bre la Avenida 3 de Abril-escenario principal de la represión luego del desa­
lojo del puente-, declararon que miembros de la GN ingresaron en sus 
propiedades desde donde disparaban a los manifestantes con armas de fuego. 

11/.2.2.2 La protesta en Plaza de los Dos Congresos de abril de 2000 60 

En la represión a un grupo de manifestantes que tuvo lugar en abril 
de 2000 frente al Congreso Nacional, hubo 49 personas heridas, entre 
ellas, algunas por.disparos de armas de fuego61 • En poder de los manifes­
tantes no había armas ele fuego. 

57 Véase Reselia de casos ... , acápite 1.5. 
58 Sánchez, Pilar, op. cit., p. 77. 
59 El Litoral, Corrientes, 19/12/99. 
60 Véase Reselia de casos ... , acápite 1.4. . 
61 Son los casos de julio Piumato, dirigente de la Unión de Empleados judiciales de 

la Nación (UEJN), Fabián Giles, Osear Domínguez,Jorge O. Ramírez, Damián Córdoba 
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/V.2.2.3 Los cortes en la provincia de Salta de noviembre de 2000 
y junio de 2001 

CELS 

En la provincia de Salta, a raíz de la intervención del personal de GN 
en reiteradas ocasiones, se produjeron tres muertes, todas ellas entre no­
viembre de 2000 y junio de 2001. En noviembre del año 2000 fue mu~r­
to por disparos de arma de fuego Aníbal Verón. En los sucesos de I~e~Ja­
dos del mes de junio del año 2001las víctimas fueron Carlos San tillan y 

José Barrios. , . . 
Respecto de los hechos que tuvieron lugar el d1a 17 de JUI110 de 2001 

la versión brindada por las fuentes oficiales seíi.alaba que el grupo de gen­
darmes enviados por el juez había sido atacado con armas de fuego al lle­
gar a la zona del corte de ruta, por lo que se autorizó el uso de bal~s de 
plomo a partir del mediodía62. Sin embargo, numerosas fuentes tesumo­
niales aseguraron haber visto a gendarmes con armas de fuego ya en ho­
ras de la maíi.ana63, Con todo, en la causa judicial iniciada contra los ma­
nifestantes no se determinó hasta el momento la vinculación de ninguna 
de las personas procesadas con las lesio~es de armas de ~u~go que su~·ie­
ron los efectivos de la Gendarmería NaciOnal. Carlos Santlilan, de 27 anos, 
recibió un disparo de bala en la cabeza mientras se encontraba :ami~~ al 
cementerio de la ciudad de General Mosconi, a donde concurna a VISitar 
la tumba de su hija, fallecida tiempo atrás. Respecto del origen del proyec­
til, el propio vicedirector del hospital de Tartagal, Dr. Luis Martínez Ne­
gri, en declaraciones al diario Página/12, expresó que la bala encontrada 
en la cabeza de Santillán estaba "encamisada", dando a entender, de acuer­
do con el análisis periodístico, que se trataba de un disparo de arma de 

guerra, proveniente de la Gendarmería64. 
José Osear Barrios, de 17 aíi.os, fue encontrado muerto en la plaza de 

General Mosconi con una herida de bala a la altura de la cadera. La cau­
sa de su muerte, no obstante, habría sido un problema respiratorio provo-

1 . 65 
cado por los gases lacrimógenos o por ap astamiento . 

y Rodolfo López, según consta en la documentación remitida p?r el 1:fos.pi.ta115 ele Diciem· 
bre ubicado en el Partido de Avellaneda, Cfr. fs. 618 del expedtentejuchctal. 

62 El ex secretario ele Seguridad Interior, Enrique Mathov (hoy procesado por los he­
chos del19 y 20 ele diciembre ele 2001 en Plaza ele ~ayo) habl? específicament~ de ~111a 
"emboscada" de un grupo de piqueteros que se habnan escondtdo en el monte hnclero a 
la ruta, declarando que se trataba ele francotiradores. Página/12, edición digital, 18/6/01; 

Clarín, edición digital, 19/6/01. , . " .. 
63 La Nación, edición digital, 18/6/01; Clarm, edtctOn chgttal, 19/6/01. 
64 Página/12, edición digitai,18/6/0l. , .. , .. 
65 Página/12, edición digital, 18/6/01; Clmm, edtcton chgttal, 18/6/01. 
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Jv.2.2.4 Las protestas de diciembre de 2001 en la Plaza de Mayo 66 

Durante la represión a la manifestación espontánea en repudio algo­
bierno de Fernando de la Rúa, el 20 de diciembre de 2001 en horas de la 
madrugada fue herido Jorge Cárdenas sobre las escalinatas del Congreso 
Nacional. Cárdenas fue sometido a una revisión por médicos del Cuerpo 
Forense, quienes constataron que recibió dos disparos de calibre 9 mm, una 
munición coincidente con la que usa habitualmente la Policía Federal. Ade­
más, diversas fotos y filmaciones de los canales de televisión mostraron a 
Cárdenas aquella noche tirado durante varios minutos -alrededor de las 
3.30- hasta que finalmente fue socorrido. Esa noche, lo trasladaron al hos­
pital Ramos Mejía, con dos balazos, uno en la ingle y ou·o en la pierna. La 
gravedad de sus heridas y su aspecto hicieron que en ese momento se pen­
sara que estaba muerto. 

No existió en aquella ocasión ninguna advertencia previa de desalojo 
ni se había registrado tampoco la presencia de personas armadas en el lu­
gar. Por el contrario, la manifestación contaba con una participación ma­
siva de familias enteras con niños y personas de edad avanzada. 

Durante el transcurso del día 20 de diciembre, durante el cual se pro­
longó la protesta iniciada la noche anterior, fueron asesinadas al menos 
cinco personas: Diego Lamagna (26), Alberto Márquez (57), Marcelo Gas­
tón Riva (30), Carlos Almirón (24) y Gustavo Benedetto (23). 

Diego Lamagna, Alberto Márquez, Maree lo Gastón Riva y Carlos Almi­
rón murieron como consecuencia del impacto de balas de plomo67. Las 
pericias efectuadas en la investigación judicial indican que los proyectiles 
hallados en sus cuerpos guardan similitud con los perdigones que confor­
man los cartuchos de propósito general (ele plomo) para escopetas cali­
bre 12/70. Las escopetas calibre 12/70 son las que la policía utilizó, entre 
otras armas, para disparar munición antitumulto contra los manifestantes. 

Otras cinco personas, al menos, resultaron heridas por el impacto de 
bala de plomo durante estos sucesos. 

Ninguna de las personas muertas o heridas por la utilización de armas 
de fuego por parte de los miembros de la PFA estaba armada y ni siquiera 
se prodtüeron estas muertes en contextos de enfrentamientos de la poli­
cía con manifestantes armados. En el caso de Alberto Márquez, incluso, 
éste se encontraba sentado, descansando bajo la sombra de un árbol. Los 

66 Véase Resetia de casos ... , acá pite 1.2.1 y capítulo IV, acápite IV.2.3 y IV.4.2.2. 
67 Conforme con la decisión de la Cámara Federal porteña al resolver la situación de va­

rios de los policías y funcionarios políticos involucrados, Alberto Márquez fue asesinado por 
personal policial desde una camioneta sin identificación. Alberto Márquez, según reveló su 
autopsia, recibió dos balazos por la espalda. 
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manifestantes respondían ante la presencia policial arrojando piedras y otros 
objetos contundentes68• 

IV.2.2.5 Las protestas de diciembre de 2001 en la provincia de Santa Fe 69 

En la ciudad de Rosario, se produjeron ocho de las muertes registradas 
en todo el país durante las jornadas del19 y 20 de diciembre de 200170. En 
todos los casos, no hubo enfrentamiento armado con las víctimas ni pre­
sencia de personas armadas entre los manifestantes. 

Salvo la muerte de Graciela Machado, los restantes siete casos morta­
les presentan características similares: los policías dispararon con balas de 
plomo, a personas indefensas y frente a testigos que los vieron actuar de 
cerca. En idéntico contexto, numerosas personas resultaron gravemente 
heridas por armas de fuego. 

El único caso por el cual hay efectivos policiales incriminados, uno de 
ellos con prisión preventiva, es el de Claudia Lepratti, de 38 aíios. Lepratti re­
cibió un balazo de arma 9 mm en la tráquea y murió a raíz de una imparable 
hemorragia. Quienes dispararon -Esteban Velázques y Rubén Pérez- se ha­
bían bajado del móvil 2.270 del Comando Radioeléctrico de Arroyo Seco. En 
el resto de los casos no hay policías identificados y detenidos. 

Graciela Acosta y Juan Alberto Delgado también murieron a causa de dis­
paros de armas de fuego. Sus muertes fueron presenciadas por periodistas y 
las acciones, descriptas por radio. Graciela tenía 35 mi. os y siete hijos. Era una 
militante de los derechos humanos en Villa Gobernador Gálvez. La tarde del 
19 de diciembre estaba a docientos metros del supermercado La Gallega de 

68 Una víctima herida por un disparo de arma de fuego en el centro de la ciudad dijo 
sobre lo ocurrido: "A eso de las tres menos diez de la larde estaba en 9 de julio, corriendo 
permanentemente hacia el norte y el sur de la Avenida, justo en la esquina de Avenida de 
Mayo. En un momento aparecen cuatro motos, con dos policías cada uno. Uno manejaba y 
el otro llevaba, creo, una escopeta recortada con catio a repetición. Algunos tiraban al aire, 
otros a la multitud. Vos no sabías si las armas tenían balas de goma o balas de plomo. Había 
uno que se ensañaba y apuntaba a la gente. Era ganar unos metros y nuevamente retroceder 
por el efecto de los gases ( ... ) Empezamos a tirarle piedras a la policía, se escuchaban varios 
tipos de detonaciones ( ... ) Ahí siento como una mordida fuerte en la pierna, tibieza y líqui­
do que cae ( ... ) tengo.orilicio de entrada y de salida, de un 22 ( ... )Yo me enteré que era un 
balazo de 22 después, creía en ese momento que era una bala de goma. Lo que noté en lo­
do momento fue que había mucha solidaridad de la gente. Cuando llegamos a la puerta de 
un Banco sobre Avenida de Mayo, escucho que decían que le habían pegado a uno. Después 
me enteré que fue uno de los chicos que mataron. Yo me iba a ir al hospital, pero me daba 
miedo, por si le avisaban a la policía" (Entrevista del CELS con Juan Matías Padín). 

69 Véase Reseña de casos ... , acá pite 1.2. 7. 
7o Siete de ellas como consecuencia del uso de armas de fuego y una, Graciela Macha· 

do, a raíz de un problema cardíaco, mientras escapaba, junto con ou·as personas, de la re· 
presión policial. La mt\ier padecía mal de Chagas; pudo ser trasladada a un hospital donde 
falleció de un paro cardíaco. 
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esa ciudad con una amiga, Mónica Cabrera. Ambas mujeres buscaban a sus 
hijos en medio de un tumulto. El relato de Mónica Cabrera da cuenta de la 
violencia con que intervino la policía santafesina contra los vecinos que esta­
ban frente a ese supermercado: 

"Nosotras estábamos a dos cuadras pero hubo un desbande y la gente 
retrocedió hacia nuestro lado. Fue un descontrol. En un momento es­
cuché que Graciela me dice 'están tirando, están tirando'.Enseguida 
vi que se cayó de rodillas y luego para atrás. Me tiro, la agarro de los 
brazos y trato de sacarla. La arrastré a un pasillo pero no reaccionaba. 
'Me pegaron un tiro', me decía. Yo vi al policía que le disparó. Vi la fi­
sonomía perfectamente. Y si lo veo lo reconozco. Es más, hay unos 30 
testigos que lo vieron"71. 

Acosta había recibido dos disparos. Fue trasladada en ambulancia al 
hospital zonal y luego, en otra ambulancia, a otro centro sanitario, donde 
murió luego de agonizar por más de tres horas. Según el testimonio de su 
amiga "la bala le atravesó dos arterias, le partió el hígado y le destruyó los 
intestinos, el médico dijo que había perdido dos litros de sangre"72. 

También fue testigo ele esa muerte el periodista de LT8 Marcelo Nocet­
ti, ele cuyo relato se desprende que el escuadrón policial que mató aGracie­
laAcosta es personal de la Comisaría 29~ de Villa Gobernador Gálvez 

La ou·a víctima mencionada, Juan Alberto Delgado (28 años), también 
fue ejecutada por la policía. El joven se encontraba junto al grupo de mani­
festantes que habían concurrido a pedir alimentos en la esquina de Neco­
chea y Paseo, próxima a dos supermercados. Según testimonios recogidos 
por la Comisión Investigadora No Gubernamental: "la cana nos dijo que si 
saqueábamos el lugar nos iban a responder con balas" y "yo vi cartuchos de 
perdigones de plomo, de color rojo, y vi reprimir con itakas con cartuchos 
rojos"

73
. En un m~mento se proclltio una corrida y la gente se dispersó pa­

ra escapar de los disparos. Los testimonios afirman que Delgado corrió con 
ellos, pero luego volvió a la esquina de Necochea y Paseo, pues un grupo de 
sus amigos estaba siendo reprimido con golpes. El siguiente testimonio con­
signado en el informe de la Comisión Investigadora No Gubernamental, con 

7
I Revista E;l Eslabón, febrero de 2002, Rosario, Santa Fe, Argentina. . 

72 
Comisión Investigadora No Gubernamental de los Hechos de Diciembre de 2001 

Infon.ne Preliminar, Rosario, 1? de diciembre de 2002 (el grupo de trabajo está integrad~ 
por diversos representantes sociales, entre ellos, la Universidad Nacional de Rosario y la Co­
misi6n de Trabajo Carcelario), 

73 
Tanto .los testimonios como las lomas fotográficas acreditan la utilización de cartu· 

chos color rojo, propio de los que contienen munición de plomo. 
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el que todos coinciden, describe su asesinato: "lo veo aJ~an que vi~ne co­
rriendo, no lo podían parar, le tiraron a las pternas y cayo boca abaJo. Em­
pezaron a pegarle y pegarle, eran cuatro policías, le tirar~n con bal~ de ~a­
ma, y después uno de ellos se quedó sin balas, uno le duo al otr~ and: al 
baúl que hay para cargar', pero elotro dijo 'éste no va a ~orrer mas', saco,el 
arma y largó 3 disparos. Después levantó una mano: tema un a~·ma com~n 
de la policía, no fue a buscar las otras balas". El relato de los testtgos es cm~1-
cidente con la información que arrojó la autopsia: el cuerpo presentaba dts­
paros de armas de fuego, de balas de goma y fuertes golpes. 

Enu·e las personas que fueron muertas en esos días por miembros de la 
Policía de la Provincia de Santa Fe, se encontraban cuau·o menores de edad. 
Walter Campos, de 17, años estaba en una cola a 1~ espera el~ ~olsones de co­
mida en un supermercado del Gran Rosario, el dta 21 de dtctembre. En ~n 
momento, Campos y otro compañero amenazaron a los ~~cargados el: ladts­
tribución, impacientes por la larga espera. Personal poliCial comenzo a per­
seguirlos y a disparar contra la ge~te qu~ contin~aba aguardando en las cer­
canías del supermercado. La polie1a alego que el JOV'.:n estaba arn:ado, lo cu~l 
corroboran algunos testigos quienes sin embargo senalan ~:te el joven no utt­
lizó el arma. Luego de cruzar un arroyo, Campos se refugiO u·as un arbus~o, 
donde fue avistado por un francotirador policial de las Tropas de Opera~to­
nes Especiales (TOE), quien le disparó mortalmente en la nuca. ~1 efecuv~ 

brió fuego u·as observar su objetivo -el adolescente- con la mtra telesco-
a . 1 
pica de un arma sofisticada cuyo _emple~ :n estas circuns~n~tas -ta como 
se describió anteriormente- esta prohtbtdo. Se u·ata del umco cas~ en que 
un efectivo policial que intervino en los hechos reconoce haber dtsp:rado 
con el propósito de matar a un manifestante. No obstat~ te ello, y en r~on, de 
haber alegado legítima defensa de terceros, el fran.c,our:dor fue sobtesetclo 
en la causa que tramita ante el juzgado de Insu·uc~10n ~1~ 13. , , 

Las otras tres personas asesinadas fueron Ya111~1~ !"thm:a GarCla, Ruben 
Pereyra y Ricardo Villalba. Yanina, de 18 años, ree1b1~ un u:o ~uando se en­
conu·aba en la puerta de su casa. Los hallazgos descnptos t~1dtcaron que el 
deceso se produjo por hemorragia masiva de abdomen y torax por proyec­
til de arma de fuego. Pereyra, de 20 años, fue ultimado por una ~~1~ de plo­
mo en el barrio Las Flores (los testimonios recogidos por la Comtsto~ ;nves­
tigadora afirmaron que los disparos provenían de un grup.o de ~)Qhctas) ·Y 
Villalba, de 16 años, recibió un tiro en la cabeza en el Barna Patque ~asas. 

Como se consignara en párrafos anteriores, un número no determmado 
el d . · · l · s74 

de personas resultaron heridas de graveda , por tstln tos u pos e e atma . 

7·t Denuncia de la Asamblea Permanente por los Derechos J;Iumanos. (APDH) ~le la Ciu· 
dad de Rosario ante el Comité de Derechos Humanos de Nacwnes U melas. Los casos que 
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Enu·e ellas, R.o<món Pedro Ortiz (29 mios) fue baleaclo por la Policía ele la Pro­
vincia ele Santa Fe en un cruce ele vías ele ferrocarril cuando iba en su bici­
cleta, el día 20 de diciembre. Los policías se encontraban en un auto de pa­
u·ulla. Como consecuencia de ello le han quedado alojados 22 perdig'ones 
de bala de plomo en la cabeza y ou·os 17 en uno ele sus pulmones. Pedro Da­
niel López (14 años) fue baleado por la policía el19 ele diciembre aproxima­
damente a las 19.00 (las balas provinieron de un arma reglamentaria de ca­
libre 9 mm). El impacto ingresó por su hombro, au·avesándole un pulmón. 
Julián Antonio Fabio (19 años), estaba el19 de diciembre en la esquina de 
Previsión Hogar y Caoba cuando aparecieron dos móviles con personal po­
licial (un pau·ullero y un auto civil).' Uno de los policías le disparó con su ar­
ma reglamentaria en el abdomen, perforándole el intestino. Claudia Alber­
to Souza (30 años) se dirigía a comprar cigarrillos cuando fue baleado por 
personal policial que también en este caso usó su arma reglamentaria. Sou­
za recibió disparos en la ingle. 

1\1.2.2.6 Las protestas de diciembre de 2001 en Entre Ríos75 

En la provincia ele Entre Ríos, también durante el transcurso de las jor­
nadas de protestas masivas, se prodt~eron hechos que merecen ser rese­
i1ados en este apartado. 

Dos personas resultaron muertas por la acción del personal de la po­
licía de la provincia. 

Romina Ituraín (15 atios) fue muerta por un impacto de bala en el tó­
rax, mientras presenciaba la represión policial contra un grupo de mani­
festantes, que había ingresado en la finca de la familia mientras escapaba 
de la persecución policial. El disparo comprometió sus pulmones y suco­
razón, y produjo su muerte en pocos minutos. Según algunas constancias 
ele la causa judicial iniciada con motivo del homicidio, los manifestantes 
que huían no llevaban armas de fuego y el proyectil habría partido desde 
el lugar en que se encontraba apostado el personal policial. El hecho ocu­
rrió el día 20 de diciembre ele 2001 aproximadamente a las 16.00. 

La joven Eloísa Paniagua, ele 13 mios, fue asesinada el 20 ele diciembre 
cerca del supermercado ele Villa Maccarone, adonde había ido con su fami­
lia ante la promesa de que les entregarían bolsones de comida. Según el tes­
timonio de su padre,Julián Paniagua, ese día el titular de la Comisaría 8ª ha­
bía hablado con los empleados del comercio, y éstos accedieron a repartir 

s~ consignan en este párrafo son sólo algunos de los muchos que han registrado los orga· 
n1smos de derechos humanos y la Comisión Investigadora No Gubernamental, pem no to­
dos ellos han sido denunciados por las víctimas. 

75 Véase Resei'ia de casos ... , acápite 1.2.5. 
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los alimentos. La noticia convocó a una gran cantidad de vecinos a la zona. 
Pero cuando llegaron, se encontraron con la policía y la Gendarmería cus­
todiando el lugar: "Nos corrieron y entonces nos separamos: los grandes por 
un lado y los chicos por otro, para evitar que les peguen a los gurises", rela­
tó Paniagua. Los niíi.os comenzaron a correr de vuelta al barrio y los efecti­
vos policiales los persiguieron a balazos"76. Un disparo -de un arma calibre 
9 mm- alcanzó a Eloísa, ingresando por la parte superior de su cabeza y sa­
liendo por su boca. Alrededor de las 21.30 la niíi.a murió en el Hospital San 
Roque. La abogada del caso recogió testimonios de numerosos testigos que 
afirman que el autor de este disparo fue el cabo Silvio Martínez, de la Comi­
saría 8ª, cuya arma se encuenu·a identificada y secuestrada en la causa. 

IV:2.2. 7 El corte del puente Pueyrredón de/26 de junio de 2002
77 

Como ya se apuntó, el resultado de estos episodios fue la muerte de 
Da río San tillán y Maximiliano Kosteki y más de noventa personas heridas, 
entre ellas, al menos treinta como consecuencia de disparos de armas de 
fuego. El 27 de junio la autopsia determinó que los dos jóvenes habían 
sido asesinados por disparos de escopetas con perdigones de plomo, dis-

1. d d' . 78 parados a menos de ( 1ez metros e 1stancm . 
El comisario de la Policía de la Provincia de Buenos Aires, Alfredo Fan-

chiotti, y el suboficial de la misma fuerza, Alejandro Acosta, se encuentran 
actualmente acusados de doble homicidio agravado por alevosía, respec­
to de Maximiliano Kosteki y Darío Santillán, y de tentativa de homicidio 
agravado respecto de siete manifestantes. Con relación a esta última im­
putación, sostienen los fiscales de la causa que "los imputados Fanchiotti 
y Acosta dispararon sus escopetas hacia los manifestantes con cartuchos 
color rojo, es decir, con municiones de plomo, con la finalidad de dar 
muerte a las personas que estaban frente a ellos ( ... ) [quienes] no opo­
nían ninguna resistencia y se encontraban totalmente indefensas ya que 
se hallaban de espaldas a los agresores, corriendo hacia la estación de tre­
nes, circunstancia que agrava por alevosía la acción homicida de los nom­
brados, quienes además actuaron amparados en el marco institucional en 
el que se desempeúaban ( ... ) [los policías] han desarrollado las conduc­
tas descriptas de manera coordinada, siguiendo un designio común, el que 
por supuesto no puede ser otro que el de ocasionar la muerte de diferen­
tes manifestantes ( ... ) ambos deben responder en carácter de coautores 

76 Diario El Diario de la ciudad de Paraná, 21/12/01. 
77 Véase Reseila de casos ... , acá pite 1.5. 
78 Cfr. Clarín, 28/6/02. 
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de los homicidios y las tentativas de homicidio ( ... ) ya que ambos compar­
tían el dominio funcional de los hechos que perpetraron"79. 

Distintos testimonios corroboran las versiones sobre el uso prohibido de 
armas de fuego. Entre ellos, los de Walter Javier Medina80 y Alejandro Abra­
ham81 -el primero herido por disparos de plomo en la intercesión de las 
avenidas Pavón y ~Iiu·e y el segundo en las inmediaciones de Plaza Alsina­
y los de Julio González y de Sergio Ceferino Insaurralde, ambos heridos por 
~alas de plomo, ~uienes identifican a una persona "de campera bicolor ro­
Ja Y blanca, que dispara en forma constante contra los manifestantes"B2. 

IV.2.3 Ausencia de estructura de mandos y control 
sobre los operativos 

Tambi.én se han detectado severas infracciones en la organización de 
los operativos desplegados contra manifestantes entre 1996 y 2002. En mu­
chos casos no existía una adecuada estructura de mandos con responsa­
bles individualizados. Tampoco hubo responsables idóneos en las tareas 
ele coordinación y control sobre los efectivos. 
. .Dos de los p~ocesosjudiciales iniciados a raíz de alguno de estos casos 
md1can con clandad las dificultades e imprevisiones existentes. 

IV.2.3. 1 Manifestación en plaza de los Dos Congresos de abril de 2000 

El 19 de abril de 2000 en la manifestación de repudio a la reforma 
de la Ley Laboral convocada por la CGT disidente frente al Congreso 

70 S ' 1 1 · , eg~m se e esprenc e del ped1do de Elevación a Juicio, emitido por los fiscales Juan 
Jase Gonzalez y Adolfo Eduardo Naldini, respecto de la situación procesal de Alfred L · 
Fanchiotti, Alejandro ,ca~riel Acosta, Carlos jesús Quevedo, Lorenzo Colman, Mari~ H~~~ 
tor de la Fuente, Gastan Sterra, Francisco Celestino Robledo y Félix Osvaldo Vega e 1 
\:?u.ev~d~, De la.~uen~e, ~ierra y Vega fueron acusados de encubrimiento agravad¿ p~r~j~~~ 
CIClO e a funcwn pubhca (art. 277 in c. 1, apartados by el, e in c. 2 apartado a del Cód' 
Pc1~al); R~bledo es~á acu.sado de hab;~ ejercido de manera ilegítim~ funciones públicas 

1f:. 
hetentes a l~s.~uncwnanos ?e la Pohcta ele la Provincia de lluenos Aires, a pesar de 110 te­
ner tal condtcwn (art. 246, me. l. del Código Penal). 

80 Sostiene el testigo: "me doy vuelta y en la intersección de Pavón}' Mitre ( ) , 
grupo ele policía d ·D 1 ( ) 1 ... \eo un , . s e u m arme azu . . . no a canzo a hacer más de dos o tres metros cuando 
stento ~:n 1m pacto a la altura de la cintura, del lado derecho y un tirón en la parte del abdo­
men ... (fs. 1085/1089, causa 332.676). 
, 81 Alejando Abra~1am sostuvo en su testimonio que se enconu·aba "en la calle San Mar­
t~n con tod~s ~os mamfestantcs, escapando de la policía uniformada y gente de civil ue se­
na de la pohcta, en ese lugar cae t~na compañera". Al auxiliarla, Abraham fue heridoqen los 
gem~los, a la altura de la pantornlla. En ese momento pudo observar a otras do . 
(David Samuel Valdovino y Sil vi na Beatriz Rodríguez) también heridas por proys .fc~:ton~s 
balas ~e plomo (fs. 543/544, causa 332.676). es e e 

82 fs. 1134/1135, causa 332.676. 
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Nacional83, la autoridad policial responsable del procedimiento fue el co­
misario inspector Julio Díaz quien, por entonces, era el titular de la Direc­
ción General de Operaciones de la PFA. Esta dirección es la encargada de 
coordinar las tareas del personal que actúa en la vía pública, siempre que 
la entidad de las circunstancias exceda la capacidad del Comando Radioe­
léCtrico. En el lugar de los hechos, el responsable del operativo fue el Co­
misario Carca, titular de la Comisaría 68 en cuya jurisdicción se encuentra 
la Plaza de los Dos Congresos. Esta persona era -junto con los demás co­
misarios y subcomisarios presentes en el lugar- quien tenía a su cargo la 
responsabilidad sobre el desempeil.o de los agentes de seguridad en el mar­
co de la represión a los manifestantes. 

En aquel episodio, además de los abusos comentados anteriormente, 
miembros de la PFA reprimieron a un grupo de manifestantes que se en­
contraban en un colectivo frente a la plaza y que sólo habían regresado al 
lugar en busca de unas banderas. Al ser interceptados por los funcionarios 
policiales, éstos los golpearon, los patearon e insultaron mientras se en­
contraban en el piso, boca ab~o, y sin poder mirar por temor a ser repri­
midos más violentamente. 

El comisario inspector Laino (quien en esa circunstancia era superior 
jerárquico y por lo tanto responsable de los policías que estaban reprimien­
do) fue filmado mientras observaba los hechos desde la vereda de enfren­
te. Luego se acercó hacia el lugar sin tomar medida alguna frente a la con­
ducta del personal policial a su cargo. 

También cuando un grupo golpeaba a José Carlos Hernández, el res­
to del personal policial se limitó a presenciar pasivamente lo que ocurría. 
Así procedieron, por ejemplo, Fabián Andrés Moreno y Cristian Marcelo 
Medina, integrantes de la guardia de infantería que presenciaron las gol­
pizas de dos manifestantes, sin tomar ninguna medida dirigida a detener 
la actividad llevada a cabo por sus compail.eros. Aun cuando se trataba de 
funcionarios policiales con la misma jerarquía, quienes miraban pasiva­
mente aceptaban, con su actitud omisiva, la actuación desmedida y com­
pletamente al margen de la legalidad que presenciaban. 

Otro dato que debe considerarse es cómo quienes tienen a su cargo 
la dirección de los operativos ordenan la ejecución de acciones innecesa­
rias y muchas veces con escasos elementos que legitimen la intervención. 
Según la declaración del comisario inspector julio Díaz84 las detenciones 
realizadas durante la represión de la madrugada del19 ele abril de 2000, 

83 Véase Reseña de casos ... , acá pite 1.4. 
84 Cfr. fs. 563 /565 en causa 4794/00 del juzgado Federal de Instrucción 9;juez Gabriel 

Cavallo. 
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debieron ser ordenadas porque habrían recibido información acercade 
que, una vez que la avenida Entre Ríos había sido despejada, se habíqn 
comenzado a romper vidrieras de negocios ubicados en las cercanías del 
edificio del Congreso. Sin embargo, en ningún momento las cámaras ubi­
cadas en la sala de situación de la Superintendencia policial registraron 
tales acontecimientos, o al menos el comisario inspector no se refirió a 
ellos, sino a un "aviso" recibido por parte de las mismas autoridades poli­
ciales. Además había sido enviada al lugar una brigada de piso con equi­
pos de filmación, que según le constaba a Díaz, sólo pudo obtener imá­
genes de las vidrieras rotas, pero él personalmente no sabía de la 
existencia de filmaciones al momento en que las vidrieras eran dail.adas. 

En el mismo sentido, Guillermo Néstor Calviil.o, responsable de dar al 
jefe de Operaciones Urbanas la orden de movilizar a la Guardia de Infan­
tería para dar cumplimiento a la orden judicial, declaró que escuchó que 
había vidrieras rotas y que se producían saqueos, por lo que su división dis­
puso la detención ele personas que prodt~eran disturbios. 

Ninguna de las personas detenidas en aquella ocasión llevaba consigo 
element9s que pudieran haber sido sustraídos ele los negocios aleclaüos al 
edificio del Congreso, ni se realizó imputación alguna vinculada con sa­
queos. Nadie sabe ele dónde provino el aviso concretamente y los únicos 
elementos que permitían controlar la veracidad de esa versión (v. gr. las 
filmaciones) no dan cuenta de que tales sucesos hubieran estado ocurrien­
do fehacie1~temente. 

En un principio, la causa estuvo a cargo ele !ajusticia Federal, bajo la 
presunción de que el accionar policial de aquel día podría haberse origina­
do en decisiones ele autoridades políticas del Gobierno nacional85. Diversos 
representantes sindicales, policías y periodistas manifestaron que la repre­
sión se desencadenó inmediatamente después ele algunas comunicaciones 
con el entonces secretario nacional de Seguridad Interior, Enrique Mathov. 
Ciertas versiones, incluso, aseguraron que éste había concurrido a la Direc­
ción General de Dirección General de Orden Urbano y Federal de la Policía 
Federal Argentina, ámbito en el que se coordinan las características de los 
operativos policiales (cantidad de personal, dirección y movilización de los 
efectivos, disponibilidad sobre los medios a utilizar, etc.). 

A pesar de ello, el juzgado Criminal y Correccional Federal Nº 9 se de­
claró incompetente, argumentando que los únicos que podrían resultar 
imputados en la causa serían los efectivos de la Policía Federal. Según la 
autoridacljuclicial no habría existido forma de determinar la participación 
de las autoridades del Gobierno. 

85 Cfr. fs. 1307 /vta. en causa 4794/00. 
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Es necesario destacar que, aunque existieron numerosas referencias a 
la presencia de Mathov en la Superintendencia de Policía -incluyendo 
las de su superior, el entonces ministro del Interior, en diversos medios de 
prensa-, éste no fue citado por el juzgado antes de la declaración de in­
competencia. En lo que concierne a la responsabilidad policial, catorce 
efectivos federales fueron procesados. 

IV.2.3.2 La represión de diciembre de 2001 
en la ciudad de Buenos Aires 

Respecto de los hechos de represión que tuvieron lugar durante el 
transcurso de toda la jornada del día 20 de diciembre de 2001 86, si bien la 
represión fue una constante en distintos sectores del país, hasta el momen­
to en materia de responsabilidades funcionales y políticas por el desem­
peii.o de los funcionarios de las fuerzas de seguridad, sólo se avanzó en el 
expediente judicial donde se investiga lo ocurrido en el ámbito de la Ciu­
dad Autónoma de Buenos Aires. 

En efecto, actualmente se encuentran procesados el ex secretario de Se­
guridad Interior, Enrique José Mathov, y el ex jefe de la PFA, Rubén Santos 
-ambos beneficiados con la excarcelación luego de varios meses de prisión 
preventiva-, en virtud de la causa judicial A-5622/01 en la que se investiga 
" ... la actuación desplegada por las autoridades del Poder Ejecutivo Nacional 
y por los Oficiales Jefes de la Policía Federal Argentina ( ... ) y sobre las órde­
nes impartidas por los mismos, donde se habría impuesto una represión en 
principio ( ... ) desordenada e imprudente, arrojando los resultados de lesio­
nes y muertes en diversas personas así como también detenciones infunda­
das de ou·as"87. 

Dos son los ámbitos de responsabilidad que aquí se valoran. En el ca­
so del ex jefe policial, la imputación se realiza en función de su carácter 
de autoridad máxima de la Policía Federal. En el caso del ex secretario de 
Seguridad Interior, su procesamiento obedece a las responsabilidades je­
rárquicas que tenía respecto del desempeíí.o de las fuerzas de seguridad 
que intervinieron en esos días bajo la conformación del Comité de Crisis, 
según lo establece la ley 24.059 de Seguridad Interior. 

Más allá de que el resto de los funcionarios policiales con alguna res­
ponsabilidad institucional han sido alcanzados por una declaración de fa!-

86 Véase Resct'ia de casos ... , acápite 1.2.1. 
87 Del auto ele procesamiento del ex jefe ele la Policía Federal Argentina, Rubén San· 

los, dictado por lajueza federal Servini de Cubría en la causa A- 5622/01 con fecha del1º 
de marzo de 2002. 
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ta de mérito88 en orden al objeto de la investigación judicial, lo cierto es 
que de sus declaraciones se desprende la falta de pautas concretas de or­
denación y control sobre los dispositivos de seguridad y su disposición an­
te los hechos concretos. 

Según la presentación espontánea de Norberto E. Gaudiero, ex director 
General de Operaciones89 -actualmente procesado en la causa-, en el ám­
bito de la Policía Federal " ( ... ) la Dirección General de Operaciones depen­
de de la Superintendencia de Seguridad Metropolitana, la cual a su vez lo 
hace directamente del jefe de la Policía Federal Argentina". La misión de la 
Dirección General de Operaciones (DGO) es "conducir permanentemente 
las fuerzas policiales en operaciones, pertenecientes a la Superintendencia 
de Seguridad Metropolitana y de otras áreas de la Institución, asegurando la 
unidad de comando, posibilitando el mejor logro de los objetivo!; f~ados y 
la administración de los medios utilizados ( ... ) Implantado el servicio, es el 
Director General de Operaciones quien ( ... ) coordina la labor del personal 
a los efectos de lograr el éxito de la misión, informando de ello a sus supe­
riores quienes según el caso y dependiendo de la gravedad de la situación 
les dirigen órdenes específicas dirigidas al personal operativo90 ... ". 

Gaudiero afirmó que en aquella oportunidad su responsabilidad que­
dó desplazada por haberse hecho presente en el lugar donde funciona la 
Dirección General de Operaciones (Sala de Situación) el entonces jefe de 
Policía, Rubén Santos, y el superintendente de Seguridad Metropolitana, 
crio. gral. Raúl Andreozzi. 

Ahora bien, la declaración indagatoria de Daniel Juan Hernández91, 
jefe de la Comisaría 2ª de PFA en cuya jurisdicción se encuentra la Plaza 
de Mayo y Casa de Gobierno, demuestra con claridad la superposición de 
órdenes provenientes en forma simultánea de distintas autoridades que 
intervienen con capacidad de imposición sobre la misma situación, al mis­
mo tiempo y de forma totalmente descoordinada. 

En el lugar de los hechos (Plaza de Mayo y alrededores de la Casa de Go­
bierno) el superior jerárquico de Hernández era, según sus declaraciones, 
el comisario inspector de la 1 a Circunscripción92, Alfredo H. Salomone. 

88 La posibilidad de declarar la falta de mérito de un imputado durante la etapa de ins-
. trucción está contemplada en el artículo 309 del CPP Nación que dice: "Cuando ( ... ) el juez 

estimare que no hay mérito para ordenar el procesamiento ni tampoco para sobreseer, dic­
tará un auto que así lo declare, sin petjuicio de proseguir la investigación, y dispondrá la li­
bertad de los detenidos que hubiere, previa constitución de domicilio". 

89 Causa A-5622/01 a fs. 336/345. 
90 Véase nota anterior. 
91 Cfr. fs. 280/88, causa A-5622/01. 
92 Cada circunscripción se configura en un determinado espacio geográfico dentro del 

cual funciona más de una comisaría. 
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Salomone le indicó a Hernández que diera la orden de dispersar a los ma­
nifestantes. Al mismo tiempo se comunicó con el subcomisario Milingo, de 
quien Hernández era superior directo, y le informó que había recibido una 
orden de la Dirección General de Operaciones con el fin de desalojar una 
de las calles que rodean la Plaza de Mayo. Luego, recibió una orden, esta 
vez proveniente directamente del jefe de la Policía, mediante la cual debía 
disponer detenciones y "proceder conforme al estado de sitio". Todas estas 
comunicaciones se produjeron por teléfono celular y no mediante la utili­
zación de los dispositivos de comunicación oficiales. 

Por su parte, el comisario inspector Salomone ha declarado que la su­
perioridad jerárquica que ostentaba en razón del cargo sobre el comisa­
rio Hernández no implicaba que con su sola presencia en el lugar despla­
zara a este último de sus funciones y sostuvo: "Mi función es observar la 
disposición del servicio que emana de la superioridad y comunicar las co­
rrecciones, siendo cada oficial jefe responsable de su sector o de la orden 
que emana del servicio"93• 

Respecto de la responsabilidad de las autoridades políticas, lajueza Servi­
ni de Cubría procesó al ex secretario de Seguridad Interior de la Nación, 
Enrique Mathov, por los delitos de incumplimiento de los deberes de fun­
cionario público y privación ilegítima de la libertad en reiteradas ocasiones, 
resolución que fue luego revisada por la Cámara Federal porteña. 

Entre el19 de diciembre en horas de la noche y el20 de diciembre has­
ta las cinco de la tarde Mathov convocó a tres reuniones del Consejo de Se­
guridad. Se había constituido, además, el Comité de Crisis cuya conforma­
ción está .prevista en la ley 24.059. Su misión es ejercer la conducción política 
y supervisión operacional de los cuerpos policiales y fuerzas de seguridad 
que se encuenu·en empeiiados en el restablecimiento de la seguridad inte­
rior en cualquier lugar del territorio nacional. Debe estar compuesto por el 
ministro del Interior y el gobernador en calidad de copresidentes, y los titu­
lares de la GN, PNAy PFA. En esta ocasión, según Mathov, había sido con­
vocado por la situación en el interior del país exclusivamente94• 

Esas reuniones se realizaron bqjo la dirección del propio Mathov, quien 
en el marco de su declaración indagatoria reconoció haber dado la orden 
de protección a la Casa de Gobierno a los miembros de todas las fuerzas de 
seguridad federales cuyas autoridades también participaron de las reunio­
nes convocadas por el ex secretario de Seguridad Interior. El argumento en 
que centró su defensa fue distinguir entre las instancias de intervención que 
tienen los organismos que conforman el Sistema Nacional de Seguridad In-

93 Cfr. fs. 353/56, causa A-5622/01. 
9~ Cfr. fs. 1052/1061, Causa A-5622/01. 
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terior; él, como responsable político, tenía a su cargo la definición de qué 
era lo que debía hacerse en esos días. Las condiciones en que ello era ins­
trumentado era competencia de las autoridades de cada fuerza policial95

• · 

En todo caso, su función de control sólo es realizable, según su inter­
pretación, con posterioridad a la acción de las fuerzas de seguridad; es de­
cir se trata de un análisis ex post sobre las consecuenciás que prodt~o el uso 
de la fuerza pública y recién allí la conducta de los integrantes de tales 

fuerzas puede ser valorada. 
Al respecto, la autoridad judicial sostuvo al momento de decretar el 

procesamiento de Enrique Mathov que "Más allá de que diga que la im­
plementación del 'qué' la hace la dependencia a su cargo, y el 'cómo' [es 
decidido por] la policía, no ejerció un control apropiado ( ... )Fue un 'de­
jar hacer' sin ejercer la supervisión del caso ... "96

. 

Lajueza Servini de Cubría consideró que en virtud del artículo 13 de 
la ley 24.059 le correspondía a Mathov supervisar operacional mente a los 
cuerpos policiales que estuvieran empeiiados en restablecer la seguridad 
interior. Además, conforme el artículo 17 de la misma ley, era la Secreta­
ría de Seguridad Interior quien tenía a su cargo las funciones de planifi­
car, coordinar, supervisar y apoyar las operaciones policiales. Con mayor 
claridad aún el artículo 25 de esa misma ley dice: "El comité de crisis po­
drá delegar en un funcionario nacional o provincial de jerarquía no infe­
rior a subsecretario nacional, ministro provincial, la supervisión operacio­
nal local de 'los cuerpos policiales y fuerzas de seguridad a empeíiarse en 
operaciones de seguridad interior. El aludido funcionario estará faculta­
do además, para ordenar la iniciación, suspensión y conclusión de la apli­
cación de la fuerza así como para graduar la intensidad de la misma". 

La magistrada describe en el procesamiento ele Mathov un elemento 
que no se vincula directamente con la estructura jerárquica y las cadenas 
de mando, pero sin eludas es condicionante de las posibilidades de que 
quienes tienen a su cargo el control de los operativos asuman el control 
en mejores condiciones. Así, cl[jo: "No veo que se haya evaluado si existía 
personal especializado para afrontar este tipo de contingencia. Las fuer­
zas policiales que actuaron ese día en el lugar de los hechos, estaban com­
puestas por un conjunto de policías de varias comisarías, o bien ele funcio­
narios no uniformados; gente toda ella desconocida para el comisario a 

cargo de los operativos ... ". 
Iguales consideraciones pueden hacerse respecto ele la capacidad pro­

fesional de quienes intervinieron en la represión de la protesta que tuvo 

95 Cfr. fs. 161/167, CausaA-5622/01. 
9G Auto de procesamiento de Enrique Malhov, rta. 7-03-02, causa 5622/01. 
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lugar en el mes de abril de 2000 donde se evidencian problemas similares, 
y siempre respecto de la actuación de la Policía Federal Argentina. 

En aquella ocasión, según surge de diversas declaraciones tomadas en la 
causa judicial al personal que fue imputado, prácticamente la mayoría de los 
intervinientes carecía de formación específica para actuar en situaciones 
como éstas y en numerosos casos se trataba de personal con menos de un 
año dentro de la fuerza policial97. 

IV.2.3 El rol de las autoridades polfticas en el control de la represión 
y el uso de la fuerza 

Las conductas de los miembros de las fuerzas de seguridad y de los fun­
cionarios políticos pueden contraponerse con el orden jurídico en general 
y acarrear la consecuente responsabilidad penal-en cuanto configuren 
conductas típicas, antijurídicas y culpables- y 1 o civil. Como hemos visto, la 
normativa vigente exige especialmente a los funcionarios del Estado encar­
gados de hacer cumplir la ley la salvaguarda de los derechos. humanos. 

Pero además, las acciones de los agentes de seguridad pueden consti­
tuir u·ansgresiones a los regímenes disciplinarios de sus propias fuerzas, ca­
da una de las cuales se rige por un cuerpo de normas que pautan las reglas 
de conducta, principios de actuación y los procedimientos básicos que los 
funcionarios deben respetar. El mismo ordenamiento indica las sanciones 
disciplinarias que acarrean posibles transgresiones a estos deberes; su in­
tensidad varía de acuerdo con la gravedad de la falta. La inobservancia de 
las obligaciones del ordenamiento interno acarrea para los agentes una res­
ponsabilidad administrativa, que es independiente de la responsabilidad 
civil y penal que pudieran conllevar sus acciones. A su vez, cuando éstas no 
fuesen hechos aislados sino un conjunto de conductas contrapuestas a las 
normas de actuación y de disciplina, los mecanismos de investigación ad­
minisu·ativa deben entenderlas con este carácter para verificar que no com­
porten un patrón de actuación. Las sanciones que se apliquen deben ser 
consecuentes con los resultados del proceso, ejemplificadoras para el res­
to de los funcionarios de la fuerza y acordes con las expectativas de con­
fianza de los ciudadanos en las instituciones de seguridad. 

En la mayoría de los casos referidos en esta investigación, se plantea 
una cuestión fundamental a resolver y es hasta qué punto puede ser res-

, 97 Esto es e~presamente reconocido en el testimonio del comisario Sangiorgio quien 
tema responsabilidades de mando sobre los funcionarios policiales en aquella oportunidad 
y declaró que el ~rada de instrucción de sus subordinados era "regular menos" ya que en 
un gran porcentaje se trataba de personal recientemente incorporado a la fuerza (Declara­
ción indagatoria a fs. 710/715 en causa n9 • 4794/00). 
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ponsable penalmente el superior de una estructura jerárquica respecto de 
hechos ejecutados por un subordinado, un elemento que aparece clara­
mente, por ejemplo, en la investigación de la responsabilidad penal del ex 
presidente Fernando de la Rúa por haber dictado el decreto 1678/01 que 
declaró el estado de sitio, así como por su eventual responsabilidad por las 
muertes, las lesiones y las privaciones de libertad que en el contexto de tal 
declaración afectaron a numerosos ciudadanos entre el 19 y el 21 de di­
ciembre. La discusión también abarca la posibilidad de imputar penalmen­
te a otros dirigentes o jefes policiales los hechos ilícitos ejecutados por 

ou·as personas, sus subordinados. 
La cuestión presenta aristas controvertidas en la doctrina y jurispru­

dencia penales. Sin embargo, algunos aspectos centrales pueden afirmar-

se sin vacilación. 
La responsabilidad penal siempre tiene como fundamento la realiza-

ción u omisión de una conducta descripta por ley. Dirimir la responsabi­
lidad penal de una persona exige siempre determinar cuál es el alcance 
de la figura penal cuya aplicación se pretende. 

Los deberes que el derecho impone reconocen en lo esencial dos fuen­
tes de fundamentación. En primer lugat~ existen obligaciones de carácter 
universal, que nos corresponden a todos por la condición de ciudadanos, 
vinculadas con la exigencia general de no dailar al prójimo. En segundo 
lugar, además, de ello algunas personas tienen obligaciones especiales por 

participar de ciertas instituciones. 
Los funcionarios de seguridad del Estado por ser integrantes de una 

corporación que monopoliza la violencia, también tienen obligaciones que 
participan de este último carácter. Estos deberes pueden ir progresivamen­
te desde la prohibición de realizar conductas que de modo directo y s.egu­
ro afectan bienes jurídicos -por ejemplo, la prohibición de ordenar dis­
parar sobre un manifestante indefenso-, hasta comportamientos 
imprudentes que de un modo remoto generan riesgos prohibidos por el 
derecho penal-tales como haber dispuesto la actuación represiva de los 
subordinados de manera imprecisa, sin una especificación del ámbito tem­
poral o espacial de su intervención o sin conu·olar los medios a utilizar y 
sin prever el adecuado arsenal de los subordinados ni sus elementos de 
defensa-. Las obligaciones que unos y otros deberes imponen pueden in­

cumplirse tanto por acción como por omisión. 
Estas consideraciones se discuten actualmente en la causa que investiga 

las responsabilidades inmediatas y políticas por los episodios dell9 y 20 de 
diciembre de 2001. Algunos sectores de opinión consideraban, y aún lo sos­
tienen, que la imputación que involucra al ex presidente y a otros dirigen­
tes políticos y jefes policiales, está basada en un supuesto de responsabilidad 
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objetiva, es decir, que no se endilga a los imputados un comportamiento 
contrario a derecho, sino que se pretende responsabilizarlos penalmente 
por la sola circunstancia de haber ocupado cargos públicos de relevancia 
durante los episodios de diciembre. 

Sin embargo, esta apreciación es incorrecta. No hay responsabilidad 
penal sin culpa y la investigación· en curso no tiende a la punición de nin­
guno de los imputados prescindiendo de ese requisito elemental. 

Si bien es correcto que la jerarquía dentro de una estructura vertical no 
fundamenta por sí sola la responsabilidad penal del superior respecto de los 
hechos de sus subordinados, de. ello no se sigue que sea incorrecto atribuir 
responsabilidad al superior cuando el ejecutor material de la lesión a un bien 
jurídico es su subordinado. Ser jefe policial o presidente no significa ser res­
ponsable por todos los actos de los subordinados, pero sí implica tener, por 
institución legal, un poder de decisión más amplio que el de cualquier ciu­
dadano respecto de la actuación de los demás. Y esto justifica, sin lesión al­
guna al principio de culpabilidad, que pueda afirmarse en ciertos casos que 
el superior es responsable de algunos actos que ejecutan sus subordinados. 

Además, puede que el superior haya determinado la actuación del subor­
dinado (por ejemplo, si éste es utilizado como un mero instrumento) o que 
el superior haya compartido con el subordinado el desenvolvimiento de los 
acontecimientos, de modo tal que ambos responden por el suceso. En esos 
casos, en rigm~ el hecho del ejecutor es, también, el hecho del superior. Tam­
bién puede ocurrir que el superior sólo colabore con la conducta del subor­
dinado de diferentes maneras y que por ello le corresponda responder co­
mo cómplice o instigador. Cualquiera de estas formas ele participación 
criminal puede haber sido desplegada por acción o por omisión y es por ello 
precisamente que lajueza Servini de Cubría lleva adelante el proceso. 

La Sala 1 de la Cámara Federal de Capital Federal, al revisar la investi­
gación que lleva adelante lajueza federal, se pronunció sobre la existen­
cia de esas intervenciones. 

Con relación a los cargos conu·a el ex secretario de Seguridad Interior, 
Enrique Mathov, por ejemplo, la Cámara sostuvo que la circunstancia de que 
se hubiera decretado el estado de sitio -que supuso el reconocimiento por 
parte de las autoridades nacionales de una situación de conmoción inte­
rior-, debía ser tenida en cuenta al momento de evaluar la responsabilidad 
del funcionario. Este contexto, según sostuvieron los magistrados, incremen­
tó el deber ele conu·ol y ele supervisión. El funcionario se ocupó de delinear 
el modo en el que las fuerzas de seguridad debían cumplir los objetivos del 
Gobierno, asesorándolas en todo momento e informándolas acerca de los 
acontecimientos que se fueron sucediendo durante la jornada del 20 ele di­
ciembre. En consideración a este rol activo asumido en la dirección del ope-
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rativo, al conocimiento de los excesos en que la policía había incurrido y a 
su acción imprudente que violó el deber ele proteger la integridad fisica de 
los manifestantes, la Cámara responsabilizó a Mathov por las 5 muertes y los 
227 heridos que se produjeron en las inmediaciones ele Plaza ele Mayo

98
. 

Lo mismo sostuvo respecto de la conducta del jefe de la Policía Fede­
ral, Rubén Santos, y revocó por ello la decisión ele lajueza ele Instrucción 
que lo identificaba como autor doloso ele los cinco homicidios, en sumo­
dalidad omisiva. Para la Cámara, el hecho de que "Santos haya encabeza­
do, ordenado, coordinado un operativo policial desproporcionado con los 
fines que se pretendían cumplir ( ... ) constituyó una circunstancia que in­
crementó el riesgo, más allá del límite razonable permitido, ele que se pro­
duzcan afectaciones a distintos bienes jurídicos". 

En virtud ele las mismas consideraciones, los jueces ele la Sala I de la 
Cámara Federal ordenaron que se tomara declaración indagatoria al ex 
presidente Fernando ele la Rúa y al ex ministro del Interior, Ramón Mes­
tre, fallecido a principios de 2003. Ambos presentaron sendos recursos ex­
traordinarios ante la Corte Suprema, cuya resolución sobre admisibilidad 
se encuenu·a en trámite al cierre de esta investigación. 

De lo expuesto resulta claro que la importancia del pronunciamiento 
del tribunal se afirma particularmente en el reconocimiento de la subor­
dinación de las fuerzas de seguridad a las autoridades civiles y la respon­
sabilidad política de estas últimas en la coordinación, supervisión y con­

trol de las funciones de aquéllas. 

IV.3 El discurso oficial ante los casos de represión 
de la protesta social 

IV.3.1 tnfasis en la responsabilidad de grupos de manifestantes 
como factores desencadenantes de la respuesta represiva. 
Deslegitimación del reclamo social 

En los casos de represión de protestas sociales ocurridos entre diciem­
bre de 1999 y diciembre de 2002 que aquí se consideran, la respuesta esta­
tal posterior a los hechos generalmente apuntó a deslindar toda posibilidad 

98 El tribunal entendió que "los funcionarios políticos son los responsables de adminis­
trar correcta y legalmente la violencia del Estado y sobre ellos recae la responsabilidad que 
el conjunto de la población les delega por medio del voto", y que "dada la magnitud de los 
acontecimientos, no fue la conducción de la Policía Federal Argentina u otra fuerza de se­
guridad quien decidió llevar adelante ese gran operativo, sino que fue el P?der P?lítico. el 
que ordenó cuáles eran los objetivos a cumplir, uno de los cuales era impechr mamfestacw­
nes y mantener la Plaza de Mayo libre de personas. Si se quiere, 'el qué' y 'el cómo"', 
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de exceso en el accionar de las fuerzas, y cuando ello fue reconocido, siem­
pre fue antecedido por imputaciones hacia los manifestantes o algunos de 
sus sectores. 

Resulta curioso que teniendo tanta claridad respecto de la responsa­
bilidad de determinados "grupos" en el desenlace y magnitud de las accio­
nes represivas, las fuerzas de seguridad no hayan "podido" discriminar su 
accionar en el momento de los hechos para evitar que la represión fuera 
masiva e indiscriminada. 

En la mayoría de los casos, la respuesta estatal ha intentado sell.alar la 
presencia de determinados grupos o las actitudes violentas de ciertos sec­
tores de manifestantes como antecedente desencadenante de la respues­
ta represiva o bien del endurecimiento de la misma. 

Por otm lado un elemento recurrente en el discurso oficial ha sido po­
ner en duda la legitimidad del reclamo o de su modalidad de ejercicio. 

Por ejemplo, luego de la represión a los manifestantes de la provin­
cia de Corrientes, a mediados del mes de diciembre de 1999, Ramón Mes­
tre fue designado interventor federal en esa provincia. Cuando llevaba 
dos días ele gestión en ese cargo, concedió una entrevista al diario Pági­
na/12 donde se refirió a la existencia ele "grupos extremistas reducidos 
que aprovechan como campo de acción los conflictos sociales que tienen 
una raíz cierta. Donde la gente expresa su insatisfacción ( ... ) en ese cal­
do de cultivo aparecen estos grupos individuales (sic)". Seüaló además 
que la existencia de esos grupos era lo que hasta ese momento había im­
pedido que "( ... ) progrese el diálogo con el sector que está tomando el 
puente"99. 

Un día después, el entonces ministro del Interior, Federico Storani, 
atribuyó los disparos que causaron la muerte de dos personas a "grupos 
de provocadores infiltrados" y a "francotiradores que dispararon desde los 
edificios cercanos al puente ... ". Según el ex titular de la cartera política; los 
gendarmes fueron recibidos por descargas de fuego y atribuyó la violencia 
a la presencia de activistas que vinculó con las agrupaciones Patria Libre, 
Venceremos y Quebracho loo. 

En el caso de la represión frente a la Plaza de los Dos Congresos (abril 
del2000) según el ex ministro del lnterim~ había habido "( ... ) un intento 
deliberado de impedir el funcionamiento del Congreso ( ... ) "101, 

Quien se desempeñaba en aquel momento como ministro de justicia, 
Ricardo Gil Lavedra, consideró que la movilización constituyó una "clara 

99 
Página/12, edición digital, 17/12/99. 

10° Clarín, edición digital, 18/12/99. 
101 Clarín, 20/4/00. 
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tergiversación" del derecho de reunión, aunque al mismo tiempo conde­
nó "la absoluta irregularidad" con la que actuaron los policías~02 • 

Tras los episodios de violencia ocurridos durante los desalojos en la ru­
ta nacional 34, quien hasta diciembre del año 2001 ocupó el carg~ ~:se­
cretario de Seguridad Interior de la Nación, Enrique Mathov, descnbto co­
mo "delincuentes comunes" a los presuntos culpables de la muerte de dos 
manifestantes y de las heridas a 24 gendarmes que "despejaban 1~ rut~ n.a-
. 1 34" a la altura de la localidad salteüa de General Moscom. Astmts-Clona . . , " 

mo Mathov consideró responsables de la actual s1tuac10n en Salta a sec-
' • • »103 tores que quieren provocar el caos en la provmcm . 
Tras los sucesos del 20 de diciembre de 2001 en la Plaza ~e Mayo, ~~ 

el Congreso Nacional y sus inmediaciones, Fernan~o de la Rua ren~nc10 
a la Presidencia. El día 22 de diciembre de 2001 dw una conferencm de 
prensa al retirarse de la Casa de Gobierno. En esa ocasiót~,-una periodist~ 
le preguntó qué evaluación hacía él respecto de la repres1~n .de los mam­
festantes. El ex presidente contestó: "He visto los ~con,teetmte~tos p~r la 
televisión y he visto una gran agresión que se poses~ono de 1~ cmdad . In­
mediatamente le preguntan sobre las muertes ocurnd?s ~os dms antes :-:es 
decir el 20 de diciembre de 2001-, a lo que contesto: 'No tengo nottcms 
de que se hayan producido esos hechos trágicos. No concibo el ataque que 

1 . l d"l04 se realizó contra el centro de a cmc a . 
En relación con los hechos del puente Pueyrredón del26 de junio d: 

2002, se observa la misma tendencia en el discurso del G~bien~o. La pn­
mera reacción oficial, luego de una reunión de altos funcwnanos convo­
cada durante la misma tarde por Eduardo Duhalde, f~e ~doptar 1~ ve~­
sión dada por la policía, entre otros por el comtsano Fanchwttl. 
Aseguraron que sólo habían usado balas de goma y ~rmaron que se tra­
tó de enfrentamientos entre los propios grupos de ~tqueteros. Par~lela­
mente el secretario de Seguridad Interior, Juan José Alvarez, declaro que 
había ~ue investigar lo sucedido "hasta las últi~_as co~se~~enci:s" ~ que 
fueron los piqueteros quienes iniciaron la agreswn. Anad.10 que qmet:es 
manifestaron [eran] otros" porque, al contrario de los ptquetes antena­
res, "no había con quién negociar" y los manifestantes "ac.t~aron.de ma­
nera violenta e irracional". Una hora después de la represwn, elje~e del 
operativo de seguridad, comisario Alfredo Fanc~iotti, trat~ de j~stlficar 
la violencia haciendo declaraciones a la prensa: esa gente tba dtspuesta 
a combatir"105• 

102 Clmín, 21/4/00. 
103 La Nación, edición digital, 18/7/01. 
104 Grabación de audio, TN infomw, 22/12/01, www.tn24.com.ar 
105 Págilla/12, 24/7/02. 
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En la jornada del27 de junio, las declaraciones oficiales no reconocie­
ron ninguna responsabilidad de las distintas autoridades sino que tomaron 
otra orientación: Duhalde pidió a !ajusticia que se investigara un supues­
to complot, o bien, según sus palabras, una "maquinación concertada", que 
intentó derrocar los poderes constituidos y el orden den1ocrático. Esta nue­
va posición se fundamentaba en las primeras averiguaciones de las fuerzas 
policiales y de inteligencia que señalaban que en las agrupaciones piquete­
ras Corriente Aníbal Verón y el Movimiento Teresa Rodríguez, se había 
identificado a dos supuestos activistas vinculados con un representante de 
las Fuerzas Armadas Revolucionarias Colombianas (FARC) 106. Para argu­
mentar esta toma de posición del Gobierno, apuntaron a hechos que pare­
cían fruto de acciones concertadas; a las armas de los piqueteros; al núme­
ro de víctimas policiales (aunque sólo fueron dos, con heridas ligeras); a 
supuestas maniobras de emboscadas a policías, que remitirían a conoci­
miento de "lucha armada" de parte de los manifestantes. Una vez más, por 
lo menos en las primeras horas posteriores a los sucesos, se sostuvo que las 
responsabilidades quedarían del lado de los manifestantes. 

IV.3.2 Falta de unidad discursiva de las autoridades oficiales 
en las respuestas dadas ante la represión de las protestas sociales 

Otra característica que se puede advertir de las distintas declaraciones 
o respuestas oficiales públicas, es que, tratándose de funcionarios del mis­
mo gobierno e incluso muchas veces pertenecientes a la mi~ma área, la 
respuesta no ha sido uniforme. 

Al día siguiente de los acontecimientos en la Plaza de los Dos Congresos 
(el 20 de abril de 2000), dos funcionarios del Ministerio del Interior hicie­
ron declaraciones en diferentes medios de comunicación. Por un lado, el en­
tonces viceministro del lnteri01~ Carlos Becerra, dijo que "el Est.'ldo tiene que 
hacer sentir su capacidad disuasoria frente a quienes cometen un delito ( ... ) 
Éste es un gobierno fuerte para hacer cumplir la ley" 107• Por su parte, quien 
era el titular de ese mismo Ministerio, Federico Storani, admitió que el Go­
bierno "[tenía] que pagar una factura política" por la violenta represión 
contra manifestantes en el Congreso. Y se acljudicó "personalmente" la res­
ponsabilidad por el impacto negativo del accionar policial. Sostuvo ade­
más que algunos policías actuaron de manera brutal y salvaje108. Surge 

106 "Duhalde pidió a la justicia que investigue un supuesto complot", La Nación, 
28/06/03. 

107 La Voz del Interi01; edición electrónica, 20/4/00. 
108 Clarín, 20/4/00. 
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aquí con claridad la falta de coordinación en el discurso oficial para expli­
car la visión de las autoridades políticas del país ante una misma situación de 
conflicto. 

Mientras el ministro del Interior consideraba ineludible la responsa­
bilidad política por la violencia desmesurada con que actuaron las fuerzas 
de seguridad, para su viceministro sólo se trató de una demostración ele la 
vocación férrea para imponer el acatamiento de la ley que según dijo te­
nía el Gobierno que integraba, sin alusión alguna a la legalidad del desem­
peílo de quienes debían encargarse de que la protesta se mantuviera den­
tro de los límites que también la ley fijaba. 

Tres días después de los eventos del puente Pueyrredón -ocurridos el 
26 ele junio ele 2002-, el Gobierno cambió la versión inicial ele los hechos. 
Las pruebas aportadas sobre la responsabilidad completa de los policías eran 
demasiado contundentes para ignorarlas. Duhalcle, final y definitivamente, 
declaró que los policías habían perpetrado una "atroz cacería", dando un 
giro a sus primeras reacciones (el miércoles 26 había aceptado la dudosa 
teoría impulsada por la Policía Bonaerense sobre una supuesta reyerta en­
u·e piqueteros que se mataron entre ellos y al día siguiente sostuvo que se 
había puesto en marcha un plan ele desestabilización nacional). 

IV.3.3 Reafirmación de la legalidad en las acciones de las fuerzas 
de seguridad. La no determinación ni asignación política 
de responsabilidades 

En la mayoría ele los casos reseílaclos, las expresiones públicas de los 
responsables políticos sobre el clesempe1i.o de las fuerzas ele seguridad, han 
respaldado sin dubitaciones el accionar de éstas, aun cuando los mismos 
hechos, la investigación o los informes ele prensa desmentían categórica­
mente aquello que el discurso afirmaba. 

En general es esperable que después de un acto de represión el Ejecu­
tivo ratifique públicamente la corrección del operativo. Existe, en este sen­
tido, una suerte de presunción de legalidad ele los actos de Estado, que ha­
bilita, en principio, a que los responsables políticos prediquen la legalidad 
ele un acto que no manifiesta vicios evidentes. 

Sin embargo, algunos funcionarios han afirmado la legalidad de actos 
manifiestamente violatorios de derechos, lo que implica una distorsió~ in­
debida del debate público. 

Luego, así como ha habido dolo o imprudencia en el ejercicio ele la 
fuerza pública, también se han verificado conductas reprochables en la ges­
tión del discurso político. Así, mientras que una especie ele responsabilidad 
es fruto del uso ilícito de la fuerza, otra diversa y sqjeta a otras reglas, pero 
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igualmente objetable, es la distorsión consciente del debate público que 
condenamos aquí. 

Las primeras declaraciones del ex minisu·o Federico Storani tras la re­
presión de los manifestantes en los alrededores del puente General Bel­
grano en la provincia de Corrientes en diciembre de 1999, por ejemplo, 
sostuvieron que la Gendarmería no había utilizado más que gases lacrimó­
genos y balas de goma. Explicó, además, que esa fuerza sólo cumplió las 
instrucciones dadas por el juez federal Carlos Soto Dávila para que se de­
salojara el puente cuando el comandante del Operativo, Ricardo Chiap­
pe, lo considerara oportunol09, 

Sólo cuatro meses más tarde fue entrevistado por un nuevo hecho de 
represión, esta vez en la Plaza de los Dos Congresos. Al ser consultado so­
bre si el Poder Ejecutivo tenía un efectivo manejo de las fuerzas de segu­
ridad, dio por descartada la posibilidad de comparar ambos acontecimien­
tos porque "en el caso de Corrientes los incidentes no los cometió la 
Gendarmería"110. 

También Enrique Mathov, ex secretario de Seguridad Interior de la 
Nación, dijo desde Buenos Aires el18 de diciembre 1999, mientras trans­
curría la represión en la ciudad de Corrientes, que la Gendarmería esta­
ba "cumpliendo con el mandato constitucional de mantener liberado el 
puente", cuando las primeras informaciones que se conocían ya daban 
cuenta de la muerte de una de las dos víctimas que fallecieron en esa oca­
sión111. 

Casi dos al'í.os más tarde, en junio de 2001, mientras la Gendarmería 
aún se encontraba interviniendo para desalojar el corte de la ruta nacio­
nal34 al norte de la provincia de Salta, el mismo Mathov defendió la con­
ducta de los integrantes de la Gendarmería y dijo que éstos habían sido 
víctimas de una emboscada por parte de los "piqueteros". Luego, en una 
conferencia de prensa dada en el transcurso de ese mismo día, agregó que 
los efectivos que desalojaron la ruta no estaban equipados con armas de 
fuego y que tan sólo utilizaron "granadas de gas lacrimógeno, balas de go­
ma y bastones". Por último, agregó que la Gendarmería sólo hizo cumplir 
una orden judicial para despejar el camino112. 

109 Clarín, edición digital, 18/12/99. 
110 Página/12, edición digital, 21/4/00. 
111 Página/12, edición digital, 18 y 19/12/99. 
112 Declaraciones ante la agencia de noticias EFE, recogidas luego por el diario La Na· 

ción (edición digital del 17 de junio de 2001). En realidad, surge de la causa judicial inicia­
da contra los manifestantes de Salta que manlenían cortada la ruta nacional 34 que duran­
te el desalojo del día 17 de junio de 2001, luego de que las secciones "contradisturbios" de 
la GN recibieron disparos de armas de fuego, fue el mismo juez federal quien ordenó la uti­
lización ele armas de fuego a los efectivos de dicha fuerza de seguridad. 
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Por su parte, Fernando de la Rúa, en el marco de una conferencia de 
prensa brindada tras su renuncia a la Presidencia en diciembre de 2001, 
dijo, al ser consultado sobre quiénes habían sido los responsables de or­
denar la represión de los manifestantes, que "estas disposiciones se apli­
can según la ley, la ley tiene establecido cómo se procede, de modo que 
no puedo seíi.alar a nadie". Por su parte, el exj~fe de.l~ Policía Fede~al, 
comisario Rubén Santos, al referirse al desempeno pohctal en estos episo­
dios expresó que "la fuerza policial nuestra considero ha sido (sic) una ac­
titud muy profesional y la directiva que recibieron fue la de actuar con de­

cisión no con exceso"113
. 

IV.4 La represión de la protesta: impunidad e inacción judicial 

IV.4.1 La impunidad de la represión 

La contracara necesaria de la represión ilegítima de manifestaciones 
de p~otesta social es la ausencia de investigaciones eficaces pues la !:ela­
ción que en general existe entre la inacción judicial y cuadros sostemdos 
de violaciones a derechos, se hace manifiesta también en los casos que aquí 

analizamos. 
La obligación del Estado de investigar los hechos que presuntamente 

puedan constituir delitos se encuentra íntima~et~t~ relacionada con su ~bli­
gación general de garantizar el pleno y libre ejerctcto de los de.rechos y. liber­
tades de las personas sujetas a su jurisdicción. Este deber ha stdo cons~dera­
do por la Corte IDH como un "deber jurídico propio. y .n? ~o m o una stmple 
cuestión de intereses particulares que dependa de la nuctauva procesal de la 
víctima 0 de sus familiares o de la aportación privada de elementos probato­
rios, sin que la autoridad pública busque efectivamente la ~erdad"114 • P~r es­
tarazón, debe emprenderse con seriedad y no como una sunple formahdad 
condenada de antemano a ser infructuosa115• Esto es así, tanto si el hecho ilí­
cito es directamente imputable a un agente del Estado como si es atribuible 
a un particular, pues "lo decisivo es dilucidar si una determinada viola~ión a 
Jos derechos humanos ( ... ) ha tenido lugar con el apoyo o la tolerancta del 
poder público o si éste ha actuado de manera que la trasgresión se haya cum-

d ·' · t "llG plido en defecto de to a prevencwn o tmpunemen e . 

113 Audio de declaraciones en rueda de prensa, La Nación, edición digital, 20/12/01. 
IH Corte 1DH, caso Velásquez Rodríguez, sentencia de 29 de julio de }988, párr.l77. En el 

mismo sentido, caso Godínez Cmz, sentencia de 20 de enero de 1989, parr. 188. 
115 Corte IDH, caso Velásquez Rodríguez, supra nota l. , 
llü Corte IDH, caso Velásquez Rodríguez, supra nota 1, pan·. 173. 
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La Corte IDH ha delineado los límites de este deber estatal, "la obliga­
ción de investigar no se incumple solamente porque no exista una perso­
na condenada en la causa o por la circunstancia de que, pese a los esfuer­
zos realizados, sea imposible la acreditación de los hechos. Sin embargo, 
para establecer en forma convincente y creíble que este resultado no ha si­
do producto de la ejecución mecánica de ciertas formalidades procesales 
sin que el Estado busque efectivamente la verdad, éste debe demostrar que 
ha realizado una investigación inmediata, exhaustiva, seria e imparciaJ"ll7, 

La obligación de investigar se encuentra particularmente relacionada, 
por un lado, con la obligación de garantizar el derecho a !ajusticia de las 
' • 118 1 

VICtimas y, por e otro, con el de asegurar que en el cumplimiento de es-
ta obligación se respeten ciertos límites respecto de la persona imputada. 

La víctima tiene derecho a la protección judicial mediante un recurso 
breve y sencillo para lograr, entre otros resultados, que los responsables de 
las violaciones de los derechos humanos sean juzgados y "obtener de los ór­
ganos competentes del Estado el esclarecimiento de los hechos violatorios 
y las responsabilidades correspondientes, a través de la investigación y el 
. . t "ll9 El "d h 1 d d" . ' . JUzgamten o . cree o a a ver a se constituye, as1, en una "obliga-
ción positiva -que recae sobre el Estado-- de garantizar información esen­
cial para preservar los derechos de las víctimas, asegurar la transparencia 
de la gestión estatal y la protección de los derechos humanos"l20, 

El imputado, por su parte, tiene derecho a que dicha persecución se 
realice dentro de ciertos límites; "por graves que puedan ser ciertas accio­
nes y por culpables que puedan ser los reos de determinados delitos, no 
cabe admitir que el poder pueda ejercitarse sin límite alguno o que el Es­
tado pueda valerse de cualquier procedimiento para alcanzar sus objeti­
vos, sin sujeción al derecho ni a la moral"121. 

Por esto se afirma el carácter bilateral de la obligación estatal de res­
petar los derechos humanos y de asegurar su plena vigencia 122, "si el apa­
rato del Estado actúa de modo que tal violación quede impune y no se res­
tablezca, en cuanto sea posible, a la víctima en la plenitud de sus derechos, 
puede afirmarse que ha incumplido el deber de garantizar su libre y ple­
no ejercicio a las personas sujetas a su jurisdicción. Lo mismo es válido 
cuando se tolere que los particulares o grupos de ellos actúen libre 0 im-

117 
Comisión IDH, Informe 55/97 (Argentina), del18 ele noviembre 1997 in re ''Abe­

Ha y otros", párr. 412. 
118 Comisión IDH, Informe 34/96, caso 11.228. 
:~~Corte lDH, caso Bámaca Velásquez, sentencia del 25 de no1~embre ele 2000, párr. 201. 

Corte IDH, caso Brmios Altos, sentencia del 14 de mar¿o de 2001, párr. 45. 121 
C?rte IDH, caso Veltísquez Rodríguez, supra nota 1, párr. 154; caso Godínez Cruz, supra 

nota l, parr. 162. 
122 

Cft: Cafferata No1·es,José I., Proceso penal)' de1~chos humanos, pp. 15/17. 
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punemente en menoscabo de los derechos humanos reconocidos en la 
Convención "123. 

El resultado del incumplimiento del deber de investigar es la impuni­
dad de los responsables de los ilícitos. El relator especial sobre ejecuciones 
extrajudiciales, sumarias o arbitrarias ele la ONU ha enfatizado la necesi­
dad de que los Estados combatan por todos los medios legales disponibles 
la impunidad ya que ésta propicia la repetición crónica de las violaciones 
de· derechos humanos y la total indefensión de las víctimas y sus familia­
res124. Por su parte, la Asamblea General de las Naciones Unidas125 ha rei­
terado la obligación que incumbe a los Estados ele "llevar a cabo investiga­
ciones completas e imparciales en todos los casos en que se sospeche que 
se han realizado ejecuciones extrajudiciales, sumarias o arbitrarias y de 
identificar y enjuiciar a los autores, velando al mismo tiempo por el dere­
cho de toda persona a un juicio justo y público ante un tribunal indepen­
diente e imparcial establecido por la ley, de dar una indemnización ade­
cuada a las víctimas o a sus familiares y de adoptar todas las medidas que 
sean necesarias, incluso medidas legales y judiciales, para poner fin <\la im­
punidad a fin de impedir que se repitan esas ejecuciones". 

Esta situación de impunidad puede configurarse tanto por la negligen­
cia, ineficacia e incapacidad ele los órganos estatales encargados de llevar 
a cabo la investigación correspondiente como por la actividad obstructiva 
intencional para evitar que aquélla sea llevada a cabo. Es decir, l<'lnto por 
acción como por omisión. 

Los PlincijJios n:lativos a una tficaz prevención e investigación de las tljecuciones 
extmú:gale!.~ arbitrarias o sumarias126, proveen ciertas direcu·ices que deben guiar 
la investiga¿ión ele los casos de muertes sospechosas. La investigación del su­
puesto hecho delictivo debe ser llevada a cabo ele manera efectiva. Esto es, de 
"buena fe, ele manera diligente, exhaustiva e imparcial, y que esté orientada 
a explorar todas las líneas investigativas posibles que permitan la identifica-

• o ' ' o' Hl97 ción de los autores del dehto, para su postenorJuzgatmento y sancwn - . 

123 Corte IDH, caso VelásquezRod1·íguez, supra nota 1, párr.l76. En el mismo sentido, ca-
so Godínez Cmz, supra nota 1, pán: 187. . 

124 Informe del relator especial Sr. Bacre Waly Ndiaye, E C/N. 4/1997/60, del24 de ch­
ciembre de 1996, p<lrr. 46, 94. Cabe mencionar que se entiende por ejecución arbitraria "la 
privación arbitraria de la ':ida de una persona c~J~to resultado ?e las m.uertes !.levadas a c.a­
bo por órdenes de los gobiernos o con la comphcJClad, toleran cm o aqmescenc1a de los mts­
mos sin un proceso judicial o legal". Naciones Unidas, Doc. E/CNA/1983/16, párr. 66. 

125 Aprobado por la Asamblea General de las Naciones Unidas, en su resolución 55/111 
"Ejecuciones extrajudiciales, sumarias o arbitrarias", en el Quincuagésimo quinto período 
de sesiones, 12 de marzo de 20()J. 

12G Adoptados por el Consejo Económico y Social de las Naciones Unidas mediante la 
Resolución 1989/65. 

127 Comisión JDH, Informe 136/99, del 22 de diciembre de 1999, caso Ellaculia, Igna­
do )' otros (El Salvador), párr. 196. 
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Con relación a la investigación de homicidios, en particular el Tribunal 
EDH ha sostenido que "la prohibición jurídica general de la muerte arbi­
traria por acción de agentes del Estado sería en la práctica ineficaz si no 
existiera procedimiento alguno de revisión de la legitimidad del uso de la 
fuerza letal por las autoridades del Estado" y de ello infiere dicho tribunal 
que es menester "alguna forma de investigación oficial efectiva cuando se 
hayan producido muertes provocadas por el uso de la fuerza, por parte de 
agentes del Estado"l2B. 

Los Principios relativos a una ificaz prevención e investigación de las qjecucio­
nes extralegales, arbitrarias o sumarias establecen que la investigación debe 
ser "exhaustiva, inmediata e imparcial de todos los casos en que haya sos­
pecha de ejecuciones extr<Uudiciales, arbitrarias o sumarias, incluidos 
aquellos en los que las quejas de parientes u otros informes fiables hagan 
pensar que se produjo una muerte no debida a causas naturales en las cir­
cunstancias referidas. Los gobiernos mantendrán los órganos y procedi­
mientos de investigación para realizar esas indagaciones. La investigación 
tendrá como objetivo determinar la causa, la forma y el momento de la 
muerte, la persona responsable y el procedimiento o práctica que pudie­
ra haberla provocado. Durante la investigación se realizará una autopsia 
adecuada y se recopilarán y analizarán todas las pruebas materiales y do­
c~meJ~ta.les y.s: recogerán las declaraciones de los testigos. La investiga­
CJon d1stmgmra entre la muerte por causas naturales, la muerte por acci­
dente, el suicidio y el homicidio"l29, 

IV.4.2 Investigación judicial de la represión entre 1996 y 2002 

Este deber de investigar se manifiesta en las investigaciones penales en 
una serie de obligaciones propias que pueden ordenarse en dos grupos. 
Por un lado, aquéllas dirigidas al modo en que debe organizarse la admi­
nistración de justicia a fin de que pueda considerarse que, en ese marco, 
puede desplegarse una investigación conforme con el debido proceso (re­
glas de organización judicial). Por otro, las que definen en particular Jos 
procedimientos que los órganos establecidos de acuerdo con las primeras 
reglas deben efectuar en concreto (reglas de procedimiento). 

128
E · C · fH R' 1 M . uropean om t o mnan Ig 1ts, ac Cann and Others vs. Umted Kingdon~Judgment 

of27 ofSeptember,1995, nro. 17/1994/464/545, pag. 56, párr. 161. 
. l:n Principios_ relativos a una eficaz prevenci6n e invesligaci6n de las qecuciones extralegales, me 

bitmnas o stwutrlas, recomendada por el Consejo Económico y Social en su resolución 
1989/65, de 24 dt; mayo de 1989. Se cita el Principio 13°, Estos principios han sido comple­
I~enta~los y especificados pm· el "~anual sobre la ¡JI·evención e investigación eficaces de las 
ejecuciones extra legales, arbitranas y sumarias". 
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De uno u otro modo, éstas se han visto comprometidas en las investi­
gaciones desplegadas en relación con los actos de represión. 

J\1.4.2.1 Independencia e imparcialidad del órgano decisor 130 

Diversos tratados sobre derechos humanos han establecido que "toda 
persona tiene derecho a ser juzgada por tribunales ordinarios con arre­
glo a procedimientos legalmente establecidos. Dichos tribunales deben 
ser competentes, independientes e imparciales"131 . Además, ~eben ~eres­
tablecidos por una ley con anterioridad al proceso que ~otJVa s~ mter­
venciónl32, Las garantías de imparcialidad e independenct~ tambte.n ~an 
sido consagradas por los PrincijJios relativos a la independencta de la JUdtca-
l1tra133, . . 

La garantía de la independencia del juez veda todo ttp~ ~e presw~es 
e influencias tanto extemas, de poderes ajenos al Poderjudtctal, como m­
ternas desde la misma jerarquía interna de la organización judicial. . 

se' trata de una garantía derivada del principio acusatorio que ~un.c¡~­
na, entre otras cosas, como norma de organizació.n!t~dic~al. Este prmc~~IO 
determina la separación entre las funciones de enJUI~tamtento y ac~sacwn. 
La judicatura, por ser el órgano encargado de la pnmet:a ~e aq~ellas, ?e­
be adoptar una posición de espectador que obser:e. objetl:a ~ ImparCia~­
mente los hechos que el acusador le p~es~nte. ~mgt ~er~a~oh ~1a so~tem­
do que los jueces "no persiguen ningun mteres perJUdicial sm~ sol~ _la 
averiguación de la verdad ( ... ) lajurisdiccionalidad c~rece de dt~eccwn 
política ~1 tanto que vinculada a la ley, no sólo formal smo sustancmlm.e_n­
te". La sujeción a la ley, continúa el filósofo italiano, "ex~r.esa la ~olocac.10? 
institucional de! juez ( ... ) que se hace patente en el requiSito de tmparctah-

130 Artículo 8.1 CADH; artículo 14.1, PIDCP. 
131 Corte IDH, caso IvcherBronstein, pán; 112. XXVI , 
132 • --t' 1 8 1 CADH· artículo 14 1 PIDCP· art. XXVI DADDH; aruculo 10 DUDH. 

1'\.J ICU O • • ' ' , • b p " 1 1 
133 Adoptados por el Séptimo Congreso de las Nacwnes Umdas so re revencwn e e 

Delito y Tratamiento del Delicuente, celebrado en Milán del 26/8 al 6/9 de 1985, y cznlir­
tmdos por la Asamblea General en sus resoluciones 40/32 de, 29/11/85 Y 40/1 6 e e 
;3/12/85. Estos principios prescriben que "2. Los jueces resolver.anlos asunL~s que ~onoz-

I·1 a1-c1'alt'clad basándose en los hechos y en consonan cm con el de1 echo, sm res-can con np. ' • ' · · · · 1 b' 1 
tricción alguna y sin influencias, alicientes, presiones, amenazas~ mtron~IS\ones m.c ~·Ic as, 
sean directas 0 indirectas de cualesquiera sectores o por cualqmer mottvo; 3. LaJU tca~u­
ra,será competente en to~las las cuestiones de índole judicial y tendrá autoridad ex~lustva 

ara decidir si una cuestión que le haya sido sometida está denu:o de 1~ c_ompetencm que 
pl 1 ·'b . 1 1 ley· 4 No se efectuarán intromisiones indebidas o llljllSti!icadas en el e 1aya au 1 u te o a , · . . . · · 

1 
1 1 -'b 1 E te 

- soj'l1c1'1c'I·Il ni se someterán a revisión las dectswnesjuchcta es e e os tu una es. s 
p10ce ' • · · ' · 1' · 1 · d 1 · t' "n con-rinci io se a licará sin menoscabo de la vía de reviswn JUC ICta 111 e a m~ tgacto o . . 
~lutaclón de fas penas impuestas poi· la judicatura efectuada por las autondades adnums­
trativas de confo1111idad con lo dispuesto en la ley". 
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dad y tiene su justificación ético-política en los dos valores -la búsqueda 

de la verdad y la tutela de los derechos fundamentales-"
134

. 

Por lo tanto, la imparcialidad debe ser tanto institucional como perso-
nal. Cafferata Nores, por su parte, respecto de la garantía de imparciali­
dad, afirma que "su principal (y verdadera) misión no es la de investigar 
ni la de perseguir el delito, sino-la de juzgar acerca de él, por lo que no se 
admiten (o no deben admitirse) como funciones del juez penal las de in­
vestigar de oficio, intervenir en la preparación o formulación de la acusa­
ción, o procurar por su propia iniciativa los datos probatorios sobre el ca­
so a fin de obtener el conocimiento necesario para basar su decisión sobre 

el fundamento de aquélla"
135

• 
Ferrajoli afirma que debe haber una igualdad entre las partes en la 

contienda de tal manera que la imparcialidad del juez no sea ni siquiera 

psicológicamente comprometida por su desequilibrio de poder
136

. Ello es 
así pues de la misma manera que el juez no debe tener funciones propias 
del acusador tampoco debe ejercer las funciones de la defensa. La impar­
cialidad del órgano decisor resulta menoscabada cuando el mismo órga­
no que debe decidir la controversia se ve involucrado de alguna manera 

en la misma 137
. 

Esta perspectiva permite discutir seriamente entonces que los mismos 
jueces que han ordenado las operaciones de represión-v.gr. el juez Abe! 
Cornejo en la provincia de Salta- reúnan las condiciones requeridas pa­
ra desplegar una investigación imparcial e independiente, ¿cómo podría 

13~ Ferrajoli, Luigi, Derecho y Razón. Teoría del Gamntismo penal, Madrid, Trotta, 2001, 

pp. 579/580. 
135 Cafferata Nores,josé l., op. cit., pp. 31/2 
!3G Ferrajoli, Luigi, op. cit., nota 26, p. 583. 
1
37 

En este sentido, la Corte IDH ha advertido en reiteradas oportunidades dicha in-
compatibilidad. En el caso Castillo J'etntzzi y otros, por ejemplo, sostuvo que el hecho ele que 
las mismas fuerzas armadas inmersas en el combate contra Jos grupos insurgentes sean las 
encargadas de juzgar a las personas vinculadas con dichos grupos "mina considerablemen­
te la imparcialiclacl que debe tener su juzgador" (párr. 130). En el caso Cantoml Benavídez, 
estimó que "la imparcialidad del juzgador resulta afectada por el hecho ele que las fuerLas 
armadas tengan la doble función de combatir militarmente a Jos grupos insurgentes y de 
juzgar e imponer penas a Jos miembros de dichos grupos" (párr. 114). Asimismo, en el ca­
so Dumnd y Ugarte, la Corte refirió que "Jos tribunales que conocieron Jos hechos relaciona: 
dos con dichos sucesos 'constituyen un alto Organismo ele los Institutos Armados' y Jos J11i· 
litares que integraban dichos tribunales eran, a su vez, miembros de las fuerLaS armadas en 
servicio activo, requisito para formar parte de Jos tribunales militares. Por tanto, estaban in­
capacitados para rendir un dictamen independiente e imparcial" (párr. 126). Por su parte, 
en el caso 11-ibunal Constitucional advirtió que "[e]stá probado que quienes integraron eJl\·i· 
bunal Constitucional y conocieron el amparo de los magistrados destituidos, fueron las mis­
mas personas que participaron o se vieron involucradas en el procedimiento ele acusación 
constitucional en el Congreso. En razón ele Jo anterior, ( ... ) puede afirmarse que en la de· 
cisión ele los amparos en el caso en an{llisis no se reunieron hls exigencias de imparcialidad 
por parte del Tribunal que conoció los cit.'ldos amparos" (párr. 96). 
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pronunciarse de manera imparcial . . 
te, si la represión de un supuesto il~7t;uez q~e d:be revisar, precisamen-
conforme a derecho? ' por el mismo ordenada, ha sido 

Debido a esta misma preocupación 1 b 
festantes reprimidos en C .· ' os a ogados de varios de los mani-

D
, . oruentes han entendido 1 . 
avila a cargo de la investigad, d 1 . que e JUez federal Soto 

B 1 . " on e o ocurndo sob 1 e giano ha tenido relaci'o' d' re e puente General 

1 
n 1recta en su d' ,, d 

os hechos acontecidos en la m d. ' d con IciOn e magistrado, con 
que -en función de su investid:r~uga a d.ell7.de diciembre de 1999, ya 

cuyo ejercicio u omisión en el context~ ~:~~~lanzado deb:res y facultades 
te de la profusa y compleia m t . . . . hechos refendos forman par-
. . '-' a ena Investigauva Q JeUvas y de ningún modo s ' . ue estas razones son ob-

d 
uponen una valoración d 1 

ucta alguna del magistrado . . 1 e a persona o de con-' smo simp emente la . . , 
por los cuales constituiría una vi' ola . , 1 d . mvocacwn de Jos motivos · Cion a ebido pr d' · 
mstruyera quien podría ser c't d 1 . oceso a lJeUvo que lo I a o en e mismo como . d 
sea en calidad de parte 

0 
testig , 138 SllJeto el proceso, ya 

El mismo probl ~ · ema se suscita con los auxiliare d . . . 
muchas ocasiones la propia ftle- . 1 s e JUStiCia, ya que, en 

1 
' 1 za mvo ucrada en d 

es a que queda a cargo de 1 . . un acto e represión 
. , a asistencia a Ja m · _ 

u·uccwn. En el caso de la pr . . d agistlatura durante la ins-
ovmcm e Salta 1 

encargado de la instrucción d 1 . . '-~ersona de Gendarmería es 

A
. e a mvestigacwn· e 1 · d d 
¡res, la propia Policía F d 1 . . ' n a cm a de Buenos e era participa de ¡ · · . , 

do en todos los casos en los . . , a mvestigacwn de lo ocurrí-
Frente a los . bl que se repnmio a manifestantes. 

pi 0 e mas que plantea 1 ' d · 
ha establecido un régimen d . 1 'b' . a garantm e Imparcialidad, la ley 

e 111 11 ICIOnes y r · 
ces y fiscales, y de incapacidad . . .~cusacwnes respecto dejue-

. es, mcompatibihdad · h'b' · 
sacwnes respecto de la act . , d . es, In I IciOnes y excu-

, uacwn e pentos e i t' -
su razon de ser en el hecho d . n ei pretes que encuentra 

e que s1 aquel qu · 
P!lestos cumple una ftii1c" 1 . e posee mtereses contra-

Ion en a avenguaci- d 1 
cho puede verse impedi'd d ' on e a verdad sobre un he-
,. o e actuar con la b' · 'd d 
eJercicio de dicha función Cl -·, 01 o ~e ti VI a requerida para el 

"h · at ¡a medo lo define el 1 · · 
son echos o circunstancias [ ] h el e a sigmente forma: 
ligro para la recta administrad¿~~ 1 ai~ ~ ~ctuar como índices de un pe­
que pueda afectarse un inte¡·e's p, bel' aJUStici~ frente al caso particular, sea 

d 
U ICO O un Ilt ' ' 

o en el proceso"l39, I eres pnvado comprometí-

138Es .· fi 130 c¡ ~l-o Irmaclo por los abogados Darío Ale' J· • . . Clana Olmedo, jorge A 'J}'(It(l{/o deD . 1 ~aJ'nc 10 Esqmvel y Daniel Gustavo Esquive! 
tomo IT p 241 A' 1 . '' e1u10 rocesnlR ¡ ¡E 1' · ' · · SI o entiende Francisco D'Alb ew • e mr, Buenos Aires 1963 

~i~~i~l:~t;s~~iones de los. magistra~los ;,son dos a~~~;r~:~r~ar ~uel el régimen de inl;ibiciO: 
e e JUez, que es mherente a la li . , . . . nc erezac os a resguardar la im ar 

de la administración dej'usticia· SOil e'. uncwnj~lchc1al ( ... ) Este tema hace al buen sen?c'· . 
'' 11 cunstancms que debe 1 1 10 n ser va oradas para evitar que 

1 

i.l 
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La ausencia de una regulación específica en el mismo sentido en rela­
ción con la actuación de las fuerzas de seguridad hace que estas reglas sean 
útiles a efectos de evaluar su desempeño. En todas las investigaciones se 
han adoptado en mayor o menor medida algunas disposiciones con el fin 
de aventar esos riesgos. En la investigación de los hechos de diciembre de 
2001 en Plaza de Mayo, por ejemplo, la desgrabación correspondiente a 
la frecuencia Metro 1 policial, utilizada para la transmisión de instruccio­
nes desde la Dirección General de Operaciones, se encomendó a Gendar­
mería Nacional, al igual que el copiado de las cintas de video de los regis­
tros fílmicos policiales (el canal 4 policial). No obstante, muchas otras 
diligencias han sido practicadas por la misma Policía Federal, por ejem­
plo, el suministro de información sobre los funcionarios que actuaron o 
el parque de municiones empleado, la citación de testigos, entre otras. 

La ausencia de reglas específicas hace muy compleja la dilucidación y dis­
cusión de los conflictos de interés que evidentemente suscita la circunstan­
cia de que investigadores e investigados tengan la misma pertenencia institu­
cional. Existe un serio problema que no ha sido desarrollado suficientemente 
en docu·itm y radica en la circunstancia de que, a falta de Una fuerza funcio­
nal y exclusivamente dependiente de los órganos destinados a la investiga· 
ción de hechos delictuosos, las tareas investigativas, como bien lo advierte Fe' · 
rrajoli, "quedan en manos de sujetos que ( ... ) dependen funcionalmente de 
la magistratura ( ... ),pero disciplinariamente del Poder Ejecutivo"140• 

Desde hace muchos ati.os existe un reclamo persistente por parte de quie­
nes han advertido con preocupación este problema, dirigido a establecer una 
distinción más clara enu·e las policías y fuerzas de prevención y las policías y 
agencias de investigación. En general no se han registrado en el país avan-

la garantía del debido proceso, en el cual la imparcialidad del juzgador es condición nece­
saria, pueda verse lesionada con el mantenimiento de condiciones adversas para el correcto 
ejercicio del derecho de defensa" (D' Albora, Francisco, Código Pmcesal Penal de la Nación C()­

mentado, Buenos Aires, Abeledo Perrot, 1997, p. 107, con cita ele CS Fallos 306:1392; 
310:3242). Es por ello que "es preciso establecer si existe algún vínculo o relación enu·e el 
magistrado y el objeto del proceso o sus in ten~nientes" (D' Albora, Francisco, o p. cit., p. 108). 
Clariá Olmedo postula que estos hechos "pueden influir decisivamente en el ánimo del juez, 
en forma ele no permitirle objetivizar el criterio de justicia exigido por el interés social, favo­
reciendo o petjudicando indebidamente al imputado o a las partes civiles cuando inten•en· 
gan en el proceso ( ... ) ". Con respecto a las incompatibilidades que el código prevé para el 
ejercicio de la función de perito en el marco de un proceso penal, D' Albora advierte que "la 
es_trictez del precepto [el art. 256 CPP] se explica porque la imparcialidad y confianza exigí· 
ble a los técnicos que asumen esta función es similar a la que se requiere para los jueces". 
Clariá Olmedo, por su parte, no considera que los peritos sean auxiliares del órgano jurís· 
diccional. La remisión que se efectúa en el precepto antes mencionado a las causales de in· 
hibición y excusación de los jueces responde a un "método simplificante, que se justifica an· 
te la exigencia de imparcialidad en la actividad de los peritos sean ellos nombrados de oficio 
o a propuesta de parte" (Ciariá Olmedo, Jorge A., op. cit., tomo III, p. 367). 

140 Ferrajoli, Luigi, op. cit., pp. 789/790. 
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ces sustantivos en este sentido y no es difícil vincular a esa omisión los ma­
gros resultados que todas las investigaciones judiciales arrojan sobre la ac­
tuación de las fuerzas ocupadas en la represión de las protestas. Ni siquiera 
las oficinas policiales que supuestamente ejercen funciones de control sobre 
sus pares se han mostrado útiles. En los casos más grotescos, incluso, ellas 
mismas han estado activamente involucradas como Asuntos Internos de la 
PFA en la ejecución de Alberto Márquez en la zona del obelisco porteño. 

1\1.4.2.2 Falta de diligencia 

El Ministerio Público Fiscal es el órgano que tiene a su cargo la acusa­
ción y, como tal, el único encargado de desvirtuar el estado de inocencia 
del que goza la persona imputada por la comisión de un delito. El fiscal 
tiene la carga de probar que una persona es culpable. 

La Comisión IDH ha advertido que "es función del Estado preservar 
el orden público y, por ende, es su obligación actuar la ley penal promo· 
viendo o impulsando el proceso hasta el final. Esto es, la obligación de in­
vestiga¡~ procesar y sancionar a los responsables de violaciones a los dere­
chos humanos es un deber indelegable del Estado. El funcionario público, 
al conu·ario del particular, tiene la obligación legal de denunciar todo de­
lito de acción pública que llegue a su conocimiento en el ejercicio de sus 
funciones. La afirmación precedente se confirma en aquellos regímenes 
procesales que niegan a la víctima o a sus familiares legitimación procesal, 
ejerciendo el Estado el monopolio de la acción penal. Y, en aquellos otros 
en donde esa legitimación está prevista, su ejercicio no es obligatorio sino 
optativo para el damnificado y no sustituye a la actividad estatal"141 • 

Esta misma idea ha sido afirmada por la Asamblea General de las Nacio­
nes Unidas, en las Directrices sobre la Función de losFiscales142 al advertir, en la 
clirecu·iz undécima, que "los fiscales deben desempeñar un papel activo en 
el procedimiento penal, incluida la iniciación del procedimiento y, cuando 
así lo autorice la ley o se ajuste a la práctica local, en la investigación de de­
litos, la supervisión de la ejecución ele fallos judiciales y el ejercicio de otras 
funciones como representantes del interés público", De acuerdo con lo ex­
presado en el considerando segundo de. dicho documento, tal tarea se en­
cuentra íntimamente relacionada con el derecho al debido proceso legal, 
por lo que debe ser emprendida con imparcialidad, firmeza y prontitud. 

Hl Comisión IDH, Informe 86/99, del 29 de septiembre de 1999, caso Morales, Pablo y 
otros (Cuba), párr. 47. 

142 Aprobadas por el Octavo Congreso de las Naciones Unidas sobre Prevención del 
Delito y Tratamiento del Delincuente, celebrado en La Habana (Cuba) del 27 de agosto al 
7 de septiembre de 1990. 
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El principio que rige la actividad del Ministerio Público Fiscal en el ám­
bito nacional es el de legalidad procesal, consagrado en el artículo 71 del 
Código Penal143; esto es "la automática e inevitable reacción del Estado a tra­
vés de órganos predispuestos ( ... ) que, frente a la hipótesis de la comisión 
de un hecho delictivo (de acción pública), se presenta ante los órganos ju­
risdiccionales reclamando la investigación, eljuzgamiento y, si correspon­
de, el castigo del delito que se hubiera logrado comprobar"144• Ello debe 
efectuarse con igual compromiso de esfuerzos estatales. Por otro lado, es­
ta directiva se ve reforzada por la tipificación como delito de denegación 
y retardo de justicia145 al hecho endilgado al "funcionario público que, 
faltando a la obligación a su cargo, dejare de promover la persecución y 
represión de los delincuentes"146• , 

La Asamblea General ha sentado las bases para la actuación del Minis­
terio Público Fiscal. En este sentido, ha hecho particular hincapié en el de­
ber que les asiste a los fiscales en relación con el "enjuiciamiento de los fun­
cionarios públicos que hayan cometido delitos, especialmente en los casos 
de ( ... ) abuso de poder, violaciones graves a los derechos humanos y otros 
delitos reconocidos por el derecho internacional y, cuando lo autoricen 

. ; . 1 1 1 . . . ; d d 1' t "147 las leyes o se '\JUSte a la practica oca , a a mvesugacwn e esos e 1 os , 
obligación que se ve reafirmada por la misma Asamblea General al soste­
ner que "las personas afectadas por el empleo de la fuerza y de armas de 
fuego o sus representantes legales tendrán acceso a un proceso indepen' 
diente, incluido un proceso judicial. En caso de muerte de esas personas, 
esta disposición se aplicará a sus herederos" 148. 

143 El artículo 71 CP establece que "Deberán iniciarse de oficio todas las acciones pe­
nales, con excepción de las siguientes: 1) las que dependieren de instancia privada; 2) las 
acciones privadas 11

• • # 

144 CaJTerata N ores, José 1., "El principio de oportunidad en el De1·echo argentm~. Teona, 
realidad y perspectivas", en re\~Sta NueoaDocflina Penal, del Puerto, 1995-A, Buenos Aires, p. 4. 

145 Artículo 274 del Código Penal. 
14G Este principio ha sido cuestionado con dureza fundamentalmente por su imposi­

biliclacl de aplicación en la práctica: ningún sistema judicial es cap~z de c~a1: ~ratamient~ a 
todas las infracciones que se cometen. Entre otras razones, por la 1mpos1bihdad matenal 
de lograr satisfacer esta exigencia, lo que torna inevitable la creación de criterios de se­
lección que en general se orientan hacia la priorización de los delitos más leves en detri­
mento de los más graves, quedando estos últimos impunes. En este sentido, cfr. Cafferata 
Nores,José I., op. cit., p. 5. 

147 Directrices sob1~ la función de los fiscales, cit. 
148 PlincijJios básicos sob1~ el empleo de la fuerza)' de armas de Juego por los funcionarios encm' 

gados de /wcercrunjJ!ir la ley, adoptados por el Octavo Congreso de las Naciones Unidas sobre 
la Prevención del Delito y Tratamiento del Delincuente, celebrado en La Habana (Cuba) 
del27 de agosto al 7 ele septiembre de 1990 (Principio nro. 23). El documento aclara que 
por "funcionarios encargados de hacer cumplir la ley" se "incluye a todos los agentes ele la 
ley, ya sean nombrados o elegidos, que ejercen funciones de policía, especialmente las fa­
cultades de arresto y detención". 
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Para dar cumplimiento a su función, el Ministerio Público debe con­
tar con "todos los recursos presupuestarios y técnicos necesarios para una 
investigación eficaz, y tendrán también facultades para obligar a los fun­
cionarios supuestamente implicados en esas ejecuciones a comparecer y 
dar testimonio. Lo mismo regirá para los testigos. A tal fin, podrán citar a 
testigos, inclusive a los funcionarios supuestamente implicados, y ordenar 
la presentación de pruebas"149, 

Respecto a la forma en que esta investigación debe ser llevada a cabo, 
no existe en la legislación nacional ningún criterio unificado que lo esta­
blezca. Tampoco existen directivas que emanen de los órganos jerárquica­
mente superiores, como puede ser la Procuración General de la Nación, 
que ordenen a los funcionarios inferiores una estrategia a seguir. Por este 
motivo, en la práctica judicial cotidiana, cada funcionario instrumenta sus 
propios criterios producto de la experiencia personal, de la intuición y del 
sentido común. En definitiva, no existe un método legal de formación de 
la prueba, lo que deja librada la convicción sobre la culpabilidad del im­
putado al criterio individual del juez. 

Los Principios relativos a una eficaz j11'evención e investigación de las ejecu­
ciones extralegales, sumarias o a·rbitmrias proveen, sin embargo, ciertas pau­
tas que deberían ser observadas en el momento de emprender una inves­
tigación. Antes de la inhumación del cuerpo de una persona fallecida se 
debe llevar a cabo una autopsia por parte de un médico (de ser posible, 
forense) -regla 12-; la autopsia debe tener por finalidad determinar 
la identidad de la persona fallecida y la causa, forma, momento y lugar 
de la muerte -regla 13-; a tal efecto deben incluirse fotografías deta­
lladas en color de la persona fallecida -regla 13-; el informe de la au­
topsia debe describir todas y cada una de las lesiones que presente la per­
sona fallecida e incluir cualquier indicio de tortura -regla 13-; las 
personas encargadas de realizar estos estudios deben contar con inde­
pendencia de cualquier organización o entidad potencialmente implica­
da -regla 14-; se debe evitar que todos aquellos que estén implicados 
en los hechos que motivan la investigación ejerzan un control o poder 
directo o indirecto sobre los querellantes, los testigos y sus familias, así 
como sobre quienes practiquen las investigaciones -regla 15-; los fa­
miliares de la persona fallecida y sus representantes legales deberán ser 
informados de las medidas que se tomen en el marco de la investigación 
y tendrán derecho a presentar las pruebas que estimen corresponden 
-regla 16-. 

14
9 Plincijn'os 1~lativos a una eficaz prevención e itwestigación de las ejecuciones e.\'lmlegales, fll' 

bitmrias o sumarias, cit. (Principio 1 9 ). 
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Sin embargo en el caso de los manifestantes saltei'ios, el fiscal de la cau­
sa no inició ninguna denuncia en contra del personal de Gendarmería, 
no obstante, en diversas oportunidades los "piqueteros" imputados habían 
denunciado haber sido víctimas de delitos de acción pública perseguibles 
de oficio: uso de armas de fuego frente a la resistencia de los manifestan­
tes que tiraban con piedras y gomeras, disparos a zonas del cuerpo como 
la cabeza o el pecho, contra personas menores -en una de ellas resulta­
ron muertos Carlos Santillán y José Barrios-, gran cantidad de personas 
heridas por armas de fuego. Lo único que se hizo fue disponer las medi­
das urgentes del caso, en las que se determina la muerte de dichas perso­
nas sin que se investigue la responsabilidad de la Gendarmería; esta medi­
da, por lo demás, fue adoptada a instancias del propio juez150. 

Una situación similar se observa en la investigación de la muerte del 
hijo de una persona que participó del corte del puente General Belgrano 
en la provincia de Corrientes, el27 de julio de 1999. El chico desapareció 
en el mes de agosto y su cuerpo apareció poco después. A pesar de que no 
existían pruebas suficientes que superaran la sospecha en cuanto a la re­
lación entre el suceso y la actividad de su padre, los hechos nunca se in­
vestigaron. En un principio, la policía calificó el suceso como un acciden­
te, lo que entorpeció la eficaz investigación de lo ocurrido; sin embargo, 
una autopsia posterior arrojó otro resultado: el muchacho habría recibi­
do golpes. Tampoco con relación a las heridas que sufrió Juan Pereyra, 
manifestante correntino "autoconvocado": si bien existió un acuerdo pa­
trimonial, no hubo mayores avances en la investigación penal. 

En muchos casos, las denuncias fueron radicadas ante las fiscalías por 
propia iniciativa de las víctimas. Ello, sin embargo, resulta problemático 
en algunos casos. En el caso de Salta, varios de los declarantes afirmaron 
que aun habiendo sido víctimas de ilícitos penales cometidos por perso­
nal de Gendarmería no iban a radicar denuncia alguna debido a la situa­
ción de continua persecución que experimentaban. 

Los funcionarios del Ministerio Público que actuaron en la causa de 
Salta no cumplieron con los criterios que rigen su actuación, al no perse­
guir hechos en los que existía suficiente prueba para incriminar a perso­
nal de las fuer~as de seguridad. A pesar de que los imputados declararon 
-y en varios casos denunciaron-haber sido víctimas ele tratos crueles e 
iilhumanos por parte de las fuerzas de seguridad, dichas aseveraciones no 
han sido investigadas de modo eficaz por los órganos judiciales. Todo ello 
no obstante existir elementos probatorios concluyentes de los excesos: los 
informes médicos que certifican las lesiones en diversas partes del cuerpo 

150 Véase Reseña de casos ... , acápite 1.3. 
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de los impÚtados en el momento ele ingresar a los centros de detención, 
las constancias de las armas utilizadas por las fuerzas de seguridad para re­
primirlos y hasta la muerte de dos de los manifestantesl51. 

La investigación en la ciudad de Buenos Aires de los sucesos 
de diciembre de 20011s2 

En virtud de los hechos de represión de diciembre de 2001, se presen­
taron numerosas denuncias y querellas criminales que dieron lugar a va­
rios procesos penales. En !aJusticia federal con asiento en la ciudad de Bue­
nos Aires se iniciaron dos procesos: uno ante lajuezaServini de Cubría, en 
el que se investiga la actuación de los responsables policiales y políticos por 
la represión, y otro ante el juez Oyarbide, quien trabaja sobre la posible 
existencia de un "complot" para derrocar al presidente De la Rúa. Asimis­
mo, en distintas jurisdicciones del interior del país se entablaron procesos 
penales por cada una de las muertes y demás hechos violentos ocurridos. 

Lajueza Servini de Cubría conservó la investigación de las interven­
ciones de los máximos responsables funcionales durante esos episodiosl53, 

A lo largo del mes de febrero de 2002, lajueza dispuso la detención de 
seis oficiales de la Policía Federal, del comisario Rubén Santos, ex jefe de 
esa fuerza, ele Norberto Gaudiero (entonces jefe de la Dirección General 
de Operaciones de la Policía Federal) y de Enrique Mathov, secretario de 
Seguridad Interior del gobierno de la Alianza. 

En su decisión, cuestionada por muchas de las partes querellantes, la 
jueza centró la responsabilidad en Rubén Santos, aun cuando lo ocurrido 
reflejaba claramente un accionar coi"tiunto y una red de impunidad que 
comprometía a toda la institución. En este sentido resultó cuestionable 
que ni Norberto Gaudiero ni el ex superintendente de Seguridad Metro­
politana, Raúl Andreozzi, fueran procesados a pesar de la evidencia que 

151 No consta en la causa que se haya realizado acto de investigación alguno tendiente 
a determinar los responsables de la muerte de Carlos Santillán y de Osear Barrios. Sin em­
bargo, el juez resuelve que las muertes y las lesiones producidas durante los meses de no­
vietnbre de 2000 y a partir del 30 de mayo de 2001 son enteramente independientes de los 
delitos que se investigan en la causa. Dice que· "si bien11o se han establecido con precisi6nlos /u­
gmrs donde se prodttjeron los disparos que ocasionaron la muerte de Santil/án y Bam'os, )' las lesiones 
de las personas mencionadas en e/ listado ( ... ), ningún elemento indim que se hubieran producido so­
bl~ la mta nacional n• 34, dumnte el opemtiuo llroado a cabo por la Gendarmerfa Nacional con/a 
inten,ención de este juzgado. Por lo expuesto tales injustos resultan escindibles de los i/{citos que se in· 
11estigan en autos" (fs. 1781 del expediente judicial). 

152 Véase Reseña de casos ... , acápite 1.2.1. 
153 En el otro, cuya instrucción fue delegada a la Fiscalía en lo Criminal y Correccional 

Federal N" 5, fueron investigadas las afectaciones concretamente sufridas por los manifes­
tatltes, así como la responsabilidad ele los ejecutores materiales ele cada una de ellas. 
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indicaba que comandaron y tuvieron poder de control sobre las fuerzas 

intervinientes. 
Esta decisión -así como la de la investigación que la jueza delegó a la 

fiscalía- fue revisada por la Cámara Federal porteña. . 
Entre los puntos más relevantes, el tribunal confirmó los procesamie~­

tos de los policías Orlando J. Oliverio, Ariel G. Firpo Castro, Carlos J. Lo­
pez y Eugenio Figueroa por la muerte de Alberto Márquez y las lesiones 
de Martín Galli. También imputaron a Ornar A. Bellante como autor de la 

muerte de Gustavo A. Benedetto. 
· · d e b , l5<l r Mathov contrariamente a lo dispuesto por Servm1 e u na , ue 

responsabiÚzado por las cinco muertes y los 227 heridos. I~ual calificación 
adoptaron los camaristas respecto de la conducta de Ruben Santos, revo­
cando la decisión de lajueza, que lo había identificado como autor dolo­
so de los cinco homicidios en su modalidad omisiva. 

En virtud de las mismas consideraciones, el Tribunal ordenó que se 
tomara declaración indagatoria al ex presidente Fernando de la Rúa Y al 
ex ministro del Interior, Ramón Mesu·e, quien murió a principios de 

2003. . 1 
Por último, proce.saron a Norberto Gaudiero y Raúl Andreozzt, por 1a-

ber actuado abusivamente al impartir órdenes ilegítimas de detener a las 
personas que manifestaban pacíficamente en Plaza de Mayo .. En este ~e~­
tido, se entendió que Santos no había desplazado a Andreozzl)' Gaudtero 
en las funciones específicas de sus cargos -tal como lo habta afirmado 
Servini de Cubría-, pues para ello se requiere una orden expresa. Por el 
contrario, ambos eran responsables de asistir -y así lo hicieron en el ca­
so- a los requerimientos del personal subordinado. 

Por su parte, también la jueza Servini de Cubría hizo 1;otar ~los fisca­
les, en noviembre de 2002, "la falta de actividad investiga.uva extstente en 
relación a los hechos ( ... ) [que culminaron con los asesmatos de Carlos 
Almirón, Gastón Riva y Diego Lamagna] y que tam~ién f~rma~- p:rte ~~1 
objeto procesal cuya investigación se encuentra baJO su d1recc10n . Servt­
ni consideró que "en tal sentido, los Sres. Fiscale~,deben ten:~· en cuen­
ta la necesidad de imprimir algún tipo de actuacwn en relacwn a la de­
terminación de las muertes de ( ... ) [los tres jóvenes nombrados] 
tendiente a la individualización de los autores de esos hech,os, toda vez 
que, tal demora, puede actuar en co~1tra de dicho o~jetivo". Estos, p~r su 
parte, recriminaron en dos oportumdades a la mag1st1·ada -en enero de 

IH Lajueza entendió que sólo había elementos de convicción suficientes para reputar 
que Mathov había consentido la privación de libertad de algunas personas, .er:ctuada por 
personal policial: _sin habe~ hec~lü nada para hacer cesar ese estado, pero chcto la falta de 
mérito con relacwn a las eJecuciones. 
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2001 y abril de 2002- por las restricciones impuestas al acceso a la cau­
sa y por no haberlos notificado sobre una citación a indagatoria con _la 
antelación necesaria. 

La investigación de los homicidios en la provincia de Santa Fe 
durante diciembre de 2001 155 

Según un informe de la Comisión Investigadora No Gubernamental156 

de las muertes ocurridas en Santa Fe en diciembre de 2001, han existido 
irregularidades, omisiones y falencias en los procesos tramitados ante el 
Juzgado de Instrucción n 2 13 de Rosario, donde se investigan los homici­
dios de Juan Delgado, Yanina García, Walter Campos, Ricardo Villalba, Ru­
bén Pereyra, Claudio Lepratti y Graciela Acosta 157• 

Del análisis de esas actuaciones la Comisión ha establecido la presen­
cia de las siguientes prácticas policiales: 

a) Alteración y/o modificación del escenario de los hechos (caso Pe­
reyra). 

b) Recepción de testimonios por parte de personal de las propias sec­
ciones policiales involucradas en los homicidios investigados (casos 
Campos, Delgado, García). 

e) Testigos aportados y/ o individualizados por personal de las propias 
seccionales policiales comprometidas en los homicidios investiga­
dos (casos Campos, Delgado). 

d) Producción de otras medidas probatorias por parte de las mismas 
seccionales policiales implicadas (casos Campos, Delgado, García). 

e) Desobediencia de las instrucciones prevencionales dictadas por el 
propio juez de Instrucción (por ej., a pesar de que el Poder Judi­
cial ordena que instruya el sumario la División Judiciales, ou·as sec­
ciones continúan participando y/o conduciendo la investigación 
-casos Campos, Delgado, García-). 

f) Aparente falsificación de pruebas como testimonios o actas policia­
les (casos Lepratti, García, Deglado). 

g) Amenazas e intimidación a familiares de las víctimas y testigos (ca­
sos Delgado y Acosta). 

h) Fabricación de causa penal a la víctima (causa Lepratti). 

155 Véase Reseila de casos ... , acá pite 1.2.7. 
156 Comisión Investigadora No Gubernamental de los Hechos de Diciembre, cit. 
157 Expedientes 2085/01 (Delgado), 2128/01 (García), 2160/01 (Campos), 2129/01 

(Pereyra), 2100/01 (Lepratti) y 2126/01 (Acosta). 
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i) Falta de preservación del escenario del hecho, imposibilitando la 
realización de medidas probatorias esenciales (caso Delgado). 

j) Falta de información al juez de Instrucción sobre la totalidad de las 
secciones policiales que intervinieron en los hechos (casos Delgado 
y Acosta). 

k) En la totalidad de las indagatorias los policías niegan la utilización 
de cartuchos PG (Propósito Generales- munición de plomo) y el 
uso de las pistolas reglamentarias o de cualquier otra arma letal a 
pesar de que reconocen portarlas (por ejemplo, ametralladoras 
FMK3). 

El mismo análisis ha conducido a la Comisión a advertir la presencia 
de las siguientes prácticas judiciales: 

a) Rechazo a los pedidos de avocamiento solicitados por representan­
tes de los familiares de las víctimas o por el Ministerio Público Fis­
cal (caso Delgado). 

b) Llamativo "extravío" en el ámbito del juzgado de pedidos de avoca­
miento interpuestos por la fiscalía (casos Pereyra y García). 

e) Ausencia de conducción judicial de la totalidad de las investigacio­
nes, que en algunos casos quedaron en manos de la policía, sin un 
control jurisdiccional directo. 

d) Al surgir presuntos delitos o faltas administrativas, cometidas por el 
personal policial de intervención, la autoridad jurisdiccional omite 
promover en forma inmediata su investigación de oficio (casos Pe­
reyra y García). 

e) Demora u omisión en la realización de medidas probatorias esen­
ciales, como pericias sobre armas, reconstrucciones, declaración de 
testigos, careos, etc. (casos Delgado, Campos y Acosta) 158, 

f) Falta de investigación de las contradicciones y/o diferencias entre 
las declaraciones de un mismo testigo. en sede policial y judicial y 
entre testigos (casos Campos, Delgado y Acosta). 

g) La instrucción judicial no agota la totalidad de las hipótesis investi­
gativas, fundando sus resoluciones casi exclusivamente sobre la ba­
se de las investigaciones realizadas por la policía y de los dichos de 
los propios imputados (caso Campos). 

h) Durante las declaraciones de testigos que aportan elementos acusato­
rios se realizan preguntas tendenciosas que, en lugar de desentrañar 

158 Este hecho ha sido confirmado por el Sr. fiscal de Cámara, Dr. Peña, en la causa que 
investiga el homicidio de Walter Campos. 
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la mecánica de los hechos, apuntan a hacerlas entrar en contradic­
ción o desacreditarlas. No se observa una práctica similar cuando 
los que declaran son policías (casos Delgado y Lepratti). 

i) En algunas de las causas, se observa una insuficiente producción de 
pruebas en relación con los hechos imputados en las indagatorias, 
poniéndose así en riesgo el esclarecimiento de los mismos, por el 
transcurso de los plazos procesales. 

La investigación de los homicidios en la provincia de Salta159 

Las muertes de Carlos Santillán y de Osear Barrios son investigadas por 
el Dr. Medina, titular del Juzgado Federal nº 2 de Salta. Según la abogada de 
las familias, Mara Puntan o, no ha habido avances sustanciales en el proceso. 

La misma abogada patrocina a los familiares de Aníbal Verán, quien 
murió mientras participaba de un corte sobre la ruta nacional34. La cau­
sa y circunstancias de su muerte son investigadas por el titular del Juzga­
do Federal nº 1 de Salta, Abel Cornejo. En contacto con el CELS, la Dra. 
Mara Puntano afirmó que, a pesar del tiempo transcurrido, no hay impu­
tados en el sumario. Alrededor de doscientas personas han declarado en 
la investigación, sin resultados positivos. 

Violación a la garantía de plazo razonable en Corrientes160 

El derecho a un proceso dentro de un plazo razonable es uno de los· 
requisitos que deben observarse en las instancias judiciales a efectos de 
que las personas puedan defender adecuadamente sus derechos ante cual­
quier acto del Estado que pueda afectarlas. Su importancia radica funda­
mentalmente en "la necesidad de evitar dilaciones indebidas que se tra­
duzcan en una privación y denegación de justicia en perjuicio de personas 
que invocan la violación de sus derechos"161 • 

Respecto a los parámetros para determinar la razonabilidad de la dura­
ción de un proceso judicial, la Corte Europea ha afirmado que se deben te­
ner en cuenta tt·es elementos: a) la complejidad del asunto; b) la actividad 

159 Véase Reseña de casos ... , acápite 1.3. 
160 Véase Reseiia de casos ... , acápite 1.5. 
161 Comisión IDH, Informe 43/96, del15 de octubre de 1996, caso Oral Gallardo, José 

Francisco, párrafo 53. 
Más aún, la Corte IDH tiene dicho que "los recursos ... resultarán ilusorios e inefccti­

vos, si durante la tramitación de éstos se incurre en un retardo injustificado ele la decisión". 
Cfr. Corte IDH, caso Tribunal Constitl!ciona~ sentencia del31 de enero de 2001, párr. 93. En 
este mismo sentido, en caso de la Comunidad Mayagna (Sumo) Awas Tingni, sentencia del 31 
de agosto de 2001, pán: 134. 
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procesal del interesado; y e) la conducta de las autoridadesjudiciales162• Es­
te plazo abarca desde el inicio del proceso hasta su finalización, con el dic­
tado de la sentencia definitiva y firme. Particularmente en materia penal, 
"dicho plazo debe comprender todo el procedimiento, incluyendo los re­
cursos de instancia que pudieran eventualmente presentarse"163• 

Cabe mencionar que el prin.cipio de legalidad procesal que establece 
la necesidad de que el Estado proceda al enjuiciamiento de todos los de­
litos no justifica que se dedique un período de tiempo ilimitado a la reso­
lución de un asunto de índole criminal. En algunos casos, no obstante, a 
pesar de haberse excedido holgadamente el lapso razonable no ha habi­
do ninguna respuesta razonable a las víctimas de la represión estatal. 

Esto es lo que ocurrió en Corrientes, donde existió un retardo ii~us­
tificado en la definición de las cuestiones de competencia sustanciadas an­
te la Corte Suprema de Justicia de la Nación. Las primeras averiguaciones 
estuvieron a cargo de la Justicia local y las principales pruebas se prodt~e­
ron allí. Durante dicha tramitación se planteó un pleito de competencia 
entre ésta y !aJusticia federal, que fue resuelto finalmente en favor del Juz­
gado Federal de Primera Instancia de la ciudad de Corrientes, en octubre 
de 2000. La solución de este conflicto se extendió por espacio de un aiio, 
durante el cual las causas principales se paralizaron, aún cuando algunas 
víctimas se habían constituido en querellantes y actores civiles164• 

162 Véase, entre otros, European Court dfHuman Rights, Malta judgment of 19 Febmmy 
1991, Series A no. 195-A, párr. 30; Ruiz Maleos v. Spain judgment of23 ]une 1993, Series A no. 
262, ~árr. 30. 

63 Corte IDH, caso Suárez Rasero, sentencia dell2 de noviembre de 1997, párr. 71. 
164 Es importante seíialar que, según nuestro Código Penal, "Las cuestiones de compe­

tencia no suspenderán la instrucción, que será continuada: a) Por el tribunal que primero 
conoció en la causa" (art. 49 CPP). Es decir, que no existía razón que justificara la paraliza­
ción de la instrucción. 

Conclusiones y Recomendaciones 

Las recomendaciones que se presentan a continuación indican tan só­
lo líneas de trabajo y discusión posibles, con relación a reformas institu­
cionales aptas para revertir los principales problemas que se denuncian en 
este informe. Las transformaciones que sugerimos caen dentro de la in­
cumbencia de los tres poderes del Estado. 

La criminalización de los manifestantes 

Uno de los ejes de esta investigación ha sido el análisis de la persecu­
ción penal desplegada por el Estado contra las personas que han partici­
pado en manifestaciones de protesta. 

Con relación a este punto, es necesario que una ley de Congreso Nacio­
nal declare extinguidas las acciones penales y la pena en los casos de crimi­
nalización de la protesta social, necesario correlato jurídico del discurso gu­
bernamental que promueve no criminalizar la lucha de los dirigentes sociales 
y, en general, de todas aquellas personas que han expresado su reclamo a tra­
vés de movilizaciones y cortes de ruta. Se postula, además, la extinción de las 
acciones civiles emergentes de episodios de protesta social, que se encuen­
tren abarcados por la norma, y el establecimiento, por ley específica, de un 
régimen indemnizatorio a cargo del Estado por los daiios. 
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No se trata de una amnistía, que supone el olvido o el perdón de deli­
tos, sino del reconocimiento del ejercicio de un derecho y de la extinción 
de las acciones penales derivadas de los hechos ocurridos con motivo o en 
ocasión de protestas sociales y de las penas que en idénticos contextos se 
hubiesen impuesto. La identificación clara de las conductas que alcanza­
ría la norma es un imperativo indispensable para evitar una aplicación 
poco homogénea de la ley en todo el país, lo cual vulneraría el principio 
de igualdad y generaría situaciones injustas. 

Es claro que no podrían gozar de este beneficio aquellos funcionarios 
públicos o integrantes de cualquier fuerza de seguridad que hubiesen co­
metido delitos en estos contextos, ni los civiles que atentasen contra la vi­
da o la integridad de otras personas. 

El análisis judicial de los hechos, con base en las pruebas obran tes en 
la causa, es condición ineludible para definir la desincriminación de una 
persona. En este sentido, debería ser automática la aplicación del princi­
pio in dubio pro reo, en caso de que las constancias de la causa susciten du­
da razonable sobre la responsabilidad de un imputado o condenado. 

Actuación de la fuerza pública 

Uso desproporcionado e irracional de la fuerza 

En todos los casos de represión ilegal de la protesta social considera­
dos en esta investigación, se evidencia un uso desproporcionado e irracio­
nal de la fuerza. Los episodios reseíi.ados muestran que tal despliegue no 
se corresponde con la situación de hecho que debe encararse sino que se 
entiende en la lógica del enfrentamiento con un delito o posible delito. 

Este uso irracional se ha analizado tanto en el caso de uso de la fuerza 
letal como en la utilización de otras modalidades o facultades coercitivas 
(por ejemplo, la utilización en forma indiscriminada de gases, detenciones 
ilegítimas y malu·atos conu·a manifestantes, dentro y fuera de los lugares de 
detención). Con relación al primer punto, se destaca la utilización de ar­
mas de fuego en lós episodios que culminaron con la muerte de Teresa Ro­
díguez en 1997, en la represión de diciembre de 2001 tanto en la ciudad de 
Buenos Aires como en Paran á y en Rosario, en el corte del puente Pueyrre­
dón de\26 de junio de 2002 y en las muertes producidas en el marco de las 
protestas en la provincia de Salta, sólo para mencionar algunos ejemplos. 

Los casos reseíi.ados muestran que las fuerzas de seguridad no ha respe­
tado el criterio de racionalidad, aun cuando las normas que lo consagran se 
encuenu·an incorporadas a la ley, por ejemplo, los Ptincipios relativos a una 
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eficaz prevención e investigación de las ejecuciones extralegales, arbitrarias o suma­
?ias o los principios básicos sobre el empleo de la fuerza y armas de fuego por los fun­
cionarios encargados de hacer cumplir la ley, que forman parte de la Ley de Se­
guridad Interior (ley 24.059). 

La violación sistemática de los principios de excepcionalidad, propor­
cionalidad y necesariedad responde a la ausencia de pautas claras de ac­
ción y de control en distintos ámbitos vinculados a la actuación de las fuer­
zas de seguridad en contextos de protesta social. 

No obstante la incorporación de los mencionados principios a la nor­
mativa vigente, no existen criterios precisos sobre las circunstancias o los 
hechos que autorizan a las fuerzas de seguridad a hacer uso de la fuerza. 
La normativa tampoco indica en qué puede consistir tal intervención 
-arrojar agua a presión, disparar munición de goma, etc.-, que posible­
mente culmine con la desconcentración de la manifestación. 

Con relación a los funcionarios policiales, la ausencia de criterios de 
acción se extiende tanto a las facultades que éstos despliegan cuando es­
tán autorizados para actuar como a su capacidad de acción en situaciones 
en las que no cuentan con tal habilitación. Tampoco existen pautas para 
determinar de qué modo deben encararse posibles situaciones de conflic­
to y si bien las medidas de intervención constan en los reglamentos de las 
fuerzas de seguridad, éstos no indican en qué proporción ni con qué ha­
bilitación es posible utilizarlas, dejando así amplios márgenes a la discre­
cionalidad de las fuerzas de seguridad y a su invocación como "causas de 
justificación" del accionar. 

Las fuerzas de seguridad tienen el deber de proteger a los manifestan­
tes y este deber no se restringe a la prohibición del uso ilegal de la fuerza, 
sino que se extiende a la organización del operativo para que el posible 
uso de la fuerza no implique riesgo para las personas que participan en la 
manifestación. Concurrir a una marcha o al corte de una ruta no implica, 
para q~ienes asisten, la pérdida de su carácter de ciudadanos. Tanto en el 
discurso como en la práctica, distintos sectores han alimentado la natu­
ralización de la violencia en las protestas y manifestaciones y la idea de que 
la sola participación en estos actos implica un riesgo de imprevisibles 
consecuencias. 

El accionar de las fuerzas de seguridad no debe desincentivar el dere­
cho de reunión sino protegerlo, por ello también la desconcentración de 
una manifestación debe justificarse en el deber de protección de las per­
sonas. El operativo de seguridad desplegado en estos contextos -del cual 
deben estar informados todos los funcionarios policiales involucrados­
debe contemplar las medidas de desconcentración más seguras y rápidas 
y menos lesivas para los manifestantes. 
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El incumplimiento del deber de cuidado se verifica cuando las fuerzas 
de seguridad y los funcionarios políticos intentan eludir toda responsabi­
lidad aseverando no ser los responsables directos de las muertes y otras 
afectaciones producidas en el marco de distintas protestas. Su responsabi­
lidad abarca también las omisiones de protección de las personas, motivo 
por el cual no pueden ampararse demostrando no haber efectuado los dis­
paros letales o alegando haber sido víctimas de agresiones por parte de los 
manifestantes. Más aún, en caso de utilizar este último argumento, corres­
ponde a las fuerzas de seguridad dar cuenta de las decisiones adoptadas 
para proteger a los manifestantes, e identificar y aprehender a quienes re­
sulten responsables de los supuestos ataques. 

Algunos casos comprueban, a su vez, que el uso irracional de la fuer­
za no se restringe al contexto de la manifestación sino que continúa aun 
cuando ya se ha logrado, por modos muchas veces ilegales, que la mani­
festación se desconcentre. En estas circunstancias se han verificado allana­
mientos ilegales, torturas y la persecución de personas previamente iden­
tificadas. Ello demuestra que la intervención no tiene como único fin 
dispersar las concentraciones a través de la advertencia -y en aquellos ca­
sos en que pudiese haber riesgo para las personas-. Por el contrario, es­
te accionar de las, fuerzas de seguridad aumenta exponencialmente las con­
diciones de violencia y se extiende, muchas veces, más allá del espacio 
territorial donde se produce la protesta y del tiempo que ella efectivamen­
te dura. 

Utilización de armas de fuego 

El uso de armamento con poder letal es corriente en la represión de 
protestas, tal como se desprende de la mayoría de los graves episodios ana­
lizados en estas páginas. Las fuerzas de seguridad han alegado para ello di­
versas "causas de justificación" que apuntan a generar la idea de que esta 
acción fue respuesta legítima a situaciones de peligro real causadas por los 
manifestantes; además, en la mayoría de los casos, niegan haber utilizado 
postas de plomo, hasta que luego las evidencias demuestran lo contrario. 

Por ello, es prioritario que se establezcan criterios de utilización del 
armamento en contextos de protesta social, cuyo imperativo es la estricta 
prohibición del empleo de armas letales. Esto es así ya que los órganos en­
cargados de la custodia de manifestaciones públicas deben partir de la ló­
gica de la disuasión -y no de la persecución criminal con riesgo de muer­
te o grave daño a la integridad corporal de las personas- ante hechos que 
puedan violentar la seguridad ciudadana. Los grupos encargados de ope­
rativos de seguridad sólo cuentan con autorización legal para el empleo, 
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en primera instancia, de medios disuasorio tales como balas de goma, ca­

miones hidrantes o gases. 
Consecuencia directa de ello es el control del cumplimiento de tales 

pautas por parte de los funcionarios y, en su caso, la investigación y san­
ción al agente o su supervisor, por la utilización maliciosa o negligente del 
armamento autorizado. No puede perderse de vista que los medios disua­
sorios pueden resultar gravemente lesivos para la integridad física cuando 
se utilizan en exceso, sin conocimientos adecuados o apartándose de los 
marcos legales, de allí la importancia de la capacitación de quienes ejer­

cen ese poder. 
Debe vigilarse atentamente la cantidad y calidad del armamento em­

pleado. Una de las medidas a adoptar, en ese sentido, es la implementa­
ción de un sistema de control del stock de la munición antitumulto y de 
plomo, antes y después de cada manifestación. El encargado de cada uno 
de los grupos asignados a la manifestación debe controlar que los agentes 
no lleven armas o instrumentos no reglamentarios. El cumplimiento de­
fectuoso de esta función por parte del oficial responsable debe conside­
rarse falta grave y originar sanciones disciplinarias, sin petjuicio de la res­
ponsabilidad penal. 

Ausencia de coordinación, control y responsabilidad 
por los actos 

No existe normativa ni reglamentación alguna que establezca pautas 
de planificación y control del accionar de las fuerzas de seguridad en oca­
sión de protestas sociales. El accionar se da en un contexto de desorden, 
informalidad e irregularidades (utilización de armamento no autorizado, 
ausencia de identificaciones y de instancias de control, etc.). Tales irregu­
laridades no se presentan como hechos aislados ni como síntomas de de­
sobediencia sino que se encuentran consagradas como rutinas del accio­
nar, lo cual es impropio de las instituciones públicas, y más aún de aquellas 
que concentran el uso de la fuerza. 

En este sentido, es necesaria la implementación de medidas tendien­
tes a controlar al personal policial interviniente, con el objeto de evitar ac­
ciones ilegales conu·a aquellas personas que decidieran congregarse en lu­
gares públicos y ejercer sus derechos constitucionales de manifestarse y 
peticionar a las autoridades. 

Entre estas medidas se destaca la identificación obligatoria, visible y 
clara de todo el personal de las instituciones de seguridad que cumpla fun­
ciones en manifestaciones públicas -con registro de la ubicación de los 
agentes al inicio de los operativos- y de los vehículos que éstos utilicen 
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para su traslado, a fin de procurar el control sobre las faltas disciplinarias 
o la comisión de delitos. También, el estricto control del armamento del 
personal, a fin de evitar que quienes actúan en contacto con manifestan­
tes porten armas letales, tal como hemos mencionado en el acápíte ante­
rior. Debe asimismo impedirse la intervención del personal policial que 
esté siendo investigado judicial o adminisp:ativamente por actos ilícitos o 
irregularidades cometidos durante hechos de represión de manifestacio­
nes, y habilitarse el acceso de denunciantes y víctimas a la tramitación de 
los sumarios administrativos, para que puedan ser parte en la substancia­
ción de dichos expedientes y así impulsar el proceso y controlar el avance 
de la investigación. Otra medida inaplazable es el completo registro de to­
do lo actuado por las fuerzas de seguridad, para permitir un adecuado con­
trol judicial o administrativo posterior sobre las medidas que se dispongan 
durante una manifestación. A fin de controlar el efectivo acatamiento por 
parte del personal policial de las normas propuestas en los párrafos ante­
riores, es necesario establecer rutinas y responsabilidades para el control 
de su cumplimiento. 

En todos los casos que analiza esta investigación, se revela la ausencia 
de pautas específicas que determinen el procedimiento de toma de deci­
sión y que identifiquen a los responsables funcionales y políticos encarga­
dos de adoptarlas y controlar su ejecución. 

Por el contrarío, estos puntos han quedado sujetos a un amplío mar­
gen de discrecionalidad. La toma de decisiones, su control y su ejecución 
deben analizarse en forma conjunta y no como problemas aislados. 

En este sentido, se recomienda la inmediata definición de criterios exi­
gibles basados en los principios básicos del Estado de Derecho y del res­
peto por los derechos humanos, que garanticen una estructura de acción 
guiada por el deber de cuidado y por el control en las distintas instancias1. 

En el marco de esa estructura, es necesaria la asignación de responsa­
bilidades administrativas de índole objetivo al encargado operacional por 
el mero desvío, exceso o desobediencia de personal a cargo. A su vez, la 
dirección de las acciones debe estar a cargo de personal civil, para que sea 
posible unificar los criterios de actuación y facilitar la asignación de res­
ponsabilidades políticas y jurídicas. Para el esclarecimiento de episodios 
de represión ilegal de protestas, se propone la creación de cuerpos espe­
cializados de investigadores (que no estén integrados por miembros de las 
fuerzas de seguridad). 

1 Entre las medidas más importantes, se sugiere la inclusión, en la legislación nacional 
de los principios y estándares internacionales y de derecho internacional de los derecho~ 
humanos, que han sido expuestas en los capítulos lll y IV de esta investigación. 
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En casos de movilizaciones con amplia concurrencia o pre~amen~e 
das Y Cuando se trate de conflictos prolongados o extstan nr-

programa , . d . 
cunstancias por las que puedan preverse riesgos potennales_rara.los ere-
ellos de los manifestantes 0 de terceras personas, el Poder EJecutivo debe­
·' designar e identificar al funcionario político responsable de la 
na d' . ' d las acciones vinculadas con el operativo de control. La 
coor tnacwn e . 
función primordial de este funcionario es velar para que los conflictos se 

resuelvan sin un accionar policial violento. . 
En idénticas circunstancias, además del menciOnado responsable po-

lítico se recomienda la designación de funcionarios públicos .que cum-
lan ~n rol de enlace que permita facilitar el diálogo entr~ los dtv~rsos ac­

iores involucrados en la manifestación; recibir las denuncias relaciOnadas 
con incumplimientos de las fuerzas de seguridad a las normas legales y re­
glamentarias durante el desar~·ollo de las protes~as; pro~over la urgent~ 

1 
·, el d'¡chas 1·r·r·egulandades· y colaborar con el responsable poh 

reso unon e ' ' . . 
tico. En situaciones de gran tensión social, la presenna de este fu~1c1ona-
rio contribuirá a mantener el diálogo entre los actore.s del. co~flt~to. Y a 
buscar una solución que no pase por la represión mas1va e mdtscnmma-

da de los manifestantes. . 
Con respecto al papel de los jueces, hemos señalado que.no extste.~n 

criterio estricto sobre su rol, sus facultades para ordenar la mtervenc10n 
de las fuerzas de seguridad en una manifestación y lo.s fundan~entos en 
que esta determinación debería basarse. En este senttdo, constderamos 

ue el juez sólo podrá intervenir a través de una orden en la q~~ funda­
~ente estrictamente las razones que justifican la desc~ncentran~n y des-

p
eie de un camino 0 parte de él, disponiendo, ademas, las medtdas que 

:J • • • tr do deberá investigar la or-
resulten menos coerCitiVas. Luego, otro magts a . 
den y sancionar los delitos 0 irregularidades que en su consecuencia pu-

'd 2 dieran haberse cometl o . , . 
Tanto con relación al control judicial como en termmos de los p~oce-

dimientos internos de investigación y sanción de las fuerza~ de. segundad, 
'bl que un n1ismo órgano actúe y se controle a s1 m1smo, y que no es pos1 e . . , . 

· 1 · l'd d que dicha concentración o superposlc!On de tareas nn-
evtte a parcm 1 a . . . , ·e-
plica. Nadie puede ser juez y parte,al.mtsmo tiempo, temendo ademas pi 

tensiones de ser considerado ecuamme. . . . 
Sin duda, esta anomalía institucional ha favorectdo la. unpumdad de 

los hechos. La adecuada sanción de los responsables no ttene solamente 

2 Casos emblemáticos como el del juez federal Abe\ Cm:ne)o, en la prm•il~cia de.Salta, 

1 \
. · " de roles no se cumple en la pracuca y que los mtsmos jueces 

demuestran que ta e 11'1S1011 • ' d 1 d \'t 
que dictan la orden luego tienen c?mpetencia para juzgar sus ~ro~!as or enes y os e 1 os 
cometidos por las fuerzas de segundad, en este caso la Gendm metta. . 
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un efecto retributivo sino que contribuye fundamentalmente a fortalecer 
los mecanismo de control administrativos y políticos y desalienta la repe­
tición de los hechos. 

El análisis de las investigaciones judiciales y administrativas posterio­
res a los hechos de represión de manifestaciones presentan, por un lado, 
una práctica sistemática de encuqrir a quienes son sindicados como res­
ponsables de delitos u otras faltas. Por otra parte, la impunidad se confi­
gura por la demora y la tramitación burocrática de estos procesos, tanto 
en sede judicial como en las investigaciones administrativas. 

En este punto, los jueces tienen una obligación clave en la determina­
ción de la responsabilidad penal de los responsables políticos como auto­
res mediatos de la represión ilegítima. Una jurisprudencia firme en esta 
dirección contribuirá a reforzar el control político de los operativos. 

A su vez, las fuerzas de seguridad no solamente responden frente a las 
víctimas y a la sociedad en las investigaciones que lleva adelante el Poder 
Judicial. También deben responder en el marco de los sumarios adminis­
trativos que impulsan los mecanismos de control de las fuerzas. Ello por­
que la tarea policial es un servicio público que no contempla la rendición 
de cuentas como una obligación únicamente respecto de los superiores je­
rárquicos y el cumplimiento de la reglamentación interna, sino como un 
deber respecto del conjunto de la ciudadanía. Se trata del necesario con­
trol ciudadano sobre las instituciones, y especialmente de aquéllas encar­
gadas de la seguridad de las personas. 

En el marco de estos sumarios, no existe la posibilidad de intervención 
de las víctimas o denunciantes, que, tal como ocurre en las citadas inves­
tigaciones judiciales, podría motorizar el avance de las investigaciones. Por 
ello es preciso regular el acceso a la tramitación de los sumarios adminis­
trativos. En el caso de la Policía Federal, por ejemplo, debería modificar­
se, entre otras normas, el artículo 611 del decreto 1688/83, que reglamen­
ta la Ley de Personal de la Policía Federal, y debería notificarse a los 
damnificados de las resoluciones que se dicten3 . También, es necesario 
permitir que las víctimas puedan ser parte en la substanciación de los ex­
pedientes administrativos internos. Esto permitiría a los afectados presen­
tar pruebas y solicitar medidas tendientes a impulsar el proceso y contro­
lar el avance de la investigación. A la vez, la participación de las víctimas 
en los sumarios internos es esencial para garantizar la individualización y 
sanción administrativa de los responsables. 

• 
3 

So.bre este punto, el CELS ha presentado recursos jerárquicos discutiendo la consti­
~ucwna!lda~l del decreto ;cglamentario 1688/83, porque entiende que dicha resolución es 
mconsutucwnal ya que vwla el derecho a acceder a la información pública, el derecho de 
defensa y el principio de publicidad de las actuaciones administrativas. 

Conclusiones y Recomendaciones 181 

Además de las víctimas, debería permitirse que la propia comunidad 
controle las denuncias, por ejemplo a partir del seguimiento de las orga­
nizaciones de la sociedad civÍl, para controlar el avance de las investigado- · 
nes y la efectiva sanción de quienes resulten responsables de los hechos 
que el proceso investiga. 

Resulta adecuado también que se definan medidas eficaces de sanción 
como forma de apuntalar la creación, dentro de las fuerzas de seguridad, 
de una conciencia apegada a las pautas antes mencionadas y a los punta­
les básicos de la democracia. La mera enunciación de estos principios no 
aparece como una herramienta suficiente para la solución de estas proble­
máticas. En igual sentido, los procedimientos de aplicación deberán ba­
sarse en un marco de agilidad, transparencia y respeto al debido proceso. 

La aplicación de tales sanciones no debería quedar exclusivamente a 
cargo de miembros de las propias fuerzas. La experiencia suele indicar que 
los episodios de autocontrol en estos ámbitos no han sido numerosos. Es 
necesario limitar la tendencia al actuar corporativo y plantearse, entonces, 
que la imposición de sanciones esté a cargo de órganos que garanticen una 
adecuada independencia de criterio. 

En la misma línea, es recomendable el establecimiento de sistemas ex­
ternos de control, seguimiento y evaluación del accionar de las fuerzas de 
seguridad y el seguimiento de la eficacia de las pautas de accionar vigen­
tes, para su modificación o rectificación. 

Falta de capacitación de las fuerzas de seguridad 

Con respecto a las condiciones y capacidades del personal intervinien­
te, en la mayoría de los casos no se observa el nivel de profesionalización 
mínimo requerido por las fuerzas para proceder en contextos de protesta4• 

No se verifica solamente una falta de capacitación en los procedimien­
tos previstos por la ley sino que existe, dentro de las fuerzas, una doctrina 
que omite impartir conocimiento sobre las recomendaciones y previsio­
nes legales para estas situaciones. Por ello, es prioritaria no sólo una ma­
yor y continua instrucción técnica sino también la modificación de la doc­
trina de intervención de las fuerzas de seguridad. Se trata, entonces, de 
una mayor capacitación en una doctrina diferente de uso ele la fuerza y 
participación en las manifestaciones sociales. 

4 En los casos más graves en que intervino la Policía Federal en abril de 2000 y diciem­
bre de 2001, por ejemplo, se reitera el hecho de que el personal carecía de capacidades pro­
pias del caso. Se u·ataba de funcionarios sin experie.ncia previa _en situaci~nes de conflic.to.s 
de tales dimensiones y, en muchos casos, desconocidos entre SI, lo que chliculta las posibi­
lidades de concretar una coordinación efectiva de los dispositivos policiales. 

1 
ri 
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Medios de comunicación y protesta social 

Las fuerzas de seguridad, especialmente a partir del aí'ío 2001, han te­
nido un accionar particularmente violento hacía los periodistas, camaró­
grafos y reporteros gráficos que se encontraban a cargo de la cobertura de 
distintos episodios de represión de protestas sociales. Durante las jorna­
das del 19 y 20 de diciembre de 2001, por ejemplo, la Asociación de Re­
porteros Gráficos de la República Argentina (ARGRA) y la Unión de Tra­
b~adores de Prensa de Buenos Aires (UTPBA) denunciaron los actos de 
violencia, golpes, forcejeos e intimidaciones dirigidos de manera directa 
contra trab~adores de prensa que cumplían su labor profesional5. Estas 
agresiones, denunciadas también en otras oportunidades, fueron dirigi­
das contra los trab~adores de prensa estrictamente a raíz de su función, 
con volunwd clara de afectar sus derechos a trabajar, a dar y recibir infor­
mación, a la libertad de prensa y a la integridad fisica. Ello es particular­
mente preocupante pues, en el contexto de manifestaciones públicas, su 
labor ha resultado fundamental para el esclarecimiento de las más graves 
violaciones a los derechos humanos, como en el caso de los homicidios de 
Maximiliamo Kosteki y Darío Santillán. 

Una de las medidas propuestas, a partir de la experiencia de los episo­
dios más graves de violencia contra periodistas y camarógrafos, es lamo­
dificación de los reglamentos policiales para que hagan expresa mención 
a la obligación de los efectivos de respetar y proteger el trablÚo periodís­
tico. En el caso de las manifestaciones públicas debe establecerse que el 
personal de prensa y los reporteros gráficos no podrán ser molestados, de­
tenidos, trasladados o sufrir cualquier otra restricción a sus derechos por 
el hecho de estar ejerciendo su profesión. Por el contrario, los funciona­
rios policiales deberán facilitar la labor periodística y velar por que ésta 
pueda concretarse sin impedimentos. Asimismo, deberán abstenerse de 
realizar cualquier tipo de acción destinada a obstruir o impedir el registro 
de imágenes o la obtención de testimonios, en la medida q,ue no pusieran 
en riesgo los derechos de terceras personas. Por último, el personal de las 

5 Lajueza federal Mada Romilda Servini de Cubría hizo lugar a una medida cautelar 
solicitada a raíz ele una acción de amparo que presentaron ARGRA y la UTPBA, con el pa­
trocinio del CELS. La acción ele amparo tuvo como objetivo que se garantice el derecho a 
trab~ar y el acceso a la información, como condición necesaria para el ejercicio ele la liber­
tacJ de prensa, así como el derecho a la integridad física de los trab<Uadores de prensa. En 
su resolución, la magistrada ordenó al ministro del Interior que "se extremen los recaudos 
necesarios para no afectar el derecho a laborar de los trabajadores de prensa, preservando 
asimismo su integridad física". Se trata de la primera resolución judicial que en forma ex­
presa garantiza los derechos de aquellos periodistas que trab<Yan cubriendo manifestacio­
nes de protesta social en todo el país. 
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· ti'tuciones de segun' dad no podrá secuestrar los elementos o herramien-
ms (' f: , tas de los trabajadores de prensa o reporteros gráficos c~maras . otogra-
ficas, grabadores, videocámaras, anotadores, rollos fotográficos, cmtas de 

audio, etc.). . . 
Junto con estas medidas, es necesario reconocer a asoClaClon.es de tra-

bajadores de prensa y reporteros el derecho a acceder a los expedientes ad­
ministrativos y ser regularmente informados del estado en que se ha~la~ las 
denuncias presentadas contra funcionarios policiales en las que. so~ VIctlmas 
las personas cuyos intereses promueven y protegen esas orgamzacwnes. 



Reseña de casos de represión 
y criminalizadón de la protesta. social 

Nota previa 

La selección de casos que se presenta a continuación no es exhaus­
tiva sino descriptiva de lo que se ha evaluado como reacciones del Esta­
do frente a la protesta social en conflicto con la vigencia de los derechos 
humanos. 

Se incluyen en este estudio todos los casos de manifestaciones que cul­
minaron con la muerte de individuos y aquellas que han reflejado más 
claramente las prácticas institucionales que esta investigación analiza. To­
dos estos episodios han involucrado la participación masiva de grupos de 
personas y por distintas características han tenido amplia cobertura en los 
medios de comunicación. 

Por último, esta selección pretende ser representativa geográficamente 
y demostrar que las políticas estatales de criminalización y represión de los 
reclamos populares se aplican en todo el país. La mayoría de estos casos han 
sido denunciados por el CELS y ou·as organizaciones ante distintos organis­
mos internacionales de protección de los derechos humanos. 

A fin de presentar más claramente la información recabada, este capí­
tulo ha sido dividido en dos partes: por un lado, la descripción de casos 
que consideramos emblemáticos; a continuación, la reseí'ia de otros epi­
sodios escogidos de acuerdo con los criterios antes mencionados. 
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1 Casos emblemáticos 

1.1 Maximiliano Kosteki y Daría Santillán 
PUENTE PUEYRREDÓN, PROVINCIA DE BUENOS ArRES 26/6/02 

Los hechos en contexto 

El 26 de junio de 2002, cuatro organizaciones de desocupados impul­
saron un "piquete" para bloquear las cinco principales entradas a la ciudad 
de Buenos Aires (los cortes estaban previstos en los puentes Pueyrredón, 
Alsina y La Noria, los accesos por Liniers, General Paz y Panamericana, ade­
más de cortes de calles y rutas en distintas localidades provinciales). El ob­
jetivo de los organizadores era manifestar su rechazo a la política econó­
mica y obtener respuesta oficial a sus principales reclamos: planes sociales, 
envíos de ayuda alimentaria a los barrios y la libertad del líder del Movi­
miento Independiente de jubilados y Pensionados, Raúl Castells. 

Se esperaba una concentración de gran magnitud (nunca, en más de 
ocho meses, cuatro sectores piqueteros habían logrado una acción con­
junta) y el clima era tenso. El Gobierno, por primera vez, amenazó con im­
pedir los cortes; la Secretaría de Seguridad informó que el operativo poli­
cial constaría de no menos de dos mil hombres (entre Policía Federal, 
Gendarmería y Prefectura). 

El 26 de junio1 

Al mediodía, más de dos mil manifestantes intentaron copar el puen­
te Pueyrredón, que une la Capital Federal con Avellaneda, llegando por 
la avenida Mitre y la avenida Pavón. Las fuerzas de seguridad que se en­
contraban en el lugar -50 agentes de Infantería, 60 del Grupo Marea de 
la Policía Bonaerense, 50 miembros del Grupo Especial Albatros de la Pre­
fectura y 40 policías federales, un helicóptero de la Prefectura y ou·o de la 
Policía Federal- los reprimieron inmediatamente con gases lacrimóge­
nos. También, según testigos, sonaron disparos, supuestamente de balas 
de goma. El grueso de los piqueteros, en medio del pánico, se replegó has­
ta la estación de ferrocarril de Avellaneda. Allí la violencia del choque pro­
vocó enfrentamientos entre militantes y policías. 

1 
Véase Capítulo IV, acápite IV.2.2.7 sobre la utilización de armas de fuego en la in­

tervención de las fuerzas de seguridad; y Capítulo IV, acápite IV.2.1.7 sobre las violacio­
nes a los principios de proporcionalidad, excepcionalidad y necesariedad en el uso de la 
fuerza. 
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En el hall de la terminal de tren se halló el cuerpo muerto de Maximi­
liano Kosteki, quien había sido baleado a unos cien metros de la estación. 
Luego otro piquetero, Darío Santillán, fue asesinado en ese mismo hall. 
Más adelante se supo que ambos jóvenes (integrantes del Movimiento de 
Trabajadores Desocupados, Corriente Aníbal Verán, de 24 y 21 años res­
pectivamente) habían sido asesinados por disparos de escopeta con per­
digones de acero, descargados por funcionarios de la Policía Bonaerense. 

Además, cerca de noventa personas resultaron heridas por la repre­
sión policial, treinta de las cuales presentaban heridas de arma de fuego. 
La mayoría fueron atendidas en el Hospital Fiorito, donde la policía repri­
mió también a familiares y amigos que esperaban noticias sobre el estado 
de salud de quienes estaban siendo atendidos, según denunciaron los mis­
mos médicos del establecimiento sanitario2• 

Hubo ciento sesenta manifestantes detenidos -entre ellos .43 meno­
res de edad-, muchos de los cuales denunciaron luego haber sido tortu­
rados3. Once de los detenidos estaban heridos y la policía demoró horas 
antes de trasladarlos a un hospital. 

Una hora después de la salv~e represión, el jefe del operativo, comisario 
Alfredo Fanchiotti, intentó justificar la violencia declarando ante la prensa 
que la gente había ido a combatir. Al mismo tiempo se afirmaba que un gru­
po de supuestos piqueteros había asaltado un colectivo con armas largas, ba­
jando a todos los pasajeros y quemando el vehículo. También se divulgó que 
a las tres y media de la tarde la policía había allanado bruscamente, sin ra­
zón aparente ni orden judicial, un local de Izquierda Unida en la calle Brand­
sen a metros del Hospital Fiorito, y había desalojado con gases lacrimógenos 
a los milit.'lntes que estaban en el edificio. 

Reacciones y revelaciones' 

La primera reacción oficial, luego de una reunión de altos funcionarios 
convocada esa misma tarde por Eduardo Duhalde, fue adoptar la versión 
dada por la policía, entre otros por el comisario Fanchiotti. Aseguraron que 

2 Págína/12, 27/12/02. 
3 El 24 de agosto de 2002, dos jóvenes testimoniaron haber sido torturados en la jorna­

da de la masacre. Uno de ellos es Edgardo Ferrari, de 23 ailos, piquetero de la Coordina­
dora Aníbal Verón, que fue apresado apenas comenzó la represión, llevado a un descampa­
do donde fue golpeado y donde policías intentaron hacerle un "submarino seco". Otro de 
los manifestantes que denunció haber sido torturado es Pedro Carb~al del Movimiento de 
Trabajadores Desocupados de Lugano, quien relató cómo él y otros fueron sacados ele los 
pelos de un galpón y luego golpeados por policías. 

4 Véase también en el Capítulo IV, acápite IV.3, el análisis del discurso oficial ante los 
casos de represión policial. 
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sólo habían usado balas de goma y que se había tratado de enfrentamientos 
entre los propios grupos de piqueteros5. Paralelamente, el secretario de Se~ 
guridad Interim~JuanJosé Álvarez, declaró que debía investigarse lo suce­
dido "hasta las últimas consecuencias" y que los piqueteros habían iniciado 
la agresión. Aiiadió que "quienes manifestaron [eran] otros" porque, a di­
ferencia de piquetes anteriores, "no había con quién dialogar" y los mani­
festantes "habían actuado de manera violenta e irracional"fi. Por la noche, 
partidos políticos y organizaciones de derechos humanos improvisaron una 
pro~esta en Plaza ~e- Mayo para repudiar la violencia de la represión y los 
asesmatos de Sanullan y Kosteki. 

El 27 de junio la autopsia determinó que los manifestantes habían si­
~ o asesinados c~n disparos de escopetas (arma que portaba Fanchiotti y 
Siete de los efectivos a su mando), con perdigones de acero, a quemarro­
pa, a menos de diez metros de distancia (mientras el jefe policial había di­
cho que sólo habían disparado balas de goma y a cien metros). 
. El Gobierno cambió entonces su posición. El gobernador de la provin­

Cia de Buenos Aires, Felipe Solá, declaró que Fanchiotti "le mintió"7.Junto 
con la autopsia, el jefe de la Secretaría de Inteligencia del Estado (SIDE), 
Carlos Soria, y equipos técnicos de la Policía Federal remitieron informacio­
nes al Ministerio del Interior que mostraron la responsabilidad de Fanchiot­
ti Y sus subordinados. Además, se publicaron documentos periodísticos, so­
bre todo imágenes filmadas y testimonios, que comprometían al comisario 
Fanchiotti respecto de los últimos momentos de la vida de Darío Santilláns. 

Durante los primeros días de julio, la investigación judicial admitió ofi­
cialmente que el comisario mató a Darío Santillán. En el caso de Maximi­
liano Kosteki, a pesar de los esfuerzos del Gobierno en sentido contrario 
finalmente se comprobó que los disparos que causaron su muerte tambiéi~ 
provenían de la Policía Bonaerense. 

Pero en la jornada del27 de junio, las declaraciones oficiales no reco­
nocieron ninguna responsabilidad de las distintas autoridades sino que to­
maron otra orientación: el presidente Duhalde afirmó la existencia de una 

5 ClmínDigilal, 27/6/02. 
6 La Nación Line, 27/6/02. 
7 Clarín Digital, 28/6/02 . 

• 
8 

Entre esas declaraciones cabe destacar la del fotógrafo Sergio Kowalcwski, colabora­
e\~¡ .de Mac!.r~s de ~laz_a de Mayo y otros organismos de derechos humanos, quien dijo a 
Pag¡~f!/12: El ?om~sano que luego aparece en el Fiorito sin la gorra, entró en el hall de la 
estacton a los ~·ros JUnto a otro oficial ( ... ) y le dispararon al pibe por la espalda a unos 5 
metros; c~e~pues supe ~ue era Daría Santillán". Página/12, 28/6/02. Estas pruebas revelan 
c¡u_e Sanullan se quedo en el hall para ayudar a Kosteki y que también fue baleado por po­
hcms ,<,entre ellos el mismo Fanchiotti) que lo trasladaron enseguida hasta la calle donde 
fallecto. ' 
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"maquinación concertada" que intentó derrocar los poderes constituidos 
y el orden democrático9 y pidió a !aJusticia que investigara. . 

En la madrugada del mismo día, el titular de la fiscalía 11 de Lomas 
de Zamora,JuanJosé González, ordenó la detención de Fanchiotti y la de 
su segundo, el oficial Carlos Jesús Quevedo. Sin embargo, las investiga­
ciones fueron inmediatamente cuestionadas. Por un lado, el diario Pági­
na/12 acusó a González -que había trabajado durante aii.os con la Poli­
cía Bonaerense- de haber llegado al lugar de los hechos dos horas más 
tarde y de secuestrar las armas de los policías con 24 horas de atraso, 
abriendo un amplísimo margen para ocultar y cambiar cosas10• Por ou·o 
lado, testigos como el periodista Miguel Bonasso aseguraron haber visto 
a la policía llevarse en el ferrocarril de Avellaneda una bolsa con elemen­
tos que podrían haber servido de prueba. El procurador de la Suprema 
Corte de Justicia bonaerense Eduardo Matías de la Cruz también aludió 
a la desaparición de pruebas, pero lo atribuyó a "la limpieza demasiado 
apresurada de la Municipalidad de Avellaneda". Los tribunales de Lomas 
de Zamora abrieron una investigación sobre el posible ocultamiento de 
pruebas. 

Mientras tanto, el gobernador Solá suspendió a 110 policías (es decir, 
todos los efectivos al mando de Fanchiotti), los pasó a disponibilidad pre­
ventiva y reiteró su confianza en el trabajo del fiscal Juan José González. 
Ese mismo día fueron destituidos el jefe y el subjefe de la Policía Bonae­
rense, Ricardo Desgastaldi y Edgardo Beltracchí. Pocos días después, se re­
levó también a los jefes de la departamental Lomas de Zamora y el minis­
tro de Seguridad de la provincia de Buenos Aires, Luis Genoud, fue 
reemplazado el30 de junio porJuan Pablo Cafiero, dirigente del Frepaso 
y abogado especializado en derecho penal, quien prometió una depura­
ción en la Policía Bonaerense. 

Abof:!i.ados de la Coordinadora Contra la Represión Policial e Institu­
cional (CORREPI) y de la Liga Argentina por los Derechos del Hombre 
(LADH) representaron a las víctimas. Llevaron ante la fiscalía a varios tes­
tigos presenciales del asesinato de Darío Santillán y Maximiliano Kosteki. 
Así, las investigaciones recabaron cada vez más pruebas sobre.la responsa­
bilidad policial en la muerte de los jóvenes; a su vez, otros dos agentes bo­
naerenses quedamn involucrados en el homicidio de Darío Santillán: Ale­
jandro Acosta (suboficial del Comando de Patrullas de Avellaneda) y 
Lorenzo Colman (cabo del Comando de Patrulla~ ele Avellaneda) fueron 
detenidos el29 de junio. 

9 La Nación Line, 28/6/02. 
10 Página/12, 28/6/02. 
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En este contexto, el Gobierno volvió a cambiar su versión. Las pruebas 
sobre la responsabilidad policial eran contundentes y no podían ser igno­
radas. Eduardo Duhalde, final y definitivamente, declaró que los policías 
habían perpetrado una "atroz cacería"11, revirtiendo sus primeras afirma­
ciones sobre el enfrentamiento entre piqueteros y el plan de desestabili­
zación nacional. No obstante, a principios de julio, la posición oficial cam­
bió ligeramente. El vocero presidencial Eduardo Amadeo optó por 
presentar la represión policial como una respuesta a algunos movimien­
tos piqueteros, "sectores mesiánicos que buscan desplazar con la violencia 
el funcionamiento democrático"12• A partir de esos días, el Gobierno pu­
so claramente el acento en distinguir a los violentos dentro de los pique­
teros, justificando así implícitamente los "extravíos" de las fuerzas de se­
guridad. Al mismo tiempo, Alberto Osear Sobrado, nuevo jefe de la Policía 
Bonaerense, confirmó al asumir su cargo que no habría depuración ni 
cambios en las jefaturas de la policía provincial. 

La teoría oficial para explicar la represión culpaba exclusivamente al 
comisario Fanchiotti y sus subalternos -el gobernador Solá declaró que 
éste era "un psicópata y un asesino"13-, haciendo de los homicidios una 
venganza personal, aunque la información disponible y los testimonios ne­
gaban esta interpretación14• 

En los primeros días de julio cuatro militantes del Movimiento Teresa 
Rodríguez identificaron, en declaraciones a la fiscalía, a un hombre de ci­
vil-a quien vieron disparar contra los manifestantes. Por su parte, la Justi­
cia identificó a dos de los policías de civil: el sargento Carlos Leiva, de la 
misma comisaría que Fanchiotti, quien aparentemente formó parte de la 
patota que incendió el colectivo, y el oficial principal Mario de la Fuente, 
también de la Comisaría 1 ª de Avellaneda. 

Pasado represor y amenazas 

El8 de agosto, Nilsa Méndez, vecina de Avellaneda, testificó que uno de 
los policías de civil que reprimió durante el 26 de junio, había dejado la fuer­
za en 1996 por denuncias de extorsión y apremios ilegales15• El13 de agosto 

11 La Nación Line, 20/6/02. 
12 La Nación Liné, 2/7/02. 
13 ClminDigita~ 30/6/02. 

' 14 Entre ellas los testimonios de Javier Medina y Alejandro Abraham, ambos heridos 
por disparos de plomo, lejos de la estación de Avellaneda en la cual actuaba el comisario 
Fanchiotti (fs. 543/544, causa 332.676) y de Julio González, del Movimiento Teresa Rodrí­
gue7. (fs. 1134/1135, causa 332.676). Por su parte, Alfredo Villalba, diputado nacional por 
el Frepaso, aportó datos significativos al testimoniar lo que pudo observar cuando entró a 
las 2.00 del miércoles 26 a la Comisaría 1•. 

15 La testigo lo reconoció porque lo había denunciado el año anterior por golpes e 
intento de extorsión a su hijo. 
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su testimonio se confirmó: la fiscalía obtuvo datos que corroboran que se 
trata de Celestino Robledo, policía exonerado de la institución en 1996. 

Las denuncias se ampliaron al revelarse que el responsable superior del 
comisario Fanchiotti, Mario Mijin -subjefe de la departamental de Lomas 
de Zamora- fue jefe de guardia del centro clandestino de detención "Des­
tacamento Arana" en La Plata durante la dictadura. En consecuencia, una 
de las primeras medidas del nuevo ministro de Justicia y Seguridad de la Pro­
vincia de Buenos Aires fue separar a Mijin de la Policía Bonaerense. 

El 2 de julio, comerciantes de la estación Avellaneda denunciaron ha­
ber sido amenazados por la policía el día 28 de junio. Además, la periodis­
ta Clara Britos -quien denunció que los manifestantes asesinados habían 
sido fotografiados y "marcados" durante una manifestación dos semanas 
antes del día 26-, el fotógrafo Sergio Kowalewski y el abogado Claudio 
Pandolfi de la CORREPI recibieron amenazas telefónicas de muerte. Es­
tas presiones continuaran hasta el mes de septiembre y la mayoría de los 
testigos sufrieron amenazas. 

La condena social y la investigación de los hechos 

Las muertes de Maximiliano Kosteki y Darío Santillán conmovieron 
profundamente a la sociedad, por la brutalidad de los hechos y la revela­
ción indiscutible de los abusos de la institución policial. Miles de personas 
se movilizaron durante julio y agosto pidiendo justicia por los asesinatos 
de Avellaneda. Las marchas fueron multitudinarias y pacíficas y en ellas 
no se produjeron incidentes16• 

El tratamiento judicial comenzó el 19 de julio, con la declaración del 
comisario Fanchiotti, quien continuó negando haber disparado balas de 
plomo y setialó a su chofer, el cabo Alejandro Acosta, como autor material 
pe la muerte de Darío Santillán. El fiscal Juan José González acusó a Fan­
chiotti y Acosta de "doble homicidio agravado por alevosía". Los abogados · 
de la CORREPI rechazaron esta acusación, afirmando que el policía no 
había actuado de manera aislada sino conjuntamente y siguiendo un plan. 
El 26 de julio, la juez a de Garantías de Lomas ele Zamora, Marisa Salvo, 
dictó la prisión preventiva ele ambos por homicidio agravado por alevosía. 

A principios ele agosto, la prensa informó que Alfredo Fanchiotti, Car­
los Quevedo, Alejandro Acosta y Lorenzo Colman serían traslaclaclos a la 
prisión de Magdalena, provincia ele Buenos Aires. Lajueza ya había dicta­
do su procesamiento por homicidio y encubrimiento. 

t6 Catorce mil personas en Plaza de Mayo el27 de junio; u·cinta mil personas en la misma pla­
za el3 ele julio; casi veinte mil personas el 9 de julio, y multitudes el 26 de julio y el 26 de agosto. 
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Al cierre de esta investigación, el comisario Fanchiotti y el suboficial 
Acosta se encuentran acusados del doble homicidio agravado por alevosía 
de Maximiliano Kosteki y Darío Santillán y de tentativa de homicidio agra­
vado respecto de siete manifestantes. Los policías bonaerenses Colman, Que­
vedo, Héctor De la Fuente, Gastón Sierra y Félix Vega fueron acusados de 
encubrimiento agravado por ~jercicio de la función pública (art. 277, inc. 
1, apartados by d, e in c. 2, apartado a del Código Penal); Francisco Roble­
do está acusado de haber ejercido de manera ilegítima funciones públicas 
inherentes a los funcionarios de la Policía de la Provincia de Buenos Aires, 
a pesar de no tener tal condición (art. 246, inc. 1 del Código Penal) 17. 

En cuanto al allanamiento del local de Izquierda Unida, donde un 
hombre recibió un balazo en la cabeza, aunque los policías que actuaron 
fueron reconocidos, !ajusticia no prodt~o ninguna medida al respecto. 

1.2 Estado de sitio, movilización, represión policial 
y cafda del gobierno de la Alianza 

19-20/12/01 

Antecedentes próximos 

En diciembre de 2001, la situación del país era delicada. La crisis era 
considerada por muchos como terminal. En ese marco complejo, el Go­
bierno nacional adoptó durante los primeros días de diciembre una se­
rie de restricciones importantes a la entrega en efectivo de los depósitos 
bancarios particulares. De tal forma, las transferencias dinerarias se vie­
ron limitadas y la casi totalidad de los pagos debió hacerse por medio de 
transferencias bancarias. El "corralito"18, establecido por el decreto 
1570/01 del Poder Ejecutivo, encerró los depósitos de grandes sectores 
de la alicaída clase media local y pe1judicó a todos los sectores de la eco­
nomía informal. 

A partir del 12 de diciembre, las manifestaciones de protesta gana­
ron la calle y canalizaron el enojo en todo el país. Ese día, los comer­
ciantes realizaron movilizaciones en las que marcharon golpeando ca­
cerolas por distintos barrios de la ciudad ele Buenos Aires19 • 

17 Pedido de Elevación a juicio del26/6/02 emitido por los fiscales Juan José Gonzá­
lez y Adolfo Eduardo Naldini, respecto de la situación procesal de Alfredo Luis Fanchiotti, 
Alejandro Gabriel Acosta, Carlos Jesús Quevedo, Lorenzo Colman, Mario Héctor De la 
Fuente, Gastón Sierra, Francisco Celestino Robledo y Félix Osvaldo Vega. 

18 Ésta es la expresión con la que tal medida financiera fue denominada popularmente. 
19 La Cámara de Actividades Mercantiles Empresarias (CAME) había convocado a os­

curecer las vidrieras e incluso los carteles luminosos de cines y teatros. 
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El13 de diciembre se desarrolló el séptimo paro general contra el go­
bierno de Fernando de la Rúa. El acatamiento fue importante, generali­
zado y conflictivo. Hubo inCidentes graves en la provincia de Neuquén y 
en otras localidades2°, 

Las fuerzas de seguridad parecieron no comprender la magnitud del 
conflicto latente que estallaría días después. El jefe de Gendarmería Nacio­
nal, comandante general Hugo Miranda, sostuvo en una enu·evista periodís­
tica, publicada el 14 de diciembre, que había condiciones generalizadas de 
protesta contra algunas medidas, pero no evidencias de una pueblada"( ... ) 
entendida como un masivo uso de la violencia. Si bien hay situaciones de 
cortes de ruta y demás, se van manejando en parámeu·os más racionales. No 
han aparecido grupos radicalizados porque la gente los rechaza, con lo que 
se impide que una cuestión menor se u·ansforme en un gran problema"21 . 

Entre el 14 y el 17 de diciembre 3.083.191 personas se pronunciaron 
a favor de la implementación de un Seguro ele Empleo y Formación en la 
Consulta Popular impulsada por el Frente Nacional contra la Pobreza 
(FRENAPO), un espacio integrado por organizaciones sociales, sindicales, 
agropecuarias, empresarias, políticas, de derechos humanos, eclesiales y 
estudiantiles. B~o la consigna "Ningún hogar pobre en la Argentina" se 
promovía un Seguro de $380 para cada jefe o jefa de hogar desocupado, 
una Asignación Universal de $60 por hijo menor de 18 aíios para todos los 
trabajadores y una Asignación Universal de $150 para personas que estu­
vieran en edadjubilatoria y sin cobertura previsional. 

Los días siguientes de diciembre estuvieron marcados por diversas ma­
nifestaciones de protesta. La "tensión" fue admi.tida por el ministro de Tra­
b~o José Dumón y se hizo palpable en todo el país. De modo urgente, los 
gobiernos locales intentaron, a través de la implementación de planes asis­
tenciales de emergencia, paliar el descontento22. 

20 En Mendoza, un grupo de treinta personas irrumpió en una sucursal de la cadena de 
supermercados Átomo y se llevó alimentos. En la provincia de Buenos Aires, un grupo de ma­
nifestantes de la Corriente Clasista y Combativa (CCC) que participaba de una protesta con­
vocada por la CGT Disidente ingresó en la Municipalidad de Pergamino y provocó daños. Fue­
ron desalojados por la Gendarmería Nacional. En la ciudad de Buenos Aires u·es taxis fueron 
incendiados y en la ciudad ele La Plata, una bomba molotov explotó en la maclmgacla frente 
a una sucursal del Banco Nación y provocó la rotura ele \~cirios. Otra bomba detonó en Mar 
del Plata en una sucursal del Banco Francés del barrio Constitución. 

2! La Nación, 14/12/01. 
22 "En Rosario llegó la calma con la disu·ibución de 8 mil cajas ele comida ( ... ) En Con­

cordia hubo un intento ele saqueo que frusu·ó la presencia policial. Se entregó comida a chi­
cos desnutridos, mttieres embarazadas y discapacitados. En Córdoba se dispuso un refuerzo 
de bolsones alimentarios para los sectores más pobres. También se enu·egarán bolsones adi­
cionales con productos navideños. En el Gran Buenos Aires, además del saqueo en San Mar­
tín, hubo entrega de productos en un supermercado Sol de Villa Martelli ( ... ) Se advirtió un 
incremento del 30 por ciento en la seguridad de los supermercados, más patrulleros, persa-
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El18 de diciembre, un grupo de sesenta personas irrumpió en un mi­
nimercado de la cadena Día en la localidad de San Martín del conurbano 
bonaerense, para llevarse alimentos. En San Miguel, provincia de Buenos 
Aires, unas quinientas personas saquearon varios comercios. Estos aconte­
cimientos fueron percibidos como detonantes de la crisis. Todos evocaron 
la crisis de 1989, que obligó al presidente Raúl Alfonsín a abandonar su 
cargo antes de finalizar su mandato constitucional. 

Según algunos observadores, el Gobierno tenía dos discursos. Uno 
minimizaba el conflicto. Fue el que exhibieron el ministro de Infraes­
tructura, Carlos Bastos y el titular de Justicia, Jorge de la Rúa. El prime­
ro destacó que los manifestantes pedían comida y no saqueaban comer­
cios. Jorge de la Rúa dijo que se trataba de hechos "acotados". El 
Presidente les había pedido "no dramatizar" y "salir a atender la emer­
gencia"23. El mismo día 18, el presidente De la Rúa se refirió al tema: 
"No encontramos motivos para que haya una magnificación de estos epi­
sodios. El problema existe, pero no debe ser motivo de alarma o de ha­
blar de un conflicto general"24. Sin embargo, en el gabinete hubo con­
senso para reimplantar los programas TRABAJAR y establecer un sistema 
reforzado de ayuda alimentaria. El ministro del Interior, Ramón Mes­
tre, destacó que si bien había cierto componente político en las protes­
tas no podía ocultarse la situación "muy delicada" y con un "alto nivel 
de conflictividad"25, 

na! policial y hasta vallados ( ... ) En La Plata, desocupados de Quilmes, Lanús y Berazategui 
reclamaron planes Trabajar frente al Ministerio de Trabajo. El intendente de Quilmes, Luis 
Geronés, dijo que los municipios no tienen recursos para dar respuestas a la gente" (Clarín, 
19/12/01). 

23 Clmin, 19/12/01. 
24 Clmin, 19/12/01. . 
25 Ídem. En aquellos días los medios de comunicación ofrecían distintas interpreta­

ciones de los hechos que sucedían. Una nota publicada en el diario La Nación ell9 de 
diciembre, por ejemplo, ofrecía una interpretación posible de lo que estaba ocurrien­
do: "La protesta social parecía contenida incluso en sus manifestaciones públicas más 
duras, como los cortes de ruta. El Gobierno, lo que incluye a las fuerzas de seguridad, 
tomó este aiio los piquetes como una válvula de escape para el descontento ( ... ) Al en­
tenderlos como una buena manera de encauzar controladamente el mal humor popu­
lar se los dejó multiplicarse ( ... ) Los saqueos a supermercados dieron una alarma dife­
rente. Los piquetes tienen referentes conocidos y con tendencia a la negociación. Se sabe 
cuándo empiezan y cuándo terminan. El miedo de los funcionarios de seguridad es que 
los saqueos no tienen esa previsibilidad. La izquierda política que está cerca de los pi­
queteros pidió a su gente que ni se acerque a los supermercados. La Corriente Clasista 

. y Combativa, que hace meses tomó la decisión de plantar a los piqueteros en la puerta 
de los mercados para reclamar alimentos por presión, tampoco aparece esta vez al fren­
te de los sucesos. Pero alguien azuzó el fuego de los manifestantes de Concordia, Men­
doza y Rosario, razonan quienes tienen partes diarios sobre la situación social del país. 
No tienen respuesta a quién está detrás". Según se dijo allí, la administración De la Rúa 
también repitió el esquema de respuesta que aplicó durante el ai1o: "si no hay interven-
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Los saqueos de/19 de diciembre 

El19 de diciembre se produjeron en todo el país numerosos saqueos 
a comercios, especialmente de venta de alimentos, casas de electrodo­
mésticos y de indumentaria. En algunas localidades, a pesar de la pre­
sencia de niños y mujeres entre las personas que reclamaban comida, 
se produjeron enfrentamientos con los agentes de seguridad. En mu­
chos lugares, los propios comerciantes reaccionaron utilizando armas 
de fuego. 

Como resultado de la violencia de ese día alrededor de 20 personas 
fueron muertas por disparos durante los saqueos a supermercados. Según 
fuentes oficiales, al menos ciento treinta y ocho personas resultaron heri­
das. De ellas, setenta y seis eran policías, la gran mayoría del Gran Buenos 
Aires26. Algunas fuentes seii.alaron que hubo al menos nueve mil partici­
pantes en las manifestaciones27. 

Según describió la prensa, las escenas fueron parecidas en cada lugar. 
Mujeres con sus bebés en brazos llenaban sus bolsas con cajas de leche o 
paquetes de yerba o polenta. Muchachos que se llevaban changuitos lle­
nos de productos para las fiestas. Comerciantes desconsolados que trata­
ban de pararlos. Otros optaban por quedarse a un costado, resignarse y 
tratar de salvar lo poco que quedaba. Aun en donde no existieron proble­
mas, el pánico quedó sembrado. Incluso en algunos lugares como la pro­
vincia de Buenos Aires, la propia policía se encargó, la noche dell9, de 
sugerir a muchos vecinos en forma personal que se armaran en defensa 
de sus bienes. Algunas de las grandes cadenas de supermercados preferían 
llegar a acuerdos con los vecinos y entregar bolsas de comida para apaci­
guar los ánimos y evitar irrupciones violentas. 

En la provincia de Buenos Aires, según información de la Superinten­
dencia General de Policía del Ministerio de Seguridad, a la medianoche 
del 20 de diciembre de 2001, 2213 personas fueron "conducidas a depen­
dencias policiales" con motivo de los saqueos a supermercados. De ellas, 
al menos trescientas veinticinco eran menores de 18 aii.os. 

ción ele un juez federal, el compromiso deben resolverlo las autoridades locales( ... ) El 
problema quedó en evidencia varias veces en estos meses, es que las policías locales no 
siempre están preparadas, con medios y mentalmente, para enfrentar estos casos y su 
participación inadecuada puede aumentar la tensión en la zona". 

26 Clmin, 20/12/01. 
27 Art. cit. 
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La inconstitucional declaración del estado de sitio: decreto 1678/01 
del Poder Ejecutivo Nacional 

En este marco, durante la tarde del 19 de diciembre28, el presidente 
Fernando de la Rúa declaró el estado de sitio en todo el país. La Constitu­
ción Nacional determina en .su artículo 23 que: "En caso de conmoción 
interior o de ataque exterior que pongan en peligro el ejercicio de esta 
Constitución y de las autoridades creadas por ella, se declarará en estado 
de sitio la provincia o territorio en donde exista la perturbación del orden, 
quedando suspensas allí las garantías constitucionales. Pero durante esta 
suspensión no podrá el presidente de la República condenar por sí ni apli­
car penas. Su poder se limitará en tal caso respecto de las personas, a arres­
tar o trasladarlas de un punto a otro de la Nación, si ellas no prefiriesen 
salir fuera del territorio argentino". 

Desde el regreso a la democracia en 1983, el estado de sitio fue implan­
tado en tres oportunidades. Raúl Alfonsín impuso esta medida por prime­
ra vez, el25 de octubre de 1985 -y hasta el9 de diciembre de ese atio-. 
Previamente, el 21 de octubre el Gobierno había dispuesto el arresto del 
consultor Rosendo Fraga, del represor Guillermo Suárez Mason y de otras 
diez personas. Esas detenciones, dictadas sin orden judicial, provocaron 
fuertes críticas que el Gobierno intentó paliar decretando el estado de si­
tio con posterioridad. El 29 de mayo de 1989 -con el acuerdo del enton­
ces presidente electo, Carlos Menem- Raúl Alfonsín volvió a hacer uso 
de esta facultad ante la ola de saqueos a supermercados. La medida se ex­
tendió hasta el 27 de junio; en ese lapso, 57 personas fueron arrestadas. 
Carlos Menem implantó el estado de sitio el 3 de diciembre de 1990 co­
mo respuesta a un alzamiento militar carapintada comandado por el en­
tonces coronel Mohamed Alí Seineldín. Una vez sofocado el levantamien­
to, dos días después, el estado de sitio se levantó. 

El decreto 1678/01, que lleva las firmas del presidente Fernando de la 
Rúa, del jefe de Gabinete, Chrystian Colombo, y del ministro del Interior, 
Ramón Mestre, dispuso que: 

"VISTO los hechos de violencia generados por grupos de personas que 
en forma organizada promueven tumultos y saqueos en comercios de di­
versa naturaleza y CONSIDERANDO: Que han acontecido en el país ac­
tos de violencia colectiva que han provocado daii.os y puesto en peligro 

28 Ese día el presidente De la Rúa estuvo reunido con la mayoría de sus ministros, en­
tre los que se encontraban Ramón Mestre, Domingo Cavallo,Jorge de la Rúa, José Dumón, 
Horado ]aunaren a, Daniel Sartor, y el ex presidente Raúl Alfonsín. 
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personas y bienes, con una magnitud que implica un estado de con­
moción interior. 
Que esta situación merece ser atendida por el Gobierno Federal ejer­
citando todas las facultades que la CONSTITUCIÓN NACIONAL le 
otorga, a fin de resguardar el libre ejercicio de los derechos de los ciu­
dadanos. 
Que el PODER EJECUTIVO NACIONAL ha consultado con las auto­
ridades locales sobre la conveniencia y urgencia de esta medida. 
Que enconu·ándose el HONORABLE CONGRESO DE LA NACIÓN 
en receso de sus sesiones ordinarias, corresponde a este PODER EJE­
CUTIVO NACIONAL resolver en lo inmediato e incluir el tratamien­
to de lo dispuesto por el presente decreto en el temario de sesiones ex­
traordinarias. 
Que el presente se dicta en virtud de lo dispuesto por los artículos 23 
y 99, inciso 16, de la CONSTITUCIÓN NACIONAL. 
Por ello, EL PRESIDENTE DE LA NACIÓN ARGENTINA DECRETA: 
ARTÍCULO 1: Declárase el estado de sitio en todo el territorio de la 
Nación Argentina, por el plazo de treinta días. 
ARTÍCULO 2: Dése cuenta al HONORABLE CONGRESO DE LA NA­
CIÓN e inclúyase la declaración del estado de sitio entre los asuntos a 
considerar en el actual período de sesiones extraordinarias, a cuyo 
efecto se remite el correspondiente mensaje. 
ARTÍCULO 3: El presente decreto regirá a partir de su dictado. 
ARTÍCULO 4: Comuníquese, publíquese, dése a la Dirección Nacio­
nal del Registro Oficial y archívese." 

La suspensión de garantías constitucionales como reacción estatal fren­
te al conflicto social fue una salida institucional cuestionable. En este sen­
tido, el CELS y otras organizaciones impugnaron judicialmente la validez 
del decreto que establecía el estado de sitio. 

El estado de sitio es una medida excepcional que sólo puede dictar­
se en situaciones de emergencia, pues restringe las garantías constitucio­
nales29. La Constitución Nacional y los instrumentos internacionales de 
derechos humanos incorporados a ella establecen que se trata de una 
medida de última mtio y por ello prevén un conjunto de requisitos que 
deben cumplirse. Por otra parte, los hechos acaecidos en Argentina no 

29 A su vez, aun en situaciones de excepción, los tratados internacionales de derechos 
humanos disponen la prohibición de suspender ciertos derechos (art. 27 in c. 2 CADH, art. 
4, in c. 2 PIDCP). Se trata de derechos esenciales como la vida, la integridad física, el prin­
cipio de legalidad, la libertad de pensamiento, los derechos políticos, los derechos del ni­
ño y la protección familiar, entre otros. 
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constituían una conmoción interior en los términos del artículo 23 de la 
Constitución ni tampoco encuadraban en las causas descriptas en el ar­
tículo 4 del Pacto de Derechos Civiles y Políticos, que exige que la emer­
gencia ponga en riesgo "la vida misma de la Nación". En este sentido, la 
doctrina de la Corte Interamericana define clara y taxativamente las cau­
sales que habilitan la declaración del estado de sitio o de emergencia. 
Sostiene la Corte: "la Convención admite que en caso de una guerra, pe­
ligro público u otra emergencia que amenace la independencia o la se­
guridad del Estado, el derecho a la libertad personal, conforme al artí­
culo 27 de la Convención Americana" pueden transitoriamente 
suspenderse las garantías30, Se trata de un precepto concebido sólo pa­
ra situaciones excepcionales. 

La Constitución Nacional sostiene además expresamente que el presi­
dente sólo podrá dictar el estado de sitio cuando el Congreso, órgano fa­
cultado para declarar tal medida, se encuentre "en receso". Esto es así ya 
que Jos representantes del pueblo son los únicos que tienen legítima au­
toridad para establecer una medida que conlleva censuras a los derechos 
de las personas. El decreto presidencial 1678/01 resulta entonces palma­
riamente inconstitucional ya que ese mismo día 19 de diciembre el Con­
greso se encontraba sesionando. 

A su vez, las medidas que se adopten como consecuencia del estado de 
sitio deben guardar relación con el fin buscado por esta excepción, esto 
es, deben ser razonables. En este caso, la causa alegada no está suficiente­
mente explicitada en el decreto, lo cual impide que las medidas que se 
adopten sean sometidas al debido control de razonabilidad por parte del 
Poder Judicial31 • 

Por otra parte, la suspensión de las garantías constitucionales debe 
tener estrictos límites temporales y materiales para ser legítima. No obs­
tante, el decreto se dictó respecto de todo el territorio nacional y por 
treinta días, sin justificación alguna acerca de la necesidad de tal exten­
sión territorial o del plazo fijado y sin indicación expresa de los derechos 
suspendidos. 

30 Corte IDH, Opinión Consultiva OC- 8/87, "El hábeas corpus bajo suspensión de ga-
rantías (art. 27.2, 25.1, y 7.6 de la CADH) ", del30 de enero de 198?. " . . .. 

31 La Corte Interamericana de Derechos Humanos ha establectdo que LaJunchcidad 
de las medidas que se adopten para enfrentar cada una de las situaciones especiales a que 
se refiere el art. 27.1 dependerá, entonces, del carácter, intensidad, profundidad y particu­
lar contexto de la emergencia, así como de la proporcionalidad y razonabilidad que guar­
den las medidas adoptadas respecto de ella" (Corte IDH, Opinión Consultiva OC- 8/87, op. 
cit., par. 22). 
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El decreto 1682/01 

Como ya expusimos, las investigaciones revelaron que en la ciudad de 
Buenos Aires se produjeron 190 detenciones en relación con el estado de 
sitio. Veintinueve personas llegaron a ser puestas a disposición del Poder 
Ejecutivo Nacional, que expresamente dictó el 20 de diciembre el decreto 
1682/01, en el que se incorporó un anexo con sus nombres. Con relación 
a las 161 personas restantes, se estaba trabajando en la confección de su lis­
tado a fin de preparar el dictado del correspondiente decreto, cuando se 
hizó pública la renuncia del presidente De la Rúa, según fue informado a 
lajueza que investiga los hechos, por la Superintendencia de Seguridad 
Metropolitana de la Policía Federal. Ese día en la ciudad de Buenos Aires 
hubo también más de 250 detenciones en relación con delitos comunes. 

Si se analizan los horarios en que se produjeron cada una de las deten­
ciones, se advierte que hubo dos picos en la intervención policial el día 
jueves 20 de diciembre de 2001, entre las 10.00 y las 13.00 y entre las 17.00 
y las 19.00. 

Es preciso tener en cuenta que la enorme cantidad de detenciones que 
se produjeron esos días no fueron dictadas en virtud de ninguna orden es­
crita. Únicamente en 29 casos existió un decreto que ordenaba la deten­
ción de esas personas en virtud del estado de sitio. El resto de las 161 de­
tenciones fueron decididas y ejecutadas por el personal policial. En virtud 
de las detenciones que se produjeron a raíz de esta declación, se interpu­
so acciones de hábeas corpus a fin de que el juez de turno asegurara la li­
bertad de los ciudadanos. Cerca de la medianoche del día 20, el Dr. Gris­
po, titular del juzgado Nacional en Jo Criminal y Correcional Nº 18 de la 
Capital Federal dispuso la libertad de todas las personas detenidas a dis­
posición del Poder Ejecutivo Nacional, que entonces era aproximadamen­
te cien en la ciudad de Buenos Aires. El argumento central de la decisión 
era que no había existido "orden escrita de autoridad competente" para 
privar de la libertad a los ciudadanos. 

La renuncia de Fernando de la Rúa 

En la tarde del 20 de diciembre de 2001, el Presidente renunció32• Mi­
nutos más tarde, abandonó la Casa de Gobierno a bordo de un helicóptero 

32 Según una información periodística que !ajusticia investiga actualmente, hubo una 
reunión entre el entonces canciller Adalberto Rodríguez Giavarini y el secretario de Turi~mo, 
Hernán Lombardi, en los momentos decisivos. En ese encuentro el mayor de los hijos del ex 
presidente habría u·atado de convencerlo para que no renunciara, mientras el entonces se­
cretario Legal y Técnico, Nicolás Gallo, le advertía que debían alejarse del poder porque había 
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y dejó definitivamente el poder33 • En la represión policial que marcó las 
últimas horas de su gobierno, al menos cinco personas perdieron la vida 
y más de cincuenta recibieron disparos de armas de fuego sólo en la ciu­
dad .de Buenos Aires34• 

El viernes 21 por la mañana, antes de que su renuncia fuese aceptada 
por la Asamblea Legislativa, Fernando de la Rúa concurrió a la Casa Ro­
sada y derogó el decreto de estado de sitio que había implantado el miér­
coles 19. 

Presidencia de Ramón Puerta. El estado de sitio se sostiene 
en algunas provincias 

El viernes 21 de diciembre la Asamblea Legislativa35 aceptó la renun­
cia del presidente De la Rúa. En consecuencia, y en virtud de lo ordena­
do por la ley 20.972 (Ley de Acefalía), el presidente provisional del Sena­
do, el misionero Ramón Puerta, se hizo cargo formalmente del poder. 

Según la Ley de Acefalía, el Congreso tiene 48 horas desde la acep­
tación de la renuncia del presidente para decidir quién será su sucesor. 
La elección debe recaer sobre uno de los miembros de la propia Asam­
blea o gobernadores de provincia. En los hechos, la decisión debía sur­
gir del acuerdo al que llegara el Partido Justicialista (PJ), que controla­
ba el Senado y la Cámara de Diputados desde el14 de octubre de 2001. 

A poco de asumir ya raíz de los incidentes que continuaban sucediéndo­
se en algunas regiones, Ramón Puerta dictó los decretos 16/2001, 18/2001 

"muchos muertos" en Plaza de Mayo. La reunión se habría llevado a cabo en la Casa ele Go­
bierno el 20 ele diciembre. El presunto diálogo entre De la Rúa, su hijo Antonio y Gallo fue 
reproducido en su edición del 23 ele diciembre por la revista Tresprmtos. 

33 La renuncia manuscrita, remitida por fax al conjunto de gobernadores peronistas 
por entonces reunidos en la provincia de San Luis decía: "Al señor presidente provisional 
del Honorable Senado, ingeniero Ramón Puerta: Me dirijo a usted para presentar mi re­
nuncia como Presidente de la Nación. Mi mensaje de hoy para asegurar la gobernabilidad 
y constituir un gobierno ele unidad fue rechazado por líderes parlamentarios. Confío en 
que mi decisión contribuirá a la paz social y a la continuidad institucional ele la República. 
Pido por eso al Honorable Congreso que tenga a bien aceptarla". Lo acompali.aba su ede­
cán, Gustavo Giacosa. Lo saludaban el canciller, Aclalberto Rodríguez Giavarini, y el minis­
tro ele Turismo, Hernán Lombarcli. 

Los medios periodísticos relataban así los hechos: "la renuncia ele Fernando de la Rúa 
no sorprendió a nadie. Por el contrario, la salida anticipada del Presidente trajo algo de ali­
vio a una sociedad angustiada. Por eso, a las 19.45 de ayer, cuando la violencia callejera y la 
represión policial alcanzaban su punto más salvaje en la Plaza de Mayo, el texto con la re­
nuncia del Presidente fue distribuido entre los periodistas de la Casa Rosada. Nadie lo fes­
tejó. Ni siquiera los manifestantes que reclamaban el alejamiento del Presidente en la zona 
céntrica de Buenos Aires". Clmin Digital, 21/12/01. 

M Véase en esta reseiia el acápite 1.2.1. 
35 La Asamblea Legislativa está conformada por todos los representantes que integran 

las dos cámaras del Congreso Nacional. 
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y 20/2001 PEN, en virtud de los cuales se declaraba por diez días el estado 
de sitio en las provincias de Buenos Aires, En u-e Ríos y San Juan. En todos los 
decretos se disponía que debía darse cuenta al Congreso de la Nación e in­
cluirse la declaración del estado de sitio enu·e los asuntos a considerar en el 
período ele sesiones entonces vigente. 

Presidencia de Rodríguez Saá: "cacerolazo" del28 de diciembre 
y desmanes de la madrugada del 29 

El 22 de diciembre la Asamblea Legislativa aprobó el proyecto que im­
pulsaba el Partido Justicialista para la continuidad institucional: además 
de la designación presidencial del gobernador de San Luis, Adolfo Rodrí­
guez Saá, la Asamblea convocó a elecciones para el 3 de marzo del 2002, 
con el objeto de elegir presidente y vicepresidente de la Nación. Esta elec­
ción se realizaría a través del régimen electoral de doble voto simultáneo, 
también denominado sistema de lemas. 

Las cuestiones más debatidas entonces entre los analistas y expertos 
fueron, precisamente, la referida a la potestad de la Asamblea Legislativa 
para convocar a elecciones, y por otra parte, si correspondía la abrogación 
del régimen electoral vigente, sustituyéndolo por el sistema de lemas. 

El contexto interno del I:J era confuso y el presidente Rodríguez Saá 
tenía dificultades para concitar la adhesión de todos los cuadros de su 
partido36. En ese contexto, algunos episodios generaron irritación e in­
certidumbre en la población. Por ejemplo, la designación de Carlos 
Grosso37 o los entredichos públicos entre el Presidente y el titular del 

36 El presidente Rodríguez Saá avanzó sobre algunas cuestiones de importancia, aun­
que ninguna de ellas finalmente llegó a concretarse. Así, por ejemplo, se avanzó en la ela­
boración de un proyecto en materia de reparaciones a las víctimas de los hechos de la Pla­
za de Mayo, así como en la elaboración de proyectos de ley de amnistía en relación con las 
personas que habían intervenido en ése y en otros conflictps sociales anteriores. . 

Los proyectos de ley en materia de reparaciones a las víctimas de los hechos ocurndos 
en diciembre propiciaron, en su mayoría, el establecimiento de sistemas similares a los me­
canismos repara torios específicos sobre los que Argentina ya tiene ejemplos: las l~yes 24.043 
y 24.411 que reconocieron el derecho al resarcimiento ~e.las víctimas del t7;ronsmo ~e ~s­
tado; o las disposiciones que se dictaron a favor de las vtcttmas de la exploswn de la fabnca 
militar de Río Tercero o el atentado a la AMIA. 

37 Desde que abandonó la intendencia portetia, Grosso estuvo diez años alejado de la 
política y reapareció públicamente en 2001, con un intento de reorganizar a su sector en el 
PJ de la Capital. Es amigo personal de Rodríguez Saá, había sido designado por Cario~ Me­
nem intendente en la ciudad y dejó el carg·o a principios de los 90 con varias causas abtertas 
por supuestas irregularidades. El funcionario designado, en su propia interpreta~ión de l_os 
hechos, aseguró que había sido elegido por su inteligencia~ t~o por su prm~tuano. Co~stg­
nas en contt·a de Carlos Grosso,José Lms Manzano --ex mmtstro del Intenor- y Mattlde 
Menéndez- ex interventora del PAMI-se vieron en el "cacerolazo" del 28 de diciembre. 
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Banco de la Nación Argentina, David Expósito, respecto de la cuestión 
financiera. 

Este contexto facilitó que el 28 de diciembre se produjera un nuevo 
"cacerolazo" en Plaza de Mayo y en distintos barrios porteüos. Los mani­
festantes protestaban contra las "viejas caras de la política" y contra la vi­
gencia del"corralito" bancario. La protesta comenzó en los barrios y des­
de allí fue llegando al centro de la ciudad. Al igual que la semana anterim~ 
un grupo se concentró en la Plaza Congreso y otro marchó por distintas 
avenidas rumbo a la Plaza de Mayo38• 

Apenas entrada la noche, algunos manifestantes fueron retirándose 
del lugar y otros grupos más violentos avanzaron directamente contra dis­
tintos edificios públicos. Carlos Grosso renunció a su cargo en ese momen­
to, pero la violencia se había desatado nuevamente. En ese marco, algu­
nos grupos causaron destrozos en sitios emblemáticos como el Congreso 
Nacional, cuya entrada fue fácilmente franqueada, y la propia Casa de Go­
bierno. El operativo de la policía estuvo a cargo deljefe de la fuerza que 
reemplazó a Rubén Santos, comisario general Roberto Giacomino. Lapo­
licía comenzó a actuar tardíamente y fue agredida con piedras y palos por 
los manifestantes39• Además, muchos bancos y locales comerciales fueron 
atacados a pedradas y hubo nuevos intentos de saqueos40• 

Doce policías resultaron heridos y más de treinta personas fueron 
arrestadas en las zonas de Plaza de Mayo y Congreso. 

La renuncia de Adolfo Rodrfguez Saá y la elección de Eduardo Duhalde 

El 30 de diciembre del 2001 Adolfo Rodríguez Saá presentó, desde 
San Luis, su renuncia indeclinable ante la Asamblea Legislativa. Era el 
séptimo día de su gestión. En aquella oportunidad denunció pública­
mente la falta de apoyo de algunos de los mandatarios provinciales del 
PJ, especialmente del gobernador de la provincia de Córdoba, José Ma­
nuel De la Sota: "Los lobos o los lobbies que andan sueltos no han en­
tendido la esencia de los nuevos tiempos". 

La versión sobre su renuncia comenzó a escucharse a primeras horas 
ele la noche, cuam;lo se anunció que el ex presidente brindaría un discur­
so a la población.-Esa información circuló apenas un par de horas después 
de haber fracasado la cumbre que aquél iba a mantener con gobernadores 

38 ClminDigita~ 28/12/01. 
39 Poco después de las dos de la madrugada, dos efectivos que se habían acercado a 

apagar un foco de incendio fueron brutalmente agredidos por un grupo de jóvenes. Los 
policías cayeron al suelo, fueron golpeados y les robaron sus armas. 

40 La Nadón, 30/12/01. 

Reseña de casos de represión y criminalización de la protesta social 203 

justicialistas en Chapadmalal. De los catorce gobernadores justicialistas só­
lo seis mandatarios respondieron al llamado del Presidente. Entre otras 
ausencias contaron las de José Manuel De la Sota, Carlos Reutemann, go­
bernador de Santa Fe, y Néstor Kirchner, de Santa Cruz. 

Una hora después de la renuncia del presidente Rodríguez Saá, renun­
ció también el presidente provisional del Senado, Ramón Puerta, quien se 
clesempeüaba como virtual vicepresidente de la Nación y debía ocupar el 
cargo hasta que la Asamblea Legislativa designara otro presidente. En con­
secuencia, el titular de la Cámara de Diputados, el bonaerense Eduardo 
Camai'io, asumió la Presidencia de la Nación. 

Para entonces, las versiones referidas a la interna del partido peronis­
ta indicaban que otros dos bonaerenses, el gobernador Carlos Ruckaufy 
el senador Eduardo Duhalde, podrían convertirse en candidatos a enca-
bezar un futuro gobierno de "consenso". . 

El 1 º de enero de 2002, con 262 votos a favor, 21 en contra y 18 absten­
ciones, la Asamblea Legislativa eligió como presidente aljusticialista Eduar­
do Duhalde, con un mandato por dos ati.os -hasta diciembre de 2003-41 • 

Su designación fue entendida como un segundo ensayo para una salida 
institucional a la crisis política desatada en diciembre de 2001. El acuerdo 
político que llevó a Duhalde a la Casa Rosada fue algo más amplio que el 
anterior e integró a la UCR y parte del Frepaso. 

1.2. ·¡ Carlos Almirón, Gustavo Benedetto, Diego La magna, 
Alberto Márquez y Gastón Marcelo Riva 

CIUDAD DE BUENOS AIRES, 20/12/01 

El "cacerolazo" del miércoles 19 de diciembre 

• 
Luego de decretar el estado de sitio, Fernando de la Rúa se dirigió pú-

blicamente al país en un mensaje televisivo. En su discurso convocó infruc­
tuosamente a las fuerzas opositoras a colaborar en el sostenimiento de la 
gestión de gobierno. Casi simultáneamente en todo el país, y especialmen­
te en la ciudad de Buenos Aires, miles de personas. salieron de sus casas y 
confluyeron en una masiva protesta pop-ular expresada en el golpe de las 
cacerolas, ocuparon la calle y espontáneamente se dirigieron en grandes 
columnas hacia la Plaza de Mayo. 

Pasada la medianoche, todos los ministros del gabinete presentaron 
su renuncia para permitirle al Presidente negociar un nuevo acuerdo con 

4 l El calendario electoral f!iado meses más tarde adelantó esa fecha al25 de mayo de 
2003. 
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el Partido Justicialista (PJ). Por su parte, fuentes de ese partido indicaban 
que plantearían al presidente De la Rúa la posibilidad de convocar a una 
asamblea legislativa si no era modificado el rumbo económico42• 

La Central de Trab~adores Argentinos (CTA) convocó a un paro pa­
ra el día jueves y todos los sectores discutían los pasos a seguir. 

La represión del jueves 2043 

A la una de la madrugada del jueves 20, mientras se difundía por tele­
visión la renuncia del ministro de Economía Domingo Cavallo, la Policía 
Federal destacada en Plaza de Mayo comenzó a lanzar gases lacrimógenos 
sobre los manifestantes que se habían congregado allí, pacífica y ruidosa­
mente. No fueron respetados ancianos, mujeres o chicos. La acción poli­
cial fue injustificada. 

Frente a ello, muchos manifestantes volvieron a sus casas o se alejaron 
considerablemente de la zona de la Plaza de Mayo y de la Plaza de los Dos 
Congresos. Sin embargo, grupos numerosos, más activos, permanecieron 
en el lugar y resistieron la intervención policial. A partir de entonces se 
produjeron incendios, pedradas en distintos lugares de la zona céntrica. 
Todos los participantes permanecían en la periferia y parte de ellos conti­
mmban avanzando sobre la Plaza de Mayo. La situación se prolongó has­
ta bien entrada la madrugada. 

Con el correr de las horas, de mañana y a plena luz, muchos manifes­
tantes volvieron a congregarse. Hacia las dos de la tarde, grupos heterogé­
neos convergían en la Plaza de Mayo y el Congreso Nacional: partidos de 
izquierda, algunos organismos de derechos humanos y militantes de la Co­
rriente Clasista y Combativa (CCC), marchaban hacia allí, mientras que 
muchas otras personas se unían en forma independiente. 

Media hora más tarde y aunque la situación era tranquila, la Policía 
Federal intervino nuevamente. Primero se escucharon sirenas. Luego 
llegaron carros de asalto y se armó la primera fila de la Guardia de In­
fantería con cuya intervención comenzó la represión. La intervención · 
policial fue ilegítima. Se trató de una reacción excesivamente violenta 
frente a un conjunto de personas que, al tiempo de la intervención po­
licial, manifestaban pacíficamente. Frente a ello, algunos grupos reac­
cionaron arrojando piedras, palos y adoquines contra los agentes poli-

42 Clarín Digital, 19/12/01. 
43 Véase también Capítulo IV, acápite IV.2.2.4 sobre la utilización de armas de fue­

go en la intervención de las fuerzas de seguridad en manifestaciones públicas; y Capítu­
lo IV, acápite IV.2.3, sobre el rol de las autoridades políticas en el control de la represión 
y el uso de la fuerza. 
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ciales y contra algunos edificios públicos y bancos. Los tachos de basura y 
los bancos de la plaza fueron incendiados y con ellos se montaron barri­
cadas. Todos corrían sin sentido, hacia un lado y otro. 

Una hora más tarde, la policía había logrado montar su centro de opera­
ciones en Rivadavia y Entre Ríos. Los manifestantes habían quedado reparti­
dos en varias esquinas. Mientras la policía reprimía a quienes se encontraban 
frente al Congreso Nacional, a sólo dos cuadras de allí eran devastados varios 
comercios44. Estos enfrentamientos urbanos se sucedieron hasta la noché5

• 

Lajueza federal María Romilda Servini de Cubría se hizo presente en 
la Plaza de Mayo durante el momento más álgido de la represión y ordenó 
a los jefes policiales a cargo el cese inmediato de la represión. Su orden, sin 
embargo, no fue acatada. Los jefes policiales respondieron que el ministro 
del Interior había dispuesto desalojar la totalidad de la Plaza de Mayo. 

En este contexto fueron heridos de bala y perdieron la vida al menos 
cinco personas: Diego Lamagna (26), Alberto Márquez (57), Gastón Maree­
lo Riva ( 30), Carlos Almirón (24), Gustavo Benedetto (23). Al menos cin­
co personas más recibieron heridas de bala de plomo. Otros muchos, in­
contables, sufrieron golpes, empellones de caballo y padecieron el efecto 
de los agresivos químicos. Diego Lamagna, Alberto Márquez, Gastón Maree­
lo Riva y Carlos Almirón murieron por el impacto de balas de plomo. 

De acuerdo con lo informado el 21 de diciembre por el director gene­
ral de Operaciones de la Superintendencia de Seguridad Metropolitana 
de la Policía Federal, comisario Edgardo Gaudiero -uno de los oficiales 
con mayor responsabilidad en la dirección del operativo- al menos 
ochenta y dos agentes fueron heridos. 

La ausencia de una causa justificada para la represión, la utilización de 
armas de fuego en el contexto de una manifestación pública, así como la 
vulneración de los principios de gradualidad y proporcionalidad en la in­
tervención mostraron de forma evidente la ilegalidad del procedimiento. 

Por otra parte, la envergadura del despliegue estatal, la organización 
de las operaciones de represión y su sostenimiento en el tiempo permiten 
afirmar que cada uno de los ejecutores finales de las conductas ilícitas des­
criptas actuó como consecuencia de la intervención de uno o varios res­
ponsables funcionales que, a través del dictado de órdenes directas o de 
una omisión en el cumplimiento de sus obligaciones de garantía, gober­
naron desde su voluntad la conformación final de los sucesos. 

Dada la estructura vertical y jerarquizada de las fuerzas que intervinie­
ron, esta situación ha revelado múltiples infracciones encadenadas a través. 

·H Un local de McDonald's, uno de Blockbuster y un supermercado Eki. 
45 C/min, 21/12/01. 
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de las redes de mandos que llegan hasta los funcionarios de máximas je­
rarquías. Por ello, más allá de la responsabilidad individual que a cada eje­
cutor corresponde la responsabilidad penal alcanza también a quienes es­
taban investidos con competencia funcional y fáctica para preordenar y 
dirigir la actuación de las fuerzas de seguridad. 

En función de las características que tuvo la práctica represiva antes 
descripta, muchos organismos46 y particulares denunciaron penalmente 
los hechos. 

La investigación en la ciudad de Buenos Aires47 

En virtud de los hechos de represión de diciembre de 2001, se presen­
taron numerosas denuncias y querellas criminales, a partir de las cuales se 
iniciaron varios procesos penales. Los acontecimientos relatados exigían 
una investigación eficiente. En !ajusticia federal, con asiento en la ciudad 
de Buenos Aires, fueron iniciados dos procesos: uno ante Iajueza Servini 
de Cubría -en el que se investiga la actuación de los responsables poli­
ciales y políticos por la represión- y otro ante el juez Norberto Oyarbicle, 
quien investiga la posible existencia de un "complot" para derrocar al pre­
sidente De la Rúa. Asimismo, en distintas jurisdicciones del interior del 
país se entablaron procesos penales por cada una de las muertes y otros 
hechos violentos ocurridos. 

Lajueza Servini de Cubría dividió la investigación en dos procesos. El 
primero (A-5.622/01) bajo la dirección de ella misma, se propone inves­
tigar las intervenciones de los máximos responsables funcionales durante 
aquellos episodios. En el otro (A-5.624/01), cuya instrucción fue delega­
da en la Fiscalía en lo Criminal y Correccional Federal nº 5 a cargo de Luis 
Comparatore y Patricio Evers se investigan las afectaciones concretamen­
te sufridas por los manifestantes así como la responsabilidad de los ejecu­
tores materiales de cada una de ellas. 

Por medio de una presentación ante lajueza, el ex presidente De la 
Rúa negó toda responsabilidad por los hechos, mientras que el ex secre­
tado de Seguridad Interior, Enrique Mathov, reconoció haber dado la or­
den al entonces jefe de la Policía Federal, Rubén Santos, para que adop· 
tara las medidas necesarias para proteger la Casa Rosada en el 
enteridimiento que "la autoridad política (en este caso como titular de la 

·Secretaría del Interior) determina el 'qué' en tanto la autoridad técnica o 
profesional, la policía, se encarga de 'cómo' implementar el objetivo". 

46 Entre ellos el CELS. 
47 Véase también Capítulo IV, acápite IV.4.2.2. 
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Los policías indagados en el marco de las investigaciones, por su parte, 
coincidieron en señalar que algunas órdenes específicas de acción -por 
ejemplo la que se refiere a la detención de algunos ciudadanos- habrían 
estado originadas en la jefatura policial. 

El 5 de febrero de 2002, la jueza St:rvini de Cubría ordenó la detención 
de seis oficiales de la Policía Federal, acusados de disparar contra los mani­
festantes en la esquina de Carlos Pellegrini y Sarmiento, donde Alberto Már­
quez perdió la vida y Martín Galli fue herido. Los policías detenidos fueron 
Orlando Juan Oliverio, responsable del Control de Integridad Profesional 
del Departamento de Asuntos Internos, Roberto Liendo Rodríguez, que re­
vistaba en la División de Drogas Peligrosas, el principal José Luis González, 
Guillermo Galdame,José María Bercovich y Horado Barrios. Respecto de 
los tres últimos, días después se dictó la falta de mérito y fueron liberados. 

Por otra parte, el 7 de febrero fue detenido el ex jefe de policía Rubén 
Santos, como supuesto autor mediato de los delitos cometidos por sus su­
bordinados. El día 15 del mismo mes se ordenó la detención de Norber­
to Gaudiero, ex jefe de Operaciones de la Policía Federal, como uno de 
los oficiales con mayor responsabilidad en la dirección del operativo. 

El 28 de febrero, lajueza ordenó la detención de Enrique Mathov. Ese 
día, personal de la División Delitos Complejos de la Policía Federal allanó 
durante la noche la vivienda del ex secretario de Seguridad pero no en­
contró al ex funcionario. Finalmente, el 1 º de marzo, Mathov se entregó 
a !ajusticia. Durante la mañana de ese día fue interrogado por lajueza. 

En la decisión, que muchas de las partes querellantes han cuestiona· 
do, Iajueza centró toda la responsabilidad en Rubén Santos, aun cuando 
lo ocurrido refleja, sin hesitación, un accionar conjunto y una red de im­
punidad en torno a las ejecuciones que compromete a toda la institución. 
En este sentido resultó cuestionable que Rubén Andreozzi, ex superinten­
dente de Seguridad Metropolitana, y Norberto Gaudiero no fueran pro· 
cesados a pesar de que la evidencia indica que comandaron y tuvieron po­
der de control sobre las fuerzas intervinientes. 

La decisión de lajueza federal en sendas investigaciones -aquella ba­
jo la dirección de la mismajueza y la delegada a la fiscalía- fue revisada 
por la Cámara Federal porteña. 

Entre los puntos más relevantes de aquel decisorio se destacan la confir­
mación de los procesamientos de los policías Orlando J. Oliverio, Ariel G. 
Firpo Castro, Carlos]. López y Eugenio Figueroa, por la muerte de. Alberto 
Márquez y las lesiones sufridas por Martín Galli48, 

48 En este caso se entendió que, sobre la base de las pruebas colectadas, los imputados 
no se encontraban en el lugar de los hechos controlando el desempeño de la fuerza, como 
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De todas maneras, la situación procesal de Ariel G. Firpo Castro tuvo 
u~ giro inesperado: el 26 de febrero de 2003 lajueza lo sobreseyó enten­
dtendo que no había sido él quien efectuó los disparos. En cuanto a los 
otros miembros de la Brigada de Asuntos Internos -Oliverio, Figueroa y 
López-, si bien siguen procesados por la muerte de Márquez y las lesio­
nes de Galli, lajueza dispuso su sobreseimiento parcial respecto de las le­
siones a Roque Osear Coroné! y Paulo Diego Córdoba. Por otro lado, se 
ampliaron sus procesamientos por el delito de abuso de armas y lesiones 
de las que fue víctima Paula Simonetti. 

El subcomisario Ornar Alberto Bellante fue procesado por los delitos 
de incumplimiento de los deberes de funcionario público y encubrimien­
to. En un primer momento Bellante estaba procesado con prisión preven­
tiva por el homicidio doloso de Ariel Benedetto y la Cámara habrá confir­
mado el procesamiento considerando que el imputado estaba encargado 
de montar un operativo de seguridad en la sede de la Embajada de Israel, 
en Chacabuco y avenida de Mayo, y que por tanto era garante respecto de 
las víctimas y tenía la posibilidad física de evitar la situación lesiva. Luego, 
a partir de la reconstrucción del hecho y nuevos elementos de prueba in­
corporados a la causa, el 20 de diciembre de 2002 la Cámara ordenó a Ser­
vini que "evalúe la presentación de la defensa de Bellante", que pretendía 
deslindar responsabilidad en el hecho por considerar que el imputado se 
encontraba físicamente lejos del lugar donde se efectuaron los disparos. 
El 30 de diciembre la magistrada modificó la calificación legal antes des­
cripta y la reemplazó por la de autor de los delitos de incumplimientos de 
funcionario público y de encubrimiento. A raíz de este cambio, Bellante, 
si bien sigue procesado, ha podido recuperar su libertad. 

Jorge Eduardo Varando, ex custodio privado del Banco HSBC, se en­
cuentra procesado con prisión preventiva desde el 13 de marzo de 2002, 
como coautor por el homicidio de Gustavo Ariel Benedetto. La Cámara 
confirmó su procesamiento con prisión preventiva. 

Con relación a los cargos conu·a el ex secretario de Seguridad Interior, 
contrariamente a lo decidido por lajueza Servini de Cubría49, la Cámara 
sostuvo que la circunstancia de que se hubiera decretado el estado de si­
tio -que supuso el reconocimiento por parte de las autoridades naciona-

l~ soste~í~n, sino que "Contrariamente, por el posicionamiento --cubriendo en forma de aba­
meo cas1 Cien metros de la avenida-, y su acth~dad -bajando de los automóviles, tomando las 
arm~s y apretándose-, queda evidenciada una actitud desafiante, hostil e injustificada para sus 
funcwnes". 

49 L . t d" 'l l b' aJueza en en 10 que so o 1a 1a elementos de convicción suficientes para reputar 
que Mathov !1~bía ~onsentido la privación de libertad de algunas personas efectuada por 
personal pohcml, sm haber hecho nada para hacer cesar ese estado pero dictó la falta de 
mérito con relación a las ejecuciones. ' 
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les de una situación de conmoción interior-, debía tenerse en cuenta al 
evaluar la responsabilidad del funcionario. En este contexto, su deber de 
control y de supervisión se vio incrementado, no bastando el mero papel 
de observador. Teniendo en cuenta el rol activo asumido en la dirección 
del operativo, el conocimiento de los excesos en que la policía ~abía i~lcu­
rrido y su acción imprudente que violó el deber de' proteger la mtegndacl 
física ele los manifestantes, Mathov fue responsabilizado por las 5 muertes 
y los 227 hericlo's, aunque se ordenó su libertad 5°. . 

Igual calificación adoptó la Cámara respecto de la conducta del J.e,fe 
de la Policía, Rubén Santos: revocó la decisión de lajueza de Instruccwn 
que lo identificaba como autor doloso de los cinco homicidios, en sumo­
dalidad omisiva51. Los camaristas entendieron que no se encontraba acre­
ditado en el expediente el hecho de que Santos tuviera la posibilidad físi­
ca de evitar las muertes y las lesiones producidas por sus subordinados; sin 
embargo, se sefialó que, el hecho de que "Santos haya encabezado, orde­
nado, coordinado un operativo policial desproporcionado con los. fines 
que se pretendían cumplir ( ... ) constituyó una circunstancia que mere­
mentó el riesgo, más allá del límite razonable permitido, de que se pro­
duzcan afectaciones a distintos bienes jurídicos". La Cámara ordenó que 
se le tomara declaración indagatoria y lajueza Servini de Cubría cumplió 
con tal indicación. 

En virtud de las mismas consideraciones, el u-ibunal ordenó que se to­
mara declaración indagatoria al ex presidente De la Rúa y al ex ministro 
del Interior, Ramón Mestre, quien falleciera a comienzos de 2003. Ambos 
presentaron sendos recursos extraordinarios ante, la.Corte .Suprema, ct~ya 
resolución sobre admisibilidad se encuenu·a en tramtte al cterre de esta m-

50 Así, el funcionario se ocupó de delinear el modo en el que se debían cm~plir los ob­
jetivos de política de seguridad del Gobierno por parte de las fuen;as .de segundad, aseso­
rándolas en todo momento e informándolas acerca de los ac?ntecunl~ntos que se fu.eron 
sucediendo durante la jornada. Teniendo en cuenta el rol actiVO asmmdo por. e! func:o~a­
rio en la dirección del operativo, el conocimiento de los excesos en .que h~ pohcm. habm m­
currido y su acción imprudente que violó el deber de proteger la mtegn~lad fístca .de los 
manifestantes, se responsabilizó a Mathov por las cinco muertes y los her~d?s. El tnbunal 
entendió que"( ... ) los funcionarios políticos son los responsables de admtmstrar cm:recta 
y legalmente la violencia del Estado y sobre ellos recae la ¡·esponsabilidad.que el cm-uunto 
deJa población les delega por medio del voto", y que"( ... ) da~a la magmtud de los acm~­
tecimientos, no fue la conducción de la Policía Feder~l Argentma u otra fuerz~ ~e segun­
dad quien decidió llevar adelante ese gran operativo, smo que fu~ el po~ler poJ.¡Uco e! que 
ordenó cuáles eran los o~jetivos a cumplir, uno ~e los ~uale~ era l~p~dtr ~am.~;stacwnes 
y mantener la Plaza de Mayo libre de personas. S1 se qm~re, e~ que Y. _el como · . 

51 La hipótesis de Jajueza parecía, más ~llá de 1~ F.'nm~r~ 1.mpre~10n ~ue pmhera ~at~~ 
sar el encarcelamiento preventivo de un ex jefe pohc1al, dm~1da a. centrar la tespons.tbl 
Jidad por lo ocurrido en la actuación de Santos, antes que a mvesugar profundamente la 
actuación policial. 



210 CELS 

vestigación52
• La importancia de este pronunciamiento se afirma particular­

mente en el reconocimiento de la subordinación de las fuerzas de seguri­
dad a las autoridades civiles y la responsabilidad política de estas últimas en 
la coordinación, supervisión y control de las funciones de aquéllas. 

Por último, se procesó al ex jefe de Operaciones de la Policía Federal, 
Norberto E. Gaudiero, y al ex superintendente de Seguridad Meu·opolitana, 
Raúl R. Andreozzi, por haber actuado abusivamente al impartir órdenes ile­
gítimas de detener a las personas que se encontraban manifestando pacífica­
mente en Plaza de Mayo. Lajueza Servini de Cubría, cumpliendo con loor­
denado por la Cámara, les tomó declaración indagatoria. 

Con relación a la investigación sobre los autores materiales de los ho­
micidios de Gastón Riva, Diego Lamagna y Carlos Almirón -a cargo de los 
fiscales-, todavía se procura identificar a los funcionarios policiales respon­
sables. La Cámara ordenó que el subcomisario Sergio Weber fuera llamado 
a prestar declaración indagatoria por las muertes de Riva, Lamagna y Almi­
rón y las lesiones sufridas por varios militantes. Al cierre de esta investiga­
ción lajueza no había cumplido aún con lo ordenado por el tribunal aun­
que indagó y dictó la falta de merito de Weber por los maltratos y vejaciones 
conu·a miembros de la Asociación Madres de Plaza de Mayo. 

En el proceso a cargo del juez Oyarbide, en el que se investiga el su­
puesto complot, ha declarado ya gran parte del espectro político con fun­
ciones relevantes al momento de la caída de De la Rúa. 

1.2.2 Diego Avila, Julio Hernán Flores, Vicente Ramfrez, 
Ariel Maximiliano Salas, Pablo Marcelo Gufas, 
Vfctor Ariel Enrique, Roberto Agustfn Gramajo, 
Eduardo Legembre y Mariela Rosales 

PROVINCIA DE BUENOS AIRES, 19-20/12/01 

La represión de las movilizaciones en el Gran Buenos Aires se enmar­
có en un estado general de violencia causado por la amenaza de saqueos 
a pequeilos comercios que se vivió desde el martes 18. 

Hubo varios heridos de bala en distintos departamentos provinciales y 
las víctimas fatales se concentraron en los partidos del con urbano. En gene­
ral, se trató de muertes provocadas por heridas de armas de fuego en repre­
sione~ de saqueos o de tumultos frente a supermercados. El 19 de diciem­
bre murieron ocho personas, todas víctimas de disparos de armas de fuego 

52 Al cierre de la presente investigación, Fernando de la Rúa no ha sido citado a prestar 
declaración indagatoria. En cuanto a Ramón Mestre, la acción penal se encuentra extinta 
a causa de su fallecimiento. 
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en general, no se ha podido identificar a los responsables de estas muer­
~~s. Diego Ávila (24 aíi.os) murió en Villa Fiorito, Lomas de Zar:nora

53
. A Ju­

lio Hernán Flores (15 ailos) lo mató un comerciante en la locah~a~ de M;r­
lo cuando participaba de un saqueo54; la Fiscalía nº 3 de ~oron. I~put? a 

M' .· Choke Ariel Guardia y Claudio Castro los delitos de homicidio sim­
ano • d 1 ' · 1 el que le robo agravado en poblado y en banda; se trata e umco caso e 1 

P y ·, · · · 55 En La Matanza Gregario de Laferrere, está pedida la elevacton a JUICIO · • 
fueron muertos como consecuencia de disparos .de arm~s ?~ fuego en un 

D " VI'cente Ramírez (14 aíi.os) y Anel Maximtltano Salas (30 saqueo amtan . 1 d 
ailos); en la causa que investiga su muerte se encuentran n:?putado~ os) ue-
- rdias de un supermercado56. Pablo Marcelo Gmas (23 anos .mu­
~i~s ~1g~~ saqueo en San Francisco Solano, Quilmes, vícti~a de u.n dispa­
. 57 En Don Orione partido de Almirante Brown, Víctor Anel Ennque (21 
~~o~) y Roberto Ag~stín Gramajo (19 mios) ~erdier01: _la vida de m_an,er~ 
violenta5B. El joven Eduardo Legembre (20 anos) muno en Castela~, ~~c~­
ma del disparo de un comerciante que resistía el saq~eo de su negociO_· El 

2o de diciembre, se regisu·ó el fallecimiento de Manela Rosa~es (2~ an~s) 
en Villa Centenario en el partido de Lomas de Zamora. E~ la mvesuga~wn 
de su muerte interviene el fiscal Gualtieri y se encuentra Imputado VIctor 
Lepore, dueíi.o del supermercado Hola donde fue baleada. 

1.2.3 David Ernesto Moreno 
PROVINCIA iJ\o.. CóRDOBA, 20/12/01 

l · · d Co'rdoba los acontecimientos de diciembre de 2001 En a provmcm e • - 11 · ' 
dejaron el saldo de un muerto. David Ernesto Moreno (13 anos) fa ecw 

53 El fiscal Daniel Gualtieri sobreseyó al comerciante I~uing Le in Gain, supuesto autor 
del disparo que le causó la muerte, en ma~o ele 2002. Clann, 26/12/02. 

54 Página/12, 21/12/01; Crónica,21/12/0l. 

:: f~a::~;}~~~1~;·0rellana,Julio César Melara, Alonso Joulié, Luis Mazzi y César En­

rique Maguicha. Clarín, 2.6/1.2/02. 1 N' . 1, D·tmiko lJor el delito de "homicidio simple". 
57 Por su muerte ha s1do unpul<'lC o tco as ' 

Clmin 26/12/02. , . 11 11 " 119 de diciembre de 2001, en la esquina de las call~s 
58 Robert? Agustm ?ram¡yo .a e~~ llmirante Brown. Su muerte fue provocada poi' un dls-

9 y 26 del barno Don Onon~, parudo . , 1 CELS Die o Ismael Thuil, abogado pau·ocinante de 
paro de arma de fu~go. Segun dt:rn.clo ~. d 2001 ~ast'\ el 2 de enero de 2002, el fiscal in ter­
la familia Gram~o, desde el 19 u; ICie~ 1 e . e ._ 1.elev,ante Segt'm e1 abogado, no se solicitó 
. . d - · na med1da de mvesugacton · 

vm1cnle no a opto nmgu l' . 1 ue actuó ni se tomó declaración al personal de 
el secuesu·o de las armas del personal Pt ~~~2q11 uil ta~bién destacó que la fiscalía no ordenó 
esa fuerza policial hasta el 5 de ma~o e e d l . ti~os del hecho Víctor Adel Emique recibió un 
ningún relevamiento de la z.ona en busca e esl supennercad~ Arca de Noé, cuyo propietario, 
balazo en el cuello cuando mtenta a saquear e · 1 l' ía ue secuesu·ó en 
de 51 años, se defendió a tir~s, siend.o ~osLatenU'or~e:;:~:~~~~~~11 ~~7c:~n'dfgital, 21/12/01. 

11 na escopeta y una p1stola. Dmno num, • . . . d 
e u~~lmin, 20/12/01; Crónica, 20/12/01. El comerciante Miguel Lenlml, Imputa o en 
la causa, se encuentra prófugo (Clarín, 26/12/02) · 
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el día 20 al recibir un impacto de bala cuando intentaba ingresar a un pe­
queíi.o comercio del barrio Villa 9 de julio, al noroeste de la ciudad. 

La muerte se produjo cuando efectivos de la Policía provincial dispa­
raron contra un grupo de vecinos que desde la noche del miércoles se en­
contraba frente al supermercado Mini Sol, donde, según fuentes oficiales 
se hallaban apostados 37 efectivos60. La policía arremetió contra la multi­
tud provocando la huida de la gente que pedía bolsones de alimentos. En 
la confusión, el cuerpo del joven quedó tendido en la esquina del super­
mercado. Un móvil policial lo trasladó hasta el dispensario del barrio Ar­
güello, al que llegó sin vida, con una herida en la cabeza y marcas de ba­
las de goma y perdigones en el cuerpo61 . Peritos de Policía Judicial 
determinaron que los proyectiles eran balas de plomo disparadas por es­
copetas Itakas62 . Al cierre de esta investi'gación no se habían registrado 
avances en la causa: ninguno de los efectivos que participó en la represión 
fue investigado por el homicidio ni separado de la fuerza, a pesar de que 
varios de ellos fueron individualizados por !ajusticia ya en enero de 2002. 

Además, entre los heridos hubo un bebé de sólo 10 meses. Su madre 
manifestó en declaraciones periodísticas que los policías se metieron a los 
tiros en su vivienda cuando la criatura estaba en el patio. 

1.2.4 Ramón Alberto Arapi 
PROVINCIA DE CORRIENTES, 20/12/0163 

El20 de diciembre, en el marco de un operativo policial desplegado por 
los incidentes y saqueos que se estaban produciendo en la ciudad de Corrien­
tes, Ramón Alberto Arapi (22 ai1os) fue asesinado por una comisión policial 
en el Barrio Nuevo. Era hijo de una familia humilde, a la que ayudaba traba­
jando como beneficiario de un Programa TRABAJAR. Esa noche estaba toman­
do tereré con un grupo de amigos, cuando recibió disparos de armas de fue­
go desde el móvil de la Comisaría 13ª, una camioneta Ford color bordó con 
vidrios polarizados y sin patentes, Allí vi<tiaba una comisión policial integra-

, 
60 De ellos, 9 eran miembros de la <:uardia de Infantería, 4 de la Unidad Regional 7 de 

Rw Tercero y 24 de la Patrulla Preventiva Norte, que llegaron en 12 móviles. (Cfr. La Voz 
dellntelim; 19/05/2002.) 

6I La Voz dellnteriot; 21/12/01. 
62 La Voz dellntelim; 21/01/2002. 
63 Agradecemos la infonnación aportada por la Comisión Pro\~ncial ele Derechos Humanos 

d.': Corrientes. La Comisi~n !m manifestado su preocupación por "la posibilidad ele manipula­
Clan de p~ebas, e?torp~cnmento o encubrimiento institucional en la investigación por la muer­
te de Ramo~ Arapi, que mvolucra al Poder Ejecutivo prm~ncial (ministro ele Gobiemo y Justicia, 
~ubsecretano de Seguridad) y a funcionarios policiales en el marco del operativo de seguridad 
nnplementaclo en to~o el país. ell9 y 20 de diciembre de 2001, que en Corrientes implicó, acle­
mas de esta muerte, cmco hendas por arma de fuego provenientes de efectivos policiales". 
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da por el subcomisario René Piriz, el sargento Ramón Leiva, el cabo lro. 
Alberto Alfonso, el chofer cabo lro., Esteban Blanco, y el agente Juan .Ra-

món Vallejos. 
La investigación está a cargo del juez Mario Payes del juzgado .nº l. _Ya 

han declarado numerosos vecinos que presenciaron los hechos e 1denufi-
f l .. 164 

caron a los autores como integrantes de la uerza po 1e1a . 
La Comisión Provincial de Derechos Humanos denunció recientemen­

te la "manifiesta morosidad en las actuaciones del juez Mario Payes para 
tomar declaración en carácter de imputados a los efectivos policiales" men­
cionados con anterioridad. Desde el 4 de septiembre de 2002 -después 
de dos pedidos de pronto despacho- se pide su testimonio como imp~­
tados y posterior procesamiento por homicidio calificado .. Al mes de abnl 
de 2003, el agente Juan Ramón Vallejos era el único detemdo (desde el29 
de julio de 2002) pero no se dictó su procesamiento. s:l ~bogado ~efen­
sor elevó a la Cámara un pedido de nulidad del reconoomtento del Impu-
tado. Si éste es aceptado, toda la causa quedará sin efecto. _ 

En un principio también se afirmó que ]~1~1; Alberto Torres (21 ~~os) 
había muerto pero luego se supo que sobreviVID, aunque permanecw lar­
go tiempo en gravísimo estado. Torres sufrió una her~~a d: ar~a de fue­
go en Ja zona abdominal que le provocó una perforacwn digestiva. I~gre­
só al Hospital Escuela a las 3.05 del 20 de dici:mbre. Fue .som~ttdo a 
cirugía y trasladado a la Unidad de Terapia Intensiva del Hospital VIdal de 

la ciudad de Corrientes. 

1.2.5 Romina lturaín y Eloísa Paniagua 
PROVINCIA DE ENTRE Ríos, 19-20/12/0165 

En Enu·e Ríos66, el conflicto comenzó el 15 de diciembre en la ciudad 
de Concordia con el saqueo de dos locales de un supermercado Maxi Total. 

6{ La mayoría identificó claramente la camioneta Ford F lOO bo;dó c~mo pertenec~~n­
te a la Comisaría 13ª, ya que desde hacía tiempo realizaba el patrull[\je hab~tual en el_bamo. 
La camioneta fue secuestrada como parte de la prueba en la causa. Ademas se a~~ano la Co­
misaría 13' y se secuesu·ó el libro ~e Guardia, en e~ ~ue se destaca una .correccwn grosera 
en el horario ele regreso de la camiOneta el20 ele dicie~bre. ~~1 cllu.gm del hecho se reco­
gieron dos casquillos, que serían del arma reglamentana pohcml cahbre 9 mm. 

65 Véase también Capítulo IV, acápite IV.2.l.6. . . . 
Ello de enero de 2002 apareció muerto, también, en las mme~mcwnes ~e un superm~r­

cado,José Daniel Rodríguez, un militante desocupado_ de la Comente Clasista y Combau:a 
(CCC) que el19 de diciembre había sido visto acampanando a u~ grup?.de pei:sonas que ~e­
clamaban alimentos frente a un comercio. Aparentemente no tema fanuhares directos Y la m­
vestigación acerca de su d~c~so no ha avanza~!_? sustantiva~1ente, ¡~er? no pu:de descartarse 
que haya sido una de las vi climas de la reprcswn ele esos eh as. El Dwno, Paran a, 2/1/02. · 

66 ElDimio, Paraná, 20-23/12/0l. 
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Al día siguient~ otro depósito del comercio fue saqueado y un grupo de per­
sonas comenzo a recorrer las calles de la ciudad solicitando alimentos. 

Entre los días 18 y 19 se produjeron saqueos y destrozos en tres super­
mercados de Concepción del Uruguay, donde 50 personas fueron deteni­
das. Entre el19 y el 20 la mayoría de los supermercados de Paraná fueron 
saqueados. 

~n general, la policía no supo actuar de manera organizada: intentaba 
el dialogo pero luego disparaba proyectiles de goma. 

~a violen:ia dejó a cientos de personas heridas y dos niñas muertas: 
Romma Ituram y Eloísa Paniagua. 

La muerte de Ramina lturaín 

Romü~a It~raín, de 15 aiios, se encontraba en casa de unos parientes 
en el barno Bq¡ada Grande, aproximadamente a ciento cincuenta metros 
de un supermercado Wal Mart, donde desde el día 19 había una fuerte 
guardia ~olicial; además ele privada, para prevenir los saqueos. 

Ese clm habm comenzado una movilización en los alrededores delco­
~ercio. Ante el int~nto ele saqueo, intervino la policía y la gente comen­
zo a correr para hmr ele la represión. Una bala ingresó en la vivienda don­
ele se encontraba Romina e impactó en el costado derecho ele su tórax. 
Según la versión oficial, la joven murió por balas disparadas desde barrios 
aleclaii.os al supermercac[0 67. 

. Durante toda la maii.ana de ese día, los vecinos ele la zona -rodeada 
ele barrios muy humildes- habían reclamado alimentos en forma más 

0 
menos pa~ífica. Las autoridades del supermercado se negaron rotunda­
mente Y nmgun.o ele los manifestantes consiguió penetrar el vallado que 
rodeaba el prediO del centro comercial. Ninguna ele las personas que pre­
te¡~dían ali~entos est~ba armada con armas ele fuego. Algunas ele ellas se 
vahan ele pteclras arroJadas con gomeras. Alrededor ele las tres ele la tarde 
el personal po_H~ial que c~sto?iaba el supermercado estaba integrado po

1
: 

ho~~res ele cl1stmtas CO!msanas de la ciudad, ele los grupos especiales, ele 
pohcia n~ontacla ~hasta del servicio penitenciario. Algunos testigos habla­
ron ele Cien efectivos. A esa hora, se desató una persecución de los efecti­
vos policiales coritra los manifestantes, quienes huyeron en la dirección 
suclo.este, acercándose en su corrida al domicilio de la familia Ituraín. Los 
m~mfestantes perseguidos por la policía ingresaron al predio de los Itu­
ram, para atravesarlo corriendo y dirigirse a dos barrios humildes ubica­
dos en esa zona, llamados Alloatti y Mosconi. 

67 El Di mio, Paraná, 21/12/01. 
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Los policías, provistos ele armas largas para lanzar balas ele goma y 
también ele sus armas reglamentarias, comenzaron la represión contra 
quienes huían, primero usando balas "antimotines" y luego directamen­
te disparando los proyectiles convencionales de las pistolas calibre 9 
mm. Romina y su prima observaban los hechos desde el patio de la vi­
vienda. En esos momentos Romina recibió un disparo de arma ele fue­
go que penetró en su tórax, afectándole el corazón y pulmón, y le pro­
dujo la muerte. 

La policía, lejos de detener la represión, continuó actuando durante 
todo ese día, sin que nadie se hiciera responsable por lo ocurrido. En for­
ma inmediata, los jefes policiales y el ministro de Gobierno, Enrique Car­
bó, dijeron que la herida de Romina había sido producto de una bala ca­
libre 22 disparada por quienes huían del supermercado. La versión policial 
inmediatamente trató de encubrir al autor de los disparos quien, según 
afirmaron los testigos, pertenece a esa fuerza. El proyectil, como se demos­
tró en la causa hasta estos días, provino del lugar donde estaba apostado 
el personal policial que efectuó la represión. 

Recién el día 21 la jueza de Instrucción, Susana Medina de Rízzo, se 
constituyó en el lugar. En la búsqueda que la policía había realizado el día 
anterior no se había secuestrado ninguna vaina servida. Sin embargo, el 
21 de diciembre, y con la colaboración de los primos de Romina en la bús­
queda, se encontró, en un ladrillo hueco de la vivienda, un proyectil9 mm 
encamisado (del tipo que usa la policía en las armas reglamentarias) que 
fue inmediatamente secuestrado. 

La policía hizo la investigación preliminar. La abogada de la familia 
se opuso, haciéndolo saber expresamente a lajueza, quien denegó la pe­
tición de intervención de otra fuerza u otros investigadores. En aquella 
investigación no se encontraron testigos ni el arma homicida. Por la in­
sistencia de la familia, se ordenó el secuestro de armas del personal poli­
cial interviniente. De cien efectivos, sólo se remitieron al juzgado unas 
treinta armas que, peritadas, no guardan coincidencia con los rastros del 
proyectil hallado. 

La querella tiene la convicción ele que el Gobierno conoce la identi­
dad del autor del disparo. Según relató la abogada de la familia, lejos de 
propiciar la investigación, se felicitó a la policía por su actuación y se pro­
curó el ocultamiento de las pruebas. 

La causa judicial tramita hoy ante el Juzgado de Instrucción nº 1 de Pa­
raná. Pese a los reiterados pedidos de la querella, las pericias siguen ha­
ciéndose con colaboración de la policía provincial. 
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La muerte de Elofsa Paniagua 

Eloísa Paniagua (13 aúos) murió también el 20 de diciembre, mien­
tras intentaba, junto a su familia, tomar mercadería de un supermercado 
en las proximidades del barrio Maccarone, ubicado en las calles Moreno 
y Salta de la ciudad de Paraná .. 

Julián Paniagua, padre de Eloísa, relató que el comisario de la Comi­
saría 8ª de Paraná conversó ese día con los empleados del supermercado 
para que aceptaran entregar bolsones de comida. Ante la respuesta posi­
tiva de los empleados, los vecinos fueron acercándose al comercio cuan­
do se avisó que los bolsones estaban listos. La policía provincial y la Gen­
darmería se encontraban en el lugar. El padre de Eloísa relató: "Nos 
corrieron y entonces nos separamos: los grandes por un lado y los chicos 
por otro, para evitar que les peguen a los gurises"Gs. 

Ninguna persona ingresó al comercio y con balas de goma fueron per­
seguidos por móviles policiales y por hombres armados a pie. Según El 
Dimio, los chicos corrían de vuelta a su barrio con la policía persiguién­
dolos a balazos. Cuando estaban ya a más de tres cuadras del lugar, lle­
gando al barrio Maccarone, para cortar camino, un grupo de unas cin­
cuenta personas tomó por el parque Berduc que pertenece al Consejo 
General de Educación. Detrás de ellos, en una actitud absolutamente ile­
gal, desproporcionada frente a civiles que huían sin arma alguna demos­
trando su voluntad de regresar a sus viviendas, penetró al predio un au­
tomóvil de la Comisaría 8ª, conducido por el cabo Silvia Martínez. Éste 
sacó su arma reglamentaria -ya identificada y secuestrada en la causa, 
calibre 9 mm- y disparó contra los que huían. Uno de los proyectiles al­
canzó la cabeza de Eloísa, produciéndole el estallido del cráneo. Por exi­
gencia de quienes huían con la joven, el mismo policía que había dispa­
rado la subió al móvil y la llevó al Hospital de Nü1os San Roque. Allí murió 
a los pocos minutos. 

La responsabilidad por el hecho fue absolutamente admitida en de­
claraciones de las autoridades de Gobierno y aun por la misma policía 
que de inmediato ordenó la "disponibilidad" del comisario de la Comi­
saría 8ª y del cabo Silvia Martínez. Sin embargo, el cabo Martínez con­
tinúa cobrando sueldo de la policía y se encuentra en su domicilio, sin 
que las medidas ele coerción del Código Procesal Penal se hayan hecho 
efectivas frente a un acto de tal gravedad. La "versión policial" sostiene 
que la bala rebotó o que "se le escapó el tiro", que contrasta absoluta­
mente con la declaración que han prestado en la causa numerosos tes-

68 El Diario de la ciudad de Paraná, 21/12/01. 
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tigos, quienes aseguran haber visto al policía apuntar hacia quienes 

huían69• 

En la actualidad, la causa tramita ante el mismo juzgado que la de RÓ­
mina Ituraín y existen posibilidades de que prospere, pues se logró iden­
tificar el arma y realizar la pericia con participación de la querella. La prue­
ba de "dermotest" dio positiva en Martínez y la efectuada sobre el arma 
inmediatamente después, arrojó datos sobre su uso. 

1.2.6 Elvira Avaca 
PROVINCIA DE Río NEGRO, 19/12/01 

Río Negro no escapó al conflicto y la jornada del 19 de diciembre cul­
minó con varias personas heridas y una muerta70• Los principales inciden­
tes se registraron ese día en la ciudad de Cipolletti, donde la fuerte custo­
dia policial que desde la maúana rodeaba varios comercios se enfrentó con 
manifestantes que intentaban saquear tres supermercados e ingresar a un 

destacamento policial. 
Elvira A vaca murió el19 de diciembre. Mientras caminaba con su hi­

ja, fue alcanzada por una bala en la zona lumbar y cayó al pavimento. Se­
gún la autopsia, la mujer murió debido a una hemorragia interna pro­
vocada por las secuelas del paso del proyectil por el bazo, el estómago y 

los pulmones. 
Las primeras versiones indicaron que el disparo provenía del techo 

del supermercado Alarcón, mientras éste era saqueado. Sin embargo, 
el juez Rubén Norry, si bien confirmó que uno de los dueños del super­
mercado utilizó un arma calibre 32, manifestó que la bala que mató a 
Elvira era de un calibre superior y dispuso el secuestro de muchas de las 
armas de fuego que utilizaron los policías en la represión del miércoles 

por la noche. 

GO Agradecemos la información aportada por Rosario Romero, abogada de las. ~ami­
ti as Ituraín y Paniagua. En una comunicación dirigida al CELS, la aboga_d~ mamflesta 
que: "La lentitud del proceso ante un hecho de esta gravedad encuentra umcamente la 
justificación en la calidad del imputado. La investigación preliminar que el juez de Ins­
trucción admitió fuera hecha pm· la misma policía, es deplorable. Ni el croquis del lu­
gar guarda coincidencia. No se tomaron fotografías válidas ya que las que _exist~n son to­
madas a cien metros de distancia. En diciembre, el juez actuante le nego a 1111 parte la 
medida de constatación o inspección en el lugar del hecho, no se cercó el sitio, no se en­
contró el proyectil servido, no se encontraron los 'testigos', es c!eci1·, se hizo todo 1~ ~~­
sible en la fuerza policial para encubrir al cabo Martínez, contanclose con la penmsiVI­
dad del Poder Judicial". 

70 Diario Río Negm On Line, 20-21/12/01. 
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1.2. 7 Graciela Acosta, Walter Campos, Juan Alberto Delgado, 
Yanina Garcfa, Claudia Lepratti, Ricardo Villalba, 
Graciela Machado, Rubén Pereyra y Marcelo Pacini71 

PROVINCIA DE SANTA FE, 19-20/12/01 

Las protestas del 19 de diciembre 

CELS 

En la ciudad de Santa Fe, la maiiana del19 de diciembre comenzó con 
amenazas de saqueos a varios negocios. Por la tarde se produjo el primer 
saqueo en un autoservicio de Guadalupe, que culminó con ocho deteni­
dos. Desde entonces se produjeron brutales enfrentamientos entre comer­
ciantes, policías y quienes intentaban ingresar por la fuerza a distintos su­
permercados72, causando la muerte de una persona. 

En Rosario se registraron hechos de violencia similares en masivas con­
centraciones frente a comercios, que provocaron al menos ciento sesenta 
y cinco detenidos, cuarenta y seis heridos, algunos por armas de plomo, y 
ocho muertos73• 

La muerte de Grade/a Acosta (Rosario) 

Graciela Acosta, activa militante de derechos humanos, fue asesinada el 
19 de diciembre cerca del supermercado La Gallega, en Villa Gobernador 
Gálvez. Hacia las 17.00, ella y una amiga, Mónica Cabrera, llegaron al lugar 
en busca de sus hijos. Dos cuadras antes se detuvieron, al observar la aglome­
ración de gente que pedía alimentos y el comienzo de algunos disturbios. 
Pronto encoriu·aron al hijo de Graciela, pero éste no quería volver a su casa. 
lmprevistamente avanzó un grupo de policía~. Según relató la amiga de Gra­
ciela a la Comisión Investigadora No Gubernamental74 "ella me dijo 'están ti­
rando para acá' y vi que cayó hacia atrás, anvdillada y con los brazos dums. Estarían 
a unos 35 mellvs de distancia. Uno disparaba con la mano tendida y el arma regla­
mentaria". Acosta murió en el Centro Sanitario (HECA) después de agonizar 
por más de tres horas. El Juzgado de Insu·ucción dispuso la realización de 
exámenes periciales sobre la bala exu·aída del cuerpo de Graciela Acosta. y 

71 Véase también Capítulo IV, acápite IV.2.1.5; Capítulo IV, acápite IV.2.2.5 y Capítulo 
IV, acápite IV.4.2.2. 

72 El Litoral, edición digital, 20/I2/0l. 
73 Siete de las víctimas murieron como resultado de disparos de armas de fuego y una, 

Graciela Machado, falleció como consecuencia de un ataque cardíaco, mientras escapaba 
de la represión policial. 

74 Establecida especialmente para lograr un esclarecimiento imparcial de las muertes 
dell9 y 20 de diciembre en la provincia. Integrada por diversos representantes sociales, en­
tre ellos la Universidad Nacional de Rosario y la Coordinadora de 'fi·abajo Carcelario. 
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tomó declaraciones testimoniales, pero no se determinó aún la identidad del 
autor del crimen. Los testigos del hecho, por su parte, han sido intimidados 
repetidamente 75. La pasividad de la justicia es tal que las actuaciones estuvie­
ron en manos del jefe del Operativo hasta fines de febrero de 2002. 

La muerte de Walter Campos (Rosario) 

Walter Campos (17 mios) fue asesinado el21 de diciembre en el barrio 
Empalme Graneros, donde esperaba ayuda alimentaria junto a los vecinos. A 
raíz de la larga espera, él y otro joven habrían amenazado a uno de los encar­
gados de la disu·ibución. Por ello, algunos integrantes del personal policial 
comenzaron a perseguirlos y el resto de los policías dispararon hacia la gen­
te. Algunos de los numerosos testigos ele estos hechos sostuvieron que el mu­
chacho tenía un arma en la mano pero no la usó. Afirmaron que cruzó el aJ.To­
yo Ludueúa con su compaiiero y luego se desvió y se detuvo en una pequel"ia 
calle paralela a las vías. En ese momento, un francotirador policial apostado 
en la otra orilla le disparó mortalmente a la cabeza. Según la versión policial, 
Campos y su amigo efectuaron disparos y esto no dejó alternativa al francoti­
rador de las Tropas de Operaciones Especiales (TOE), quien reconoció ha­
ber efectuado los disparos. Es necesario destacar que el efectivo podría haber 
disparado a herir si tenía la intención de detener al joven, pero ello no fue te­
nielo en cuenta por el juez Barbero quien dictó su sobreseimiento. 

La muerte de Juan Alberto Delgado (Rosario) 

Juan Alberto Delgado, ele 28 aii.os, fue asesinado el19 de diciembre, 
cuando esperaba la entrega ele alimentos en las calles Necochea y Cocha­
bambajunto a unas docientas personas. Los testigos relatan que la repre­
sión comenzó cuando la gente rodeó el vehículo del duet"io del supermer­
cado, creyendo que traía los bolsones de comida. Patrulleros del Comando 
Radioeléctrico ingresaron a gran velocidad. Traían las puertas abiertas para 
que los policías pudieran disparar al aire mientras avanzaban. Los mani­
festantes quedaron atrapados entre los móviles y los cordones ele policías 
dispuestos previamente, que comenzaron a golpearlos. Delgado murió en 
circunstancias confusas; los numerosos testimonios aportados a la causa y a 
la Comisión Investigadora No Gubernamental identifican a un policía apo-

75 Durante varios días un efectivo de las Tropas de Operaciones Especiales (TOE) se 
apostó en la puerta del domicilio de Mónica Cabrera, amiga de Graciela Acosta. Y en mu­
chas ocasiones, Mónica Cabrera sostuvo,"era seguida por un móvil que se me ponía aliado 
y espantaba a la gente". 
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dado 'Toro" como autor de los disparos que le dieron muerte. Si bien los 
dichos no concuerdan en el relato puntual del homicidio, todos refieren 
aquello que luego confirmó la autopsia: disparos de arma de fuego -ocho 
en total- y fuertes golpes y heridas de bala de goma76• La causa está cara­
tulada como homicidio, pero ningún policía fue imputado por el hecho. 

La muerte de Yanina Garcfa (Rosario)17 

La joven Yanina García (18 años) fue asesinada en la zona de Paseo y 
Gutemberg de un disparo en el abdomen. Desesperada por el ruido de las 
balas había salido a la vereda a buscar a su pequeiia hija. Según denuncia­
ron los vecinos, la policía disparaba a mansalva desde móviles con el núme­
ro de patrulla y patente tapadas, para reprimir un intento de saqueo. El su­
mario policial por la muerte de García llegó al Juzgado de Instrucción 
encargado de los hechos recién a mediados de febrero de 2002. 

La muerte de Claudia "Pocho" Lepratti (Rosario) 

Claudia Lepratti, de 38 aiios, fue asesinado el 20 de diciembre de 
un disparo de escopeta que le atravesó la tráquea. Se encontraba en el 
techo de la Escuela nº 756 del barrio Las Flores, donde trabajaba. Los 
supuestos autores son los agentes policiales Esteban Velázques y Rubén 
Pérez, procesados por homicidio simple. Según numerosos testigos, des­
cendieron del móvil 2270 del Comando Radioeléctrico y dispararon ha­
cia el lugar donde estaba "Pocho" Lepratti, aunque aún no se ha deter­
minado cuál de las dos armas oficiales lo impactó. 

La muerte de Ricardo Vil/alba (Rosario) 

Ricardo Villalba, de 16 años, fue asesinado el 19 de diciembre en el 
Barrio Parque Casas. La gente había ocupado las calles reclamando comi­
da. Numerosos móviles policiales llegaron a gran velocidad disparando ba-

76 Algunos testimonios aportados a la Comisión Investigadora No Gubernamental afir­
man que Delgado fue herido po1· disparos y derribado por un policía que le puso su "cachi­
porra" enu·e las pantorrillas; que cuando quiso levantarse el policía apodado "Toro" inten­
tó dispararle con su escopeta Itaka pero ésta no tenía carga, y que finalmente extrajo un 
r~vólver de st~s ropas y le disparó. Ou·os testimonios detallan que los disparos iniciales las­
timaron las p1ernas de Delgado, quien cayó boca abajo y recibió en esa posición disparos 
de balas de goma y golpes; seiialan también que los efectivos debieron aprovisionarse de 
municiones porque habían agotado la carga de sus escopetas y que uno de los oficiales efec­
tuó tres disparos con "un arma común de la policía", 

77 Diario La Capital, 26/02/02. 
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las de goma y gases lacrimógenos. Según los testimonios, Villalba y un ami­
go corrieron ante el violento despliegue, un policía se bajó del patrulle~·o 
y, rodilla en tierra, les disparó. La bala impactó en uno de los ojos del jo­
ven. Los vecinos intentaron asistido y llamaron a una ambulancia que nun­
ca llegó. De todos modos lograron llevarlo al hospital, donde falleció. Días 
más tarde hubo allanamientos y detenciones en e!' barrio que, según los 
vecinos, buscaban amedrentar a cualquier probable testigo. El juzgado no 
dispuso medida probatoria alguna hasta que el abogado Carlos Varela in­
tervino en la causa y presentó testigos dispuestos a reconocer al autor de 

los disparos mortales. 

La muerte de Rubén Pereyra (Rosario) 

El joven de 20 años murió a causa de un disparo de bala de plomo en 

el barrio Las Flores. 

La muerte de Maree/o Pacini (Santa Fe) 

Marcelo Pacini, de 15 años, murió ell9 de diciembre de un disparo 
en el rostro. Testigos afirmaron que lo baleó un farmacéutico. Según el 
diario El Litoral, el comerciante Víctor Hugo Clemente habría confesado 
en sede policial que fue el autor del disparo78

. 

La investigación de la represión en la ciudad de Rosario, 
provincia de Santa Fe 79 

En la ciudad de Rosario, la investigación está a cargo del juez Osvaldo 
Barbero. El 18 de enero de 2002, la Cámara de Apelaciones en lo Penal 
de Rosario confirmó la prisión preventiva de Esteban Velázques y Rubén 
Darío Pérez, agentes policiales del Comando Radioeléctrico de Arroyo Se­
co, acusados de homicidio simple en el caso Claudia Lepratti. Testimonios 
recogidos por el CELS en Rosario indican que también hay indicios de 
participación policial en las muertes de Yanina García, Graciela Acosta y 

Juan Delgado. 

78 Información brindada por Juan Ticiani, corresponsal de Rosario/12 en la ciudad de 
Santa Fe, al equipo de investigadores de la Universidad Nacional de Rosari? .\UNR). . 

79 Las irregularidades, omisiones y falencias detectadas por la C01mswn Invest~g~­
dora No Gubernamental en la investigación oficial, se detallan en el Capítulo IV, acapl-

te IV.4.2.2. 
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1.2.8 Luis Alberto Fernández 
PROVINCIA DE TUCUMÁN, 20/12/01 

CELS 

El 20 de diciembre Luis Alberto Fernández se encontraba, tal como lo 
hacía diariamente, vendiendo sandías frente al hipermercado Libertad de 
la avenida Roca al 3400. Durante la tarde comenzaron a llegar vecinos que 
pedían alimentos. Ante la negativa de los comerciantes, intentaron entrar 
al supermercado. La esposa de Fernández sostuvo que "de repente empe­
zaron las corridas y los tiros, y vino un gendarme y le disparó a la cabeza 
desde cerquita" 80• La represión estuvo a cargo de la Gendarmería, lapo­
licía de Tucumán y la Policía Federal. Aunque efectivos de alto rango afir­
man que sólo se usaron balas de goma y gases lacrimógenos, testigos pre­
senciales indican que las balas disparadas eran de plomo. Los abogados de 
la familia Fernández se presentaron ante la Fiscalía 7ª, a cargo dejoaqui­
na Vermal y Ernesto Baclini y solicitaron el secuestro de todas las armas de 
Gendarmería y un listado de los efectivos intervinientes en la represión. 

Luis Alberto Fernández falleció en el Hospital Padilla el 22 de diciem­
bre, luego de dos días en los que se mantuvo en estado crítico sin esperan­
zas de recuperación. Tenía 27 años y una hija de 5. 

1.3 Anfbal Verón, Carlos Santillán y Osear Barrios 
RUTA NACIONAL 34, PROVINCIA DE SALTA, 1997-2001 81 

Contexto provincial 

El conglomerado más importante de la provincia de Salta, luego de la 
ciudad capital, está formado por las localidades de Tartagal y General Mos­
coni, en el departamento de General San Martín, al norte de la provincia, 
sobre el límite con Bolivia82. 

El municipio de General Mosconi tiene cerca de veinte mil habitantes 
y allí están instaladas las principales empresas multinacionales hidrocar­
buríferas83. En el pueblo propiamente dicho reside la mayor parte del per­
sonal no calificado de esas empresas y en Campamento Vespucio, cinco ki­
lómetros al oeste, gran parte del personal más calificado. 

La ciudad de Tartagal alberga a unas sesenta mil personas, y debió su 
crecimiento principalmente al desarrollo de los servicios en los cuales se 

so La Gaceta de Tucumán, 21-23/12/01. 
81 Véase también Capítulo IV, acá pite IV.2.1.3 y Capítulo IV, acápite 1V.2.2.3. 
82 C!i·. Barbctta, Pablo y Lapegna, Pablo; "Cuando la protesta toma forma: los cortes ele 

ruta en el norte salteiio", en: La protesta social en la A1'gentina. TI·ansfonnilciones económicas y 
clisís social en el intelior del país, Buenos Aires, Alianza Madrid, 2001, p. 236. 

83 Op. cit. 

Reseña de casos de represión y criminalización de la protesta social 223 

volcaba gran parte de la masa salarial de los empleados de YPF84. La pe­
trolera tenía empleados en la exploración y extracción de crudo, activida­
des administrativas y de contaduría. Además, contaba con comedores y un 
hospital que, junto con el provincial, era el más importante de la zona85. 

El censo de 1991 reveló que el 41% de los pobladores de Tartagal te­
nía necesidades básicas insatisfechas, y que en General Mosco ni el 27% de 
la población se hallaba en tai situación86. Ese mismo año entró en vigen­
cia el Plan de Convertibilidad y al año siguiente fueron privatizados los ya­
cimientos, las destilerías y las plantas de YPF87. 

Mayo de 1997: las primeras movilizaciones 

Durante 1997 se produjeron en Tartagal reiterados cortes del suminis­
tro de energía eléctrica que causaron cuantiosas pérdidas materiales en 
comercios y hogares. A raíz de esto, los vecinos del departamento se mo­
vilizaron88, formando una comisión que contaba con representantes de 
los medios de comunicación, de los comerciantes y de barrios periféricos89. 

Se organizó entonces una asamblea popular en la plaza principal del 
pueblo y allí se decidió realizar un apagón de protesta, que no obtuvo resul­
tados. En este contexto, al que se sumaban reclamos de desocupados, en la 
noche del 7 de mayo una nueva asamblea popular decidió el corte de la ru­
ta nacional 34, que comenzó en las primeras horas del día siguiente. 

Alrededor de cuatro mil personas bloquearon el camino solicitando pues­
tos de u·abajo, una solución para el problema de los cortes de energía, obras 
de reparación de la ruta y el aumento de las regalías petroleras para Tartagal 
y General Mosconi. Los comerciantes locales y los maestros se sumaron a la 
protesta cerrando negocios y suspendiendo las clases. El primer día de corte 
fue tenso, pues circulaban constantes versiones de que el Gobierno nacional 
enviaría u·escientos efectivos de Gendarmería para desalojar el camino. 

84 0p. cit. 
85 La Nación Line, 10/5/97. 
8G SIEMPRO 1991, cit. en: Barbetta, Pablo y Lapegna, Pablo, op. cit., p. 237. 
87 "Este hecho fue un punto de inflexión que marcó un antes y un después, tanto en la si­

tuación económica y social como en los mundos de vida de los habitantes del departamento. 
El traspaso a manos privadas supuso una reducción de personal del 90%, mediante el pase a 
retiro de entre 2400 y 3500 empleados ( ... ) Para aquellos que conservaron sus trabajos en la 
empresa, la privatización implicó la extensión del horario laboral, aun cuando en muchos ca­
sos los sueldos fueron reducidos." Cfr. Barbetta e t. al., o p. cit., p. 237. 

88 Op. cit., p. 238. 
su Según afirma Barbetta, "el grupo ele cinco representantes de los vecinos que se ha­

bía reunido con ese fin específico fue la caja de resonancia para una serie de dema11clas que 
excedían a este problema concreto, ya que los vecinos se acercaban a esa comisión con re­
clamos por las deficiencias en la infraestructura ele la zona (cloacas, pavimento, vivienda, 
etcétera)", op. cit., p. 240. 
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El día 10 hubo negociaciones pero no tuvieron éxito. Se organizó, ade­
más, otro piquete: alrededor de doscientas familias de la localidad de Agua­
ray instalaron una carpa sobre la misma ruta 34, cortando el paso desde y 
hacia Bolivia. Esa tarde se hizo presente el secretario de Seguridad provin­
cial, César Nazario, quien ofreció mil Programas TRABAJAR de 200 pesos, la 
renovación de programas similares ya otorgados. Además, prometió que se 
realizarían varias obras públicas, enu·e ellas 'la reparación de la ruta 3490• 

Los manifestantes no aceptaron la propuesta y reclamaron por lo menos 
cinco mil puestos de u·abajo y la intervención directa del gobernador en la 
negociación. 

Llegado el lunes 12, el conflicto había escalado: la protesta reunía a 
aproximadamente quince mil personas91 ; en Tartagal y Mosconi escasea­
ban el combustible y los alimentos, se habían suspendido las clases, los 
comercios se mantenían cerrados, los trabajadores municipales no tra­
bajaban y el juez federal interviniente, Abel Cornejo, mantenía en aler­
ta a la Gendarmería. Al día siguiente, con la mediación del obispo de 
Orán, monseíi.or Mario Cm·nielo, delegados de los pobladores mantuvie­
ron un extenso diálogo con el juez Cornejo y funcionarios del Gobierno 
provincial y llegaron a un acuerdo. Sin embargo, éste se frustró por la 
oposición de los manifestantes. 

Hasta entonces, las autoridades nacionales se habían situado al mar­
gen del conflicto. Pero el presidente Carlos Menem seíi.aló que si en unos 
días no había soluciones iba a disponerse el desalojo de la ruta por las fuer­
zas de seguridad92. 

Ante la inminente intervención de la Gendarmería93, en la maíi.ana 
der día 14 los pobladores levantaron el corte, luego de que el Gobierno 
provincial se comprometiera, entre otras cosas, a otorgar cinco mil pues­
tos de trab~o de 220 pesos durante un aíi.o. 

Junio de 199114 

El6 de junio de 1997, a pocos kilómetros de la capital salteña, alrede­
dor de ciento cincuenta empleados estatales que habían sido cesanteados 
cortaron la ruta nacional 9. 

90 La Nación Line, 11/5/97. 
9t La Nación Line, 12/5/97. 
92 Clarín Digital, 14/5/97. 
93 Desde Salta habían partido 200 gendarmes y un camión hidrante; a sólo 6 km de Tar­

tagal un tren con seis vagones transportaba a otros cuatrocientos efectivos y una avioneta 
sobrevolaba la zona. 

94 La Nación Line, 7/6/97. 
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A pesar de que funcionarios provinciales se encontraban negociando 
alternativas con los manifestantes y que sólo había transcurrido una hora 
de protesta, bajo la dirección del jefe del operativo y director de Seguri­
dad de la policía, Carlos Monasterio, y por orden del juez de Instrucción 
Jorge Sosa Vallejo, la policía desalojó de la ruta reprimiendo con gases la­
crimógenos y proyectiles de goma. Doce personas fueron detenidas, entre 
ellas José Racedo, dirigente del Sindicato de Trabajadores Viales de la pro­
vincia y principal referente de la protesta. Asimismo, hubo varios heridos, 
aunque ninguno de gravedad. 

Los cortes de mayo y noviembre de 2000: 
la muerte de Anfbal Verón95 

En los primeros días de mayo de 2000, un grupo de desocupados ini­
ció un nuevo corte de la ruta nacional 34 a la altura de General Mosconi 
y Tartagal, exigiendo Programas TRABAJAR y puestos de trabajo96

• 

En la madrugada del viernes 12 de mayo, bajo la orden del juez fe­
deral Miguel Medina, cerca de mil cien efectivos de la Gendarmería Na­
cional y la policía provincial reprimieron a los manifestantes, desalojan­
do la ruta y persiguiéndolos luego por las calles y casas de General 
Mosco ni. La medida fue tan desproporcionada que los efectivos incluso 
atacaron el hospital local donde se habían refugiado varios desocupa­
dos97. La intei'vención provocó al menos cuarenta heridos, una persona 
muerta a raíz de un paro cardíaco -Víctor Jofré, de 45 aíi.os- y cuaren­
ta detenidos. 

Al día siguiente los desocupados volvieron a cortar la ruta y, luego de 
medio día de negociaciones llegaron a un acuerdo con el Gobierno que 
se comprometió, entre otras cosas, a otorgar de mil seiscientos a tres mil 
Programas TRABAJAR y otros subsidios para desocupados y a liberar a los 
detenidos98. 

Sin embargo, el conflicto volvió a escalar en noviembre, como conse­
cuencia de nuevos despidos en varias empresas de la zona y del incumpli­
miento po1· parte del Gobierno del acuerdo de mayo. El corte instalado el 
30 de octubre a la altura de Cuíi.a Muerta exigía por ello, la renuncia del 

U5 Muchos de los datos fueron recogidos de la queja presentada por la Central de los 
Trabajadores Argentinos, CTA, ante el Comité de Libertad Sindical del Consejo de Admi· 
nistración de la Organización Internacional del Trabajo (OIT) en mayo de 2002. 

9u Según el diario La Nación, a esa fecha el índice de desocupación llegaba al 40% en 
las localidades de Tartagal y Mosconi. La Nación Line, 13/5/00. 

97 La Nación Une, 13/5/00. 
98 ClminDigita/, 14/5/00 
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gobernador, Juan Carlos Romero, de la secretaria de la Gobernación, So­
nia Escudero, del secretario de Seguridad, Daniel Nallar, y de los interven­
tores de Tartagal y General Mosconi99• La protesta duró más de diez días 
y participaron en ella desocupados y también médicos, docentes, univer­
sitarios y familias de dieciocho comunidades aborígenes que reclamaban 
la propiedad de sus tierras. 

El 9 de noviembre la mayoría de los manifestantes se trasladó a lazo­
na de General Mosconi, y se instaló en donde lo habían hecho en mayo. 
Allí, alrededor de las 5.00 del viernes 11, por orden del juez federal Abe! 
Cornejo, cuatrocientos policías comenzaron a desalojar la ruta con gases 
lacrimógenos y balas de goma, aunque en ese momento no había más de 
ciento cincuenta manifestantes100. Como consecuencia del enfrentamien­
to hubo 25 detenidos, quince personas resultaron heridas -5 policías y 
10 civiles- y un hombre perdió la vida: Aníbal Verón, chofer y mecáni­
co de 37 ai'ios, que participaba de la protesta porque hacía un aii.o había 
sido despedido de la empresa de transportes Atahualpa y ésta le adeuda­
ba ocho meses de sueldo. Aníbal Verón murió al recibir un disparo de ar­
ma de fuego en su rostro y hasta el momento no se ha identificado a los 
responsables. 

En las horas que siguieron a la muerte de Verón se produjeron serios 
hechos de violencia tanto en General Mosconi como en Tartagal. El con­
flicto finalizó el 13 de noviembre por la tarde, luego de que los manifes­
tantes, rodeados por la Gendarmería, firmaran un acuerdo con las auto­
ridades nacionales, que se comprometieron a otorgar cuatrocientos planes 
de empleo precario y a realizar una serie de obras públicas. 

Las protestas de mediados de 2001 

El 29 de mayo de 2001 se realizó una asamblea en plaza San Martín, 
ciudad de Tartagal, donde los puntos centrales de discusión fueron el re­
chazo de la actitud de las autoridades del Gobierno nacional y provincial 
y de las empresas constructoras, que mediante licitación ejecutaban diver­
sas obras públicas en el departamento. Se presentaba como reivindicación 
más concreta el pago de un salario básico de 2,50 pesos por hora de tra­
bajo para cada obrero de General San Martín. 

En apoyo a ~ste reclamo se decidió paralizar la construcción del hospi­
tal· de General Mosconi y se analizó la posibilidad de cortar la ruta nacional 
34 en el acceso sur de la ciudad si la Coordinadora Departamental de Tra­
bajadores Desocupados así lo determinaba. 

Ante la ausencia de respuestas a los reclamos, el30 de mayo se inició el 

99 ClminDigital, 12/11/00. 
lOO La Nación Line, 11/11/00. 
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corte de la ruta. Con el paso de los días otros sectores se sumaron a lama­
nifestación y se registraron nuevos cortes en Cuii.a Muerta, al norte de Tar­
tagal y luego en el acceso a la localidad de Profesor Salvador Mazza101, en 
los que se reclamaba la entrega de planes de empleo, un aumento en la par­
ticipación de las regalías petroleras y la construcción de obras públicas. 

En este contexto, el 5 de junio fue detenido José Ricardo Barraza, di­
rigente de desocupados de Tartagal y militante del Partido Obrero (PO). 
En su declaración indagatoria102, Barraza manifestó que no iba por la ru­
ta, sino que junto a unas veinticinco personas iba caminando por la ban­
quina103 y al acercarse a uno de los caminos alternativos de la ruta situado 
al norte de la ciudad de Tartagal, un "pelotón" de Gendarmería interrum­
pió la marcha del grupo, mientras cargaban, "chasqueando" sus armas. Se­
i1aló que informaron a los efectivos que iban hacia el puente, donde se en­
contrarían con otros obreros, y siguieron avanzando. Entonces, según el 
relato del dirigente, se hizo presente personal de Gendarmería de mayor 
rango, que los amenazó con golpearlos si no regresaban. Barraza manifes­
tó, además, que ninguno de los manifestantes iba armado y que él no ha­
bló en representación del grupo, sino que explicó hacía dónde iban. 

Dos días después, el juez federal Abe! Cornejo decretó el procesamien­
to de Barraza por considerarlo autor prima Jacie responsable de los delitos 
de sedición en concurso real con interrupción de los transportes públicos y 
ordenó su prisión preventiva104. Tanto en esta resolución como en la resul­
tante del pedido de excarcelación, el magistrado demonizó al imputado. En 
esta última, por ejemplo, seii.aló, sobre la base de criterios evidentemente 
peligrosistas, que a pesar de que Barraza no registraba antecedentes pena­
les "de recuperar la libertad continuaría con la conducta delictiva por la que 
fuera detenido". 

En los días que siguieron, el juez Cornejo ordenó la detención de Car­
los Ornar Gil, César Dardo Rainieri,Juan Nieva, Gustavo Andrés Murillo, 
María Eugenia Zambrano, Cristian Osvaldo Franco y Tomás Vladimir San­
tich. Salvo este último, todos fueron procesados105. 

101 La Nación Line, 18/6/01. 
102 Fs. 789 vta/ 790/vta. Causa 2152/00. 
I03 Barraza dice también que, de todos modos, aunque hubieran ido por la ruta no habrían 

ocasionado ningún datio puesto que en el tramo por el que se dirigían no había vehículos por­
que la Gendarmería los desviaba hacia los caminos alternativos. En iguales términos, Miguel 
Angel de la Vega y Francisco Azoque en sus declaraciones testimoniales a Fs. 798/799 respec­
tivamente, causa 2152/00. Se trata de testigos propuestos por la defensora de José Barraza. 

I04 Causa 2152/00 "Averiguación corte de la Ruta Nacional N• 34". 
105 La Cámara Federal de Apelaciones de Salta revocó el procesamiento de Barraza, 

Rainieri y Gil por el delito de sedición, subsistiendo la acusación por el delito previsto en el 
artículo 194 CP. 
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El14 de junio de 2001 el juez dio instrucciones a Gendarmería Nacional 
manifestando que bajo su exclusiva responsabilidad no se debía hacer uso de 
la fuerza en ninguno de los dispositivos apostados en el departamento Gene­
ral San Martín de la provincia, ni de fuerzas especiales, de apoyo o disuasión, 
sin previa autorización del juzgado, como así tampoco debía procederse por 
el momento al despeje de la ruta a la altura de General Mosconi, en virtud 
de que, de acuerdo con las condiciones imperantes en la zona, dicho desen-

. d . . . 'bl 106 lace podría traer apareJa as consecuenCias 1mprev1S1 es . 
Sin embargo, el 17 de junio -aun cuando no existía ningún elemen­

to que hubiera alterado la situación- se informó desde el Escuadrón Tar­
tagal 52 de Gendarmería Nacional que el magistrado había ordenado el 

despttie de la ruta. 
Contradiciendo esto, y frente a declaraciones del Ministerio del Inte-

rior y la Secretaría de Seguridad Interior que sostenían que la orden ha­
bía sido dictada por el juez Cornejo107, éste desmintió categóricamente tal 
afirmación e informó que su actuación se había limitado a enviar una pe­
queí'í.a patrulla de gendarmes a intimar a los piqueteros para que no toma­
ran un depósito de combustibles ubicado junto a la ruta108. 

Las muertes de Carlos Santillán y Osear Barrios 

Como consecuencia de la intervención de la Gendarmería hubo vein­
tisiete gendarmes heridos de bala, siete personas detenidas109 y catorce ci­
viles heridos por balas de goma y de plomo110. 

Además, murieron dos personas ajenas a los hechos. Carlos Santillán, 
de 27 años, recibió un disparo de bala en la cabeza mientras se dirigía al 
cementerio de la ciudad de General Mosconi, a donde iba a visitar la tum­
ba de su hija, fallecida tiempo atrás. Respecto del origen del proyectil, el 
propio vicedirector del hospital de Tartagal, Dr. Luis Martínez Negri, ex­
presó que la bala encontrada en la cabeza de Santillán estaba "encamisa­
da" dando a entender de acuerdo con análisis periodísticos, que se trata-

' , . 1 d ' lll ba de un disparo de arma de guerra, provemente de a Gen armena . 
José Osear Barrios (17 m1os) fue encontrado muerto en la plaza de Gene-

10G Cf1: fs. 1041, causa 2152/00. 
107 Clmin, edición digital, 18/6/01. 
Jos Clmin, edición digital, 18/6/01. 
109 Héctorjorge Ruiz,Jorge Luis Fernández, Sergio Fernández, Federico Páez, Laura 

Mamani, Rodolfo A. Vides y Alberto Aybar. 
110 Los heridos fueron: Roque Escobar, Sergio Aráoz, Adolfo ~rías, Iván Do~ado, ~r­

man,do Figueroa, Fidel Ruiz Díaz, Alberto Ore!lana, Hernando Rojas,_ ~ugo Carnzo, Hec­
tor Avila, Mario Caracha, Carlos At·anda, Ramon Conu·era y Dardo Nunez. 

111 Página/12, edición digital, 18/6/01. 
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ral Mosconi con una herida de bala en la cadera. La causa de su muerte, 
no obstante, habría sido un problema respiratorio provocado por los ga­
ses lacrimógenos o por aplastamientoll2, 

La versión oficial afirmó que los gendarmes enviados por eljuez ha­
bían sido atacados con armas de fuego en la zona del corte, razón por la 
cual, a partir del mediodía, habían sido autorizados para utilizar balas de 
plomo113 -numerosos testimonios aseguraron que ya en horas de lama­
ñana las fuerzas de seguridad portaban armas de fuego-114. En la causa 
judicial iniciada contra los manifestantes no pudo determinarse la vincu­
lación de ninguna de las personas procesadas con las lesiones de armas 
de fuego que sufrieron los efectivos de la Gendarmería Nacional. 

La Gendarmería continuó actuando durante varios días, en los que se 
realizaron numerosas detenciones. La intervención incluyó la persecución 
de manifestantes y el allanamiento de moradas sin orden judicial e inclu­
so se atacó con gases y balas de goma a un grupo de mujeres que había sa­
lido en procesión hacia la ruta llevando imágenes religiosas115• 

En la madrugada del día 18, en otros dos cortes realizados en .el acce­
so sur de Tartagal de los que participaban aproximadamente sesenta per­
sonas116 se detuvo a dieciocho de ellas por impedir el paso de ambulancias, 
efectuar disparos contra el vehículo hidrante antidisturbios y ataques con 
bombas molotov. En este caso, la orden fue dispuesta por el jefe del Ope­
rativo, comandante mayor Francisco Zsabó, quien ordenó la unión de fuer­
zas contradísturbios del destacamento móvil V y Escuadrón 52 de Tartagal. 

Dos de los detenidos, menores ele edad, denunciaron haber sido golpea­
dos en la cabeza, el pecho y el estómago por personal de Gendarmetia. Acle·· 
más, casi la totalidad de los detenidos entre el 17 y el 20 de junio manifesta­
ron no haber participado del reclamo y también dieron cuenta de haber sido 
víctimas de distintas agresiones yvejámenes. Ramón-A. Gutiérrez117, por ejem­
plo, declaró haber ido a General Mosconi a cobrar su salario. Como debía 
volver al día siguiente y no tenía dinero (vivía en Tartagal) decidió quedarse 
y se fue a la plaza. Allí, mientras dormía, fue detenido por Gendarmería. Ro­
que Ruiz Díaz dijo haber estado trabajando al momento de su detención y 

112 Página/12, edición digital18/6/01; Clmin, edición digital, 18/6/01. 
113 El secretario de Seguridad Interior Enrique Mathov habló específicamente de una 

"emboscada" de un grupo de piqueteros que se habrían escondido en el monte lindero a 
la ruta, declarando que se trataba de francotiradores. Página/12, edición digital, 18/6/01; 
Clarín, edición digital, 18/6/01. 

114 La Nadón, 18/6/01; Clarín, 19/6/01. 
115 Página/12, 21/6/01; C/mín, 21/6/01. 
116 Según sostiene el acta formal del día 18 de junio de 2001 a las 17.15. En el mensa­

je de tráfico oficial dice veinte personas. 
117 Cfr. fs. 1707, causa 2152/00. 
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reconoció haber participado en el corte del día 30 de mayo (cuya filmación 
era la prueba que se presentaba en su contra) pero manifestó haber realiza­
do allí tc'1reas de inteligencia para la empresa de seguridad privada en la que 
u·abqjaba.José Castillo, al igual que Carlos D. Ríos, declaró que estaba dur­
miendo en su domicilio cuando los gendarmes entraron en su casa y luego 
de golpearlo y amenazarlo lo detuvieron118• Similares manifestaciones cons-

. . A . . 119 R b' D' 120 L . C'sar tan en las declaraciOnes de Francisco guu re , u en 1az , ms e 
Castr0 121, Raúl César González122, Raúl Ariel Rivero, Raúl César González, 
Mario Castrol23, Ariel Cuéllar124, Miguel Ángel Aguilera, Mario Manuel Gue­
rra125, Esteban Rafael Romero y Víctor Daniel Arce Soria. 

1 4 Manifestación sindical 
P~ZA DE LOS Dos CONGRESOS, CIUDAD DE BUENOS AIRES, 19/04/00126 

La manifestación 

La línea disidente de la Confederación General del Trabqjo (CGT), a 
u·avés de su líder, Hugo Moyano, había convocado a una marcha y mani­
festación para el 18 de abril de 2000, por la noche, en las inmediaciones 
del Congreso de la Nación, con el fin de repudiar el tratami~n.to de 1~ Ley 
de Reforma Labora¡J27, La Unión de Empleados de !ajusticia Nacwnal 

(UEJN) participó de la protesta. . . 
Alrededor de quinientas personas se ubicaron sobre la avemda Entre 

Ríos, frente al Congreso NacionaP 28 y a primera hora del 19 de abril, en-
tre cánticos y neumáticos encendidos, la calle fue cortada. . 

Una de las personas que participaba en la protesta sostuvo que el jefe 
de la policía montada les ordenó apagar el fuego 129. Ante ello, los mani­
festantes se corrieron del lugar y permitieron que los bomberos apagaran 

118 Al ingresar al servicio penitenciario procedente de la GN es~~ persona~ prese~ta­
ban distintas lesiones en el rostro y el cuerpo corroboradas por el med1co de tumo. Cfl. fs. 
1707 causa 2152/00 "Averiguación Corte de Ruta Nacional nro. 34-Infracc~ón Art. 194 del 
Códi~o Penal",Juzgado Federal de Instrucción 1 de Salta; juez Abe! CorneJO. 

119 Cfr. fs. 1742/43 vta. Causa 2152/00. 
120 Cfr. fs. 1707 y fs.1769, causa 2152/00. 
121 Cfr. fs. 1707 fs. 1715 y fs. 1769, causa 2152/00. 
122 Cfr. fs. 1707, fs. 1711 y fs. 1769, causa 2152/00. 
123 La declaración consta a fs. 11754/55, causa 2152/00. 
124 Cfr. fs. 1769 vta. Causa 2152/00. 
125 Cfr. fs. 1536/37, causa 2152/00. , . 
12GVéase también Capítulo IV, acápite lV.2.1.2 y Capítulo IV, acaptte IV.2.2:~· 
127 Declaración de Claudia Fabián Sciolini, secretario de Cultura de la Umon de Em· 

pleaclos de !ajusticia Nacional, del 20/~/00.. . , . 
128 Según Sciolini,-clejaban un carnl el~ e~;culacwn hb_re. . . 
129 Orlando Daniel Segovia, sereno del smd1cato de camioneros, tesumomal clel20/ 4/00. 
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el fuego. El mismo policía, también de acuerdo con el testimonio de un 
manifestante, le dijo a Hugo Moyano que sacara a la gente de allí porque 
iban a reprimir. El líder sindical contestó que la gente estaba reclamando 
pacíficamente y que no iba a aceptar que se los "apurara". De acuerdo con 
los dichos del mismo testigo, mientras Moyano discutía con el policía otros 
efectivos comenzaron a tirar gases lacrimógenos y balas de goma. 

Por la posible comisión de la contravención prevista en el artículo 41 del 
Código Contravencional se intimó a los participantes a cesar la protesta. La 
constancia de la orden para hacer cesar la manifestación fue firmada por 
Horado Spandonari, secretario de la Fiscalía de Cámaras del Ministerio Pú­
blico Contravencional y por Leonardo Boutet, secretario de la Fiscalía Con­
travencional Nº 7 130. 

Alrededor de las 3.00, la policía comenzó a reprimir a los manifestantes, 
que eran alrededor de ciento cincuenta en ese momento. Éstos reacciona­
ron y también agredieron a los policías, pero no tenían en su poder armas 
de fuego. 

El secretario de la Fiscalía de Cámaras refirió que observó el momen­
to en que la policía montada desalojaba a los manifestantes e indicó que 
no observó actos desmesurados. Salvo algunas versiones de miembros del 
propio personal policial que indicaban haber sido objeto de agresiones, 
existen en el proceso judicial plurales versiones sobre el clima ordenado 
y pacífico en que se desarrollaba la protesta. Los manifestantes coinciden 
en que la intervención policial fue sorpresiva y que no fueron intimados 
a retirarse sino directamente desalojados. Uno de ellos sostuvo que, a pe­
sar de querer retirarse tranquilo, la policía llegó en celulares y bajó con 
palos y armas, gritándoles "putos tírense al piso, maricones, camioneros 
que no tienen huevos, son todos una mariquita"131 . 

130 Se u-ata ele un oficio dirigido al jefe de la Superintendencia ele Seguridad Metropolita· 
na de la Policía Fedeml Argentina, comisario mayor Roberto M. Galvarino y dice: "( ... ) por dis­
posición de la Sra. Titular de la Fiscalía de Primera Instancia en lo Contravencional nº'l, Dra. 
María del Cam1en Gioco, se requiere hacer cesar la contravención verificada en la zona de la 
Plaza de los Dos Congresos, sita en la calle Enu·e Ríos entre las calles Rívadavia e Hipólito Yri· 
goyen, con el fin de ga1-antizar el libre tránsito vehicular y peatonal en la zona de referencia y 
alrededores". Copia simple de la orden, agregada al expediente 33.143 del juzgado en lo 
Criminal y Correccional Federal Nº 5 ele la Capital Federal, Secretaría Nº 9. En la copia hay 
una firma: "Crio. Gral. Galvarino 19.X.OO- Hs. 02.20". 

131 Por su parte, Gustavo Luis Carca, comisario a cargo de la Comisaría 6" PFA, expresó 
que: "En todo momento tratamos de negociar con los manifestantes para que no se produz· 
can incidentes ( ... ) Dumnte el inicio de la manifestación existía un diálogo con los dirigentes, 
es así que ( ... ) se logró apagar el fuego y se u·ató ele libemr alg{m carril de la avenida Entre Ríos. 
Cuando aparece la orden de desocupar la calle, el margen de negociación se limitó porque te­
níamos que exigirles que liberaran la calle, que se limitaran a manifestar en la plaza y que sa· 
caran las ollas Cle la calle, por ese motivo los propios manifestantes nos decían que con esa re­
quisitoria ellos no ganaban nada sino que debían ceder a todas nuestras exigencias sin recibir 
nada a cambio. Es así que manteniendo las exigencias ele la orden impartida, el diálogo se fue 
acortando puesto que nadie quería ceder" (Testimonial de 21/ 4/00). 
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La intervención policial dejó un saldo de cincuenta heridos, algunos 
de ellos como consecuencia del impacto de balas de plomol32. Según va­
rios manifestantes, algunos policías apalearon a quienes caían al piso o 
eran atrapados. También los golpearon con las culatas de las armas133• Uno 
de los manifestantes sostuvo que los golpes cedieron cuando las cámaras 
de televisión comenzaron a registrar lo que estaba ocurriendo. 

A pesar de que la plaza fue despejada inmediatamente, la Guardia de In­
fantería continuó con la represión y persiguió a los manifestantes para dete­
nerlos en zonas aledañas. Fueron aprehendidos indiscriminadamente 50 per­
sonas que en su gran mayoría se encontraban alejándose del lugar a pie o bien 
ya arriba de los colectivos en los que habían llegado. Además, un grupo de 
miembros de la Policía Federal Argentina (PFA) reprimió a manifestantes que 
se encontraban en un colectivo frente a la plaza y que sólo habían regresado 
al lugar en busca de unas banderas. Fueron intercept11.dos por efectivos poli­
ciales, golpeados, pateados e insultados, mientras se encontraban en el piso, 
boca abctio y sin poder mirar por temor a ser reprimidos más violentamente. 

Gonzalo Leonel Guarino134, uno de los agentes de policía procesa­
dos en el marco de la investigación judicial que se inició a raíz de la re­
presión, declaró que desconocía si había algún tipo de reglamentación 
en el Cuerpo de Infantería que determinara el modo en que debían pro­
ceder ante estos casos. Además sei1aló que era la primera vez que parti­
cipaba en una manifestación con esas características. Lo mismo declara­
ron los policías Lucio Pentarakis135, Abel Fabián Galeano136, Marcelo 

132 Son los casos de julio Pi u mato, dirigente de la Unión de Empleados judiciales de la 
Nación (UE;JN), quien recibió un disparo en un testículo, y de Fabián Giles, Osear Domín- · 
guez,Jorge O. Ramírez, Damián Córdoba y Rodolfo López, según consta en la documenta­
ción remitida por el Hospital15 de diciembre ubicado en el partido de Avellaneda, provin­
cia de Buenos Aü·es. Cfr. fs. 618 causa 4794/00. 

133 Carlos Eusebio Hernández, por ejemplo, fue apaleado, golpeado e insultado por la 
policía, cuando ya se encontraba tirado en el piso, tras haber recibido numerosos disparos 
de una escopeta Itaka con balas de goma. En ese mismo momento un suboficial de la PFA 
cortó su campera con una navaja. 

134 El policía refirió que desconocía si había algún tipo de reglamentación en el cuer­
po de Infantería que determinara el proceder de la fuerza en casos como éstos. Manifestó 
que la orden de evacuación la dio el jefe del grupo, inspector González, "por medio de se­
ñales y de gritos. Primero hizo señas el subcomisario de mi unidad para que los grupos avan­
zaran, por ello el inspector nos dio la orden a nosotros de avanzar" y agregó que fue el pri­
mer episodio de magnitud en el que participó y que estaba afectado por los gases 
lacrimógenos y por los golpes que había recibido, precisando que sintió miedo de perder 
la vida. Véase Indagatoria de Gonzalo Leoncl c¡uarino, 21-04-00, fs. 210/212, causa 4794/00. 

135 Pentarakis reveló idéntico desconocimiento sobre el proceder previsto para la fuer­
za al declarar en su indagatoria que hacía sólo un mes que estaba en el gmpo de Infante­
ría y que si bien había tenido prácticas en la Policía Montada, para este tipo de acciones no 
tuvo prácticas en Infantería. Indagatoria de Antonio Lucio Pentarakis, 21/4/00. 

130 Galeano sostuvo: "( ... ) ésta fue mi primera actuación en una manifestación pública. 
Hace dos mios y un mes egresé de la Escuela de Suboficiales. Fui a Montada por dos años. Y 
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Medina137, Miguel Salvador Gorriti138 y David Rubén González respecto de 
la ausencia ele formación previa para actuar en esas situaciones. Por su p¡rr­
te, Luis César Augusto Grimaldi, agente de PFA, que integró la Guardia de 
Infantería, declaró haber estado trabajando catorce horas ese mismo día an­
tes de ser destinado a la manifestación. En ese momento hacía recién un mes 
y medio que había egresaclo de la Escuela de Policía 139• Ricardo Antonio Are­
llano también manifestó que no había ningún reglamento que regulara la 
acción policial en estos casos: "( ... ) trabajo en Infantería desde el ai'i.o 1982. 
Estuve en algunas manifestaciones antes de ésta. En esas manifestaciones an­
teriores, se trabajó y en otras no. Es decir, trabajat~ operar, evacuar la zona. 
En esas manifestaciones se los invitaba a cesar la manifestación, luego se les 
arrojaba agua y en último caso se comenzaba a avanzar sobre ellos ( ... ) "140, 

Guillermo Antonio Con ca, por su parte, expresó que hacía un mes que esta­
ba en la Guardia de Infantería, "egresé y directamente fui para ahí. Es decir 
que también hace un mes que estoy en la Policía ( ... ) fue mi primer salida de 
esta magnitud. Tampoco tuvimos instrucción, ya que los horarios de trabajo 
no lo permiten". Un testimonio similar brindó Nilo Alberto Torres, quien 
nunca había participado en una manifestación sino que se "dedicaba a ha­
cer las camas para los caballos, todo lo relativo al mantenimiento del cuar­
tel", cuando desempeii.aba tareas en la Policía Montada. 

La investigación 

Inicialmente !ajusticia federal tuvo a su cargo la investigación en virtud 
de que podría haber habido responsabilidad de las autoridades políticas del 
Gobierno nacional en la dirección de la acciones, dada la dimensión de la 

hace aproximadamente un mes que estoy en la Guardia de Infantería. En Montada u·abajaba 
para la caballería, limpiando los caballos, dándoles de comer, limpiarlos y sacarlos a montar". 

137 Cristian M arce lo Medí na tampoco conocía la existencia de una reglamentación en 
el Cuerpo de Infantería que indicara el proceder de la fuerza en estos casos. Cuando fue 
preguntado acerca de este punto sostuvo: "hay un oficial jefe que invita a las personas a que 
se retit·en del lugar y se toman todas las medidas para que las personas se vayan de la mejor 
forma posible y no haya destrozos. Se vuelve a reiterar a través de megáfonos que se retiren 
del lugar y después si las personas no se van, las últimas instancias somos nosotros". Indaga­
toria de Cristian Marcelo Medina, 21/4/00. 

138 El policía manifestó que "( ... ) recién llevaba cinco meses en el cuerpo desde que salí 
de la escuela en el mes de octubre( ... ) [de 1999]. Era la primera vez que estaba frente a una 
manifestación, yo jamás había vh~do una experiencia de este tipo, todo pasó muy rápido y yo 
me senúa muy nen~oso y con miedo por lo que me pudiera pasar, ya que había una gran can­
tidad de gente ( ... ) Desde que partimos hasta que llegamos no nos infom1aron nada, ni cómo 
actuar ni qué debíamos hacer ( ... ) desde que salí de la escuela, me tocó como destino Monta­
da y estando allí no nos dieron instrucciones de cómo actuar en estos casos ( ... ) La única or­
den que recibí fue la del principio, avanzar y no responder a las represalias de los manifestan­
tes, luego todo fue una confusión". Indagatoria de Miguel Salvador Gorriti, 21/4/00. 

13g Véase Fs. 918/921 causa 4794/00. Actualmente tramit.'l ante el juzgado Criminal de 
Instrucción Nº 39, sec. 135 con el Nº 34292/01. 

140 Indagatoria de Ricardo Antonio Arellano, 21/4/00. 
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intervención policiatl 41 • Esta posibilidad hallaba sustento en el hecho de 
que, según diversas declaraciones de representantes sindicales, algunos 
policías y periodistas, el desenlace represivo tuvo lugar inmediatamente 
después de una serie de comunicaciones con el entonces secretario nacio­
nal de Seguridad Interior, Enrique Mathov. Incluso se mencionaba su pre­
sencia en la Dirección General de Operaciones de la Policía Federal que 
es el lugar desde donde se coordina la intervención policial (cantidad de 
personal, dirección y movilización de los efectivos, disponibilidad sobre 
los medios a utilizar, etc.). 

Sin embargo, el Juzgado Criminal y Correccional Federal Nº 5 se decla­
ró incompetente porque las únicas personas que habrían resultado impu­
tadas eran todos miembros de la Policía Federal, no habiendo sido posible, 
según la autoridad judicial, determinar la intervención de autoridades del 
Gobierno federal142• 

El 20 de abril de 2000, los fiscales Gerardo Di Masi y Jorge Dahl Rocha 
requirieron ante el titular del Juzgado en lo Criminal y Correccional Fe­
deral la instrucción de proceso penal contra catorce integrantes de la Po­
licía Federal Argentina143• 

Al 21 de abril, catorce efectivos policiales habían sido detenidos e inda­
gados144. Según la declaración indagatoria, se les endilgaba "haber cometi­
do, mientras desempeñaban un acto de servicio, vejámenes sobre personas 
que se encontraban manifestando en la Plaza de los Dos Congresos entre la 
noche del18 de abril de 2000 y la mañana del día siguiente, produciéndoles 
a algunos de ellos lesiones cuyo carácter no ha podido ser determinado". El 
27 de ese mes los efectivos fueron liberados pues el juez federal intervinien­
te, Gabriel Cavallo, entendió que las lesiones sufridas por los manifestantes, 
que se imputaban a los policías, no justificaban impedir la excarcelación. 

Finalmente, el 24 de mayo fueron procesados como presuntos autores 
penalmente responsables, por acción u omisión, de las vejaciones impuestas 

141 Cfr. fs. 1307 /vta. en causa 4794/00. 
142 Cabe señalar que aun con reiteradas referencias a la presencia de Enrique Mathov 

aquel día en la Superintendencia de Policía -el propio ministro del Interior, de quien de­
pendía el secretario de Seguridad, así lo reconoció en diversos medios de comunicación-, 
éste no fue citado a declarar antes de que el juez declarara su incompetencia. 

J.t3 Según la descripción de los fiscales, el 19 de abril de 2000, en horas de la madruga­
da, el servicio püblico de transporte había sido interrumpido en la avenida Entre Ríos, fren­
te al Congreso de la Nación, por personas que decían ser trab~adores pertenecientes a dis­
tintos gremios. Con posterioridad a ello, se produjeron algunos hechos de violencia en las 

· inmediaciones del lugar por parte del personal policial afectado a esa manifestación. 
144 Gonzalo Leonel Guarino; Antonio Lucio Pentarakis; Luis César Augusto Grimaldi; 

HécLOr Ornar Riquelme; Cristian Marcelo Medina; Miguel Salvador Gorriti; David Rubén 
González; Ricardo Antonio Arellano; Abe! Fabián Galeano; Fabián Andrés Moreno; Jacin­
to Ernesto Maza; Guillermo Antonio Con ca; Nilo Alberto Torres; Fernando Omar López. 

Reseña de casos de represión y criminalización de la protesta social 235 

a los manifestantes, de acuerdo con los artículos 144 bis y 142 del Código Pe­
nal: el comisario inspector José Laino, identificado por periodistas de Cróni­
ca TV que lo entrevistaron minutos antes de la represión; el subcomisario Os­
val do Alberto Sangiorgio, el oficial inspector David Rubén González, el oficial 
principal Fernando O mar López, el cabo primero Héctor Osear Riquelme y 
los agentes Jacinto Ernesto Maza, Fabián Andrés Moreno, Miguel Salvador 
Gorriti, Cristian Medina, Gonzalo Guarino, Guillermo Antonio Conca, Ricar­
do Arellano, Antonio Lucio Pentarakis y Luis César Grimaldi145. 

Hasta la fecha, sin embargo, ninguno de ellos ha sido condenado y 
tampoco se ha identificado al responsable de dar la orden de reprimir. 

1.5 Mauro Ojeda y Francisco Escobar 
PUENTE GENERAL BELGRANO, PROVINCIA DE CORRIENTES, 1998-1999146 

Escenario sociopolftico de una provincia inestable 

La crisis correntina, desatada principalmente a fines de 1999, puede 
verse a la luz del proceso de endeudamiento que llevó a la provincia a una 
situación de colapso. 

Con tres intervenciones federales en ocho aii.os, Corrientes tenía enton­
ces una deuda global de 1500 millones de pesos. Los envíos de fondos fede­
rales y los ingresos propios no llegaban a cubrir el 30% de las jubilaciones y 
salarios de empleados públicos, atrasando los pagos hasta 120 días147. La co-

H 5 El juez Cavallo sostuvo al pronunciarse sobre el procesamiento que "la gente que se 
congregó en la plaza lo hizo en pleno ejercicio del derecho constitucional de peticionar ante 
las autoridades, y básicamente en demanda de mejores condiciones de empleo, derecho este 
también protegido constitucionalmente. Dicha manifestación ( ... ) [fue] una clara expresión 
del sistema democrático. En este contexto se daba, en distintos medios de comunicación, el de­
bate sobre la conveniencia de aplicar políticas más severas en materia .de seguridad. La para­
doja es, a mi juicio, muy clara: mientras por un lado en la plaza se reclamaba por reformas po­
líticas estntcturales que den solución de fondo al desempleo, causa esta muy ligada al aumento 
de la inseguridad en la sociedad, por el o u-o se recurría al discurso que dio en llamarse de 'ma­
no dura', traducido en el aumento de las penas, más trabas procesales al derecho de permane­
cer en libertad durante el proceso y mayores facultades a las fuerzas de seguridad. Al parece1; 
el debate se resolvió a favor de la segunda opción, y 1os hechos son una muestra de lo que pue­
de pasar si se deja de lado la adopción de políticas estntcturales para la solución de conflictos 
sociales y se opta por aquellas que son superficiales o de coyuntura. ( ... )Es preciso que [los he­
chos investigados] sirvan de alerta para aquellos que tras la máscara demagógica de 'la seguri­
dad a cualquier precio', olvidan la plena \~gencia de los derechos fundamentales y las garan­
tías constitucionales, pilares que sostienen el sistema democrático argentino". 

146 Agradecemos a Hilcla Presman de la Comisión Provincial ele Derechos Humanos 
de Corrientes por la generosidad con que brindó su tiempo y su colaboración en la des­
cripción de la situación local. Véase en esta misma investigación Capítulo IV, acápite 
IV.4.2.2. 

J.l7 ClminDigital, 16/12/99. 
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yuntura adversa para las principales actividades agrícolas e industriales de 
la región contribuyó a detonar el conflicto social. 

Desde el espacio político, la inestabilidad institucional crecía al ritmo de 
los roces entre los líderes partidarios tradicionales. La destitución del inten­
dente de la capital, el ex gobernador Raúl 'Tato" Romero Feris (del liberal 
Partido Nuevo) y su posterior detención148 marcarían la suerte del entonces 
gobernador Pedro Braillard Poccard (del mismo partido), destituido poco 
después. En su lugar asumió --en coalición con otros partidos, entre ellos la 
UCR- el justicialista Hugo Perlé, aunque el Senado había nombrado para el 
mismo cargo al liberal Carlos Tomasella. Los senadores afirmaban que el man­
dato anterior había concluido, pero el dirigente del PJ se negó a abandonar 
su puesto. Esto suscitó una serie de conflictos que precipitaron la decisión del 
Congreso Nacional: el15 de diciembre, en pleno conflicto social e institucio­
nal, se dispuso la intervención federal de los tres poderes provinciales149. 

Breve marco de gestación de la protesta (grupos "autoconvocados") 

Desde 1998 se sucedían en la ciudad de Corrientes numerosas manifes­
taciones organizadas por agrupaciones gremiales, como la Central de Tra­
bajadores Argentinos ( CTA). Durante febrero y marzo de 1999 aumentaron 
en número y frecuencia, mostrando un inusitado grado de movilización. 

Cuando a principios de marzo no se abonaron los sueldos de algunos u·a­
bajadores estatales, empezaron a surgir protestas espontáneas, fuera de las es­
tructuras tradicionales. Sus participantes se denominaron "autoconvocados", 
para remarcar la ausencia de toda pertenencia gremial ortodoxa y el carác­
ter autónomo de las decisiones adoptadas. Varios de estos actores (en parti­
cular los docentes) decidieron dejar de usar el paro como recurso y, en cam­
bio, hicieron manifestaciones en la vía pública, frente a las escuelas y otros 
lugares de trabajo. A su vez, se inició un proceso de regionalización y coordi­
nación de estas agrupaciones incipientes con otros trabajadores locales. En 
abril, el fenómeno de los "autoconvocados" había sobrepasado los límites de 
la capital y actuaba en diversas localidades del interior de la provincia. 

Protestas iniciales: la escalada del conflicto 
Huelga y primer corte del puente Gral. Be/grano, abril de 1999 

Desde el 22 de abril los docentes comenzaron a hacer retención de ta­
reas y ellO de mayo los "autoconvocados" decidieron la suspensión defi­
nitiva de las clases. Los padres de los estudiantes se solidarizaron con la 

148 En septiembre de 2002 le fue concedida la excarcelación. 
149 C/mínDigita~ 16/12/99. 
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medida y se agruparon espontáneamente con el nombre de "tutores auto­
convocados"150. En ese contexto se consensuó, junto a agrupaciones polí­
ticas y autoridades locales de laCTA, la realización de un acto en el puen­
te General Belgrano que une las provincias de Corrientes y Chaco. Las 
agrupaciones acordaron con la Gendarmería Nacional que los manifes­
tantes cortarían el puente durante 59 minutos (algunos participantes sin­
dicales indicaron que cortar el tránsito por más de una hora podría ser 
considerado delito federal). Finalmente, el13 de mayo se llevó a cabo la 
medida que, según relataron algunos "autoconvocados", no tuvo gran mag­
nitud (congregó enu·e mil y dos mil personas) 151 • 

19 de mayo de 1999: Marcha de la Luz 

Dado que la situación social no se modificaba, el 19 de mayo los "tuto­
res autoconvocados" organizaron la "Marcha de la Luz" (movilización con 
antorchas desde las afueras hacia el cenu·o de la ciudad). El reclamo y la for­
ma autogestiva y no tradicional de la agrupación y la protesta tuvieron un 
fuerte apoyo. Durante los días previos, los organizadores recibieron adver­
tencias de sectores gremiales sobre posibles incidentes, provocados pbr gru­
pos ofici.alistas "infiltrados". Por ello, los "autoconvocados" aceptaron que 
algunas entidades gremiales se encargaran de la seguridad de los manifes­
tantes. El día 19, cuando la Marcha llegó a la Plaza 25 de Mayo en el centro 
de la ciudad, había 30 mil personas reunidas. En el marco de un fuerte des­
pliegue policial, el grupo enu·egó el petitorio en la Casa de Gobierno. Días 
más tarde, el oficialismo provincial montó una movilización a su favor que, 
según los organizadores, reunió a 80 mil manifestantes (aunque se sostiene 
que muchos habrían recibido cinco pesos y una bolsa de comida por su par­
ticipació, y además se habían dispuesto ómnibus para el traslado). 

Corte y movilización. Toma de la Plaza 25 de mayo 
(7 de junio de 1999 - marzo de 2000) 

La asamblea de "docentes autoconvocados" decidió realizar otra mar­
cha y corte del puente el 7 de junio de 1999. Aceptaron otra vez que las 
organizaciones gremiales se ocuparan de la seguridad (pese a lo cual los 
roces con laCTA continuaron 152). La presencia de figuras como Víctor de 

150 "Tutor" es el título formal con que se denomina a padres y encargados de los alum­
nos menores de edad en Corrientes. 

151 Las referencias surgen de la serie de entrevistas personales que se llevaron a cabo 
como ~arte de este trab~jo. 

!5. Se discutía el uso o no de carteles sectoriales, quiénes encabezaban las columnas de 
las inarchas, y supuestas actitudes amenazantes por parte de miembros de la CTA. 
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Gennaro, Marta Maffei y Marta Pelloni dio proyección nacional al conflic­
to, pero puertas adentro los "autoconvocados" consideraron que las estruc­
turas estaban utilizando la innovadora construcción popular que se había 
logrado. Los grupos no habían pactado un horario para el levantamiento 
del corte y, cuando los dirigentes de laCTA sugirieron bajar del puente, 
hubo desconcierto entre los manifestantes. Tres horas después se dio pa­
so a una movilización hacia la Legislatura provincial donde permaneció 
un grupo de aproximadamente setenta personas luego de finalizado el ac­
to. La policía -sin argüir fundamentos-les comunicó que el Goberna­
dor sólo recibiría a una manifestante femenina. Según relatos testimonia­
les153, las fuerzas de seguridad pretendían decidir quién sería esta persona 
siq otro criterio más que el azar. Así, y siempre según testigos, la policía to­
maba del brazo a cualquiera de las manifestantes y la inducía a ingresar a 
la Gobernación. Esta actitud fue resistida por el grupo, que decidió enton­
ces pernoctar en la plaza. 

Los antecedentes de represión frente a medidas similares, impulsaron 
al grupo a armar una "carpa sanitaria" como medida preventiva. Durante 
la semana siguiente, a instancias de laCTA, la plaza fue cubierta de carpas 
representando a diferentes sectores. Pasada la primera noche, los mani­
festantes notaron que estaban rodeados por grupos del oficialismo que los 
insultaban y les arrojaban proyectiles. Esta situación determinó que sostu­
vieran la protesta. Luego de una serie de incidentes, la Gendarmería Na­
cional dispersó, el 12 de junio, a quienes agredían a los reclamantes de la 
plaza154. 

Paralelamente, el escenario político cambiaba; en la Legislatura local 
existía un grupo de 18 diputados de diferentes partidos de oposición, con 
gran influencia en el recinto. Entre el 7 de junio y el 28 de julio, debieron 
abandonar su cargo el gobernador y el vicegobernador de la provincia, 
ambos del Partido Nuevo (PANU). La nueva coalición ubicó en el Ejecu­
tivo a Hugo Perié. Luego del cambio, Martínez Llanos, diputado del "gru­
po de los 18", sugirió a los manifestantes que desocuparan la plaza, ya que 
entendía que el recambio político había operado según sus reclamos. Sin 
embargo, éstos decidieron quedarse, según sus dichos, para controlar al 
nuevo gobierno. Si bien la coalición entrante pudo dialogar y consensuar 
medidas con ellos, la relación estaba atravesada por la desconfianza. En el 
marco de esta falencia del nuevo gobierno, las carpas permanecieron en 
la Plaza 25 de Mayo hasta marzo de 2000. 

153 Recabados también mediante entrevistas. 
154 Este accionar fue considerado positivamente por los manifestantes. 
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Corte del puente Gral. Manuel Be/grano de/27 de julio de 1999 

Para muchos, la situación no mejoraba con el gobierno de coalición. 
Entre las discusiones de quienes permanecían en la Plaza 25 de Mayo sur­
gió la posibilidad de volver a cortar el puente Gral. Belgrano, como forma 
de trasladar el conflicto a la agenda política nacional. El 27 de julio de 
1999, parte de los manifestantes subió al puente mientras otros se queda­
ron en la plaza cuidando las carpas. Decidieron no poner horario de fina­
lización al corte: cada 60 minutos una nueva asamblea definiría la conti­
nuidad o el levantamiento. Hora tras hora, la gente congregada decidía 
seguir con la medida (cada vez de mayor magnitud) en un marco de ab­
soluta tranquilidad155. Al mismo tiempo, en Buenos Aires, una delegación 
correntina negociaba con el Gobierno federal la entrega de fondos para 
la provincia a través de Aportes del Tesoro Nacional (ATN). Los manifes­
tantes habían decidido esperar el resultado de esas negociaciones y se lo 
comunicaron a los gendarmes, logrando un clima distendido hacia el me­
diodía del27. La calma terminó a las 13.45, cuando la Gendarmería avan­
zó sobre el puente desde el lado chaqueño lanzando gases y disparando 
balas de goma. Algunas personas resultaron heridas156• Los manifestantes 
bajaron del puente y se ubicaron sobre el terraplén, luego de que varios 
gendarmes pisaran una bandera nacional que había sido ubicada sobre el 
puente. Este episodio crispó aún más sus ánimos. Para alertar al resto de 
la población del avance de la Gendarmería, los manifestantes golpearon 
las barandas con palos y piedras, provocando un gran ruido. Un grupo de 
lugareilos se sumó rápidamente al grupo del terraplén, aumentando la 
cantidad de personas ya congregadas que empezó a resistir el avance de 
las fuerzas de seguridad. En respuesta a la represión, los manifestantes más 
alejados partían baldosas de las veredas y pasaban los cascotes a quienes 
se encontraban en el frente para que éstos los arrojaran contra los gendar­
mes que finalmente comenzaron a replegarse. Poco a poco, la población 
se ubicó otra vez sobre el puente amenazando a los efectivos de gendar­
mería que retrocedieron hasta que se restableció la calma. 

Mientras duró el corte, los manifestantes sólo dejaban pasar a las am­
bulancias. Sin embargo, en un momento advirtieron que había mucho trá-

155 Los relatos de los entrevistados marcan el carácter no violento de la acción. Aplau­
dir cada nueva hora en el puente, sumarse al homenaje que se le realiza a la Gendarmería 
Nacional todos los 27 de julio, o el diálogo fluido con sus efectivos luego de cada asamblea, 
señalaban una actitud clara de reclamo pacífico, y el reconocimiento de los manifestantes 
a los ~endarmes por su actuación en la plaza el día 12 de julio. · 

1 0 José Luis Siviero recibió el impacto de un proyectil en un ojo. Juan Perey¡.·a recibió 
el impacto de una granada lanzagases en la cara. C/min Digital, 29/7/99. 
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fico sobre el puente e interrumpieron definitivamente el flujo vehicular157. 

Al día siguiente, ante el anuncio de algunas medidas se decidió bajar del 
puente y volver a la plaza. Las elecciones presidenciales de octubre de 1999 
marcaban los tiempos políticos. Los contactos con representantes de dis­
tintos sectores se multiplicaban pero las protestas continuaron durante el 
gobierno de la Alianza. Aunque algunos manifestantes opinaron que los 
cambios políticos justificaban posiciones más conciliadoras. 

En el mes de agosto, Gustavo López, hijo de un pequeño productor lo­
cal "autoconvocado" y activo participante de la plaza, desapareció. Luego 
fue hallado su cadáver. Las versiones oficiales indicaron que fue un acci­
dente, aunque un informe de autopsia afirma que el joven habría recibi­
do golpes. Ninguno de los manifestantes expresó una convicción mayor a 
la sospecha sobre el nexo entre el suceso y la actuación del productor en 
las protestas. Pero el hecho de que nunca se aclararan las causas de la 
muerte incorporó en el imaginario de los manifestantes la inquietud por 
la represión y la impunidad. 

Corte del 1 O al17 de diciembre de 1999, la muerte 
de Mauro Ojeda y Francisco Escobar 

Ante la falta de respuestas sustantivas, ellO de diciembre -el día de 
la asunción del presidente De la Rúa-los "docentes autoconvocados" pro­
pusieron cortar el puente, luego de consensuar la fecha con el gremio de 
los trabajadores judiciales (SITRAJ) 158, 

Al día siguiente, Víctor Mendibil, uno de los líderes de SITRAJ, ofre­
ció cinco pasajes a Buenos Aires para los representantes de los grupos "au­
toconvocaclos" que quisieran mantener una reunión con el recién asumi­
do ministro del Interior, Federico Storani. Los manifestantes no lograron 
acordar una estrategia conjunta: el gremio convocante decidió reunirse 
con las nuevas autoridades pero otros prefirieron permanecer en el corte 
que se mantuvo durante todo el fin de semana. 

El lunes 13, Corrientes afrontó otro serio problema institucional: dos 
personas pretendían tener título suficiente para asumir la gobernación. 

157 José Antonio "Pocho" Romero Feris (referente del Partido Autonomista Liberal, ex 
gobernador y senador nacional hasta 2001) intentó cruzar con su auto desde el lado corren­
tino, pues debía tomar un vuelo a Buenos Aires desde Resistencia. Para lograrlo les dijo a los 
manifestantes que viajaba para velar por los intereses de todos. Pese a ello, no le permitie­
ron cruzar, por Jo que debió dejar su vehículo y completar el trayecto a pie. 

158 Antes de este corte, se habían realizado otras protestas. El 23 de septiembre se había 
cortado el puente Gral. Belgrano entre las 10.00 y las 16.00, sin que se produjeran inciden­
tes. Dos meses después, se efectuó otro corte que duró 36 horas y durante el cual el Congre­
so Nacional aprobó un adelanto de fondos a la provincia. 
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Ese mismo día, la Gendarmería Nacional desplegó sus fuerzas contra la 
protesta. Nuevamente los manifestantes golpearon las barandas del puen­
te logrando una congregación importante ele personas. El resultado fue 
una serie de escaramuzas que dieron lugar al repliegue de la Gendarme­
ría, sin que se registrara ningún herido. 

Al día siguiente los representantes del gremio judicial volvieron al puen­
te entre versiones encontradas sobre las razones de la medida159

. Por enton­
ces podía afirmarse que entre los manifestantes reinaba la sensación de in­
gobernabilidad. Mientras la provincia operaba políticamente con los sucesos 
del puente, el conflicto se enrarecía al punto que los manifestantes discutie­
ran la posibilidad ele plantear la intervención federal como salida a la crisis. 
Los graves au·asos en los pagos a est:.o<tales, la situación del sector privado y la 
inestabilidad institucional de la provincia llevaban hacia esta medida. 

Finalmente, ell5 de diciembre, el Congreso Nacional dispuso la inter­
vención federal de la provincia. Ramón Mestre (UCR) fue designado in­
terventor y desde sus primeras declaraciones evidenció un discurso de con­
frontación hacia los manifestantes. 

En la madrugada del 17 se vivió un extraiio incidente. En un aparente 
malentendido, un grupo de camiones pretendió cruzar el puente y los ma­
nifestantes desinflaron sus neumáticos. Dos horas después (alrededor de las 
4.00) se produjo una explosión en la usina eléctrica local. Y luego, como con­
secuencia, un corte de luz general afectó el escenario de la medida. Inmedia­
tamente las doscientas personas que estaban sobre el puente b'Üaron a la ex­
planada. La ruta se despejó. Poco después, un grupo de gendarmes avanzó 
sobre el puente desde el lado chaqueiio, al tiempo que ou·o acechaba lazo­
na desde lanchas por las barrancas del río. Efectuaron disparos y lanzaron 
gases. Periodistas del canal Crónica TV intentaron registrar lo que ocurría 
pero miembros de la Gendarmería tomaron de los pelos al encargado de la 
iluminación, lo corrieron del lugar y rompieron el aparato que estaba utili­
zando. Las descripciones de los rnanifest:.o<ntes marcan una diferencia con los 
sucesos del lunes 13: esta vez no se emitió ninguna orden de desalojo al pun­
to que el oficial Ricardo Chiappe, a cargo del operativo, afirmó que la orden 
vigente era la dell3 y que en la madrugada dell7 se actuó b~o su ejecución. 
El resultado fue la detención de 28 personas y el secuesu·o del equipo de emi­
sión de una cadena televisiva local que cubría los hechos desde el puente. 

A partir de las denuncias formuladas por algunos manifestantes se des­
prende que los gendarmes dispararon sobre gente que ya estaba ubicada 

159 Fuentes cercanas a los episodios planteaban que los trabajadores de la justicia se ha­
bían negado a recibir al ministro a raíz de los sucesos del día anterior, aunque otros secto­
res indicaron que fue el ministro quien rehusó la entrevista. 
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en la explanada, avanzando, además, sobre las barriadas aledaíi.as (Villa 
Arazaty y Barrio Ferré) I6o, 

Alrededor de las 6.00 de la madrugada del17, gran cantidad de gen­
te se congregó sobre la calle 3 de Abril (continuación del puente sobre la 
ciudad) para contestar la agresión de la Gendarmería. Dado que la porta­
ción particular de armas de fuego es habitual en Corrientes, se registraron 
disparos contra los funcionarios, además de cascotazos y algunas peleas. 
En ese contexto murieron los jóvenes Mauro Ojeda (29 años) y Francisco 
Escobar (25 at1os) -que no estaban armados- en tanto que, a algunas 
cuadras de distancia, muchas personas resultaron heridas, cuatro de ellas 
por disparos de balas de plomo, luego de algunos enfrentamientos con la 
Gendarmería. Además, varias personas recibieron golpes o fueron intoxi­
cados por el efecto de los gases lacrimógenos. 

La represión finalizó a las 15.00 del día 17, cuando efectivos de lapo­
licía provincial, desarmados y enarbolando banderas blancas, se interpu­
sieron entre los gendarmes y los manifestantes sobre la calle 3 de Abril y 
terminaron las acciones represivas161 . 

La investigación 

La investigación judicial no ha arrojado mucha luz acerca de la legali­
dad de la acción estatall62, 

La acción penal se desarrolló, en primer lugar, en sede de !ajusticia 
correntina, por lo cual las principales pruebas (aunque algo estériles pa­
ra el esclarecimiento de la causa) fueron recolectadas en el marco de esa 
instrucción. Debido a un conflicto de competencia, resuelto en octubre 
de 2000 por la Corte Suprema de justicia de la Nación, la causa sufrió de­
moras sustantivas durante aproximadamente un aii.o. Según informaron 
los abogados de una de las víctimas163, "el pleito se suscitó porque tanto 

160 Alfredo Zacarías, corresponsal del diario Clmín en Corrientes, afirmó: "Sólo 20 minu­
tos le llevó a la Gendarmería recuperar el puente. Ni los periodistas que cubrían la represión 
se salvaron de la dureza de los gendatmes, que por esa hora eran sombras que corrían agaza­
padas y en gmpos, aplastando lo que encontraban en su camino". Clmín Digital, 18/12/99. 

161 El cronista Alfredo Zacarías relató: "Cuando las versiones aportaban aún más con­
fusión y el enfrentamiento estaba a punto de cumplir doce horas, apareció en escena el go­
bernador interino Hugo Perié, negándose a reprimir 'al pueblo correntino'. Pero ofrecién­
dose a poner en medio de gendarmes y manifestantes un cordón de oficiales policiales 
desarmados. El procedimiento devolvió algo de calma, la suficiente como para que los dos 
l;mndos recuperaran fuerzas". O p. cit. 

162juan Pereyra, por ejemplo, inició acción civil resarcitoria por heridas sufridas en los 
hechos relatados. Si bien se ha conformado un acuerdo patrimonial para la resolución de 
esta petición, no existen mayores avances en la investigación penal de las circunstancias en 
que ocurrieron las lesiones. 

163 Dres. Darío Alejandro Esquive! y Daniel Gustavo Esquive!. 
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!ajusticia nacional como la provincial se habían declarado incompeten­
tes y esto demoró un ari.o la tramitación de las denuncias, contribuyendo 
a tejer un manto de olvido en un contexto de crisis económica, social e 
institucional sin precedentes en la provincia. Las causas siguieron parali· 
zadas bastante tiempo más, a pesar de que algunas víctimas se habían 
constituido en querellantes y actores civiles. Luego de un arduo trabajo 
de investigación y colección de pruebas, en octubre del 2001, presenta­
ron una querella criminal y acción civil resarcitoria en representación de 
Ignacio Cardozo, Horado Adolfo Ayala, Daniel Antonio Cerdán, Osear 
Pablino Pavón, Cornelio Martínez,jorge Ariel Casco,juan Alberto Cáce­
res y Yolanda Leonor Monzón, ambos en nombre de su hijo] uan Alber­
to Cáceres. La acción estaba dirigida contra el comandante de Gendar­
mería Nacional, Ricardo Chiape, "y/o autores, partícipes, cómplices y/o 
encubridores, conforme los hechos acontecidos en la ciudad de Corrien­
tes el 17 de diciembre de 1 999; la acción civil estaba dirigida· contra los 
mismos y/o Gendarmería Nacional y/o Ministerio del Interior de la Na­
ción y/o Secretaría de Seguridad de la Nación y/o Estado nacional, y/o 
quien resulte responsable ( ... ) por la comisión de los delitos de tentativa 
de homicidio calificado (art. 80, inc. 2, 5 y 6 en función de los arts. 42 y 
44 ss. y ce. del Código Penal) y abuso de autoridad (art. 248 in fine del 
Código Penal) y/o los que surjan de la instrucción de la causa". 

Posteriormente, los letrados realizaron un pedido de recusación con 
expresión de causa ante la Cámara Federal ~e ~pelaci,ones ~or consi.~e­
rar que el juez federal, Dr. Carlos V. Soto Davila, hab1a temd~ relacwn 
directa en su condición de magistrado, con los hechos ocurndos en la 
madru~ada del17 de diciembre de 1999, "( ... )ya que -en f~nci~t: de 
su investidura- ha titularizado deberes y facultades cuyo eJerciCIO u 
omisión en el contexto de los hechos referidos forman parte de la pro­
fusa y compleja materia investigativa". Los aboga~os entendí~n que 
"constituiría una violación al debido proceso que lo mstruyera qmen po­
dría ser citado en el mismo como sujeto del proceso, ya sea en calidad 
de parte o testigo". En mayo del 2002 la Cámara Federal resolvió no ha­
cer lugar al pedido de recusación. A partir de febrero de ese afio habían 
comenzado a tomarse las primeras declaraciones testimoniales, en las 
cuales no pudieron participar los abogados de las víctimas ya que su pre­
sentación fue proveída recién en el mes de junio. La presencia de los le­
trados tampoco se habilitó en audiencias de los testigos qu~ comenza~ 
ron en agosto y que incluían la citación del ex ministro Fedenco Storam 
quien finalmente declaró por exhorto en la ciudad de Buenos Aires en 

el aii.o 2003. 
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1.6 Teresa Rodrfguez 
CUTRAL-Có Y PLAZA HUINCUL, PROVINCIA DE NEUQUÉN, 1996-1997 

Contexto general y primeros cortes en 1996 

Cutral-Có y Plaza Huincul son dos localidades de la provincia de Neu­
quén cuyo desarrollo dependió del establecimiento de la empresa estatal 
Yacimientos Petrolíferos Fiscales (YPF), privatizada en 1991 dejando gran 
parte de su personal desocupado. Aunque no existen cifras precisas, se cal­
cula que el desempleo alcanza al 35% de la población de Cutral-Có. Debi­
do al crecimiento del desempleo y de los subsidios a cambios de prestacio­
nes de trabajo en tareas de baja productividad en ámbitos municipales, el 
empleo público se incrementó sustancialmente. Otro sector de ex traba­
jadores de la empresa petrolera reinvirtió las indemnizaciones recibidas 
por el despido en proyectos que al tiempo se fueron quebrando. 

En 1996 la situación era muy difícil. Una de las expectativas más fuer­
tes entre los pobladores era el establecimiento de una industria de fertili­
zantes derivados del petróleo. Este emprendimiento, según creían, cons­
tituiría una importante fuente de trabajo. Las tratativas habían empezado 
desde hacía más de un lustro con una empresa canadiense denominada 
"Agrium". El9 de junio de 1996, las negociaciones fueron interrumpidas 
por el Gobierno provincial-ejercido entonces por Felipe Sapag del Mo­
vimiento Popular Neuquino-, con el argumento de que se llamaría a una 
licitación internacional. A partir de entonces, los pobladores comenzaron 
a movilizarse en repudio a esta decisión, instigados por la franja oposito­
ra a Sapag dentro del Movimiento Popular Neuquino164 . 

Con una importante organización de los diversos sectores sociales (obre­
ros, desocupados, estudiantes, dirigentes políticos, jubilados) se decidió el 
corte de la ruta nacional22. Durante el transcurso de la protesta, los "pique­
teros" garantizaron, dirigieron y protagonizaron el corte, desplazando a los 
sectores político-partidarios. En este momento, entonces, la protesta se "de­
sinstitucionaliza". Desde el Gobierno, en un primer momento se descalifi­
có la protesta, atribuyéndose el conflicto a la oposición165• Los manifestan-

164 Cabe recordar que en esta época las dos localidades neuquinas (Cutral-Có y Plaza 
Huincul) eran gobernadas por dirigentes pertenecientes a la oposición a Sapag. Algunos 
medios de comunicación locales, que en apariencia respondían a la fracción gobernante, 
funcionaban como medios de difusión y convocatoria de las movilizaciones. 

165 Tal como se explicara en el Capítulo I de esta investigación, la modalidad de orga­
nización son los "piquetes" como medidas de fuerza y las asambleas para la toma de deci­
siones, ejerciéndose una práctica de "democracia directa". A su vez, las medidas son coor­
dinadas por los delegados de los diferentes piquetes, previa consulta con el conjunto de sus 
representados. 
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tes pretendían la presencia del gobernador Sapag pero el Gobierno sólo se 
ofreció a recibir a representantes de las comunidades previo levantamiei:ItO 
de las medidas de fuerza, propuesta que fue rechazada por éstos. 

El 24 de junio se dispuso la intervención de la Gendarmería Nacional, 
que debía acompaíiar a lajueza federal Margarita de Argüelles para desa­
lojar la ruta. A partir de entonces, el Gobierno produjo el efecto inverso 
al que se quería lograr ya que la protesta se generalizó y los manifestantes 
ascendieron a veinte mil. En el medio del operativo, la magistrada se de­
claró incompetente, superada por la rebelión popular a la que calificó co­
mo sedición. 

El gobernador se hizo presente en la ruta, con el objeto de capitali­
zar la protesta y caracterizó la difícil situación económico-social como 
una herencia del gobierno anterior. En este momento, se reinstituciona­
Iizó el conflicto: el Gobierno se había constituido en la región y había re­
conocido la legitimidad de los delegados "piqueteros" como interlocuto­
res. Luego de varias negociaciones se pactaron ciertas condiciones, entre 
las cuales se contaba la distribución de alimentos y abrigo, la suspensión 
de remates por parte del Banco Hipotecario Nacional, la firma de con­
venios para crear nuevas fuentes de trabajo, la concesión de créditos por 
parte del banco provincial para comerciantes y empresarios de la zona, 
entre otras. 

La segunda "pueblada" 

Pasados unos meses ele "tranquilidad", en abril de 1997 se desencade­
nó un nuevo conflicto, protagonizado esta vez por los docentes, que lleva­
ron a cabo un plan de lucha contra la sanción de la Ley Federal ele Educa­
ción, consistente en una huelga por tiempo indeterminado, movilizaciones 
y cortes ele ruta166• 

A este plan se fueron uniendo otros sectores. Padres y alumnos apoya­
ban la reivindicación docente y también adherían militantes de laCTA y 
de ATE. Se sumó el reclamo por el cumplimiento de lo acordado con el 
gobernador Sapag al finalizar los cortes de junio de 1996. El núcleo del 
conflicto se desplazó entonces a reclamos propios de cada uno de los sec­
tores que se iban sumando. 

Entretanto, desde la capital neuquina comenzaban las intimacionesju-

166 La sanción de la ley significaba el cierre de cursos y la anulación de cargos docentes, 
que iban a implicar más de mil despidos. La gran repercusión de estas medidas puede ser real­
mente apreciada si se tiene en cuenta que, en la provincia de Neuquén, uno de cada cuatro 
habitantes trabajaba para el Estado y que el 52% de los trabajadores estatales pertenecía al 
área educativa. 
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diciales para el desalojo de la ruta y se disponía la intervención de las fuer­
zas de seguridad. Los gobiernos provincial y nacional discutían qué fuer­
za -la policía provincial o la Gendarmería- sería la encargada de desa­
lojar la ruta, teniendo en cuenta que la decisión iba a acarrear altos costos 
políticos. 

Entre los manifestantes había posiciones radicalizadas, que proponían 
enfrentar a las fuerzas estatales y posturas moderadas. Entre los primeros 
se encontraba el grupo de los "fogoneros", en su mayoría menores de 20 
años, procedentes de barrios carenciados, que llevaban sus caras tapadas, 
porta~a.n piedras y gomeras y alimentaban el fuego provocado por los 
neumaucos quemados para cortar las rutas. Estos jóvenes manifestaban 
una enemistad con los "piqueteros", por entender que con el acuerdo ce­
rrado con el gobernador el aí1o anterior habían traicionado al pueblo de 
Cutral-Có. El liderazgo se desplazó hacia los "fogoneros" que se adueí1a­
ron del poder de decisión real en el avance del corte de ruta. El Gobier­
no, por su parte, afirmaba que este grupo no pertenecía a la provincia y 
que eran <uenos al reclamo docente y, por esto, exhortaban a la población 
a colaborar para aislarlos. 

En la madrugada dell2 de abril la Gendarmería procedió a desalojar 
la ruta mediante gases lacrimógenos, balas de goma y perros. El juez inter­
viniente -Osear Temis, subrogante de Margarita de Argüelles- dio las 
órdenes desde un vehículo fuertemente custodiado. Los manifestantes re­
sistieron con piedras y bombas molotov. A las 8.00 la ruta estaba totalmen­
te despejada. Sin embargo, la Gendarmería salió de la ruta, territorio na­
cional donde le correspondía intervenir, para penetrar en un barrio 
cercano al lugar del conflicto donde los habitantes arrojaban piedras. El 
desborde de Gendarmería provocó una reacción generalizada de los po­
bladores en defensa de los reprimidos, y se proclujó un enfrentamiento 
que terminó con varias detenciones. 

En este contexto murió Teresa Rodríguez. El hecho se inició cuando 
los bomberos advirtieron un foco de incendio en una vivienda -aparen­
temente producido por un gas lacrimógeno arrojado por oficiales de Gen­
darmería- y procedieron a la evacuación. Los fogoneros pensaron que el 
camión ele los bomberos iba a funcionar como un camión hidrante en apo­
yo de los gendarmes y comenzaron a apedrearlo. Al no poder intervenir 
la Gendarmería -pues estos hechos se producían en la ruta provinciall7, 
lugar vedado a su intervención- se pidió apoyo a la policía provincial que 
~a~ta el momento no había intervenido. Ante el avance de Jos efectivos po­
h~~al~s, los pobladores reaccionaron arrojando piedras. La policía respon­
dw disparando con armas ele fuego y uno de los proyectiles alcanzó a Te­
resa Rodríguez, de 24 aí'ios, quien murió mientras era trasladada al 
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hospitall67, Además, quince personas resultaron heridas y ou·as tantas fue­

ron detenidas. 
El juez Temis dispuso la retirada de la Gendarmería. Mientras tanto, a 

lo largo de la ruta 22 se mantenían y reforzaban los piquetes. La protesta 
se generalizó, multiplicándose los cortes y la participación de los poblado­
res. Según testimonios, cada cincuenta metros había un piquete.. . 

En los días siguientes al conflicto continuaron las asambleas dmnas, el 
espacio para la toma de decisiones. Como promotores de la protesta, ade­
más de Jos grupos mencionados y de las asambleas, se encontraba la Co­
misión Coordinadora de Asambleas, que Juego integraría la comisión en­
cargada de negociar con el gobernador. Los fog.~neros, al ocu~~r los 
primeros piquetes sobre la ruta 22, controlaban qmen entraba y qmen sa­
lía de las localidades de Plaza Huincul y Cuu·aJ-Có. 

La comisión de representantes de la asamblea de Cutral-Có y Plaza 
Huincul entregó al gobernador un petitorio168. Sapag envió una propues­
ta consistente en la concesión ele 1600 puestos de trabajo, que fue recha­
zada por la asamblea popular. Las tratativas se realizaron sin mediación 
institucional alguna: de la Iglesia -aunque en ciertos momentos el obis­
po Agustín Radrizzani funcionó como nexo entre los pobladores y el Go­
bierno- o de representantes políticos. El gobernador firmó finalmente 
un acuerdo con el gremio docente local (Asociación de Trabajadores de 
la Educación de Neuquén, ATEN) mediante el cual se resolvía el levanta­
miento del paro. El acuerdo fue duramente criticado por los padres, do­
centes y piqueteros, puesto que no se hacía referencia alguna a la situa-

ción general de las localidades neuquinas. . . . . 
Tanto desde el Gobierno nacional como desde el Ejecutivo provmCial 

se intensificaba el discurso que advertía sobre un posible "rebrote subver­
sivo" en las manifestaciones cuyos participantes tenían un fuerte apoyo de 
parte de organizaciones de derechos humanos y partidos de izquierda. 

Finalmente, el 18 de abril se decidió levantar el corte de ruta y acep­
tar el acuerdo con el Gobierno nacional y provincial, que incluía varios de 

167 A partir de los exámenes periciales efectuados sobre el. c~erpo de Rodríguez s~ de- , 
terminó que su muerte fue provocada por una arm~ de la pohcta. Como c?nsecuencm de 
las investigaciones, el agente Hugo Rudolf fue detemdo y proces~d? por laJuez~_Paul.a Sta· 
nislavsky, pero luego la Cámara de Apelaciones de ~a pala revoco d1cha. resolucwn, d~ctan­
do la falta de mérito y disponiendo además que laJueza de grado contmuara con la mves­
tigación. Finalmente, el 19 de octubre de 2001 la magistrada dictó el sobreseimiento 
definitivo del imputado. _ . 

168 En el petitorío se exigía, además de los doce puntos acordados el ano ~-ntenor, el 
retiro de la Gendarmería, la destitución del comisario de Cutral-Có, la suspenswn del ser­
vicio activo de los agentes que habían intervenid~ en la represión, q~e el 50% de las rega­
lías que obtenía la provincia de parte de las empresas petroleras y gas1feras quedaran en la 
zona, entre otras condiciones. 

' 1 

1. 



248 CELS 

los puntos que habían sido reclamados por los manifestantes a lo largo del 
conflicto iniciado con el corte de la ruta 22 en junio de 1996. Quedaban en 
estudio, sin embargo, las medidas de mediano y largo plazo. En el acta se fi­
jaron plazos y se constituyó una comisión de seguimiento. La firma de este 
convenio, que no contó con el consentimiento de los fogoneros, fue con­
siderada una "histórica victoria" del pueblo. 

1.7 Víctor Choque 
USHUAIA, PROVINCIA DE TIERRA DEL FUEGO, 03-04/95I 69 

Luego del cierre de dos importantes plantas industriales en Ushuaia, 
se produjo la toma de una de ellas, Continental Fueguina, donde los tra­
bajadores reclamaban salarios e indemnizaciones adeudadas. 

El 31 de marzo de 1995 se realizó una movilización hacia la Casa de 
Gobierno para exigir la intervención de su titular, José Estabillo. Luego de 
varias horas de esperar los trabajadores ingresaron a la Casa de Gobierno, 
donde fueron brutalmente reprimidos por la policía. 

Además, decenas de trabajadores fueron imputados por lajueza Cris­
tina Barrio nuevo en orden a los delitos de usurpación, resistencia a la au­
toridad y daii.os. Cinco de los trabajadores fueron llevados a juicio y con­
denados170 sobre la base del testimonio de catorce efectivos policiales que 
habían participado de la represión de los manifestantes. 

El 11 de abril la policía desalojó violentamente la planta -llegando 
incluso a disparar proyectiles de goma contra trabajadores que ya en el 
suelo procuraban protegerse-. Muchas personas resultaron heridas y 
otras tantas fueron detenidas171 . A raíz de lo acontecido, al día siguiente 
se realizó una importante movilización en la que participaron trabajado­
res de distintos gremios. La manifestación fue violentamente reprimida y 
dejó como saldo alrededor de veinte detenidos, cien manifestantes heri­
dos -doce de ellos con balas de plomo- y un obrero de la construcción 
de 35 años asesinado. Víctor Choque, primer ciudadano muerto en una 

169 De acuerdo con la queja presentada por la Central de los Trabajadores Argentinos 
(CTA) ante el Comité de Libertad Sindical del Consejo de Administración de la Organiza­
ción Internacional del Trabajo (OIT) en mayo de 2002 e información suministrada por la 
Dra. María del Carmen Verdú (abogada de la CORREPI). 

170 Se trata de Ángel Valle -secretario de organización del Sindicato Meta~úrgico ~e 
Ushuaia-: 18 meses de prisión en suspenso; Fabián Magdalena--<lelegado gretmal del Sm­
dícato Metalúrgico de Río Grande-: 13 meses de prisión en suspenso; Osear Martín~z. :­
secretario de organización del Sindicato Metalúrgico de Río Grande-: 13 meses de pnston 
en suspenso; Aníbal Setzes --<ielegado gremial del Sindicato Metalúrgico de Ushuaia-: 10 
meses de prisión en suspenso. 

l7l La Maga, edición digital, 18/2/98. 
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protesta social desde el retorno de la democracia, recibió un impacto de 
bala en la cabeza. El suboficial de policía Félix Polo fue condenado por 
homicidio simple a nueve ai1os de prisión. 

Entre quienes fueron detenidos a raíz de la muerte de Choque se en­
contraba el dirigente sindical Martínez, imputado cpmo autor mediato del 
hecho172. Tanto el fiscal de la causa, Juan Sebastián Galan·eta, como lajue­
za de grado, María Cristina Barrionuevo, que procesó a Martínez, y la Cá­
mara de Apelaciones, que confirmó dicho procesamiento, afirmaron que 
los dichos vertidos por el dirigente en la protesta habían dirigido los áni­
mos de los manifestantes a cometer actos de violencia y, en consecuencia, 
a la brutal represión que terminó con la vida de Víctor Choque173. El16 
de febrero de 1998 Martínez fue sobreseído por el homicidio y condena­
do por una figura relativa a la tranquilidad pública a una pena en suspen­
so y a la realización de trabajos comunitarios. 

Por otra parte, cuatro de los policías que participaron en la represión 
fueron procesados. 

2. Otros episodios 

2.1 Ciudad de Buenos Aires 

2. 1. 1 Manifestación de pacientes del PAMI 
PLAZA DE MAYO, CIUDAD DE BUENOS AIRES, 28/11/01 174 

En la madrugada del 28 de noviembre de 2001, unos cien policías desa­
lojaron a un grupo de ciento cincuenta personas con discapacidad que, des­
de el día anterior, realizaban una vigilia en Plaza de Mayo acompailadas por 
familiares y representantes de entidades comunitarias y de derechos huma­
nos. Reclamaban la falta de pago por parte del Estado a institutos que los asís-

172 Durante este acto de protesta Osear Martínez, secretario de organización de la UOM 
de Río Grande expresó, refiriéndose a quienes habían sido detenidos el día anterior: "va­
mos a arrancar a nuestros compaiieros de las garras de estos asesinos". 

173 Un informe de la Coordinadora Contra la Represión Policial e Institucional (CO­
RREPI) sei1ala que: "una abrumadora mayoría de testigos civiles coincidió en declarar que 
la rept·esión policial fue absolutamente indiscriminada y desproporcionada, q.u_edand_? cla­
ro que se emplearon armas de fuego, disparando a mansalva c_ontra la poblac~on el cha 1.2. 
matando a Víctor Choque e hiriendo a otras once personas, mtentras.que el cha 11 y el mt~ 
mo 12 se utilizaron postas de goma, no menos letales, resultando cast un centenar de hen­
dos ( ... ) Todos Jos heridos, hombres y nnueres (y Víctor Choque) estaban desarmados. Ca­
si todos los que fueron detenidos denunciaron apremios ilegales. Otros testigos 
denunciaron amenazas, insultos y vejaciones". 

J7.l Véase también Capítulo IV, acápite IV.2.3. 
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tían y denunciaban presiones ejercidas a través del corte de los servicios para 
poder cobrar175. Como forma de protesta se instalaron camas, armarios y me­
sas de luz, que representaban la situación de abandono de ocho mil quinien­
tos niíi.os y adultos, y que fueron retiradas por la fuerza policial en un camión. 
Sin embargo, los manifestantes decidieron continuar con su protesta. 

Los organizadores habían intentado infructuosamente entregarle un 
petitorio al entonces presidente, Fernando de la Rúa, pero fueron recibi­
dos por un asesor del jefe de Gabinete, Chrystian Colombo, y por el inter­
ventor del PAMI, Raúl Pistorio, que se comprometieron a darles una pron­
ta respuesta. A pesar de ello, fueron desalojados por la policía,l76 

2. 1.2 Manifestación de la organización Greenpeace 
CONGRESO NACIONAL, CIUDAD DE BUENOS AIRES, 10/02 

A fines de octubre de 2002, en el marco· de una protesta pacífica que 
se desarrollaba sobre las escalinatas del Congreso de la Nación I77 -donde 
miembros de Greenpeace simulaban ser legisladores sentados sobre inodo­
ros con la leyenda "Constitución Nacional"- contra la aprobación de una 
ley que permitía la recepción de residuos tóxicos producidos en Australia, 
la Policía Federal detuvo a 32 activistas que finalmente fueron liberados. 
Sin embargo, fueron procesados por el Dr. Juan E. García, a cargo delJuz­
gado Correccional nº 12 por el delito de "desobediencia y resistencia a la 
autoridad civil", contemplado en el artículo 239 del Código Penal. 

2.2 Provincia de Buenos Aires 

2.2. 1 Protesta en la ruta Panamericana 
PROVINCIA DE BUENOS AIRES, 04/09/94178 

En septiembre de 1994, la ampliación y remodelación de la ruta Pana­
mericana generó la preocupación de los vecinos en relación con el impac­
to ambiental de las obras previstas. Un estudio realizado por expertos de 

175 Clarín Digital, 28/11/01. 
170 

Gustavo Fernández, padre de un adolescente discapacitado que había permaneci­
do en la plaza, fue testigo del sorpresivo operativo, y señaló que: "(a]lrcdedor de las 3.15 de 
hoy unos cincuenta policías de civil y otros tantos uniformados, a cargo del comisario Da­
n.i~l Fernández, de la comisaría segunda, llegaron con un camión y sin dar ninguna intima­
C1on comenzaron a cargar las camas. Dos de las mqjeres que se enconu·aban con el grupo 
.de padres se subieron al camión para impedir que se llevaran nuestras pertenencias y fue­
ron b[\jadas a los empqjones ( ... ) los policías se fueron llevándose las camas y mesas de luz 
y sólo df'jaron las 40 sillas de ruedas". La Nación, 28/11/01. 

177 Información disponible en www.greenpeace.org.ar 
. 

178 
El C~LS agradece a Víctor Bardesi de la Agrupación Vecinos por Vicente López por 

la mformacwn aportada para este acápite, y a Fernando Domínguez por la ubicación del 
material jurisprudencia!. Véase también Capítulo III, acápite III.5.1. 
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la Universidad de Buenos Aires había advertido sobre las consecuencias 
del proyecto de ampliación del Acceso Norte sobre el Partido de Vicente 
López. La Agrupación de Vecinos de Vicente López y la Asociación Pro­
Vicente López convocaron entonces a la participación vecinal en defensa 
del medio ambiente. Las protestas consistieron en la marcha lenta de va­
rios vehículos por la Avda. General Paz (que entonces era angosta), desde 
puente Saavedra y luego sobre Panamericana hasta San Isidro o Vicente 
López. En total se realizaron cuatro o cinco marchas y en ninguna de ellas 
se prodqjeron inconvenientes de relevancia. 

No obstante, en relación con una de las movilizaciones -iniciada a las 
10.30 del 4 de septiembre- se presentó una denuncia penal ante la posi­
ble comisión del delito de entorpecimiento del transporte previsto por el 
artículo 194 del Código Penal. 

El intendente municipal de Vicente López, Enrique García, fue inda­
gado y procesado por considerarse que era prima Jacie autor penalmente 
responsable de aquel delito. En su declaración, el funcionario expresó que 
estaba en contra del proyecto en marcha en razón de que produciría da­
Ji.os sobre el medio ambiente y la desvalorización de los bienes inmuebles 
ubicados en el partido de Vicente López. Asimismo, afirmó que su parti­
cipación había tenido lugar en calidad de vecino afectado y no de inten­
dente municipal. La situación de García fue finalmente tratada por laSa­
la 11 de la Cámara Federal de San Martín 179, que revocó su procesamiento 
y lo sobreseyó, habiendo quedado firme dicha resolución. 

Para así decidir, el Tribunal analizó el caso teniendo en cuenta que 
había dos plexos de derechos enfrentados"( ... ) que tienen como centro 
a la libertad de tránsito y a la de reunión" y manifestó: 

"( ... ) es evidente que la afección al derecho de tránsito -aunque inne­
gablemente molesta, y de un potencial pero cierto mayor disvalor, y que 
de haber alcanzado mayor extensión, habría conducido a otra solución 
al Tribunal-, está situada en cuanto al valor protegido, en la medida en 
que ha sido menoscabado, en un nivel axiológico menor que el derecho 
de reunión y los a él conexos, que se tornarían en ilusorios si se impusie­
se para su ejercicio un respeto absoluto por el valor circunstancialmente 
contrapuesto en el caso. También sería mucho más duradero y extenso 
en sus efectos tal inteligencia desfavorable a él, pues amenazaría de mo­
do concreto la vigencia de una real forma republicana de gobierno, en 

179 C Fed San Martín; Sala la., c. Nro. 1603/95 Sec. 3 "DE ELlA, Marcos s /querella"; 
Juzgado Federal Nº 1 de San Isidro. Jueces: Narciso Juan Lugones,Jorge Eduardo Barra! y 
Hugo Rodolfo Fossati. 
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la que la posibilidad de las expresiones individuales y colectivas ocupa un 
lugar esencial ( ... ) 

"Pocos casos como éste resultan aptos para representar la función de 
!ajusticia con la imagen de la balanza; unos gramos más en el otro pla­
tillo y distinta hubiera sido la sentencia de este tribunaJ"lso. 

2.2.2 Manifestación de estudiantes en La Plata 
PROVINCIA DE BUENOS AIRES, 20/02/96 

El 20 de febrero de 1996, estudiantes del grupo Quebracho fueron 
brutalmente reprimidos mientras se manifestaban para impedir la realiza­
ción de una asamblea en la que la Universidad Nacional de La Plata 
(UNLP) trataba la reforma de sus estatutos para incorporar las normas 
previstas en la Ley de Educación Superior -lo cual implicaba restringir la 
participación de los estudiantes en los órganos de gobierno y autorizar el 
cobro de aranceles-. La asamblea había intentado reunirse cinco días an­
tes, pero los estudiantes habían bloqueado el acceso de los representantes 
al recinto mediante una cadena de manos entrelazadas. En esa ocasión la 
policía no había actuado y por ello fue criticada 181 • Días después modifi­
có bruscamente su accionar, cometiendo graves excesos. 

En la protesta del 20, policías de civil y sin identificación reprimieron 
a los manifestantes y 237 personas fueron detenidas, entre ellos estudian­
tes, activistas y transeúntes. 

Alrededor de las 18.30 de aquel día, unas trecientas personas se movi­
lizaron hacia el destacamento de la Guardia de Seguridad de Infantería 
para pedir la libertad de los detenidos; lanzando piedras intentaron ingre­
sar al lugar. La policía intervino intensamente con disparos de proyectiles 
de goma, y por ello varias personas resultaron heridas, entre ellos el cama­
rógrafo de Canal 13, Hernán Ramos, que recibió cuatro impactos y fue in­
ternado en el Instituto Médico PlatenseiB2, 

. , Como consecuencia de la represión pasaron a disponibilidad once po­
liCias bonaerenses, entre ellos el responsable del operativo, comisario ins­
pectorJulio Jorge Sáenz Saralegui, segundo jefe de la Unidad Regional La 
Plata. Por la agresión al camarógrafo Ramos, Saralegui fue, además, pues­
to~ disposición de !aJusticia penal junto con otros cuatro agentes y pos­
tenormente procesado. 

180 Op. cit., consid. Vl. 
181 La Nación Line, 25/2/96. 
182 La Nación Line, 21/2/96. 
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2.2.3 Ocupación de la Catedral de Mar del Plata 
PROVINCIA DE BUENOS AIRES, 06-27/07/99 
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El 6 de julio de 1999 un grupo de alrededor de doscientas personas 
conformado por mujeres acompañadas por sus hijos menores y hombres 
pertenecientes a agrupaciones barriales se movilizarán hacia la Municipa­
lidad del partido de General Pueyrredón para formular demandas de ca­
rácter social: trab~jo, alimentos, atención primaria de la salud. 

Al no ser recibidos por las autoridades del Gobierno municipal los ma­
nifestantes decidieron en asamblea dirigirse a la Catedral donde fueron 
atendidos por el obispo de la Diócesis local, monseii.orJosé MaríaArance­
do, quien les prometió interceder ante las autoridades comunales, provin­
ciales y nacionales. En un principio, el obispo solicitó a los reclamantes 
que regresaran a sus hogares, pero éstos le comunicaron que no abando­
narían el edificio de la Catedral hasta tanto no encontraran alguna solu­
ción a su problemática, frente a lo cual el religioso consintió la ocupación 
pacífica del inmueble. 

El día 22, el párroco José Ignacio Martínez, que no llevaba vestimenta 
que lo identificara como tal y que hasta entonces no había sido visto por 
los ocupantes, ingresó al interior de la Catedral, donde fue insultado, im­
pedido de rezar y luego expulsado a los empujones. Tres días después, el 
religioso sufrió agresiones similares en el exterior del templo. 

A raíz de estos sucesos, monsei'ior Arancedo solicitó a los manifestan­
tes que desocuparan la Catedral. El día 27, alrededor de las 9.00, personas 
ajenas al grupo de ocupantes los desalojaron a empttiones, palazos, desen­
cadenando un duro enfrentamiento. Al poco tiempo llegaron al lugar po­
licías de la Secciona! 1ª, que rodearon los laterales de la iglesia y espera­
ron la llegada del fiscal Al do Carnevale. Cerca del mediodía, al conocerse 
la orden de desalojo dispuesta por el juez de Garantías Marcelo Madina, 
arribó el Grupo Especial de Infantería de la Policía (GEO) y se prodttie­
ron nuevos enfrentamientos. Varias personas sufrieron heridas leves e in­
cluso un niíi.o de cuatro aílos fue golpeado183• Además, tres personas fue­
ron detenidas: Graciela Isabel Meza, Ricardo Alberto Berrozpe y Esteban 
Emilio Alí. Posteriormente, los detenidos fueron procesados por el delito 
de usurpación de la propiedad por turbación de la posesión o tenencia 
(art. 181, in c. 3 CP). 

En el juicio, los manifestantes resultaron absueltos. Para así decidir, el 
tribunal consideró la aquiescencia del obispo y el hecho de que el repre­
sentante del Miríisterio Público Fiscal no había acreditado que concurrie-

IB3 Clarín Digital, 28/7/99. 
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ran las circunstancias objetivas del ilícito (violencia o amenazas) ni el do­
lo requerido por la figura penal. Con respecto a las agresiones sufridas por 
el párroco José Ignacio Martínez, el tribunal manifestó que éstas no ha­
bían estado destinadas a la turbación de la posesión y destacó que, según 
el nombrado, el día 25 Emilio Alí le había pedido disculpas en razón de 
que ignoraba su condición clerical. 

2.2.4 Toma del Ministerio de Trabajo 
PROVINCIA DE BUENOS AIRES, 03/08/01 

Durante varios días de agosto de 2001 los representantes de ciento 
ochenta beneficiarios de planes de empleo provinciales, como el denomi­
nado BARRIOS BONAERENSES, protestaban por la falta de pago de los traba­
jos correspondientes al mes de julio de 2001184

• 

Luego de muchas negociaciones, el 3 de agosto se produjeron inciden­
tes frente a la sede del Ministerio de Trabajo de la provincia. Alrededor de 
las 7.15, unos doscientos miembros del Movimiento Teresa Rodríguez 
(MTR) de Florencia Varela ingresaron al edificio y lo mantuvieron "toma­
do" durante casi seis horas, intentando negociar con el titular del Minis­
terio, Aníbal Fernández. 

En el exterior, las fuerzas de seguridad desplegaban un importante 
operativo: alrededor de doscientos agentes de los cuerpos de Infantería, 
Caballería, grupos especiales, bomberos, carros de asalto, más de treinta 
patrulleros y varios móviles no identificables con efectivos vestidos de civil 
y ostentando armas cercaron el edificio y prohibieron la circulación a dos 
cuadras a la redonda185• 

Minutos antes de las 13.00 los desocupados decidieron abandonar el 
lugar. Roberto Martina, referente del MTR, manifestó: "hemos encon­
trado una amplia receptividad en el ministro, que va a evaluar la situa­
ción extendiendo la problemática social existente para luego darnos una 

respuesta"186• 

Sin embargo, mientras los desocupados -a los que se habían sumado 
miembros de la Unión de Trab¡¡Jadores Desocupados de Ensenada y Beris­
so (UTDEB) y del Partido de los Trabajadores por el Socialismo (PTS)- se 
dirigían a la estación de tren, a una o dos cuadras del Ministerio, agentes 

18·1 Cf1; Según sostuvo en la indagatoria Roberto Martina, uno de los referentes más co­
nocidos del Movimiento Teresa Rodríguez (MTR), los planes en cuestión consistían en pa· 
gos mensuales por trabajos en obra de entre 120 y 160 pesos. 

185 Página/12, 4/8/01. 
186 La Nación, 4/8/01. 
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policiales dividieron la columna y varios efectivos de civil intentaron apre­
hender a Roberto Martina ante el enojo de los manifestantes que, arrojan­
do piedras, trataban de impedir su detención. Según los miembros del gru­
po había personas con palos que no pertenecían a la agrupación. 

La policía avanzó sobre los manifestantes con balas de goma y bastona­
zos y detuvo a 59 personas, que fueron trasladadas a la Comisaría 2ª de La 
Plata, en donde por la noche tuvo lugar una protesta de quinientos mani­
festantes de distintas organizaciones estudiantiles y de derechos humanos 
que solicitaron su liberación. Los detenidos fueron indagados por los deli­
tos de coacción agravada y atentado y resistencia a la autoridad187• Entre 
los detenidos, según sostuvo la abogada María del Carmen Verdú, había 
cuatro personas absolutamente ajenas al conflicto, dos de las cuales fueron 
sobreseídas recién el 31 de octubre. 

En las actas correspondientes a las declaraciones indagatorias de los 
manifestantes constan preguntas tales como cuál era el color de las ban­
deras que portaba la agrupación, si los integrantes del movimiento utili­
zaban paii.uelos para identificarse, si habían recibido dinero por manifes­
tar ante la sede del Ministerio de Trabajo, o si conocían que alguien 
cobrara menos dinero del que le correspondiera de acuerdo con el plan 
del que era beneficiario. Luego de las indagatorias los detenidos fueron 
trasladados a la cárcel de Florencia Varela. Algunos denunciaron haber 
recibi'tlo malos tratos. En la cárcel, personal penitenciario les formuló 
preguntas similares a las referidas antes a muchos de los detenidos188• 

En la causa intervino el juez de Garantías Guillermo Atencio. Con pos­
·terioridad, se trabó una cuestión de competencia entre el juzgado de Ga­
rantías y el juzgado Federal del Dr. Coraza que demoró varios días en ser 
resuelta. A raíz de ello, los abogados de los manifestantes presentaron una 
acción de hábeas corpus ante la Suprema Corte Provincial, pero el mismo 
día, el juez federal dirimió la cuestión de competencia. Resolvió que no 
había coacción agravada y en consecuencia remitió las actuaciones a la jus­
ticia ordinaria. En razón de que la figura penal simple tiene menos pena 
que la figura agravada de competencia federal, luego de la resolución so­
bre competencia el juez de Garantías concedió la excarcelación a todos 
los detenidos. Sin perjuicio de ello, el proceso continúa. 

187 Intervinieron en aquella oportunidad abogados de la Coordinadora contra la Re­
presión Policial e Institucional (CORREPI), de H.IJ.O.S. La Plata y del Centro de Profe­
sionales por los Derechos Humanos (CeProDH). El tillllar de la UF! 1 de La Plata, De He­
redia, tomó las indagatorias. 

188 Respecto de este episodio en particular, la APDH La Plata realizó una denuncia y 
participa en la causa. 

,, 

¡, 
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2.3 Provincia de Chaco 

2.3. 1 Legislatura de la dudad de Resistencia 
PROVINCIA DE CHACO, 17/05/00 y 10/01 

Los episodios del 17 de mayo de 2000189 

CELS 

El conflicto entre los trabajadores del Estado provincial y el gobierno 
del aliancista Ángel Rozas -originado, entre otras cuestiones, por el con­
gelamiento de la bonificación por antigüedad para los salarios superiores 
a los 600 pesos- motivó la decisión de todos los gremios estatales de ini­
ciar un paro de actividades. 

Alrededor de dos mil personas iniciaron la protesta movilizándose ha­
cia la Casa de Gobierno. Luego un grupo de manifestantes se dirigió hacia 
la sede de la Legislatura, donde ese día serían tratadas cuatro leyes de 3Jus­
te remitidas por el gobernador --que por la noche fueron aprobadas-. En 
la Legislatura el despliegue policial contaba con unos cuatrocientos efecti­
vos locales, incluía tropas antimotines y policía montada. Un grupo de per­
sonas intentó ingresar al edificio y se produjo un duro enfrentamiento en­
tre la policía -que intervino con gases lacrimógenos y proyectiles de 
goma- y aproximadamente cien manifestantes. El grupo se dispersó, pero 
algunas personas lograron entrar a la sede Legislativa donde incendiaron 
una oficina. Se ocasionaron dai'ios en otros edificios públicos y en la casa del 
presidente del bloque aliancista, el diputado Guillermo Agüero. Por su par­
te, el secretario general de la Unión del Personal Civil de la Provincia 
(UPCP), Raúl Vallejos, denunció que un grupo de policías había ingresado 
a la sede del gremio -uno ele los que había convocado al paro y en donde 
muchos afiliados se protegían- arrojando gases y produciendo destrozos. 

Los acontecimientos del17 ele mayo dejaron como consecuencia quin­
ce heridos y ocho detenidos. 

Octubre de 2001: nuevos reclamos, la misma respuesta190 

El 3 de octubre ele 2001 fueron reprimidas unas doscientas personas 
-trab3Jaclores esta.tales, docentes y desocupados- que reclamaban fren­
te a la sede de la Legislatura provincial, esta vez por la no sanción de la ley 
de emisión de bonos provinciales (Quebracho) que, tal como había suce­
dido en mayo de 2000, finalmente fue aprobada. 

189 ClminDigital, 28/5/00. 
IDO Equipo Nizkor Derechos Human Rights / Serpaj Europa; 4/10/01. 
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Los efectivos policiales avanzaron luego de que los mani~estantes de­
rribaran un vallado que había sido dispuesto frente a la Legislatura .. Ba­
las de goma, gases lacrimógenos, perros y agua a presió~1 e~1frentaron a 
aquellos que rechazaban la política del gobierno prov~nCial. Luego _la 
Policía Montada avanzó contra los manifestantes, que mtentaban pro-

tegerse en calles cercanas191
. 

2.4 Provincia de Chubut 

2.4.1 Corte de la ruta naciona/3, altura ciudad de Tre/ew 
PROVINCIA DE CHUBUT, 08-09/06/97 

Alrecleclor de las 17.00 del 8 de junio ele 1997, un grupo de desocupa­
dos cortó parte de la ruta nacional 3, en Trelew, reclamando puestos ~e 
trabajo que garantizaran un ingreso mensual de 400 pesos y la pre~en~~a 
de las autoridades. Las nnueres, a su vez, protestaban contra la SeCietana 
de Promoción del Hombre de la Municipalidad de Trelew por la escase~ 
de los alimentos que estaban recibiendo y porque los comedores co~um­
tarios no funcionaban los sábados, domingos y feriados

192
: Concurr;ero~1 

al lugar el gobernador, Carlos Maestro: _:1 min~stro ele Gobt~rno,Jose Lms 
Lizurume y el ministro de Salud y Accwn Soct~l, Ca~·los Lmenzo. _ 

Luego de varias negociaciones con los funcwnanos,.en ~a tarde del d1a 
siguiente los manifestantes decidieron suspende!: trans1tonamente la me­
dida, esperando que el ministro de Salud resolviera los reclamos de em-

pleo y asistencia social que le habían .formulado.. . . . . . _ 
Sin embargo, las fuerzas de segundad y autonclades p1 ovmCiales tden 

tificaron en los acontecimientos a doce personas, que luego fueron pro­
cesadas por el juez federal de Rawson, Esteban Cer~a-cuñado del ~ob:r­
nador- en orden a los delitos previstos en los articulas 194 y 230, mctso 
1 del ci, en este último caso con la disminución del artículo 232. No ha 

habido condenas en el caso. 

191 Fueron detenidos en la Brigada ele Investigaciones del Chaco: ~iguel Án,gel ~argas, 
Luis Halupe, Ramón Sandoval, Manuel Ojeda, S~lv~stre Fogel, Franc1sto ~7a~c1Ja, ¡~~~~~~ Gómez Marina Frencia y Arnaldo Acosta, del Movtmtento de Desocupa( os <; u to, 
ra MoÚ~ano (a quien le robaron una cámara de video y le ~?mpiet:on las filmactones) ,Y Pa­
tricia Acui'ia de la Agrupación H.IJ.O.S. del Chaco; tamb1en Manso\ C~telleso, ca~(\tdata 

l
. 1 ' • 1 Polo Soc'1al En la Comisaría 1 a de Barranqueras estuvteron detemdos Ir-

a ( tputac a pot e · " 1 ¡ · · 1 de 
T Ca ·los Cet·rol Luis Rivero y Felipe Fernández, tambten e e movnmento (e -

ma orres, t • ¡ 1 1 1 H 'tal 
d El l.·· e 1 te estatal ele la UPCP Fernando Cuestas, fue tras a( ac o a ospt ' socupa os. • ( utg 1 • ' • " , 

Perrando a raíz de las testones que rec1bto. . . 
102 Trelew, la segunda ciudad de Chubut, tiene poco más de t~oven~a mtl hab~tnntes y, 

según datos de la Confederación General del Trab<U~ !~cal, l~1y chez nul desocupados. La 
Nación Line, 10/6/97. Véase también Capítulo III, acaptte III.o.4. 
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2.4.2 Corte de la ruta nacional3, altura ciudad de Comodoro Rivadavia 
PROVINCIA DE CHUBUT, 14/08/97 

CELS 

El 14 de agosto de 1997, en el marco de una huelga general convoca­
da por laCTA, se realizó una manifestación social, gremial y política por 
la cual fue cortada la ruta nacional 3, en Comodoro Rivadavia. El corte du­
ró dos horas y existía un camino alternativo para circular. 

Seis personas fueron identificadas y procesadas por la presunta infrac­
ción al artículo 194 CP193

• El14 de julio de 1999 elJuzgado Federal de Co­
modoro Rivadavia, a cargo del Dr. Ricardo Napolitani, condenó a Miguel 
Ángel Gatti -presidente de la Asociación Vecinal del barrio José Fuchs y 
militante comunista de Comodoro Rivadavia- y a Walter Dante Natera­
secretario general de ATE de la misma ciudad- a la pena de cinco meses 
de prisión en suspenso y costas por el delito de entorpecimiento del trans­
porte por tierra. Para que la sanción no se hiciese efectiva, ambos debían 
realizar trabé\ios no remunerados de dos horas por semana, durante dos 
años. Los abogados Eduardo Hualpa y Osear Zenón Acevedo, defensores de 
los condenados; interpusieron recurso de casación. El 22 de junio de 2000 
la Sala IV de la Cámara Nacional de Casación Penal194 anuló la sentencia 
condenatoria, apartó al juez de grado y remitió la causa a nuevo juicio195• 

2.4.3 Corte de la ruta nacional 3, altura ciudad de Trelew 
PROVINCIA DE CHUBUT, 04/06/02 

En las primeras horas de la maii.ana del 4 de junio de 2002 un grupo 
de doscientas personas conformado por desocupados de la UOCRA co­
menzó un corte de la ruta nacional 3, esperando dialogar con autoridades 

193 La causa es "Gatti Miguel Ángel y Natera Walter Dante y otros s/pta. Infracción Art. 
194CP". 

194 
Integrada por los Dres. Gustavo Hornos, Amelía Berraz de Vida! y Ana María Capo­

tupo de Durailona y Vedia. 
19

5 
En su resolución, el tribunal consideró que en el fallo condenatorio no se había rea­

lizado una correcta descripción de la acción supuestamente llevada a cabo por Gaui y Na­
tera para impedit~ estorbar o entorpecer el normal funcionamiento del transporte terres­
tre (art. 194 CP), setialando que, en casos como éste -en los que interviene un elevado 
número de personas- "( . .-.) el concepto de autoría adquiere particular significación, ha­
ciéndose necesario ( ... ) determinar los roles cumplidos en cada caso por cada uno de los 
sttietos presentes en el lugar( ... )". Por otra parte, cuestionó que el juez de grado calificara 
a la manifestación como no pacífica, para así descartar el ejercicio legítimo de un derecho 

. como causal de justificación, dado que dicha circunstancia fáctica no había sido incluida 
en la acusación, lo cual resultaba violatorio de la garantía de la inviolabilidad de la defensa 
en juicio. En consecuencia, el tribunal consideró arbitraria la reconstrucción fáctica de la 
sentencia del juez federal en su fallo. Por no estar descripta la participación de cada uno de 
los acusados en los hechos, por un lado, y debido a que se incorporó una característica del 
suceso (la violencia) que no había sido debidamente puesta en conocimiento ele la defen­
sa. Al momento de redacción de este informe no se había realizado el juicio de reenvío. 
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. L radios . los medios de comunicación difundieron de-
~l~r~~:~e;;~~l ¡~stendent~ José Gatica (UCR), solicitando públicamente 

la represión de los manifestantes. . . . 1 d 
La fiscal Estela Lamas prescindió de repnmJr el ~~~fhcto ~- uego a: 

u·es días un grupo de sindicatos encabeza~~~ por ATE nego~wAe: lev ~ 
tamiento del corte. De todas formas, se imcw un proce~o pena . os par 
. . 1 . tó la infracción a la norma del art¡culo 194 CP y fue-
~-~~:m;:e:e::d~s~:~uprisión preventiva el 13 de agosto d_e 2002. Entre 

. p sta'n baio proceso se encuentran Alfonso Islas Cardenas, H_ugo 
qmenes e ~ · d h Rubén Ricar­
Fernando Orrego,Juan Enrique Alff, Esteban Hal a~as~ . Y de la Cáma-
do Romero. La decisión fue apelada y se espera una ecJsJon 
ra Federal de Comodoro Rivadavia. 

2.5 Provincia de Córdoba 

2. 5_ 1 Corte de la ruta 38 en Cruz del Eje 
PROVINCIA DE CÓRDOBA, 08/06/00197 

El 6 de junio de 2000, en Cruz del Eje, la ciudad más golpead~ por la 
desocupación y la pobreza en la provincia de c.órdoba, dentre tresCJetnt~; 

el 1 ut:..1. nacwnal38 urante cua ro 
cuatrocientos desocupa ~s- corta~on ~r l . la ruta fue desalojada. 
ras. Luego de la intervencwn paCJ.fica e os vecmos,, . d a los ma-

Esa noche el intendente Mano Blanco (PJ) habla pro~etJ ~ el 1 
' T AJAR Sin embargo dos d~as mas tar e e 

nifestantes 390 programas RAB .. , • d d u ados que había existido 
funcionario informó a una comJswn e esoc p , . 

f .·, . l 'udad de Cruz del Eje sólo le senan asignados apro­
una con usion .. a a Cl ondían a todo el departa-
ximadamente cJen planes, pues los A390 co;resp . los manifestantes de­
mento que lleva el mismo nombre. nte e anunciO, el el l fi 1 Raúl 

' 1 t r la ruta Por or en e ¡sea cidieron en asamblea vo ver a cor a . . . , . . , . 
C sacio bajo la dirección del jefe de la policía, Lms lturn, esta repnmw 

d:rame~te cuando los desocupados intentaban acerca.rse a un puet~~e;~~ 
l -' C¡·uz del E]' e Tres personas resultaron hendas y cuatro cruza e 110 • • 

detenidas. . . · cantidad 
l t. , hasta el 9 deJUl1lO -con una Sin embargo e corte con muo . , 

1 de manifestante~ diez veces mayor a la del día anterio~·- y finalizo uego 
de que el ministro de Gobierno, O~car González, ofreCiera 360 puestos de 
trabajo y la liberación de los detemdos. 

IVG Uno de los gremios que reúne a los trabajadores estatales. 
197 Clarín Digital, 9 y 10/6/00. 

¡, 
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2.5.2 Protestas contra el intendente de la ciudad de Córdoba 
PROVINCIA DE CÓRDOBA, 11/01/02 

CELS 

El 11 de enero de 2002, más de cuatrocientos trab~adores municipa­
les y personas provenientes de distintos barrios obreros se reunieron en 
una asamblea en rechazo al anuncio del intendente Germán Kammerath 
según el cual la municipalidad no contaba con fondos suficientes para abo­
nar a sus empleados los sueldos de diciembre. Desde hacía ya dos años, los 
empleados denunciaban licitaciones irregulares y desmantelamiento ele 
servicios y la protesta se sumó al contexto ele conflicto general del muni­
cipio -falta de inspectores de tránsito, basura domiciliaria sin recolectar 
y carencias de insumas básicos en los dispensariosl9B_. 

Se produjo un brutal enfrentamiento con la policía local-piedras y pro­
yectiles caseros de un lado y balas ele goma del otro-- en el que diez emplea­
dos resultaron heridos y al menos dos personas fueron detenidasl99. 

2.6 Provincia de Jujuy 

2. 6. 1 Protesta de desocupados en la ciudad de San Salvador 
PROVINCIA DEJUJUY, 20/09/02200 

El 20 de septiembre de 2002 desocupados de la Corriente Clasista y 
Combativa (CCC), ATE y otras organizaciones, convocaron a una concen­
tración para "que se vayan todos". Finalizada, hubo una violenta interven­
ción policial que concluyó con ciento nueve detenidos, decenas de heri­
dos y la rotura de los frentes de vidrios de veintinueve negocios, quince 
automóviles y dos patrulleros dailados. 

Entre los detenidos hubo hombres, mujeres -acompailadas por ni­
ños- y adolescentes, dato que fue confirmado por el jefe de la policía lo­
cal, el coronel (R) Carlos Carrizo Salvadores. El conflicto comenzó al fi­
nalizar el acto en la plaza Belgrano, frente a la Casa ele Gobierno, donde 
unas tres mil quinientas personas exigían que "todos (los políticos) se va­
yan a la casa". En la desconcentración por la calle Necochea, en el centro 
de la ciudad de San Salvador clejt~uy, se proclt~o un intercambio de pala­
bras e insultos entre manifestantes y policías. Entonces, un grupo de la 
Guardia ele Infantería de la policía comenzó a tirar gases lacrimógenos y 

198 Página/12, 12/1/02. 
199 Clmin, 12/1/02. 
2~0 Parte sustancial de la información ha sido suministrada por la abogada Mariana Var­

gas, titular de la defensa de varios de los militantes de la Corriente Clasista y Combativa 
(CCC) dejqjuy. Véase también Capítulo III, acápite III.4.3. 
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balas de goma contra los desocupados. Éstos respondieron con ~ied~~ m~e~­
tras eran perseguidos hasta el puente Necochea (sobre el no XIbi-Xibt) 
donde hubo varios detenidos. 

La fuga masiva, la represión policial y los incidentes se trasladaron lue­
go hacia la zona de la terminal de ómnibus donde, en medio ele ~na nu­
be de gases, se registraron más detenciones. Los desocupados corneron a 
ocultarse y protegerse en casas particulares de los barrios Mariano More­
no, Cuyaya y Cerro Las Rosas, pero esto no puso freno a la acción policial 
cuyos efectivos entraban violentamente en las viviendas -algunas veces 

b 1 " 1 t- 201 pateando las puertas- y saca an a os JOVenes a a ras 1 a . , 
El mismo 20 de septiembre, también, eljuezjuárez Almaraz ordeno 

la captura de otras 23 personas, integrantes de la Corriente ?lasista y 
Combativa (CCC). Muchas ele ellas, al ver que algunos campaneros ha­
bían recuperado su libertad, se presentaron ante el juez y fueron indaga­
das el 15 de octubre202 . 

2.7 Provincia de La Rioja 

2. 7. 1 Corte de ruta en Aimogasta 
PROVINCIA DEL\ RIOJA, 25/05/01 

En Aimogasta, 100 kilómetros al norte de la capital provincial, unas 
cincuent~ familias de pequeílos productores -aproximadamente dos­
cientas personas, entre ellas ancianos y niílos-, que habían cortado par­
cialmente la ruta 75 en protesta por el b~o precio de la aceituna, fueron 
severamente reprimidas po~- la policía de La Rioja, con balas de goma y 
gases lacrimógenos. . .. 

Los manifestantes querían impedir el paso frente a la posibihdac\ ele 
que arribaran camiones con aceitunas de otras provincias con destino a las 
industrias ele Aimogasta2°3• Alrededor ele las 20.30 del 25 ele marzo, la In­
fantería arribó al lugar y comenzó a reprimir. Los olivicultores resistieron 

201 Al mes de octubre de 2002, del total de detenidos, sólo uno permanecía en esa ~i­
tuación, el resto continuaba sometido a proceso a disposición del juez Juárez A.lmaraz._ E~ 
la persecución de los manifestantes !aJusticia provincia~ utilizó el artículo ~1.3 ~Is del Codt­
go Penal que, como hemos señalado en capítulos antenores, carece de legitumdad sustan­
tiva. Si bien ninguno de los manifestantes está procesado actualmente en orden a esta_fi!l"u­
ra, el juez ele Intervención ha dictado respe?t~ .de muchos de. ell~~ auto d: falta ele mento, 
lo que no erradica de modo absoluto la posibthdad de su aphcacwn futm a. 

202 Una de las abogadas defensoras en el proceso, Mariana Vargas, denunció que mu~has 
personas fueron imputadas sólo en virtud de su filiación si~dic~l, por ejemplo, lodos los m_te­
grantes de las comisiones direcúvas del sindi~at.o S~OM (S_mchcat~ ~le Empleados)' Obrews 
Municipales), aun cuando en algunos casos m s1qmera habmn paructpado de la marcha. 

203 ClminDigital, 26/3/01. 
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el desalojo hasta que finalmente la ruta quedó despejada, dejando ocho 
manifestantes detenidos y ocho heridos. 

2.8 Provincia de Misiones 

2.8.1 Protesta en la ruta 12 
PROVINCIA DE MISIONES, 02/0220'1 

En febrero de 2002, tras haber participado de movilizaciones de pro­
testa realizadas por grupos de desocupados sobre la ruta 12, que une Po­
sadas con Iguazú, tres integrantes del Frente Nacional contra la Pobreza 
(FRENAPO) y una religiosa de la Diócesis de Puerto Iguazú fueron dete­
nidos y trasladados por efectivos de Gendarmería hasta la localidad de El­
dorado, por imputárseles el delito de entorpecimiento del transporte (art. 
194 CP) .Julio Benítez, Laura Giménez, Cristina González de Benítez y la 
hermana Adela Helguera fueron posteriormente procesados por el juez 
Archiro Doi, a cargo del Juzgado Federal nº 2 de Eldorado, 

2.8.2 Detenciones y hostigamientos en la ciudad de Posadas 
PROVINCIA DE MISIONES, 05-06/02205 

Desde el 29 de mayo de 2002 un grupo de agricultores y peones rurales, 
en coordinación con las organizaciones gremiales CTA, CCC y otras organi­
zaciones empresariales y profesionales inició una serie de movilizaciones se­
manales pacíficas contra la política general del Gobierno que, entre otras 
cosas, ha traído como consecuencia gravísimos índices de desnutrición in­
fantil, el colapso casi total del sistema de salud pública, el au·aso en el pago 
de sueldos estatales y altísimos niveles de pobreza e indigencia206. 

El 27 de junio a las 21.30, tres personas de civil detuvieron a Gustavo 
Escurra, militante de la CCC, lo encapucharon y lo obligaron a subir a un 
automóvil Ford Falcon verde mientras era amenazado de muerte. Al día 
siguiente veinte personas fueron detenidas en un corte de ruta a la altura 
de la localidad de San José, a 60 km de Posadas. 

· 204 Véase Queja presentada por la .Central el~ l?s Tr~~ajadores Árge~tin.~s CTA ante. el 
Comité de Libertad Sindical del Consejo de Admmistracion de la Orgamzacwn InternaciO­
nal del Trabajo (OIT). Mayo de 2002. Página/12, 13/02/02. 
• 205 La mayor parte de la información fue suministrada por María. Sil~•ia Como une. 

206 Entre las manifestaciones se cuenta, por ejemplo, la del13 de JUmo, en la Plaza Cen­
u·al9 de Julio, a la que concurrieron casi diez mil personas. Con relación a los índices de nu­
trición de la provincia, en junio de 2002 el ~inisteri~ _de Salu~l registraba ~ás .de ~7. mil ni­
ños y niñas desnutridos, de acuerdo con la mforrnac10n pubhcada por el dmno digital Vox 
Populi, ell8 de noviembre de 2002. 
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2.9 Provincia de Neuquén 

2.9.1 Detención de gremialistas 
PROVINCIA DE NEUQUÉN, 11/01/02 
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De los casi tres mil trabajadores que hasta fines de enero de 2002 ha­
bían sido procesados en todo el país por su participación en cortes de ru­
ta y actos de protesta, la cifra más alta se registra en la provincia de Neu­
quén donde 400 personas se hallan en esa situación207. 

El 11 de enero de 2002 cuatro dirigentes de la CTA y de la Asociación 
de Trabajadores del Estado (ATE) de Neuquén -Julio Fuentes208, secre­
tario general, Horado Fernández, Hilda 'Tita" Locatti y Miguel Peralta­
fueron detenidos bajo los cargos de coacción agravada, daños y lesiones. 
Dos de ellos fueron llevados desde el local sindical y los otros dos luego de 
sendos allanamientos en sus domicilios. 

La causa se originó en un acontecimiento que se había producido dos 
días antes. Pero el conflicto entre los gremialistas y el Gobierno erabas­
tante más general: una movilización popular convocada por ATE y CTA 
poco tiempo atrás había impedido que el gobernador Jorge Sobisch con­
cretara una denominada "alianza estratégica" con la compañía española 
Repsol2°9 y la privatización del sistema jubilatorio y de asistencia social con­
centrados en el Instituto de Seguridad Social de Neuquén (ISSN). 

El 9 de enero se realizó una protesta por la suspensión de las pres­
taciones médicas a cincuenta mil afiliados y el retraso en el pago de ju­
bilaciones -que con tras taba con un plan de jubilaciones de privilegio 
para funcionarios judiciales que se había puesto en práctica210-. Cuan­
do todos los gremios estatales reclamaban por el vaciamiento del ISSN, 
un grupo de manifestantes, entre los que se encontraban los menciona­
dos dirigentes de laCTA y de ATE de Neuquén, ingresó al cuarto piso 
de la sede del instituto agrediendo al titular del organismo, Gerardo 
Hettinger. 

En las declaraciones indagatorias, los gremialistas se limitaron a ex­
presar que no tenían vinculación con las agresiones a Gerardo Hettinger. 
Los abogados defensores, Sergio Mayorga y Juan Kairúz, expresaron su 

207 Verbitsky, Horado, "caso testigo", Página/12, 22/1/02. 
20B Al momento de los hechos el gobernador Sobisch ya había iniciado varias causas pe­

nales contra Fuentes por su participación en actos de protesta. 
209 La supuesta "alianza estratégica" con Repsol significaba la prórroga por diez ailos 

de la explotación de Loma de La Lata (el mayor yacimiento gasífero de América y uno de 
los más grandes de petróleo) y por ello una transferencia de ingresos de 40 mil millones de 
dólares a la empresa espaiiola, Verbitsky, Horado, Página/12, 22/1/02. 

2IO Art. cit. 

11 
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disconformidad con el proceder del juez, quien al momento de las indaga­
torias no había notificado correctamente a los detenidos de las acusaciones 
y había negado a los letrados la posibilidad de conocer el expediente. 

Al día siguiente, el juez Alfredo Velasco Copello rechazó los pedidos de 
libertad respecto de los detenidos y los acusó de coacción agravada por en­
tender que los sucesos tenían como fin hacer renunciar "a los golpes" a Het­
tinger. Sin embargo, el propio Hettinger y otros quince testigos declararon 
que no mediaron palabras ni amenazas por parte de Julio Fuentes o los otros 
procesados. Ese mismo día se confirmó que había otras siete personas con 
pedido de captura, entre ellos el secretario adjunto de ATE, César Sagredo, 
y la secretaria gremial Alejandra Barragán. El magistrado rechazó los pedi­
dos de eximición de prisión presentados en favor de éstos, pero accedió a 
un pedido del abogado Juan Kairuz de disponer el arresto domiciliario pa­
ra Hilda Locatti, quien tenía más de 60 aí'ios. 

Ell3 de enero, alrededor de mil quinientos militantes de ATE y traba­
jadores y dirigentes de izquierda se movilizaron para reclamar la libera­
ción inmediata de los detenidos. 

Cinco días más tarde, el juez Velasco Copello tomaba nuevas declara­
ciones a testigos mientras unas tres mil personas se convocaban en una ma­
nifestación de heterodoxa conformación, procurando conseguir una de­
finición favorable con relación a los cuatro dirigentes detenidos. 

Ese mismo día, Roberto Peíi.a, colaborador de Julio Fuentes, fue se­
cuestrado. Según denunció, en la Comisaría 5ª de Centenario le pegaron 
y lo amenazaron de muerte211. . 

El23 de enero, durante la feria judicial, la Cámara Penal avaló al juez 
Velazco Copello y negó la excarcelación a Julio Fuentes, quien ya llevaba 
doce días detenido. Al día siguiente seis mil personas reclamaron en la ca­
pital neuquina la liberación de los dirigentes gremiales. En esta manifes­
tación participaron, junto a ATE, UOCRA y CTERA, legisladores del PJ y 
del ARI. El juez debía decidir, al día siguiente, la situación procesal y la li­
bertad de los detenidos. 

El sábado 26 a las 3.00 Fuentes, Locatti y Fernández recuperaron la li­
bertad, cuando el juez Ve lasco Copello decidió que no tenía elementos pa­
ra resolver si los acusados habían o no cometido coacción agravada. El ma­
gistrado seíi.aló que no logró obtener pruebas suficientes "que permitan 
afirmar que Fuentes y Fernández hayan instado a los manifestantes a des­
plegar las conductas ilícitas" que sucedieron el 9 de enero212, La decisión 
judicial, además, incluyó el levantamiento de cuatro pedidos de captura. 

211 Art. cit. 
212 Diario Río Negro, edición digital, 29/01/02. 
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2.1 O Provincia de Río Negro 

2.10.1 Corte de la ruta 237 en Bariloche: la condena 
a la maestra Marina Schifrin 

PROVINCIA DE RÍO NEGRO, 21/03/97 213 
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El 21 de marzo de 1997, entre las 13.30 y las 15.00, alrededor de tres­
cientas personas convocadas por distintas agrupaciones cortaron la ruta na­
cional 237 cerca de la estación terminal de San Carlos de Bariloche y sobre 
el puente Ñireco, en protesta contra las reducciones salariales impuestas por 
el Gobierno provincial y en defensa de la educación pública. A raíz de estos 
sucesos, el juez federal de Bariloche Leónidas Moldes condenó a la maestra 
Marina Schifrin, quien había participado en la manifestación, a tres meses 
de prisión en suspenso como coautora del delito de impedir y entorpecer 
el normal funcionamiento de los medios de transporte por tierra y aire sin 
crear una situación de peligro común (194, CP). El magistrado dispuso, ade­
más, que Schifrin no podría concurrir durante dos años a concentr;,lciones 
en rutas interjurisdiccionales donde se reunieran más de diez personas. 

La defensa, al recurrir en casación, cuestionó el juicio sobre la tipici­
dad de la conducta y, subsidiariamente, invocó el ejercicio de un derecho 
como causal de justificación, alegando, en ambos casos, que los hechos 
que motivaron el proceso estaban amparados por los derechos constitu­
cionales de expresión, reunión, asociación y petición a las autoridades. 

La Sala I de la Cámara Nacional de Casación Penal (CNCP) confirmó 
por mayoría la condena y convalidó una preocupante Iíneajurisprudencial 
que otorga cobertura institucional al control penal sobre la acción políti­
ca. Es de a estacar -por su inusitado apartamiento de toda concepción mí­
nimamente sustantiva de la democracia-la afirmación de los jueces Alfre­
do H. Bisordi y Liliana E. Catucci según la cual la "única forma legítima y 
verificable" de la expresión soberana del pueblo es el sufragio mientras que 
"otros tipos de expresión de la voluntad popular, tales como reuniones mul­
titudinarias en plazas o lugares públicos, encuestas, huelgas, lock-outs u 
otros medios de acción directa, no reflejan realmente la opinión mayorita­
ria del pueblo, sino a lo sumo la de un grupo sedicioso". 

Aun cuando seii.alaron que "se ha iniciado desde hace casi seis at'ios 
una forma de protesta social consistente en diarios cortes de ruta y cami­
nos en todo el territorio", los magistrados concluyeron de todos modos 
que la absolución de la maestra hubiera sido "una formidable contribu­
ción al caos, la anarquía y la destrucción de los derechos". 

213 Véase también un análisis de la resolución judicial en Capítulo III, acápite III.3.5. 
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2.11 Provincia de Santa Cruz 

2. 11. 1 Corte de la ruta provincial43, localidades de Las Heras 
y Pico Tr-uncado 

PROVINCIA DE SANTA CRUZ, 07-08/02 

CELS 

El 27 de julio de 2002, un grupo de desocupados cortó la ruta provin­
cial 43, que comunica la localidad de Las Heras -con nueve mil quinien­
tos habitantes y un índice de desocupación cercano al 30%- con Pico 
Truncado214. Otros trabajadores decidieron bloquear parcialmente la ru­
ta provinciall2, para exigir que la petrolera Repsol-YPF cumpliera el con­
venio colectivo de los "ayudantes de oficio" que daría trabajo a casi tres­
cientas personas en la zona norte de la provincia. 

En los días que siguieron se registraron problemas de abastecimiento 
en diversas localidades, como Los Antiguos, donde las autoridades muni­
cipales radicaron una denuncia penal ante la jueza Cristina Lembeye, 
quien ordenó dos veces el desalojo de los piqueteros. A pesar de tal reso­
lución, la policía no intervino. 

Desde el Gobierno local, el subsecretario de Interior de la provincia, 
Juan Bontempo, manifestó que la protesta era parte de estrategias funcio­
nales a la Secretaría de Inteligencia del Estado (SIDE), que buscaba gene­
rar situaciones de intranquilidad en la provincia. El funcionario seí'ialó, 
además, que la decisión de que las fuerzas de seguridad no actuaran ha­
bía sido tomada por el gobernador Néstor Kirchner215. 

La situación se complicó el 5 de agosto por la maí'iana, cuando una ca­
mioneta de una empresa contratista de Repsol-YPF embistió a los manifes­
tantes, e hirió a doce de ellos. Ante esta circunstancia el conflicto se agu­
dizó. Cerca de veinte desocupados se dirigieron a la playa de tanques de 
Repsol-YPF y amenazaron con provocar una explosión. 

En ese contexto se realizaron varias reuniones entre desocupados y au­
toridades municipales; el intendente de Las Heras,José Luis Martinelli, via­
jó a Río Gallegos para reunirse con el gobernador, llevando un pe ti torio que 
incluía fuentes ele u·ab~o con 700 pesos de sueldo, contratación de una Ase­
guradora de Riesgos de Trabajo (ART) y de una obra social, y el expreso pe­
dido de que se exigiera a la compaí'iía peu·olera el puesto de ayudantes de 
oficio216. 

El6 de agosto lajueza Lembeye dispuso una nueva orden de desalojo pe­
ro nuevamente la policía no actuó. Esa tarde se decidió en asamblea que el 

214 La Nación Line, 6/8/02. 
215 La Nación Line, 1/8/02. 
21G Ibídem. 
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piquete fuera levantado hasta tanto se conociera el resultado de la reunión 
que mantendrían en Río Gallegos autoridades provinciales y municipales pe­
ro alrededor de cincuenta manifestantes se reunieron en la playa de tanques. 

A través del Sindicato de Petroleros Privados de Santa Cruz, la empre­
sa ofreció 80 puestos de trabajo y la provincia insistió sobre la oferta de 
crear trabajo por medio ele las cooperativas que tienen a su cargo la obra 
pública en las localidades del norte santacruceíi.o. Si bien en un principio 
los desocupados exigían 200 puestos, el día 7 se arribó a un acuerdo y de­
socuparon la playa de tanques: se otorgarían 80 empleos en distintas em­
presas petroleras, sueldos de 500 pesos y aportesjubilatorios217. 

2.12 Provincia de Tucumán21 8 

2. 12. 1 Protestas sociales y respuestas del Estado 
PROVINCIA DE TUCUMÁN, 12/01-10/02 

La provincia de Tucumán atraviesa en la actualidad una profunda cri­
sis socioeconómica e institucional, especialmente agravada a partir de di­
ciembre ele 2001. Entre esa fecha y los primeros meses de 2002 el 62,9% 
de la población de la provincia estaba bajo la línea de pobreza219 y la de­
socupación superaba el 20% -75 mil jefes y jefas de hogar se encontra­
ban sin empleo220-. Esos datos, sumados a la devaluación de los salarios 
y el atraso en los pagos, la suspensión de varios subsidios a desocupados, 
el colapso ele los sistemas estatales de salud y educación y, por otro lado, 
un mayor reclamo de transparencia ele los actos de gobierno e indepen­
dencia de los poderes estatales por parte de los ciudadanos, llevaron la 
conflictividad a un nivel sin precedentes. 

En este contexto, se multiplicaron los reclamos encabezados por las 
organizaciones de desocupaclos221 . Sólo entre diciembre de 2001 y octu-

217 Clarín Digital, 8/8/02. 
218 Este acápite ha sido elaborado a partir del informe Climilwlización de la p1vtesta social y 

otras mpuestas estatales ante la protesta en Tucumán, Diciemb1~ de 2001a Octub1~ de 2002, íntegra­
mente elaborado por el Programa de Educación e Investigación de ANDHES (Abogados y 
Abogadas del Noroeste Argentino en Derechos Humanos y Estudios Sociales), con la colabo­
ración de Leonardo Filippini, Andrés Carmendia, Manuel Carda Fernández y Elina N azar. 

219 Informe provincial Tuczúnán A/nil de 2002, Sistema de Información, Monitoreo y Eva­
luación de Programas Sociales, Presidencia ele la Nación, 2002. 

220 En algunas ciudades que solían vivir ele la industria azucarera (antaño principal ac­
tividad ele la provincia y hoy en una gravísima crisis) la tasa de desocupación llega a un 60% 
de la población económicamente activa. 

221 De acuerdo con informes ele la Secretaría de Seguridad Interior de la Nación que 
los medios de comunicación difundieron en octubre de 2002, Tucumán ocupaba el tercer 
lugar en el país en cuanto al número de protestas realizadas desde el comienzo del año. La 
Nación, 'Se mantiene alto el piso de las protestas", 15/10/02. 
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bre de 2002 se produjeron al menos 185 protestas de diferentes tipos con 
un grado de participación variable222 . Las rutas de la provincia fueron cor­
tadas al menos en 61 oportunidades y se realizaron unas 70 manifestacio­
nes frente a la Casa de Gobierno en San Miguel de Tucumán. Los ejes de 
las protestas eran cuatro: ayuda social, pago de salarios atrasados, transpa­
rencia y buen gobierno. 

Frente a estos reclamos, la acción estatal tuvo dos manifestaciones, por 
un lado, la criminalización del corte de ruta como forma de manifestación 
del descontento social y -con esa base-la persecución judicial de líde­
res sociales. Por otro lado, el intento de quitar legitimidad a los reclamos 
y justificar de esa forma la represión por la fuerza. La protesta social y la 
respuesta estatal en Tucumán, si bien compartieron rasgos similares a los 
del resto del país, tuvieron características distintivas a nivel local que me­
recen ser analizadas, por el peligro que entraíi.an para la vigencia de los 
derechos humanos y la democracia en la provincia. 

Criminalización de la protesta: el acoso judicial 

En Tucumán, el dirigente de la Corriente Clasista y Combativa (CCC) 
Rubén Porta, el dirigente del Frente de Sindicatos Municipales del Inte­
rior (FSMI), el titular del Sindicato Municipal de AguiJares Vicente Ruiz, 
y el dirigente del Sindicato de Trabajadores de la Construcción (Sitracon), 
Celso Sosa, fueron perseguidos judicialmente por cortes de ruta realiza­
dos con anterioridad al año 2001. Ruiz llegó a tener alrededor de una de­
cena de causas en su contra y, aunque fue absuelto en varias de ellas, aún 
pesan sobre él varios pedidos de embargo y constantemente es llamado a 
presentarse ante los tribunales, lo que constituye una forma de hostiga­
miento personal. La Cámara Federal de Apelaciones de Tucumán confir­
mó el procesamiento y embargo por 5000 pesos en contra de José Anto­
nio Teri, titular del Sindicato del Personal de Vialidad, por un corte de 
ruta producido el2 de septiembre de 1999, bajo la figura delictual de "in­
timidación pública". 

Esta persecución estatal tuvo su auge durante el gobierno de Antonio 
Bussi223 pero continuó durante el actual gobierno justicialista. 

222 Informe "Datos sobre la protesta social en Tucumán", ANDHES, mimeo, septiem­
bre de 2002. 

223 Ex ftmcionario durante la última dictadura militar en Argentina, acusado de críme­
nes de lesa humanidad y en libertad por las leyes de amnistía sancionadas en Argentina du­
rante la década de 1980. 
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La represión del 6 de febrero de 2002 

El 6 de febrero de 2002 una manifestación de la Corriente Clasista.y 
Combativa solicitaba la creación de puestos de trabajo transitorios para de­
socupados del sur de la provincia. El grupo -unas trescientas personas en 
su mayoría mujeres, niiios y jóvenes- fue reprimido con gases lacrimóge­
nos en pleno centro de la ciudad. Como resultado, alrededor de veinte 
personas resultaron heridas224 y se denunció la presencia de infiltrados 
que promovían los desmanes para justificar la intervención policial. 

El despliegue de seguridad para amedrentar las protestas 

El 9 de septiembre se realizaría una manifestación frente a la Casa de 
Gobierno en reclamo del pago adeudado de 30 mil pesos en subsidios es­
tatales a comedores infantiles del sur de la provincia. El Gobierno desple­
gó un batallón de Gendarmería Nacional de cuatrocientos efectivos con 
base en Santiago del Estero225 . Estos agentes y cuatro mil policías provin­
ciales militarizaron la ciudad desde el día anterior a la protesta. En medio 
de una sofocante vigilancia, el acto se concretó sin incidentes, aunque la 
participación mermó notablemente ante el temor provocado por el ope­
rativo de seguridad. El Gobierno realizó además una denuncia preventiva 
en !ajusticia Federal por posibles disturbios, lo que constituye un hecho 
inédito en materiajudicia!226. 

En general, el acoso y la represión se traducen en prácticas como ame­
nazas, agresiones y provocaciones de agentes policiales y de servicios de in­
teligencia en los actos públicos, la prohibición del paso a los manifestantes 
que vienen del sur a la capital por medio de controles de ruta, o declara­
ciones en torno a la filiación política de izquierda de las agrupaciones, pre­
tendiendo negarles, con este argumento, la representación de los sectores 
más necesitados. 

La intervención de fuerzas paraestatales en el control de las protestas 

Entre diciembre de 2001 y octubre de 2002 se registró la participación 
en tareas estatales de gran importancia (como las relativas a seguridad) de 
actores paraestatales, relacionados con sectores gremiales partidarios del 

22·1 La Gaceta, 7/2/02. 
225 El operatil•o ocasionó al Gobierno prm~ncia\ un gasto de 35.490 pesos. La Gacela, 

4/10/02. 
220 La Gacela, 27/09/02. 
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actual Gobierno provincial. Estos grupos han ido consolidando su poder 
durante los últimos años y -a cambio de dinero e influencias- han lle­
gado a actuar como una fuerza parapolicial al servicio del Estado tucuma­
no, ejecutando acciones que la ley y la democracia prohíben. 

Se trata principalmente de dos grupos que responden: por un lado, a 
los dueños de la empresa de remises "5 estrellas" y directivos del gremio 
ARUT (Asociación de Remiseros Unidos de Tucumán), muy conocidos a 
nivel local por su accionar como grupo delictivo de tipo mafioso durante 
la década de 1980. Por otro lado, algunos sectores sindicales partidarios 
del actual Gobierno, encolumnados tras la figura del dirigente sindical 
Juan jesús Soria y algunos otros "punteros" políticos con gran capacidad 
de movilizar personas para actos proselitistas. 

Su enfrentamiento con las fuerzas policiales y con las de Gendarme­
ría Nacional es notoria227 y algunos hechos evidencian su poder e impu­
nidad228. Pero lo más preocupante es su conexión con el Gobierno de la 
provincia. 

Las acciones delictivas comunes o actos mafiosos encuentran su mayor 
gravedad cuando entran en connivencia con los poderes públicos, confor­
mando un poder de choque paraestatal en las protestas sociales, como 
muestran los casos que se relatan a continuación. 

Durante los días 19 y 20 de diciembre de 2001, por ejemplo, la remi­
sería "5 estrellas" y el dirigente Jesús Soria y sus seguidores fueron llama­
dos por el Gobierno para controlar los saqueos a comercios. Se desplega­
ron para vigilar las entradas a los dos grandes hipermercados ele San 
Miguel de Tucumán, portando annas a la vista de todos, realizando las tra­
tativas con los dueii.os de los comercios y con los manifestantes que pedían 

227 En junio de 2002, remiseros de "5 estrellas" rodearon la Brigada de Investigaciones 
de la Policía de la Provincia para obligar a los agentes a dejar en libertad a uno de los con­
ductores de la empresa, detenido por su presunta participación en un robo. También se re­
gistraron varios incidentes con los trabajadores de "5 estrellas" y agentes de policía y de Gen­
darmería Nacional ante los controles vehiculares en la ciudad de San Miguel de Tucumán. 
La Gacela, 5-6-7/06/02. 

228 El 3 de junio, por ejemplo, un remisero de "5 estrellas" fue detenido por dos po­
licías que secuestraron el vehículo porque había sido utilizado en un robo cometido esa 
misma ma1hna. Minu~os más tarde llegó una camioneta con las siglas de ARUT, de la 
que b<Uaron ocho personas armadas que agredieron gravemente a los agentes (uno de 
ellos denunció haber sufrido desprendimiento de riñón, fractura de tabique nasal y otras 
lesiones). Además, les robaron el handy y 1000 pesos de sueldo de uno de ellos y selle­
varon a la fuerza el vehículo secuestrado. Más tarde, unos cien móviles de "5 estrellas" 

·rastrillaron el barrio Villa Mariano Moreno buscando al joven que habría estado impli­
cado en el robo. Cuando Jo encontraron comenzaron a golpearlo brutalmente. Los po­
licías que intentaron intervenir también fueron agredidos por los remiseros. Hasta la fe­
cha no hay ningún detenido ni procesado por estos hechos. "Violento ataque de 
remiseros a un policía", La Gacela, 4/G/02. 
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bolsones de comida. Cuando los empresarios definieron la entrega de los 
alimentos, esta fuerza parapolicial organizó el reparto y la distribución en 
nombre del Estado provincial. Ningún funcionario ensayó una explicación 
para este proceder irregular. 

El 28 de enero de 2002 se realizó un "cacerolazo" frente a la Casa de 
Gobierno local para exigir mayor transparencia en la gestión estatal. Ha­
cia las 21.00, cuando los manifestantes se encontraban reunidos de mane­
ra pacífica, ingresó una columna de person~s pertenecientes a ~~s gre­
mios oficialistas: las 62 Organizaciones Peromstas al mando del dmgente 
Juan jesús Soria y ARUT (Asociación de Remiseros Unidos de T~cumán~, 
liderada por Rubén Ale. Comenzaron a lanzar elementos de pirotecma 
contra los manifestantes, golpeándolos a puñetazos y arrojándoles naran­
jas, para provocar finalmente su dispersión. Los p~riodistas que c~b.rían 
el hecho también fueron agredidos. Todo se produjo frente a la pasividad 
de la policía, que sólo actuó cuando sus propios efectivos fueron agre?i­
dos por los recién llegados. Esa misma noche, al regresar a su cas~, Rec­
tor Terán (presidente de la organización Poder del Pueblo que habm con­
vocado a la protesta) encontró algunos remises de la empresa "5 estrellas" 
que, amenazantes, siguieron sus pasos. . . . 

La empresa "5 estrellas" y el dirigente Sona fueron los pnncipales apo­
yos del Gobierno provincial cuando éste decidió, el 24 de ab_ril de ~002, 
que la plaza Independencia no podía ser ocupada con mamfestacwnes 
opositoras. Los remiseros y dirigentes mo~taron "?uardias" alre?edor de 
la plaza, impidiendo la entrada de cualqmer mamfestante opositor, ante 
la ausencia total de reacción policial. 

El 4 de mayo de 2002 el ex presidente Carlos Menem visitó San Miguel 
de Tucumán. Los dirigentes de ARUT constituyeron la custodia parapoli­
cial de Menem a lo largo de su visita. A su vez, re mises de la empresa "5 es­
trellas" cortaron el tránsito en las inmediaciones de la sede del Partidojus­
ticialista y movilizaron a los simpatizantes del dirigente229. 

Quien también visitó Tucumán, el 9 de julio, fue el presidente Eduar­
do Duhalde. Un nutrido grupo de sectores políticos, gremiales, desocupa­
dos, estudiantiles, y organizaciones de derechos humanos habían planea­
do expresar su descontento. La llegada de los manifestantes a la plaza 
Independencia fue impedida por fuerzas de la Gendarmería Nacional Y 
por personas pertenecientes a la empresa "5 estrellas", que cortaron los 
accesos al lugar y rondaron en forma amenazante las inmediaciones. 

229 E.n el marco de esa visita se prodt\io la agresión contra el periodista Daniel Malnat­
ti, protagonizada por jesús Soria, hijo d~l dirigente sind~cal homónimo, quien también se 
desempeñaba como encargado ele segundad del ex pres1clente Carlos Menem. 
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. Estos hechos demuestran el nexo entre el Estado provincial y los men­
Cionados grupos, así como la utilización de éstos como fuerza policial pa­
ralela encargada del "trabajo sucio" bajo un manto asegurado de impuni­
dad. Prueba clara de ello es la inacción de las fuerzas públicas frente a sus 
constantes agresiones y delitos. 

Siglas 

Aportes del Tesoro Nacional (ATN) 
Asamblea Permanente por los Derechos Humanos (APDH) 
Asociación de Trab<Uadores del Estado (ATE) 
Cámara Nacional de Casación Penal (CNCP) 
Central de los Trabajadores Argentinos (CTA) 
Código Penal de la Nación (CPN o CP) 
Código Procesal Penal de la Nación (CPP Nación o CPPN) 
Confederación General del Trabajo (CGT) 
Confederación de Trabajadores de la Educación de la República Argentina 

(CTERA) 
Convención Americana de Derechos Humanos (CADH o Convención 

Americana) 
Constitución Nacional (CN) 
Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH o Comisión IDH) 
Comité de Acción Jurídica (CAJ) 
Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (Comité DESC) 
Convenio Europeo ele Derechos Humanos (CEDH) 
Coordinadora contra la Represión Policial e Institucional (CORREPI) 
Corriente Clasista y Combativa (CCC) 
Corte Interamericana ele Derechos Humanos (Corte IDH) 
Corte Suprema ele Justicia ele la Nación (CSJN o CSN) 
Declaración Americana sobre Derechos y Deberes del Hombre (DADDH) 
Declaración Universal de los Derechos Humanos (DUDH) 
Dirección Nacional ele Coordinación de Gerencias de Empleo y Capacitación 

Laboral (DNCGEyCL) 
Dirección Nacional de Políticas ele Empleo y Capacitación (DNPEyC) 
Encuesta Permanente ele Hogares (EPH) 
Federación de Tierra y Vivienda (FTV) 
Federación Internacional de Ligas de Derechos Humanos (FIDH) 
Gendarmería Nacional (Gendarmería o GN) 
Gerencia de Empleo y Capacitación Laboral (GECAL) 
Instituto Nacional ele Estadística y Censos (INDEC) 
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social (MTySS) 
Ministerio de Trabajo, Empleo y Formación de Recursos Humanos (MTEyFRH 

oMT) 
Ministerio de Trabajo, Empleo y Seguridad Social (MTEySS) 
Movimiento de Trab<Uadores Desocupados (MTD) 
Movimiento Teresa Rodríguez (MTR) 
Observación General (OG) 
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Opinión Consultiva (OC) 
Organización de Estados Americanos (OEA) 
Organización de las Naciones Unidas (ONU) 
Organización Internacional del Trabajo (OIT) 
Organizaciones No Gubernamentales (ONGs) 
Pacto de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (PIDESC) 
Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos (PIDCyP o PIDCP) 
Partido Justicialista (PJ) 
Partido Obrero (PO) 
Población Económicamente Activa (PEA) 
Poder Ejecutivo Nacional (PEN) 
Policía Federal Argentina (PFA) 
Programa TRABAJAR III (TRABAJAR III) 
Programas Intensivos de Trabajo (PIT) 
Programa de Emergencia Laboral (PEL) 
Prefectura Naval Argentina (PNA o Prefectura) 
Registro General de Instituciones de Capacitación y Empleo (REGICE) 
Secretaría de Empleo y Capacitación Laboral (SEyCL) 
Sentencia del Tribunal Constitucional Español (STCE) 
Sindicato de Empleados Judiciales (SITRAJ) 
Sindicato de Empleados y Obreros Municipales (SEOM) 
Sistema de Información, Monitoreo y Evaluación de Programas Sociales 

(SIEMPRO) 
Sistema de Seguridad Interior (SSI) 
Tribunal Constitucional de Espai'ia (TCE) 
Tribunal Europeo de Derechos Humanos (Tribunal EDH) 
Unidad Ejecutora Central (UNEC) 
Unión Cívica Radical (UCR) 
Unión Obrera de la Construcción de la República Argentina (UOCRA) 
Yacimientos Petrolíferos Fiscales (YPF) 
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